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Editorial - Pfeiffer, M.L.
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EDITORIAL

La Revista de la Redbioética sigue teniendo 
como propósito recoger las voces latinoamerica-
nas que consideran la reflexión bioética como un 
modo de acompañar a los pueblos en la búsque-
da de una buena vida. Una vida en que se respe-
te fundamentalmente su derecho a compartir sus 
tradiciones que son su nutriente cultural, la tierra 
de que formamos parte, la naturaleza que nos 
sustenta y sobre todo la posibilidad de proyección 
al futuro en busca de trascendencia.

La bioética que alimenta las páginas de esta re-
vista recibe aportes de todas las disciplinas y se 
asoma a todas las problemáticas que afectan al 
ser humano, en busca de ideas y argumentos 
que permitan la reflexión crítica, especialmente 
los construidos en formato académico. 

En este número el texto Un aniversario destaca-
ble de Salvador Bergel nos recuerda el décimo 
aniversario de la Declaración Universal sobre 
Bioética y Derechos Humanos de la UNESCO 
de 2005, que ha propuesto a la bioética repensar 
sus planteos originarios marcados por el indivi-
dualismo y la preeminencia de una lectura posi-
tivista de la salud, centrando el debate bioético 
sobre una visión integral del ser humano. Este 
artículo muestra la importancia que han adquiri-
do, a partir de esta Declaración, cuestiones que 
hacen a aspectos centrales de la vida como la 
promoción de una vida saludable; la superación 
de la pobreza, la desnutrición y el analfabetismo; 
la protección de las generaciones futuras, del 
medioambiente, la biosfera y la biodiversidad. 
En el mismo sentido hallamos el aporte de María 
del Carmen Amaro quien sostiene en su traba-
jo: Bioética, derechos humanos y democracia en 
Cuba, que los reclamos de la Declaración sólo 
pueden cumplirse bajo la vigencia de la justicia 
social no sólo dentro de los propios países sino 
sobre todo en las relaciones internacionales. 
Ante el planteo de la necesidad de la democracia 
para que los derechos humanos tengan vigencia 
nacional e internacional, la autora enfatiza que 
no es posible hablar de democracia sin justicia 
social. El modo de lograrla tiene que ver con un 

debate público permanente y pluralista entre los 
mejores representantes de la sociedad en cada 
país, en la búsqueda del consenso entre ellos, en 
aras de alcanzar el bien común a nivel universal. 

Este tipo de análisis teórico es importante sobre 
todo porque la Declaración no admite dudas res-
pecto de lo que es constitutivo de la ética que 
es su puesta en práctica como política. Esa es 
la idea que desarrolla António Marquez do San-
tos al considerar que la política es un fenómeno 
intrínseco a la bioética. Lo hace sistematizando 
diez modelos teóricos explicativos del proceso 
de politización de la bioética en su trabajo Mo-
delos Teóricos de Politização da Bioética – Uma 
Revisão da Literatura. Mantiene y abunda en el 
análisis de los modelos tipificados en la literatura 
científica, contribuyendo con ello a la madura-
ción, sistematización y desarrollo de la discusión 
que existe sobre el tema. Más allá de su siste-
matización de estos diez modelos, deja abierta la 
posibilidad de algunos más, para explicar la ne-
cesidad de que bioética y política se solapen en 
acciones complementarias. 

La Declaración Universal sobre Bioética y Dere-
chos Humanos que viene de cumplir diez años, 
hace hincapié en la promoción de la salud; por 
ello este número de la revista se ocupa de la 
necesidad de la atención de la salud por parte 
del estado y toma como ejemplo la situación en 
México. No obstante que México pertenece a la 
Organización para la Cooperación y el Desarro-
llo Económicos, los distintos indicadores reve-
lan que tiene uno de los niveles más bajos en la 
atención de la salud no sólo en el mundo sino 
en América Latina. Ricardo Páez Moreno, en su 
trabajo: Solidaridad relacional: una manera de 
abordar el derecho a la asistencia sanitaria, pro-
pone corregir esta actitud política a partir de un 
enfoque de solidaridad, que tome en cuenta dis-
tintos niveles de la misma: el interpersonal, el que 
se manifiesta en las prácticas grupales y en las 
manifestaciones institucionales o legales, a partir 
de una crítica al concepto habitual de solidaridad. 
Ésta debe ser comprendida como un “nosotros” 
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que evite el “los otros”. Comprender la solidari-
dad de esta manera va de la mano con conductas 
que valoren lo público y busquen que los bienes 
de que disfruta la sociedad tengan ese carácter. 
Para Páez Moreno esto sólo podrá lograrse me-
diante compromisos políticos que identifiquen 
y destruyan las complejas redes de privilegio y 
desventaja que atraviesan las relaciones de la 
sociedad mexicana. 

Aunque Claudia Donoso no hace referencia ex-
plícita a la solidaridad en su trabajo: Deber de so-
corro del profesional sanitario en situaciones de 
desastre, al preguntarse si esa es una obligación 
contractual, establece que uno de los valores de 
la profesión médica es poner en cuestión el con-
trato como sustrato moral de las relaciones, re-
emplazándolo por actitudes solidarias. Si bien los 
estados tienen la obligación fundamental de de-
fender el derecho a la salud, la bioética no pierde 
de vista la obligación primordial de los que prac-
tican la medicina de atender a la salud cuando la 
misma ha sido perdida. Donoso plantea que los 
organismos nacionales e internacionales deben 
estar preparados para hacer frente a las emer-
gencias, desastres, catástrofes y cataclismos 
jugando un rol protagónico en la labor de conten-
ción y manejo de las crisis. Pero es imprescindi-
ble tener en cuenta el rol esencial que representa 
en ese manejo la respuesta profesional positiva 
y solidaria al “deber de socorro”: éste es clave 
para obtener un buen funcionamiento del siste-
ma de respuesta ante el desastre. ¿Es absolu-
to ese deber? Sólo impulsando los valores que 
promueve la profesión médica, entre los que sin 
duda está la solidaridad, es posible responder a 
esta pregunta. Por ello para que los profesionales 
cumplan realmente con ese rol no sólo han de in-
teriorizarse de los aspectos logísticos de coordi-
nación, sino, sobre todo, conocer y compartir los 
fundamentos filosóficos y sociales que sustentan 
esos comportamientos. Los distintos eventos ex-
traordinarios a los que puede verse sometida una 
comunidad, constituyen realidades imposibles de 
evitar, lo que obliga a una preparación activa pre-
via para hacer frente a las consecuencias de su 
aparición. 

Una de las cuestiones que son esenciales a la 
atención a la salud de los pueblos es el acceso 

a los medicamentos. Publicamos en este número 
de la revista un trabajo de María Sol Terlizzi que 
tiene que ver con esta problemática. La autora 
aborda su trabajo: Bioética y propiedad intelec-
tual. Debates actuales en torno de las patentes 
sobre los Medicamentos de Alto Costo (MAC), 
considerando que la falta de acceso a medica-
mentos, que afecta profundamente la salud de las 
personas, está vinculada a los mecanismos de 
protección de las innovaciones e invenciones far-
macéuticas, es decir las patentes. Esa cuestión 
ha variado en la última década: mientras hace 10 
años las patentes evitaban el acceso a los medi-
camentos esenciales, como los antirretrovirales 
para tratar el VIH/SIDA, en la actualidad, el eje 
está puesto en un conjunto específico de medi-
camentos que representan un porcentaje cada 
vez mayor del gasto en salud en todo el mundo, 
llamados Medicamentos de Alto Costo (MAC). 
Terlizzi considera que esta es una cuestión inelu-
dible que debe ser resuelta y propone algunos 
lineamientos para conducir a un mejor acceso a 
los MAC bajo el actual sistema internacional de 
propiedad intelectual. 

La atención a la salud tiene hoy dos cuestiones 
que provocan disputas en que la cuestión del 
respeto a los derechos humanos juega un papel 
fundamental: la del aborto y la del desarrollo de 
la neurociencia. El aborto es una de las cuestio-
nes más controvertidas, no sólo en el ámbito de 
la bioética sino de la ética misma, de la política y 
en el ámbito social. En el artículo de su autoría, 
Desde el dogmatismo hacia la exclusión. Apuntes 
sobre el delito de aborto en El Salvador, Oswaldo 
Feusier, expone el aborto desde una perspectiva 
legal. Analiza allí, como ejemplo, el proceso que 
ha sufrido la legislación sobre el aborto en El Sal-
vador. En este país, actualmente, rige un sistema 
de prohibición absoluta, que obliga a la bioética 
a pensar en los derechos de la mujer que aborta, 
atrapada por un embarazo de riesgo para su vida 
o salud, o impuesto por violencia sexual, o bien 
uno del que médicamente no se tengan expecta-
tivas de culminación exitosa, entre otros casos. 

Si bien no pueden obviarse las obligaciones le-
gales a la hora de enfrentarse a la cuestión del 
aborto, esta problemática debe ser tratada ade-
más desde diferentes perspectivas como la mé-
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dico-biológica, la psicológica, la social, la política 
y la religiosa. Dorando Michelini considera en 
su artículo El aborto como cuestión moral. Una 
perspectiva ético-discursiva, que por encima de 
todas ellas, así como por encima de la legal, hace 
necesario un planteo ético que posibilite obtener 
normas intersubjetivamente vinculantes. En ese 
sentido, sostiene que la ética del discurso, en 
tanto que teoría de la corresponsabilidad soli-
daria no rigorista, está en condiciones de hacer 
aportes conceptuales y metodológicos relevantes 
al nivel de la fundamentación como de la aplica-
ción responsable de los principios morales. Esta 
respuesta ética tiene vigencia tanto respecto de 
situaciones signadas por la contingencia y la con-
flictividad como también en las calificadas como 
dramáticas y dilemáticas. 

Así como podemos calificar al aborto como una 
cuestión persistente que ha estado presente a lo 
largo de la historia, en bioética existen conflictos 
emergentes, generados tanto por los descubri-
mientos científico técnicos como por las condicio-
nes socioeconómicas. Los conflictos que gene-
ran los recientes desarrollos de la neurociencia 
pueden ser calificados de emergentes. Marcelo 
Gorga y Sebastián Lipina analizan en su trabajo 
El desarrollo neural y la pobreza desde el enfo-
que de la neuroética, los derechos humanos y 
el desarrollo humano las variables de esta dis-
ciplina que algunos consideran propiciadora de 

interpretaciones deterministas de la conducta. 
Para ellos, la neurociencia, por el contrario, ilus-
tra la potencialidad del contexto socio-ambiental 
para modificar ciertas características de la biolo-
gía cerebral durante su desarrollo, y ayudarnos a 
comprender cuestiones que parecen alejadas de 
su esfera de incumbencia como la pobreza. Los 
recientes hallazgos de la neurociencia permiten 
desarrollar patrones para medir hasta qué pun-
to las comunidades garantizan el ejercicio de los 
derechos humanos; así como el desarrollo de las 
capacidades humanas promoviéndolo mediante 
la consideración del ser humano como un fin en 
sí mismo. 

Este número es una clara muestra de la valora-
ción de parte de la bioética de aportes provenien-
tes de diferentes espacios de reflexión. Ninguno 
de ellos pierde de vista que una ética del bios, 
una ética de la vida humana, exige compromisos 
cada vez mayores de los que pretenden que esa 
vida sea convivida con todos y cada uno de los 
seres humanos que pueblan este planeta, al que 
deben cuidar y respetar. 

Seguimos recordando que las páginas de la re-
vista Redbioética UNESCO están abiertas a to-
dos los que quieran enriquecerlas con sus apor-
tes. Recordamos también la convocatoria para el 
número 13 de la revista cuyo eje de reflexión es 
“Bioética y asimetrías de poder: explotación, des-
igualdad y derechos humanos”.

Editorial - Pfeiffer, M.L.
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Bioética, derechos humanos y democracia en Cuba

Bioethics, Human Rights and Democracy in Cuba

 María del Carmen Amaro Cano*

Resumen

En respuesta al llamado al diálogo permanente, al debate público pluralista, se concibió este artículo para tratar el 
tema de los Derechos Humanos y la Democracia, con sus logros e insuficiencias, tanto al nivel internacional como 
nacional. Se enfatiza en que no puede haber disfrute real de los derechos humanos para todos, mientras no haya 
justicia social en las relaciones entre los países y dentro de los propios países. Y, en consecuencia, no es posible 
hablar de democracia sin justicia social. A sabiendas de que la sociedad, como toda obra humana, no puede ser 
perfecta; pero sí perfectible si se unen los esfuerzos de los mejores representantes de la sociedad en cada país, en 
la búsqueda del consenso entre ellos, y con los mejores representantes de los otros países, en aras de alcanzar el 
bien común al nivel universal. Se hace un llamado a continuar trabajando con sentido de responsabilidad y, sobre 
todo, con mucho amor.

Palabras clave: bioética, derechos humanos, democracia, Cuba

Abstract

In response to the call for permanent dialogue, to pluralistic public debate, this article is designed to address the 
issue of Human Rights and Democracy, with its achievements and shortcomings, both internationally and nationally. 
It emphasizes that there can be no real enjoyment of human rights for all, while there is no social justice in relations 
between countries and within countries themselves. And consequently, it is not possible to speak of democracy 
without social justice. Knowing that society, like any human endeavor, it can’t be perfect; but perfectible if the 
efforts of the best representatives of society in each country, in the search for consensus among them and with the 
best representatives of the other countries, in order to achieve the common good to bind universal level. It calls to 
continue working with a sense of responsibility and, above all, with much love.

Keywords: bioethics, human rights, democracy, Cuba

Resumo

Em resposta ao chamado ao diálogo permanente e ao debate público pluralista, se concebeu este artigo para tratar 
do tema dos Direitos Humanos e a Democracia, com seus sucessos e insuficiências, tanto a nível internacional 
como nacional. Enfatiza-se que não pode haver desfrute real dos direitos humanos para todos, enquanto não 
exista justiça social nas relações entre os países e dentro dos próprios países. E, consequentemente, não é 
possível falar de democracia sem justiça social. É fato conhecido que a sociedade, como toda obra humana, 
não pode ser perfeita, porém, pode ser aperfeiçoada ao unirem-se os esforços dos melhores representantes da 
sociedade em cada país, na busca do consenso entre eles, e com os melhores representantes dos outros países, 
com vistas a alcançar o bem comum a nível universal. Faz-se um chamado a continuar trabalhando no sentido de 
responsabilidade e, sobretudo, com muito amor.
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Introducción
Desde su cosmovisión atea y su militancia política 
marxista, la autora nunca ha dejado de reconocer 
su profundo respeto y admiración por Jesús de 

Nazareth y por sus verdaderos fieles seguidores. 
Entre estos últimos, lo que ha significado en su 
formación ciudadana y profesoral, pero sobre 
todo humana, el modelo ejemplarizante del Padre 
Félix Varela Morales, sacerdote católico, fiel hijo 
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de la Patria, verdadero artífice de la nacionalidad 
cubana, en pleno siglo XIX, que supo defender la 
fe y la razón. (Amaro 2008) Y Monseñor Oscar 
Arnulfo Romero, a quien recuerda con gran ad-
miración, respeto y agradecimiento por su coraje 
solidario en tiempos bien difíciles. (Amaro 2014) 
A ellos, y a Carlos Marx, que reconoció al hombre 
como el capital fundamental, el valor fundamen-
tal, (Marx 1975) está dedicado este artículo, que 
tratará un tema bien polémico a nivel internacio-
nal.

Hace ya un decenio, en la Declaración Universal 
sobre Bioética y Derechos Humanos (UNESCO 
2005), se expresaba en su inicio “Consciente de 
la excepcional capacidad que posee el ser huma-
no para reflexionar sobre su propia existencia y 
su entorno, así como para percibir la injusticia, 
evitar el peligro, asumir responsabilidades, bus-
car la cooperación y dar muestras de un sentido 
moral que de expresión a principios éticos” y de-
claraba en su Art. 2, entre sus objetivos -aunque 
no los primeros: 

c) promover el respeto de la dignidad humana y 
proteger los derechos humanos, velando por el 
respeto de la vida de los seres humanos y las 
libertades fundamentales, de conformidad con 
el derecho internacional relativo a los derechos 
humanos; 

f) promover un acceso equitativo a los adelan-
tos de la medicina, la ciencia y la tecnología, 
así como la más amplia circulación posible y un 
rápido aprovechamiento compartido de los co-
nocimientos relativos a esos adelantos y de sus 
correspondientes beneficios, prestando una es-
pecial atención a las necesidades de los países 
en desarrollo;

Esta Declaración Universal sobre Bioética y De-
rechos Humanos surgía poco más de medio siglo 
después de la Declaración Universal de Dere-
chos Humanos (ONU 1948) una vez finalizada la 
II Guerra Mundial. El viejo sueño de la Revolución 
Francesa de 1789, con su lema de “liberté, égali-
te, fraternité” se materializaba en un instrumento 
jurídico, de dimensión internacional, que en su 
Preámbulo expresa: 

“Considerando que la libertad, la justicia 
y la paz en el mundo tienen por base el 
reconocimiento de la dignidad intrínseca 
y de los derechos iguales e inalienables 
de todos los miembros de la familia hu-
mana; (….) Considerando que los pueblos 
de las Naciones Unidas han reafirmado 
en la Carta su fe en los derechos funda-
mentales del hombre, en la dignidad y el 
valor de la persona humana y en la igual-
dad de derecho de hombres y mujeres, y 
se han declarado resueltos a promover el 
progreso social y a elevar el nivel de vida 
dentro de un concepto más amplio de la 
libertad;….”

Poco más de dos siglos han transcurrido desde 
la Revolución Francesa, algo más de medio siglo 
desde la Declaración Universal de Derechos Hu-
manos de la ONU y un decenio ya de la Declara-
ción Universal sobre Bioética y Derechos Huma-
nos, y aún es preciso continuar el debate acerca 
de estos temas, para concienciar, a los ciudada-
nos y los gobernantes, de la importancia de in-
corporar estos valores a la acción, si realmente 
se quiere alcanzar un alto nivel de desarrollo de 
la sociedad, a nivel internacional.

En respuesta al llamado al diálogo permanente, 
al debate público pluralista, se ha concebido este 
artículo.

La dignidad humana como valor 
y el respeto a ella como principio 
ético.

Dignidad es el derecho a ser respetado y comien-
za por el respeto a sí mismo. En tanto que dere-
cho, ese respeto no se suplica, ni se pide de favor, 
se exige. Ese principio ético y legal, está presente 
en la relación con el otro, a quien es obligatorio 
respetar, con independencia de la edad, sexo, co-
lor de la piel, origen étnico, cosmovisión, creencia 
religiosa, filiación política u otra, lo cual implica un 
trato justo y equitativo para todos. Esto significa 
que si antes no se aplica la justicia y la equidad, 
no se está respetando la dignidad de la persona a 
quien entonces le resulta bien difícil poder ejercer 
la plena libertad para comenzar respetándose a 
sí mismo. 
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Coincido con el criterio de Leo Pessini (2009), de 
que una bioética pensada a nivel “macro” (socie-
dad) necesita ser propuesta como alternativa a la 
tradición anglo-americana de una bioética elabo-
rada a nivel “micro” (solución de casos clínicos). 
La bioética compendiada en un “bios” de alta tec-
nología y en un “ethos” individualista (privacidad, 
autonomía, consentimiento informado) necesita 
ser complementada en América Latina por un 
“bios” humanista y un “ethos” comunitario (solida-
ridad, equidad…).

Tal y como acertadamente señala Pessini, en al-
gunos países de América Latina, la simple exis-
tencia de alta tecnología y de centros de cuidado 
médico avanzados despierta diversas inquietu-
des girando las interrogantes más difíciles en tor-
no, no de cómo se utiliza la tecnología médica, 
sino de la posibilidad de acceso a la misma. Con-
ceptos culturalmente fuertes como la justicia, la 
equidad y la solidaridad –afirma Pessini- deben 
ocupar en la bioética latino-americana, un lugar 
similar al que ocupa el principio de autonomía en 
los EUA.

En este sentido, la propia Declaración Universal 
sobre Bioética y Derechos Humanos (UNESCO 
2005) plantea en el Artículo 10, los principios de 
igualdad, justicia y equidad, explicitando que “Se 
habrá de respetar la igualdad fundamental de to-
dos los seres humanos en dignidad y derechos, 
de tal modo que sean tratados con justicia y equi-
dad”. Y en su Artículo 18, dedicado a la adopción 
de decisiones y tratamiento de las cuestiones 
bioéticas, expresa:

1º Se debería promover el profesionalismo, la 
honestidad, la integridad y la transparencia en la 
adopción de decisiones, en particular las decla-
raciones de todos los conflictos de interés y el 
aprovechamiento compartido de conocimientos. 
Se debería procurar utilizar los mejores conoci-
mientos y métodos científicos disponibles para 
tratar y examinar periódicamente las cuestiones 
de bioética. 

2º Se debería entablar un diálogo permanente 
entre las personas y los profesionales interesa-
dos y la sociedad en su conjunto.

3º Se deberían promover las posibilidades de un 
debate público pluralista e informado, en el que 
se expresen todas las opiniones pertinentes.

En correspondencia con lo expresado en el Artí-
culo 10 de la Declaración Universal sobre Bioé-
tica y Derechos Humanos, cuando se respeta la 
dignidad del otro, se le está respetando también 
su derecho a un trato igual y a la libertad de opi-
nión y elección en los asuntos en los que está 
directamente involucrado.

El desarrollo científico, la justicia y 
la democracia

En un artículo argentino (Biagini y Sánchez 2002), 
que trata el caso de las organizaciones no guber-
namentales y el complejo VIH/SIDA, se acepta 
que en la sociedad argentina ha habido un ace-
lerado progreso tecnocientífico y un retardado 
debate democrático al respecto. Se afirma una 
verdad incontrastable, ningún experto o especia-
lista puede pretender un monopolio de la sabidu-
ría, por lo que se hace necesario que ciudadanos 
y científicos se involucren de tal forma que lo que 
se comparta no sea solamente el conocimiento, 
sino el poder de injerencia sobre el mismo, par-
tiendo del derecho que tienen todas las personas 
a que se les respete su dignidad, es decir, su de-
recho a participar en todas las actividades en las 
que están involucrados, desde el diagnóstico o 
identificación de problemas, pasando por su ex-
plicación causal y el análisis de las alternativas 
de solución, hasta las propias acciones previstas 
para su solución.

En este mismo orden de ideas, otro científico 
(Morelli 2000), al referirse a cuestiones tales 
como la discriminación y la experimentación, afir-
ma que la dignidad de toda persona humana la 
hace acreedora de derechos, entre ellos, el de 
acceder o participar del desarrollo humano, inclu-
sive de las tecnologías médicas, por lo que se 
comete una diferenciación en sí misma injusta, 
discriminatoria, cuando arbitrariamente la misma 
cosa dada a unos, se niega a otros que se en-
cuentran en las mismas circunstancias, cuando 
el que obra de esa manera tiene la obligación de 
brindar trato igualitario a ambos.
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Por su parte, el Informe Belmont (1983) refirién-
dose al tema de la justicia señala que 

“una injusticia se produce cuando un be-
neficio acordado a una persona es de-
negado sin una buena razón, o cuando 
una carga es impuesta inicuamente. Otro 
modo de concebir el principio de justicia 
es que los iguales deben ser tratados 
igualitariamente” 

Todos las personas están obligadas, en justicia, 
a cooperar y ayudar a promover y realizar el bien 
común local, nacional e internacional, porque to-
das son seres sociales, por exigencia de la propia 
naturaleza. ¿Cómo negar entonces a los pobres 
su derecho de participación en los bienes adquiri-
dos por otros, cuando ellos han sido quienes han 
participado en su producción? Evidentemente, un 
sistema económico que hace enriquecer a algu-
nas personas y condena a otras a la pobreza y 
la desnutrición, no es un sistema justo y no res-
peta la dignidad de las personas. Y si no es justo 
ni respeta la dignidad humana, ¿qué derecho le 
asiste para autorepresentarse como el árbitro en 
el tema de los Derechos Humanos?

El desarrollo científico técnico y la 
Bioética

En un recuento histórico del tema, Bergel (2002) 
explica que la bioética surgió como disciplina 
por los avances de las ciencias de la vida en la 
segunda mitad del siglo pasado. Los problemas 
que llevaron a su nacimiento datan de la déca-
da de los años cincuenta, posterior a la segunda 
guerra mundial y tocan muy de cerca al hombre 
como protagonista de cambios con gran influen-
cia en su futuro. Se trata de la formidable revolu-
ción en biología y la magnitud e irreversibilidad 
de los problemas medioambientales, creados por 
procesos irracionales de crecimiento económico. 
Estos problemas no podían ser tratados solo des-
de la filosofía, dadas la magnitud e implicaciones 
de estos temas, sino que era necesario un nuevo 
enfoque más abarcador, en el que participaran 
otras ramas del saber. 

Potter (1971) declaraba que la bioética fue pro-
yectada como una nueva disciplina que combina 
el conocimiento biológico con el conocimiento de 

los sistemas de valores éticos. En una entrevista 
que le realizara el periodista Matías Mayor (2011), 
en relación con su artículo “Bioética, la ciencia de 
la supervivencia” (1970), Potter terminaba el en-
cuentro con estas palabras: “…. lo que se necesi-
ta es una nueva disciplina para proveer modelos 
de estilos de vida para que la gente se pueda co-
municar unos con otros y proponer y explicar las 
nuevas políticas públicas que puedan proveer un 
«puente hacia el futuro»”.

Diego Gracia (1995), por su parte, plantea que 
el ilustre oncólogo entendió la bioética como una 
nueva cultura, con el encuentro necesario entre 
los hechos y las ciencias de la vida y los valores. 
De lo que se infiere que bioética y derecho deben 
caminar conjuntamente para que los derechos 
fundamentales del hombre no se conviertan en 
letra muerta, arrastrados por una revolución cien-
tífica que, sin prisa y sin pausa, avanza en forma 
avasalladora. 

La Comisión de Derechos 
Humanos de la ONU, 61 Sesión del 
año 2005

En esta Sesión, Felipe Pérez Roque, (2005) 
entonces Ministro de Relaciones Exteriores de 
Cuba, denunciaba que la Comisión estaba permi-
tiendo la impunidad de los poderosos, pues no se 
actuaba frente a las violaciones del derecho a la 
vida, el derecho a la paz, al desarrollo, a comer, a 
aprender, a trabajar, a vivir con decoro, de millo-
nes de seres humanos en todo el mundo.

En su intervención, el representante del gobierno 
cubano también denunciaba que el Gobierno de 
Estados Unidos y sus aliados han convertido a 
la Comisión en una suerte de tribunal inquisidor 
para condenar a los países del sur y, especial-
mente, a los que se oponen activamente a su es-
trategia de dominación neocolonial.

Al margen de las diferencias, cualquier hombre 
honrado, sin importar su ideología y filiación polí-
tica, está consciente de que no puede haber dis-
frute real de los derechos humanos para todos, 
mientras no haya justicia social en las relaciones 
entre los países y dentro de los propios países. 
Y, en consecuencia, no es posible hablar de de-
mocracia sin justicia social. Los pobres y los ri-
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cos no tienen iguales derechos en la vida real, 
aunque estén proclamados y reconocidos en un 
documento oficial.

La justicia social y el respeto a los 
derechos humanos en Cuba y su 
Constitución

En el preámbulo de la Constitución de la Repúbli-
ca de Cuba, en 1975, se expresa:

“DECLARAMOS

nuestra voluntad de que la ley de leyes de 
la República esté presidida por este pro-
fundo anhelo, al fin logrado, de José Mar-
tí: “Yo quiero que la ley primera de nuestra 
República sea el culto de los cubanos a la 
dignidad plena del hombre”. 

Esta es la razón por la cual la autora, en varias 
oportunidades, en clases en la universidad, en 
conferencias y debates en eventos científicos, ha 
manifestado con firmeza que todos los profesio-
nales de salud y, por supuesto, todos los ciuda-
danos cubanos, deben tener bien presente que 
cada vez que se viola el respeto a la dignidad de 
la persona, no solo se está violando un principio 
ético de la sociedad socialista cubana, sino se 
viola también la Ley de Leyes de la nación y esta 
violación tiene sanción penal.

Pero el hecho de que el respeto a la dignidad de 
la persona esté reconocido legalmente, no quie-
re decir que se cumpla a cabalidad por todos los 
ciudadanos, con independencia de su responsa-
bilidad administrativa, legal y política. Y, por otra 
parte, lastimosamente no todos los ciudadanos 
conocen bien su Constitución y, por tal razón, no 
saben que pueden reclamar, legalmente, su dere-
cho a ser respetados.

La sociedad socialista cubana, que asumió desde 
sus inicios los principios éticos de justicia social, 
respeto a la dignidad humana y solidaridad, no es 
una sociedad perfecta, pues aunque se constru-
ye gracias al esfuerzo y compromiso social de la 
mayoría de sus ciudadanos, estos, como seres 
humanos, no son perfectos, y cuando han teni-
do que asumir una responsabilidad administrati-
va o política, la han asumido con sus defectos y 

virtudes, aunque la balanza se incline hacia las 
últimas, y han tenido aciertos y desaciertos en 
el cumplimiento de sus tareas, aunque estos últi-
mos hayan sido los menos, pues de lo contrario 
esta sociedad no hubiera podido sobrevivir medio 
siglo, especialmente frente a un vecino poderoso 
que ha utilizado todas las vías para destruirla.

Los cambios ocurridos en la 
segunda década del siglo XXI 
desde la perspectiva ética

En una entrevista concedida a Ignacio Ramonet, 
Fidel Castro le decía que

 “… este país puede autodestruirse por sí 
mismo. Esta revolución puede destruirse. 
Nosotros sí, nosotros podemos destruirla, 
y será culpa nuestra. Si no somos capa-
ces de corregir nuestros errores. Si no 
conseguimos poner fin a muchos vicios: 
mucho robo, muchos desvíos y muchas 
fuentes de suministro de dinero de los 
nuevos ricos. Por eso estamos actuando, 
estamos marchando hacia un cambio to-
tal de nuestra sociedad. Hay que volver 
a cambiar, porque tuvimos tiempos muy 
difíciles, se crearon desigualdades, injus-
ticias. Y lo vamos a cambiar sin cometer 
el más mínimo abuso”. (Ramonet 2006)

Ya ha transcurrido casi un decenio de aquellas 
palabras y todavía no se ha logrado eliminar to-
talmente todos los errores, vicios, desigualdades 
e injusticias que afloraron durante la crisis eco-
nómica de los años 90, con su crisis de valores 
como consecuencia aun peor, pues de la prime-
ra se comenzó a recuperar a fines de esa propia 
década; pero de la segunda, la sociedad cuba-
na  no se ha liberado aún totalmente. Aunque es 
preciso señalar que un aspecto positivo en estos 
últimos tiempos ha sido la resurrección de la so-
ciedad civil cubana, que tanto bien hiciera con su 
protagonismo decisivo en todas las propuestas y 
acciones durante los primeros años de la revo-
lución. Lastimosamente, durante casi tres déca-
das, el dogmatismo –que tanto se le ha criticado 
a la Iglesia Católica- fue practicado por muchos 
autotitulados marxistas, que seguramente nunca 
leyeron a Carlos Marx, sino a sus “intérpretes”, 
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tal y como expresara la autora en su artículo 
La Bioética desde una óptica marxista. (Amaro 
Cano 2008) En este sentido, casi lograron apagar 
las voces de las organizaciones sociales. 

La ignorancia de las obras de Marx – asumien-
do la de sus “traductores”- hicieron desconocer 
la opinión de éste y de Engels, expresada en el 
capítulo I de la Ideología Alemana, al referirse al 
origen del Estado y la relación entre Estado y so-
ciedad civil: 

La forma de trato condicionada por las 
fuerzas productivas existentes en todas 
las fases históricas anteriores y que, a su 
vez, las condiciona es la sociedad civil. 
Esta sociedad civil es el verdadero ho-
gar y escenario de toda la historia y cuán 
absurda resulta la concepción histórica 
anterior que, haciendo caso omiso de las 
relaciones reales, solo mira, con su limi-
tación, a las resonantes acciones y a los 
actos del Estado (Marx y Engels 1973).

Este hecho ha sido aprovechado por los enemi-
gos de la revolución para estimular –y financiar- 
la creación de supuestas organizaciones socia-
les que han querido hablar a nombre de once 
millones de habitantes. Pero eso no significa que 
se desconozca que los miembros de esas organi-
zaciones también tienen derecho a expresar sus 
propias opiniones, siempre que no se conviertan 
en “asalariados” de los enemigos de la mayoría 
del pueblo cubano que apuesta por salvaguardar 
su sociedad socialista. 

El secretismo, violación del culto a 
la dignidad plena del hombre

No es por azar que el Presidente de la República 
de Cuba, General de Ejército Raúl Castro Ruz, 
haya insistido en reiteradas ocasiones, en los 
últimos años, en la necesidad de acabar con el 
“secretismo”, que tanto daño produce, pues al no 
ofrecer toda la información necesaria en el mo-
mento oportuno, se le deja el espacio al enemigo 
para que ofrezca su propia interpretación de los 
hechos que, por supuesto, responderá a sus inte-
reses y, por tanto, no siempre será veraz.

En el caso de la salud, esto ha provocado pérdida 
de confianza de parte de la población, pues han 
sido varias las oportunidades en que, por ejem-
plo, han ocurrido brotes de dengue en distintas 
zonas geográficas del país, en particular de la ca-
pital, y el silencio epidemiológico, (Suárez Rosas 
2013) no ha permitido que la población tenga la 
percepción del riesgo de muchos de sus hábitos 
personales y del incumplimiento de las respon-
sabilidades de otros sectores de la economía, lo 
que no ha propiciado el compromiso social de 
participación en la solución del problema, tal y 
como ocurría en la década de los años 60. A ello 
se suma el hecho de que en otras oportunidades, 
tales como los brotes de cólera en las provincias 
orientales y centrales, en años recientes, tampo-
co se ha informado en forma diáfana y oportuna 
a la población. Con ello se ha facilitado la labor 
de los difamadores de los indiscutibles éxitos al-
canzados por el sector salud en el período revo-
lucionario, brindando la información a través del 
“rumor” y de publicaciones financiadas por ene-
migos del sistema socialista que, por supuesto, lo 
que persiguen es desprestigiar a la salud pública 
y la revolución cubana y hacerle perder al pueblo 
la confianza en ambas.

Son varios los profesionales (Rojas Ochoa 2014) 
y sociedades científicas, biomédicas y sociales, 
que han apoyado el planteamiento del Presiden-
te de la República de acabar con el secretismo, 
por el daño que ello entraña; sin embargo, algu-
nos directivos de distintos sectores, hacen caso 
omiso del llamado del Presidente y tampoco de-
muestran tener habilidad de escucha del reclamo 
de la sociedad civil.

La propia autora de este artículo, en su condición 
de Presidenta de la Cátedra Coordinadora Nacio-
nal de Bioética, en la Sesión Científica que con-
vocara el 18 de febrero de este año, para tratar 
el tema de “El respeto al derecho de la población 
de estar informada de los eventos que puedan 
dañar su salud”, invitó a los asistentes a seguir 
el ejemplo de grandes revolucionarios de nues-
tros tiempos (Amaro Cano 2015): Che Guevara, 
con sus criterios acerca que “no es pecado co-
meter errores, sino ocultarlos y no analizarlos” y 
su llamado a que “el pueblo debe saber cuáles 
son los problemas que hay, debe decirse todo lo 
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que debe decirse, sea bueno o malo”. (Guevara 
1961), así como a Fidel Castro, quien personal-
mente informó a la población de los enfermos y 
fallecidos por dengue hemorrágico en 1981, no 
dejándole al enemigo ningún espacio para distor-
sionar la verdad. (Castro Ruz 1981)

En correspondencia con lo que establece la Ley 
de Leyes de la Nación Cubana, todos los cuba-
nos tienen el derecho a ser respetados y ello 
implica que deben tener toda la información, ne-
cesaria y oportuna, de todo lo que directamente 
les concierne, especialmente de aquello en que 
están implicados sus principales valores: la vida 
y la salud.

La democracia social y política
Para la mentalidad liberal moderna, sociedad y 
estado se diferencian radicalmente. La sociedad 
es una estructura natural, puesto que el ser hu-
mano se convirtió en ser social solo cuando entró 
en relación, de colaboración primero y luego con 
diferentes matices de subordinación-poderío, con 
sus congéneres, en tanto que el Estado surgió 
como resultado de un acto de voluntad de los 
miembros de una sociedad. 

El concepto de democracia puede existir, tanto 
en el nivel de la sociedad como en el del Esta-
do. Coincidiendo con el criterio de Diego Gracia 
(2001) la democracia social es participación, tan-
to en el conocimiento como en la toma de deci-
siones. De ahí que la democracia social sea y no 
pueda no ser “democracia participativa” –como 
expresara Weber (1969) – y eso es, según seña-
la Diego Gracia, lo que ha promovido la bioética 
en medicina, pues el consentimiento informado 
no es otra cosa que el proceso de información y 
participación de los pacientes en el proceso de 
toma de decisiones, lo que califica como el gran 
éxito que la bioética tiene en su haber, tras treinta 
años de trabajo. 

Tanto la democracia social como la política re-
quieren asumir como un principio que la verdad 
no la posee nadie a priori, que se ha de ir conquis-
tándola en conjunto, colaborativamente y que, 
por tanto, es preciso dar razones de las posturas 
que se mantiene, hay que desarrollar la habilidad 
de escucha para entender las razones de los de-

más y, una vez contrastadas con las propias, irlas 
ajustando y/o modificando según corresponda, 
de acuerdo a la razón. Sin deliberación conjunta, 
no podrá haber nunca auténtica democracia. De 
ahí que cada vez se insista más en la necesidad 
de que la democracia social y política no sea sólo 
participativa, sino también deliberativa.

La educación en Bioética, 
especial contribución a la defensa 
de los Derechos Humanos y 
el perfeccionamiento de la 
democracia socialista

En Cuba, las Cátedras de Bioética, (1995) consti-
tuidas en las Facultades de Ciencias Médicas de 
todo el país, trazaron como objetivos específicos: 

•	 Propiciar un espacio de reflexión y debate 
teórico sobre los principales aspectos con-
ceptuales-metodológicos de la disciplina. 

•	 Desarrollar la necesaria flexibilidad, y sobre 
todo prudencia, en los análisis de cada caso 
concreto. 

•	 Promover el profundo respeto hacia las opi-
niones ajenas, sin menoscabo del derecho a 
defender las propias. 

•	 Contribuir al fortalecimiento de los mejores 
valores del hombre, que es la función funda-
mental de la sociedad, tal y como expresara 
Marx. En el caso concreto de la educación en 
ciencias médicas: del profesional de la salud 
que labora en nuestras instituciones y de los 
educandos que se forman en nuestras aulas 
se busca este objetivo, de manera que sean 
ejemplos de moral ciudadana y profesional. 

La labor hombre a hombre, el modelo ejemplari-
zante del profesor y el debate franco y respetuo-
so sobre los distintos temas, que interesan a la 
población necesitada de los servicios de salud y 
a los profesionales y directivos responsabilizados 
con proveer esos servicios, ha sido la actividad 
constante de las Cátedras de Bioética de todas 
las Universidades de Ciencias Médicas del país, 
en especial de la Cátedra Coordinadora Nacional 
de la disciplina y de las de las provincias de Hol-
guín, Santiago de Cuba y Guantánamo.
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El fundamento teórico para las acciones y de-
cisiones que tienen implicaciones éticas, tanto 
en la asistencia, la docencia, la investigación y 
la gerencia, se ha logrado introducir en temas 
en las asignaturas del pre-grado. En el caso del 
post-grado, en los cursos de diplomados, maes-
trías y doctorados curriculares, así como se han 
organizado entrenamientos para los Comités de 
Ética de Investigación, con el objetivo de que 
puedan ajustar su estructura y funcionamiento 
a los requisitos establecidos internacionalmente 
y contextualizados con la realidad y normas del 
país.

También se han realizado investigaciones acerca 
de los valores éticos consensuados por la socie-
dad cubana y de ellos, los consensuados en el 
sector salud, con el objetivo de poder perfeccio-
nar las acciones necesarias para el fortalecimien-
to de esos valores que tan necesarios son para 
la defensa de los Derechos Humanos y para el 
perfeccionamiento de la democracia socialista. 
(Amaro 2014)

Atendiendo al reclamo del Apóstol de Cuba, José 
Martí, de “Injértese en nuestras repúblicas el 
mundo; pero el tronco ha de ser el de nuestras 
repúblicas” (Martí T6,1963-1966:18) la Cátedra 
Coordinadora Nacional de la disciplina ha man-
tenido intercambio permanente con prestigiosos 
bioeticistas de diferentes países: EUA, España, 
Colombia, República Dominicana, Argentina, 
Chile, Brasil, Italia, Francia y otros, así como ha 
asistido a sus eventos. También les ha recibido 
en Cuba, con el objetivo de intercambio acadé-
mico, compartiendo con los visitantes los avan-
ces, los aspectos aun no logrados y los retos que 
plantea la Bioética, al nivel internacional y tam-
bién para Cuba. En esta tarea se ha recibido el 
solidario acompañamiento de la representación 
de la OPS/OMS en Cuba. 

En el plano nacional, las Cátedras de Bioética 
han establecido sólidos lazos de relaciones con 
la Comisión Nacional de Ética Médica y con el 
Comité Nacional Cubano de Bioética, así como 
con el Centro Nacional de Ensayos Clínicos y su 
Comité de Ética de Investigaciones.

En este último caso, la autora viene planteando 
desde hace algunos años, la necesidad de man-

tener una coherencia entre pensamiento, pala-
bra y acción, ya que la palabra es la expresión 
del pensamiento y éste guía la acción. En este 
sentido, llama la atención que en algunas insti-
tuciones nacionales e incluso al nivel internacio-
nal, las distintas organizaciones de Bioética y sus 
miembros demuestran incoherencia al declarar, 
por una parte, su respeto por la dignidad de las 
personas, como principio ético fundamental y por 
otra, a la hora de hablar y escribir acerca de las 
investigaciones en la que participan sujetos hu-
manos, se les trata como objetos y no como su-
jetos, expresando que se hacen investigaciones 
“en” diabéticos o “sobre” hipertensos, irrespetan-
do su dignidad como personas, pues toda acción 
diagnóstica, terapéutica o investigativa, en la que 
participan sujetos humanos, tiene que hacerse 
con las personas, es decir, con su libre consenti-
miento, si realmente se les respeta su dignidad.

Otra situación similar ocurre cuando se continúa 
hablando de “imponer” tratamiento, descono-
ciendo que el médico solo puede proponer al pa-
ciente y/o familiares la terapéutica que considera 
mejor en cada caso –si realmente les respeta su 
dignidad- al mismo tiempo que debe ofrecerles 
información de las otras posibles alternativas, de 
manera que puedan ejercer plenamente su dere-
cho a la libre elección.

Coonsideraciones finales
En este artículo se ha tratado el tema de los de-
rechos humanos y la democracia, con sus logros 
e insuficiencias, tanto al nivel internacional como 
nacional, a sabiendas de que la sociedad, como 
toda obra humana, no puede ser perfecta; pero 
sin lugar a dudas, puede ser perfectible si unimos 
todos nuestros esfuerzos en aras de alcanzar 
ese bien común.

La crítica constructiva tiene el firme propósito de 
erradicar los errores e insuficiencias y perfec-
cionar la democracia en nuestras sociedades, 
para seguir avanzando hacia ese mundo mejor, 
que es posible. En esa dirección hay que conti-
nuar trabajando con sentido de responsabilidad 
y, sobre todo, con mucho amor, a sabiendas de 
que –como dijera el Apóstol de Cuba, José Martí: 
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“Los malos no triunfan sino donde los buenos son 
indiferentes”. (Marti 1963-1966:359)

La Bioética justamente reclama la lucha contra 
la indiferencia para lograr un ser humano más 
sensible al dolor ajeno y con el coraje suficiente 
para enfrentar todo lo negativo y lograr un am-
biente físico y social en el que prime el trato justo 
y equitativo a todas las personas, respetándoles 
su dignidad y protegiéndoles el ejercicio pleno de 
su libertad.

Entregado	 18-7-2015 
Aprobado	 9-9-2015
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Un aniversario destacable

A notable Anniversary

Salvador Darío Bergel*

Resumen

Por muchas razones la Declaración Universal sobre Bioética y Derechos Humanos de la UNESCO del 2005 importó 
un cambio de relevancia en tanto trajo al debate bioético una visión integral del ser humano que incorpora aspectos 
centrales de la vida, de la relación con el mundo y con sus componentes. Se destaca en particular la promoción de 
la salud; la pobreza, la desnutrición y el analfabetismo; la protección de las generaciones futuras y la protección del 
medioambiente, la bioesfera y la biodiversidad.

Palabras clave: bioética, derechos humanos, promoción de la salud.

Abstract

For many reasons the UNESCO’S Universal Declaration on Bioethics and Human Rights of 2005 implied a relevant 
change because it brought to the bioethical debate a comprehensive vision of the human being that incorporates 
key aspects of life and of the relationship with the world and its components. It highlights in particular the promotion 
of health; poverty, malnutrition and illiteracy; the protection of future generations and protection of the environment, 
the biosphere and biodiversity.

Keywords: bioethics, human rights, promotion of health.

Resumo

Por muitas razões, a Declaração Universal sobre Bioética e Direitos Humanos da UNESCO de 2005 significou uma 
mudança relevante no debate bioético bioético ao trazer uma visão integral do ser humano que incorpora aspectos 
fundamentais da vida, relacionamento com o mundo e seus componentes. Destaca-se em particular a promoção 
da saúde, em particular a pobreza, a desnutrição e o analfabetismo; a proteção das gerações futuras e protecção 
do ambiente, a biosfera e a biodiversidade.

Palabras-chave: bioética, direitos humanos, a promoção da saúde.

* 	 Doctor en Derecho, Profesor Emérito de la Universidad de Buenos Aires, Titular de la Cátedra UNESCO de Bioética, 
miembro del Consejo Directivo de la Redbioética UNESCO. s.bergel@zbv.com.ar

1. Introducción
Al presente se cumplen diez años de la Declara-
ción Universal sobre Bioética y Derechos Huma-
nos de la UNESCO, documento respecto de cuya 
trascendencia en la bioética no caben cuestiona-
mientos. Fruto de una prolija elaboración en cuyo 
proceso se produjeron encendidos debates, mos-
tró nuevos caminos a recorrer, lo que nos mueve 
a ensayar un primer análisis sobre sus logros y 
sus metas de futuro.

El texto –en opinión de Badía Martí- significa el 
ingreso de la bioética a las relaciones internacio-
nales más allá de la dimensión científica, incor-
porándose plenamente en las relaciones entre 
los estados con sus implicancias en el campo 
económico, político y social, entrando de lleno en 
la arena internacional. Por otro lado, introduce la 
materia que trata la bioética en el ordenamiento 
jurídico internacional, de la mano de una cues-
tión tan sensible y de naturaleza universal, como 
son los derechos humanos, lo que abre un ámbito 
material nuevo en este ordenamiento.
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2. El valor jurídico, político y ético 
de la Declaración

Es sabido que ante el derecho internacional una 
declaración no tiene la misma eficacia que un tra-
tado o un convenio. Con base en esta diferencia 
se ha pretendido sostener que los contenidos de 
la Declaración del 2005 no son vinculantes para 
los países que la suscribieron. Frente a esta pos-
tura de quienes pretender relegar la Declaración 
a una simple expresión de buenos deseos sus-
cripta por los representantes de los estados, Hé-
ctor Gros Espiell, figura descollante del derecho 
internacional y motor de las tres Declaraciones 
de la UNESCO sobre Bioética, se pregunta: ¿qué 
quiere decir “no vinculante”?, ¿que no crea víncu-
los? Y responde: no puede decirse que una De-
claración adoptada por la Asamblea General de 
las Naciones Unidas no cree vínculos. Para Gros 
Espiell y para la mayoría de la doctrina es fuen-
te de derechos (Gros Espiell y Gómez Sánchez 
2006: 211). 

Cuando se adoptó la Declaración Universal sobre 
Derechos Humanos de 1948, también algunas 
delegaciones afirmaron que era simplemente un 
texto moral que serviría como ejemplo al derecho 
interno. Ese mismo día el delegado de Francia, 
René Cassin, uno de sus autores, expresó: todo 
lo contrario. En un discurso magistral y premoni-
torio dijo que la Declaración de 1948, como pro-
yección y precisión de la Carta de las Naciones 
Unidas tenía un valor jurídico propio y llegaría a 
ser fuente de derecho. Posteriormente, en las 
Conferencias de Teherán de 1968 y de Viena de 
1993 se estableció que la Declaración Universal 
era obligatoria para toda la comunidad interna-
cional. Esto fue concretado por la doctrina que 
es particularmente unánime hoy en esta materia 
y sostenida reiteradamente por la Corte Interna-
cional de Justicia. Concluyendo sus observacio-
nes Gros Espiell expresa que la Declaración Uni-
versal tiene carácter vinculante, no sólo moral y 
políticamente, sino también vinculante en cuanto 
a eventual fuente de derecho desde el punto de 
vista jurídico.

En esta misma línea de pensamiento, Yolanda 
Gómez Sánchez, Profesora de la UNED y exin-
tegrante del CIB, considera que la Declaración 

Universal de la UNESCO, adoptada por los es-
tados miembro de las Naciones Unidas, es un 
documento jurídico internacional del que derivan 
compromisos, también jurídicos materiales de 
respeto a su contenido para todos los países que 
la han adoptado (Gómez Sánchez 2009:559). En 
su construcción distingue entre el valor jurídico 
de la Declaración y el de eficacia jurídica interna 
en cada uno de los estados que la han suscrip-
to. Señala que cuando los principios de derecho 
internacional definen el concepto de “documen-
to vinculante” para los estados, están haciendo 
alusión a la esfera jurídica interna de cada uno 
de los estados suscriptores del documento inter-
nacional, pero no al valor jurídico general deriva-
do de su adopción por los estados en el seno de 
un determinado organismo internacional. El valor 
jurídico de la Declaración afecta por igual a to-
dos los estados que la firmaron y respecto del 
compromiso de cada estado (que es sujeto del 
derecho internacional) con la comunidad interna-
cional. En consecuencia -anota la autora- el con-
tenido de la Declaración será siempre vinculante 
en un sentido general, para todos los estados que 
la firmaron en relación con sus compromisos in-
ternacionales. Por otro lado la “eficacia interna” 
alude a la posición de la Declaración en el orde-
namiento jurídico interno de los estados y su re-
lación de jerarquía (supremacía de unas normas 
sobre otras).

Aunque tanto el valor internacional como la efi-
cacia jurídica interna son elementos esenciales 
de la Declaración, la segunda resulta de un fac-
tor determinante para la aplicación práctica de la 
Declaración en los ordenamientos internos de los 
diversos estados, ya que permite definir los ob-
jetivos legislativos y ejecutivos de dicho estado 
y en su caso la posible tutela jurídica que se le 
reconozca a la Declaración. De aceptarse la tesis 
del carácter “no vinculante” a la Declaración, ello 
llevaría a la incongruencia jurídica de que los es-
tados puedan comprometerse internacionalmen-
te y al mismo tiempo no vincularse a los compro-
misos asumidos. En esta dirección el artículo 3 
de la Convención de Viena sobre el derecho de 
los tratados al determinar qué acuerdos interna-
cionales no quedan comprendidos en el ámbito 
del mismo, señala: 
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La presente Convención no se aplica ni a 
los acuerdos celebrados entre estados y 
otros sujetos del derecho internacional o 
entre esos otros sujetos del derecho inter-
nacional; ni a los acuerdos internacionales 
no celebrados por escrito, no afectando el 
valor jurídico de tales acuerdos. Con más 
razón estos principios deben aplicarse a 
un instrumento escrito firmado por los es-
tados. (Convención de Viena art.3)

Un ejemplo categórico del valor jurídico de una 
Declaración internacional en el derecho interno 
lo ofrece el artículo 75, inciso 22 de la Consti-
tución Nacional, cuyo segundo párrafo establece 
que la Declaración Americana sobre Derechos y 
Deberes del Hombre, la Declaración Universal de 
los Derechos Humanos…” tienen jerarquía cons-
titucional, no derogan artículo alguno de la prime-
ra parte de la Constitución y deben entenderse 
complementarios de los derechos y garantías por 
ellos reconocidos”.

En síntesis, la Declaración sobre Bioética y De-
rechos Humanos suscripta en forma unánime por 
los estados miembro de las Naciones Unidas y 
ratificada por la Asamblea General de uno de sus 
órganos (la UNESCO), tiene un concreto valor ju-
rídico en el orden interno. Si bien en nuestro país 
no tiene aún jerarquía constitucional, no puede 
negarse su correspondiente valor jurídico por la 
sola circunstancia de ser una Declaración, rati-
ficada por los estados. Que no se haya plasma-
do en un tratado no impide reconocer su valor 
jurídico así como que fue ampliamente discutida 
durante dos años y aprobada por el voto unánime 
de los firmantes. Que no posibilite la exigencia de 
las obligaciones asumidas por uno o varios es-
tados frente al incumplidor, no implica que en el 
orden interno la firma de la Declaración importe 
asumir obligaciones del Estado frente a sus ciu-
dadanos.

Al margen de su valor jurídico la Declaración tie-
ne un relevante valor ético en cuanto marca la 
agenda actual, incorporando temas cuya relevan-
cia ética no es posible desconocer, tal como se 
verá en el desarrollo siguiente.

Desde el punto de vista político la Declaración 
otorga suficientes herramientas para quienes as-

piran a una bioética más cercana a los problemas 
y dilemas del diario vivir de grandes masas de la 
población mundial.

3. El vínculo de la bioética con los 
derechos humanos

Aparte de ser el primer documento internacional 
globalizador de la bioética, considero que contie-
ne indudables aportes que ayudan a configurar la 
disciplina en un enfoque más cercano a los pro-
blemas y dilemas de un mundo caracterizado por 
profundas desigualdades en lo económico, social 
y cultural.

De estos aportes destaco en primer término el 
vínculo que establece con los derechos huma-
nos, que da un marco conceptual a los principios 
que posteriormente enuncia. Comenzando por su 
título, siguiendo por la explicación de sus antece-
dentes: “esta Declaración se ha de entender en 
modo compatible con el derecho internacional y 
las legislaciones nacionales de conformidad con 
el derecho relativo a los derechos humanos”; por 
sus objetivos: “promover el respeto de la dignidad 
humana y proteger los derechos humanos velan-
do por el respeto de la vida de los seres humanos 
y las libertades fundamentales, de conformidad 
con el derecho internacional relativo a los dere-
chos humanos”; y por los principios: “se habrá de 
respetar plenamente la dignidad humana, los de-
rechos humanos y las libertades fundamentales”, 
queda muy en claro la íntima ligazón que estable-
ce entre bioética y derechos humanos.

Al hacerlo no se trató de buscar un escudo pro-
tector para la bioética –que por otra parte no lo 
necesitaba- sino que se enfatizó en transmitir 
a sus destinatarios que la bioética importa una 
aplicación concreta de los derechos humanos en 
el campo que le es propio: la vida, la salud y el 
bienestar de los seres humanos; y esto no sólo 
con relación a los avances de las tecnociencias, 
sino también en un campo mucho más abierto: el 
de los condicionantes económicos y sociales de 
la vida y de la salud humana.

Ambas construcciones hablan un mismo len-
guaje y apuntan en último análisis a un objetivo 
común: la defensa de la dignidad humana ante 
las acechanzas de un mundo que avanza preci-
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pitadamente, dejando de lado a grandes masas 
de población que quedan atrapadas por una dra-
mática exclusión en los más diversos campos de 
la vida.

La Declaración Universal de 1948 no fue el fru-
to de una invención realizada por un puñado de 
iluminados, que al emerger el mundo de una de 
las catástrofes más cruentas de la historia pre-
tendieron proteger la dignidad humana acorazán-
dola con un catálogo de principios elementales y 
esenciales para organizar una convivencia pacífi-
ca y duradera. Fue mucho más que ello, aunque 
la toma de conciencia sobre esta necesidad tal 
vez pudo constituir el mérito más relevante del 
instrumento votado en 1948.

Decimos que no fue una invención, por cuanto 
se limitó a plasmar –tal vez en forma magistral- 
principios y demandas que ya flotaban en la con-
ciencia colectiva.

La Declaración de 1948 no pretendió encorsetar 
a los derechos humanos en un catálogo cerra-
do y si alguna enseñanza cabe recibir de ella, es 
la necesidad de ir avanzando en la búsqueda de 
nuevos derechos, conforme a la natural preocu-
pación del hombre por mejorar las condiciones 
de su existencia para su disfrute y para transmitir 
a las generaciones futuras un legado superior al 
recibido.

A su sombra –tal como lo describiera el siempre 
recordado E. Rabossi- se ha desarrollado un fe-
nómeno jurídico, político, ideológico y moral su-
mamente complejo, muy dinámico, de alcances 
mundiales y de consecuencias revolucionarias. 
El fenómeno -observa Rabossi- no es la anar-
quía, ya que brinda un macro escenario en el que 
los intereses en juego se confrontan, las lógicas 
se entrecruzan y las soluciones (a veces) se al-
canzan (Rabossi 2007: 238). En cuanto estos de-
rechos son humanos, representan las necesida-
des, criterios primarios, materiales sociales, eco-
nómicos y culturales sin los cuales el individuo 
no puede desarrollar su vida con dignidad (Hoyos 
Vázquez 2007:333).

Se han elaborado en el curso de los años di-
versas clasificaciones, que no sólo apuntaron a 
ordenar la materia, sino que pretendieron esta-

blecer un orden jerárquico de los derechos hu-
manos, conforme a las posibilidades económicas 
de satisfacerlo. Todas estas clasificaciones, en el 
fondo, apuntan a justificar o avalar la nula o men-
guada vigencia de los derechos económicos y 
sociales, que son –casualmente- los violados con 
más asiduidad. Lo real es que todos los derechos 
humanos tienen una misma razón de ser y todos 
deben ser aplicados y respetados en un pie de 
igualdad. La catalogación sólo contribuye a de-
bilitar su aplicación práctica. La inobservancia de 
los derechos marca, precisamente, un campo de 
lucha, un reclamo que sólo cesa con la efectiva 
vigencia de los mismos.

Lo que proclama la Declaración de la UNESCO 
en sustancia, es un conjunto de derechos hu-
manos que son sistemáticamente violados en el 
campo de la vida y de la salud del hombre. Fue 
realizada en relación a la realidad del momento 
en que se suscribió, lo que no implicaba que en el 
futuro pudieran incorporarse otros derechos con-
forme al surgimiento de nuevas exigencias y al 
carácter progresivo que se les asigna.

En síntesis, la Declaración del 2005 se integra a 
la de 1948 y a los demás instrumentos que se 
fueron generando a nivel internacional o regional, 
por el influjo de las exigencias sociales y políti-
cas, en materia de derechos humanos.

Entre otros derechos menciona:

•	 el derecho al respeto de la autonomía per-
sonal;

•	 el derecho al respeto a la integridad perso-
nal;

•	 el derecho al goce del grado máximo de sa-
lud;

•	 el derecho a una atención médica de calidad;

•	 el derecho de acceso a los medicamentos;

•	 el derecho a una alimentación adecuada;

•	 el derecho de acceso al agua potable;

•	 el derecho a cubrir las necesidades básicas 
(reducción de la pobreza);
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•	 el derecho a la alfabetización;

•	 el derecho al goce de los resultados de la in-
vestigación científica;

•	 el derecho a un medioambiente no contami-
nado.

Al establecer los derechos humanos entre sus 
principios –señala Dora Porto- reconoció la di-
mensión social como intrínseca a la bioética (Por-
to 2012:109). La bioética incorporó así –en forma 
preponderante- la problemática de los derechos 
relacionados con los condicionantes sociales y 
económicos de la vida y la salud humana.

4. Los aportes centrales de la 
Declaración

Más allá de la profundidad y altura de los debates 
que precedieron al texto aprobado, justo es reco-
nocer el aporte fundamental hecho por la bioética 
latinoamericana, en especial la brasileña, en el 
contenido de la Declaración. En esta dirección 
cabe destacar el magno Congreso de Bioética de 
Brasilia de 2002 que funcionó bajo el sugestivo 
lema de “Bioética, poder e injusticias”.

El Congreso de 2002 – se ha señalado- “politizó” 
en la práctica concreta la agenda bioética inter-
nacional. Los principios de autonomía, benefi-
cencia, no maleficencia y justicia –a pesar de ser 
indispensables y centrales en la bioética de ese 
momento- dejaron de ser la única herramienta 
teórica y metodológica a disposición de los inves-
tigadores y estudiosos. El resultado práctico del 
Congreso fue siendo gradualmente incorporado 
al contexto epistemológico internacional de la 
bioética (Garrafa 2012:10).

Estos aportes se tradujeron en los “principios” de 
la Declaración. Estos principios no sólo constitu-
yen el eje sobre el cual transita la “nueva bioéti-
ca”, sino que –esencialmente- se constituyen en 
guías de acción. Así lo entendieron los cultores 
de la bioética en sus encuentros y servirán para 
transitar la futura agenda.

De estos principios tomamos los que –a nuestro 
juicio- constituyen los aportes más originales: 

a) 	 La promoción de la salud 

La Declaración se refiere a diversos derechos 
vinculados con la salud: el derecho al grado más 
alto de salud, el derecho a una atención médica 
de calidad, el derecho de acceso a los medica-
mentos: todos ellos al margen de los condicio-
nantes económicos y sociales de la salud.

En su introducción destaca que la salud no de-
pende únicamente de los progresos de la inves-
tigación científica y tecnológica, sino también de 
factores psicosociales y culturales.

Berlinguer, ilustre bioeticista y sanitarista italiano, 
nos habla de lograr una sociedad que en lo posi-
ble no obligue a la medicina al triste deber de em-
peñarse en una actividad reparadora, tardía y ge-
neralmente inútil de los daños ocasionados fuera 
de su campo de acción (Berliguer 1994:101).

Tanto la prevención primaria como la promoción 
de la salud se proponen conjuntamente preve-
nir las enfermedades y mejorar las condiciones 
psicofísicas del individuo. Estos tipos de preven-
ción tienden a movilizar la capacidad preventiva 
que es el fruto de decisiones llevadas a cabo en 
otros campos como la difusión de la instrucción, 
la humanización del trabajo, el mejoramiento de 
la vivienda y de la vida urbana y del espíritu de 
convivencia y solidaridad entre ciudadanos (Ber-
linguer 1994:88).

Tal como señalamos toda la medicina tiene como 
meta la salud, pero sólo la prevención tiene como 
carácter intrínseco y como fin específico, la igual-
dad de cada ciudadano en el campo de la sani-
dad. El artículo 14 de la Declaración comienza 
por afirmar que la promoción de la salud y el 
desarrollo social de sus pueblos es un cometido 
esencial de los gobiernos, que comparten todos 
los sectores de la sociedad (Berlinguer 1994: 93).

El derecho a una atención médica de calidad se 
traduce en una atención que garantice una ade-
cuada selección de la indicación de acuerdo a las 
evidencias o al menos con algún soporte científi-
co que demuestre su utilidad; una adecuada eva-
luación de los riesgos y los posibles daños que 
pueda causar, una atención humana que respete 
los derechos del enfermo y que cumpla con crite-
rios de justicia (D’Empaire 2006: 447).
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Los derechos de acceso a los servicios de salud 
y a los medicamentos son componentes esencia-
les del derecho a la salud. Cuando la salud se 
resiente, el más elemental de los derechos que 
se puede ejercer es el de acceso a los servicios 
de salud; acceso en tiempo adecuado y con la 
calidad requerida según el tipo de atención. La 
existencia de personas que no cuenten con las 
posibilidades de tal acceso, constituye un agravio 
a la especie humana.

Paralelo al derecho de asistencia médica es el de 
acceso a los medicamentos. La OMS confeccio-
na periódicamente un listado de los denomina-
dos medicamentos esenciales. Más allá de ello, 
es imperativa la provisión de medicamentos, sin 
mayores distingos- que debería ser una presta-
ción primaria del Estado. 

El poder curarse –volvemos a Berlinguer- se ha 
transformado en una función directa, legítima 
y explícita del dinero y se afirma por esto en la 
práctica y a veces en las leyes, un derecho de 
atención médica y a la salud proporcional a la ri-
queza (Berlinguer 2006:61).

Estas situaciones, que lamentablemente aun hoy 
muestran muchos países, deben ser definitiva-
mente superadas y a ello apunta la Declaración 
en su artículo 14.

La prevención primaria y la promoción de la sa-
lud estaban frecuentemente fuera de la agenda 
bioética. El tema de la salud –se ha señalado- ra-
ramente está presente en los debates bioéticos. 
Estos privilegian crecientemente las situaciones 
extremas como nacimientos “artificiales”, tras-
plante de órganos, las condiciones de supervi-
vencia en enfermos terminales, descuidando el 
hecho que la salud y la enfermedad son para 
todos un campo universal de experiencia, de 
reflexión y también de elecciones morales. A la 
salud le es comúnmente negado el título de no-
bleza como objeto de la ética y, en el mejor de 
los casos, se le atribuye solamente el valor (que 
para algunos es considerado filosóficamente irre-
levante e intelectualmente plebeyo) de cuestión 
social (Berlinguer 2006:17).

b) 	 La pobreza, la desnutrición y el 
analfabetismo

Por vez primera un documento universal sobre 
bioética pone el foco de atención en estos temas 
que, comúnmente, se consideraban ajenos a su 
cometido.

La pobreza es aún la causa principal de las en-
fermedades y es un factor que está más allá de 
ser controlado de inmediato. La pobreza material 
(tanto como la cultural) como asimismo el reali-
zar actividades laborales insalubres, poco satis-
factorias, provoca la acción de todos los factores 
específicos de las enfermedades, obstaculiza la 
adopción de medidas preventivas, y hace más di-
fícil el curarse (Berlinguer 2006:34).

Alrededor de la pobreza –lo señalamos en otra 
oportunidad- se forma un círculo perverso que 
lleva a la desnutrición, al deterioro del medioam-
biente, a la marginación, a la disgregación social, 
a la delincuencia, al analfabetismo, a la pérdida 
de autoestima; círculo del que difícilmente pueda 
salir quien ingresa en él, en tanto tienden a repro-
ducirse los condicionantes a los descendientes 
(Bergel 2006: 395).

La Cumbre Mundial sobre Desarrollo Social de 
Copenhague de 1995, había señalado que la fal-
ta de ingresos y recursos productivos suficientes 
para garantizar medios de vida sostenibles, ge-
neraba hambre y mal nutrición, mala salud, fal-
ta de acceso o acceso limitado a la educación y 
otros servicios básicos, aumento de la morbilidad 
y la mortalidad a causa de las enfermedades, dis-
criminación y exclusión social.

Muy ligada a la pobreza está la desnutrición, que 
en los primeros años de vida produce efectos 
devastadores. El derecho a alimento –en su es-
pecificación como alimento seguro, sano y ade-
cuado- se presenta como el campo más especí-
fico de la ciudadanía global. Mediante el alimento 
adecuado y seguro no sólo se nutre el cuerpo, 
sino la dignidad de la persona (Rodota 2010:13).

Hace tres lustros la ilustre genetista y bioeticista 
brasileña Eliane Azevedo publicó un fascinante 
ensayo que tituló “O direito de vir –a- ser apos o 
nascimento”, en el que destaca la necesidad de 
una alimentación adecuada en los primeros años 
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de la vida. La desnutrición de los niños –señala-
ba- reduce la velocidad de la división celular, la 
síntesis del ADN y el número total de células en 
el cerebro, a más de interferir en el proceso de 
mielización, recordando que en un documento de 
la UNICER de 1998 se reconoció que la desnu-
trición perjudica el intelecto, la productividad y el 
potencial no sólo de la persona, sino de toda una 
sociedad. Agrega Azevedo que 

la ausencia de condiciones mínimas de 
alimentación y de morada, requeridos 
por el organismo humano, funciona como 
anulador de potencialidades genéticas 
conduciendo a las personas a una muerte 
precoz, antecedida de un vivir sub-biológi-
co. Negar el mínimo esencial a cualquier 
persona es usurpar el más sagrado de los 
derechos esenciales, o sea, el derecho al 
desarrollo pleno de las potencialidades 
biológicas y mentales que trae consigo 
(Azevedo 2000: 133).

Me he permitido transcribir textualmente el pen-
samiento de Eliane Azevedo, para mostrar los 
efectos de la pobreza y la subalimentación sobre 
la vida y el desarrollo humanos.

A la luz de estas realidades es fácil concluir que 
la bioética necesitaba incluir en sus análisis y en 
sus programas a los condicionantes económicos 
y sociales de la salud. De otra forma, contemplar 
plácidamente los estragos que causa la pobreza, 
la subalimentación, la exclusión social, la carencia 
de agua potable, sin advertir sus consecuencias 
sobre la salud y la vida de los hombres importa 
simplemente desviar el camino del pensamiento.

So pretexto de postular una bioética aséptica, 
que se limite a los problemas de frontera, se ex-
cluyen de su alcance temas centrales de impe-
rioso tratamiento. La inclusión de los condicio-
nantes sociales y económicos de la salud y de 
la vida puede calificarse como una apertura de 
la bioética a la política, lo cual no tiene nada de 
malo. La defensa de una bioética apolítica es un 
posicionamiento político que tributa objetivamen-
te a favor de la conciliación de intereses dentro 
del statu quo social vigente, tal como sostiene 
Sotolongo (2005:133).

La Declaración del 2005, con todos los recor-
tes que tuvo que aceptar para ser consensuada, 
constituyó –sin lugar a dudas- un fuerte avance 
destinado a integrar los condicionantes económi-
cos y sociales de la vida y de la salud humana. En 
este sentido el artículo 14 se constituye en una 
pieza central para el logro de tales fines.

c) 	 Protección de las generaciones futuras

Ya la UNESCO había demostrado su preocupa-
ción por lograr una declaración específica sobre 
los derechos de las generaciones futuras (1994). 
La Declaración de 2005, al reiterar esta preocu-
pación, apunta en particular a los efectos que po-
dría generar la aplicación de los adelantos de la 
investigación científica, sobre la constitución ge-
nética de los individuos que nos sucederán.

No es este un tema menor: cuando el hombre ha 
conseguido introducirse en los secretos más re-
cónditos de la herencia, cuando ha podido modi-
ficar el capital genético a través de técnicas como 
la del ADN recombinante -hoy empleada en cam-
pos ajenos a lo humano como el agrícola- nace 
la preocupación sobre los límites que se pueden 
imponer cuando se trata de aplicarlo a la especie 
humana.

El genoma humano es por naturaleza evolutivo, 
tal como lo reconoce el artículo 3 de la Decla-
ración de la UNESCO sobre Genoma Humano; 
pero esta variabilidad nacida de la natural evo-
lución de las especies no puede autorizar a una 
“variación dirigida”, ya que en ese caso, las ge-
neraciones futuras no estarían condicionadas por 
los procesos naturales, sino que entraría a jugar 
la participación intencional del hombre.

Esto es obviamente peligroso en tanto no exis-
ten parámetros para determinar los límites de tal 
intervención, lo que podría conducir a la altera-
ción de ciertas características en las generacio-
nes futuras. La ciencia y la técnica, aventuras del 
pensamiento humano, no reconocen límites y si 
se los fija hipotéticamente pueden ser fácilmente 
vulnerables.

Cosa distinta es el destino del ser humano que 
exige en forma imperativa ser respetado, más 
allá y a pesar de las proyecciones de las biotec-
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nociencias. Con respecto a ello podría hoy discu-
tirse la posibilidad de alterar la información gené-
tica para posibilitar la transmisión de enfermeda-
des hereditarias: es un tema sobre el cual se han 
esbozado criterios diferentes que deben ser de-
bidamente respetados y debatidos. Sin embargo, 
algo debe merecer la repulsa general: el eventual 
intento de alterar la información genética para in-
corporar a la descendencia determinadas carac-
terísticas de “mejoramiento” conforme a criterios 
que fije quien las practica. Aquí juega fuertemen-
te la prohibición de afectar los derechos de las 
generaciones futuras.

Existen difíciles razones para oponerse a las 
posiciones transhumanistas –enseña Per Puig-
domenech- y una de ellas, es proteger a las 
generaciones que nos siguen de los problemas 
causados por la desigualdad entre individuos que 
se producirían en estas condiciones. Si algún día 
llegamos a controlar el proceso de modificación 
del genoma en forma precisa en la línea germi-
nal, esto puede ser una de las razones más im-
portantes que se deberían tener en cuenta a la 
hora de tomar decisiones sobre el uso de estas 
tecnologías (Puigdomenech 2009: 401).

d) 	 Protección del medioambiente, la 
bioesfera y la biodiversidad

La bioética “clásica” –por así decirlo- se caracte-
rizó por un acentuado antropocentrismo. Sólo le 
interesaba el hombre y en lo posible aislado de su 
hábitat y de la sociedad.

En la Declaración Universal de Bioética y De-
rechos Humanos de la UNESCO de 2005 –lo 
señala Junges- la protección del medioambien-
te aparece como un derecho humano, mas esa 
perspectiva antropocéntrica es corregida por el 
reclamo de sustentabilidad de la biosfera y de 
la biodiversidad. En otras palabras, el medioam-
biente sólo es preservado cuando se tiene una vi-
sión compleja que comprende al ambiente como 
un sistema integral de interdependencia (bioes-
fera), y para que este sistema esté en equilibrio 
homo-estático es necesario que haya biodiversi-
dad, posibilitando las interrelaciones. Esa visión 
sistémica del medioambiente ilustra sólo el modo 
de organizar la convivencia social y se sostiene 

sobre la propia visión ecosistémica de la salud, 
base para comprender la salud como un derecho 
humano y al ambiente como un componente bá-
sico del campo de la misma (Junges 2006:21).La 
inclusión de este principio, en medio de un cua-
dro sumamente preocupante generado por las 
consecuencias de una explotación irracional del 
planeta, marca un camino a transitar.

Este principio está interconectado con el referido 
a los derechos de las generaciones futuras. Se-
ñalamos en anterior oportunidad que el discurso 
sobre las generaciones futuras envuelve una di-
rección más amplia que la defensa del hombre 
del futuro. Al propugnarse como centro del de-
bate la defensa de la calidad de vida de las ge-
neraciones venideras, implícitamente se tiende 
a mejorar las condiciones de vida de todos los 
seres vivos, actuales o futuros (Bergel 2000:417).

5. Hacia el futuro
La Declaración de la UNESCO del 2005 importó 
un paso relevante. Lejos de ser una simple “de-
claración”, un simple ensayo intelectual formula-
do por los representantes estatales para justificar 
los motivos de su encuentro, es un instrumento 
jurídico y político que crea obligación en los es-
tados y correlativamente derechos a sus habitan-
tes.

La extirpación de los bolsones de pobreza extre-
ma, el acceso al agua potable, una alimentación 
compatible con el desarrollo, el acceso a los ser-
vicios de salud y a los medicamentos esenciales, 
un medioambiente no contaminado ni contami-
nante, no sólo constituyen deberes de los esta-
dos signatarios sino que paralelamente constitu-
yen derechos de sus habitantes.

Si bien la Declaración tiene el mérito de mostrar 
estos defectos en las realidades políticas actua-
les también lo es que incumbe a los ciudadanos, 
en el más amplio y abarcador sentido de la pala-
bra, reclamar y luchar por tales objetivos.

Si una tarea se impone en función de la Declara-
ción es profundizar el análisis de los problemas 
vinculados con la salud pública y la medicina so-
cial.
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La Declaración es una gran bandera de lucha que 
ha tenido la virtud de poner al descubierto una 
problemática que durante largos años estuvo au-
sente de los debates. Es deber de todos quienes 
nos acercamos a un campo tan fecundo como 
fascinante, el de la bioética, trabajar para la difu-
sión de los principios liminares de la Declaración 
y al mismo tiempo participar en acciones que ten-
gan por objeto la ampliación de los mismos.

Al cumplirse el 20 aniversario del programa de 
bioética de la UNESCO, diversos autores hemos 
dado vida a un libro titulado ¿Por qué una bioéti-
ca global? Entre las contribuciones H. Ten Have, 
Director de Ética de la Ciencia y la Tecnología de 
la UNESCO, escribió un breve ensayo que tituló 
“La bioética necesita bayonetas”, apuntando a la 
necesidad de redoblar las acciones para hacer 
efectivos los principios emanados de la Declara-
ción. Cabe aquí reiterar dicho llamado para que 
la bioética se concrete en un amplio movimiento 
social y cultural dirigido a la defensa de la vida y 
a la promoción de la salud.

Los movimientos sociales han demostrado su 
efectividad más allá de la existencia o inexisten-
cia de normas legales. Un ejemplo incuestionable 
lo dio la reacción social, no sólo interna sino am-
pliada a los ámbitos internacionales, en el caso 
de los medicamentos para combatir el sida. Ésta 
llevó al gobierno sudafricano a desconocer trata-
dos para posibilitar el acceso de sus habitantes 
a los medicamentos esenciales. El ejemplo fue 
luego seguido por Brasil, bajo el gobierno de Lula 
Da Silva, lo que llevó finalmente a morigerar el 
Acuerdo de Doha en lo relativo a propiedad in-
dustrial.

Considero que están dadas las condiciones para 
avanzar en la suscripción de un tratado interna-
cional sobre bioética. Los principios de la De-
claración han sido estudiados, profundizados y 
discutidos en innumerables foros internaciona-
les, la doctrina se amplió considerablemente en 
la dirección aquí marcada, y la falta de respues-
ta adecuada a múltiples de los problemas que 
enuncia la Declaración torna necesario un com-
promiso más fuerte en el orden internacional, sin 
perjuicio de redoblar los esfuerzos en el orden in-
terno, para cumplir con los objetivos propuestos.

Entregado	 28- 8 - 2015 
Aprobado	 22- 9 - 2015

Bibliografía

AZEVEDO, E.S., 2000. O direito de vir-a-ser apos o 
nascimento, Edit. EDIPUCRS, Portoalegre.

BERGEL, S.D., 2000. Bioética, medioambiente y dere-
chos de las generaciones futuras, en Palacios, 
M. (coord.), Bioética 2000, Edit. Nobel, Oviedo.

BERGEL, S.D., 2006. Responsabilidad social y salud, 
en Gros Espiell, H. y Gómez Sánchez, Y., La 
Declaración Universal sobre Bioética y Dere-
chos Humanos de la UNESCO, Edit. Comares, 
Granada.

BERLINGUER, G., 1994. Ética de la salud, Lugar Edit., 
Buenos Aires.

CONVENCION DE VIENA SOBRE EL DERECHO DE 
LOS TRATADOS, 1969, Viena. Disponible en 
www.wipo.int/wipolex/es/glossary/vienna-con-
vention-es.pdf

DECLARACIÓN UNIVERSAL DE LOS DERECHOS 
DE LAS GENERACIONES FUTURAS, 1994. 
La Laguna, 26 de febrero. Disponible en gestor.
pradpi.org/download.php?id_doc=658

D’EMPAIRE G.,2006. Aplicación práctica de la De-
claración Universal en la medicina actual, en 
Gros Espiell, H. y Gómez Sánchez, Y., La De-
claración Universal sobre Bioética y Derechos 
Humanos de la UNESCO, Edit. Comares, Gra-
nada.

GARRAFA, V. y otros, 2012. Introducción, en Porto, 
D. y otros, Bioética, poderes e injusticias, diez 
anos depois, CFM, Brasilia.

GÓMEZ SANCHEZ, T., 2009. La Declaración sobre 
Bioética y Derechos Humanos: un balance de 
su vigencia, en: Casado, M. (coord), Sobre la 
dignidad y los principios, Edit. Civitas, Madrid.

GROS ESPIELL, H., 2006. La Declaración Universal 
sobre la Bioética y los Derechos Humanos y 
las otras Declaraciones de la UNESCO en ma-
teria de bioética y genética. Su importancia e 
incidencia en el desarrollo del derecho interna-
cional, en Gros Espiell, H. y Gómez Sánchez, 
Y., La Declaración Universal sobre Bioética y 
Derechos Humanos de la UNESCO, Edit. Co-
mares, Granada.

HOYOS VÁZQUEZ, G., 2007. Ethos mundial y justicia 
global en un enfoque discursivo, en Cortés Ro-
das, F. y Giusti, M., (edit): Justicia global, de-
rechos humanos y responsabilidad, Editorial 
Siglo del Hombre, Bogotá.



Rev.Redbioética/UNESCO, Año 6, 2 (12): 12 - 12 julio - diciembre 2015 
ISSN 2077-9445

31

JUNGES, J.R., 2006. A proteçao do meio ambiente na 
Declaraçao Universal sobre Bioética e Direitos 
Humanos, Revista Brasileira de Bioética, Volu-
men II, Nº 1.

PORTO, D., 2012. Bioética de intervención: retrospec-
tiva de una utopía, en Porto, D. y otros, Bioé-
ticas, poderes e injusticias, diez anos depois, 
CFM, Brasilia.

PUIGDOMENECH, P., 2009. Discusiones éticas sobre 
agricultura y alimentación para las generacio-
nes futuras, en Casado, M. (coord.), Sobre la 
dignidad y los principios, Edit. Civitas, Madrid.

RABOSSI, E., 2007. Notas sobre la globalización de 
los derechos humanos y la violencia, en Cor-
tés Rodas F., Giusti, M., (edit): Justicia global, 

derechos humanos y responsabilidad, Editorial 
Siglo del Hombre, Bogotá.

RODOTÁ, S., 2010. The right to secure food in the 
prospective of the general improvement of the 
fundamental rights, Revista de Derecho y Ge-
noma Humano, Nº 3, Julio-Diciembre, Bilbao. 

SOTOLONGO, P.L., 2005. ¿Es la bioética separada de 
la política menos ideologizada que una bioética 
politizada?, Revista Brasileira de Bioética, Volu-
men I, Nº 2, Brasilia.

Un aniversario destacable - Bergel, S.

23 - 31 



32

Deber de socorro del profesional sanitario en situaciones de desastre:  
¿una obligación contractual?

Medical Professionals providing assistance in a disaster situation;  
is it a contractual obligation?

Claudia Donoso Sabando*

Resumen

Los distintos eventos extraordinarios a los que se puede ver sometida una comunidad constituyen realidades 
imposibles de evitar, pero ello no impide una preparación activa para hacer frente a las consecuencias de su 
aparición. Claramente las instituciones sanitarias juegan un rol protagónico en la labor de contención y manejo 
de los distintos tipos de crisis. Dentro de este contexto la respuesta profesional positiva al “deber de socorro” 
constituye uno de los puntos clave para el buen funcionamiento del sistema de respuesta. Y pese a que este 
deber constituye una tarea propia de los quehaceres profesionales, la peculiaridad que conlleva este tipo de 
situaciones, en no pocas veces, coloca en entredicho el alcance de aquellas obligaciones, y al parecer, no serían 
suficientes para responder a los requerimientos exigidos. Por lo mismo, pareciera necesario extender el campo de 
preocupación hacia la promoción de los valores que promueve la profesión médica.

Palabras clave: deber de socorro, ética médica, responsabilidad profesional, obligación moral, desastres.

Abstract

Different extraordinary events, to which communities can be subject to, are realities that are impossible to avoid, 
but this does not prevent an active preparation to face their consequences. Clearly, medical institutions play a 
leading role in the task of control and management of different types of crises. In this context the positive expert 
response to the “Duty of providing assistance” is one of the key points in the proper preparation of the response 
system. Although this duty is a task for professionals, the characteristics associated with these types of situations, 
regularly call into question the extent of those obligations, and it appears that they are not enough to respond to the 
requirements needed. Therefore, it seems necessary to extend the field of concern to promote the values ​​fostered 
by the medical profession.

Keywords: duty to care, medical ethics, professional responsibility, moral obligation disaster.

Resumo

Os vários eventos extraordinários aos quais uma comunidade pode ser submetida constituem realidades inevitáveis, 
mas isso não impede uma preparação ativa para enfrentar as consequências de sua ocorrência. Claramente, 
instituições de saúde desempenham um papel de liderança na tarefa de contenção e manejo de diferentes tipos 
de crise. Dentro deste contexto, a resposta positiva do profissional para o “dever de prestar socorro” é um dos 
pontos-chave para o bom funcionamento do sistema de resposta a estes eventos. Embora esta obrigação seja 
uma tarefa própria dos afazeres profissionais, a peculiaridade associada a este tipo de situação, muitas vezes 
põe em questão a abrangência dessas obrigações, e, aparentemente, não seriam suficientes para responder à 
exigência das demandas. De igual maneira, parece necessário estender o âmbito de preocupação considerando 
os valores inerentes à profissão médica.

Palavras-chave: dever de prestar socorro, ética médica, responsabilidade profissional, obrigação moral, desastres.

*	 Cirujano-Dentista. Magíster en Bioética. Docente Departamento Estomatología. Facultad de Ciencias de la Salud. Uni-
versidad de Talca. Chile. cldonoso@utalca.cl
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1.	I ntroducción
El sábado 27 de febrero del año 2010 cambió la 
historia de muchos chilenos. La tierra los des-
pertó de madrugada, no había energía eléctrica 
y tampoco comunicación. Casas derrumbadas, 
puentes cortados, escuelas en los suelos y hos-
pitales dañados o simplemente a punto de colap-
sar. Se dice que el comportamiento de la ciudada-
nía fue muy variado “desde el altruismo de salvar 
a otros, a costa de la propia seguridad, hasta el 
saqueo descontrolado al amparo del caos social 
desencadenado por el evento desastroso” (Kot-
tow 2010:46). A medida que transcurrían las ho-
ras se incrementaba el número de damnificados 
y fallecidos, y los heridos llegaban a los centros 
de atención -que habían logrado mantenerse ac-
tivos- en busca de auxilio. 

Una catástrofe como la vivida por este país, sirve 
para ejemplificar algunas de las dinámicas a las 
que se ve sometida una sociedad durante este 
tipo de circunstancias, ya que es importante te-
ner en cuenta que el significado en torno a los 
distintos conceptos que se utilizan para definir 
este tipo de fenómenos, a saber: emergencia, 
desastre, catástrofe y cataclismo1, no encuentran 
su definición en torno al fenómeno destructivo en 
sí, en este caso un sismo de gran magnitud, sino 
en el nivel de respuesta y efectos sociales que se 
generan producto de aquel. Maturana al respecto 
señala que es un error común asociar la palabra 
desastre con el fenómeno destructivo que golpea 
a una comunidad, porque:

1	 Emergencia: situación que aparece cuando, en la combi-
nación de factores conocidos, surge un fenómeno o suce-
so que no se esperaba, eventual, inesperado y desagra-
dable por causar daños o alteraciones en las personas, 
los bienes, los servicios o el medio ambiente, sin exceder 
la capacidad de respuesta de la comunidad afectada (Uni-
versidad de Alicante 2015).

	 Desastre: suceso que causa alteraciones intensas en las 
personas, los bienes, los servicios y el medioambiente, 
excediendo la capacidad de respuesta de la comunidad 
afectada (Universidad de Alicante 2015).

	 Catástrofe: agrega a la definición anterior, la desaparición 
de sus efectores sociales principales y de sus servicios 
indispensables para la calidad de vida de una comunidad 
(Maturana 2010:5).

	 Cataclismo: es la transformación o destrucción de gran 
parte de un determinado biotopo, con gran extensión de 
daño a los sistemas ecológicos y a causa de fenómenos 
naturales (Maturana 2010:5).

se confunde el evento detonante de la 
crisis: terremoto, temporal, erupción vol-
cánica, aluvión, incendio, etcétera; con el 
proceso humano social y económico al 
que se llega críticamente, cuando estas 
amenazas de origen natural o de causa 
humana, hacen emerger vulnerabilidades 
preexistentes que no pueden ser resuel-
tas y/o enfrentadas con éxito por una so-
ciedad limitada en sus recursos y capaci-
dades (Maturana 2015:125).

En consecuencia, la aparición de un desastre en 
una comunidad tendrá más que ver con el nivel 
de desarrollo de ésta que con el fenómeno des-
tructivo en sí. Por consiguiente, lo que es un de-
sastre para una comunidad determinada puede 
que no lo sea para otra.

Una vez que el desastre se ha desarrollado, las 
consecuencias portadas por aquel exigen res-
puestas de ayuda en forma inmediata, siendo 
la respuesta asistencial en salud un eje central 
dentro de los diversos organismos de conten-
ción. Lamentablemente, el tipo de contestación 
de los profesionales sanitarios a este tipo de 
eventos no siempre ha resultado ser afirmativa; 
no obstante, cuando las respuestas de ayuda son 
desplegadas, el campo de acción de estas, en 
no pocas ocasiones, transita desde el campo de 
la erogación hacia el de la supererogación. Por 
lo mismo, parece que las respuestas requeridas 
en este tipo de circunstancias no siempre podrán 
fundamentarse en base a las obligaciones pro-
fesionales adquiridas, ante lo cual se propone 
que el soporte de aquellas podría encontrar su 
arraigo en un fuerte compromiso del sujeto con el 
profesionalismo.

2.	 Responsabilidad, una 
característica exclusivamente 
humana

Es así como el profesionalismo entendido como 
“un esfuerzo por re-articular y re-enfatizar los va-
lores que han caracterizado tradicionalmente a la 
medicina” (Horwitz 2006:523), y su declaración 
de “colocar el interés del paciente por encima de 
los del médico, establecer estándares de com-
petencia e integridad y proveer asesoría experta 
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a la sociedad” (Figueroa 2006:252), constituyen 
principios generales que exigen una fundamen-
tación moral para comprender el trasfondo de la 
responsabilidad profesional detrás de aquellos 
compromisos.

Ricoeur explica que el término responsabilidad 
está bien fijado desde el punto de vista jurídico, 
ya sea desde la perspectiva del derecho civil 
mediante la reparación del daño causado, como 
desde el panorama del derecho penal en el sen-
tido de soportar el castigo (Ricoeur 1997). Sin 
embargo, la responsabilidad no remite exclusiva-
mente a la imputabilidad de los actos, sino que 
abarca un escenario mucho más complejo, cons-
tituyendo una característica propia de lo huma-
no. Se afirma que no sólo somos responsables 
por nuestros comportamientos ex post facto, sino 
que también somos responsables por el otro, por 
aquel que exige mi acción. Jonas indica que:

aquello por lo que soy responsable está 
fuera de mí, pero se halla en el campo de 
acción de mi poder, remitido a él o amena-
zado por él (…). Las circunstancias o un 
convenio han puesto bajo mi custodia el 
bien-estar, el interés, el destino de otros, 
y eso significa que mi control sobre ellos 
incluye también mi obligación para con 
ellos (Jonas 1995:163-165). 

Pero, ¿por qué los humanos están condicionados 
a ser responsables y ésta es una característica 
de la que no pueden prescindir? Al parecer, ello 
se justifica en base a la capacidad de elección 
del sujeto, por la cual este es competente para 
generar una representación del fin, y además, 
manifestar una intención por alcanzar ese fin. Se 
dice que “la intención es lo que hace significativo 
y humano lo que de otra manera sería un puro 
evento natural” (Estevez 2008:121). De acuerdo a 
Kant, esta capacidad de elegir y perseguir deter-
minados fines sería una expresión de la libertad 
humana que posee el sujeto de la razón práctica, 
aquel sujeto capaz de voluntad autónoma, y por 
lo mismo, preparado para el autogobierno. De ahí 
la concepción kantiana del hombre como fin en sí 
mismo, porque elige sus fines y además es ca-
paz de definirse a sí mismo. (Villacañas 1999). 
En otras palabras, esta capacidad de elegir signi-

ficaría que el hombre está “obligado a sí mismo”, 
es decir, forzado a realizarse, porque su ser no es 
una realidad cerrada sometida al determinismo o 
a los instintos, pues de ser así no tendría sen-
tido hablar de libertad pues todas las acciones 
estarían fijadas por el logro de un determinado 
fin que la naturaleza dispone sobre las partes. Es 
por ello que Zubiri afirma que el hombre no está 
ajustado al orden natural, y por lo tanto, le urge 
justificarse -claro está que el hombre por perte-
necer a la naturaleza es poseedor de algunos 
instintos, pero aquellos son muy limitados y rudi-
mentarios si se comparan con los que poseen los 
animales para lo cual precisa ejercer una apro-
piación de posibilidades, la llamada experiencia 
moral. Se dice que “los animales actúan por se-
lección de estímulos, y por eso su horizonte es el 
de la justeza natural. El hombre es libre, actúa por 
elección, por eso su horizonte es el de la justicia 
moral” (Gracia 2008:504). Siguiendo en esta mis-
ma línea se afirma que “el hombre se apropia las 
posibilidades apropiadas, y por consiguiente da 
figura real y efectiva a aquello a que el hombre 
está debido, a saber, a su propia felicidad” (Gra-
cia 2008:500). 

Por consiguiente, los humanos como seres libres 
y en consecuencia morales, están obligados a 
elegir fines, lo que demanda una deliberación 
acerca de los medios para el alcance de aquellos 
fines o posibilidades, y “responder a través de 
posibilidades es lo que llamamos responsabilidad 
(…). Todos los seres vivos responden de una u 
otra forma a los estímulos. Pero sólo los hombres 
son responsables” (Gracia 2008:503). Por eso es 
que Jonas dice que basta con que exista la ca-
pacidad, para que se manifieste la facticidad de 
la responsabilidad (Jonas 1995). En pocas pala-
bras, si soy libre de elegir estoy obligado a res-
ponder y de hacerme responsable de mis actos 
y de los otros.

Ahora, ¿por qué el yo ha de hacerse responsable 
del otro, si ese otro también es humano, y por 
lo tanto un ser responsable? Porque durante su 
existencia el sujeto se reconoce como pertene-
ciente al mundo de lo vivo, pues participa de la 
transitoriedad, vulnerabilidad y fragilidad propia 
de los seres vivos, pero también da cuenta de 
que comparte algo único con el resto de su espe-
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cie, que es lo humano. De tal manera que cuan-
do ese otro humano frágil, desvalido y sufriente 
se planta frente al yo, se espera de este último 
un sentimiento vinculante hacia ese otro, por el 
simple motivo de que los fines de aquel perfecta-
mente pueden ser asumidos como fines propios. 
Este sentimiento de responsabilidad sería capaz 
de impeler a la voluntad a realizar las verdades 
descubiertas por la razón, a saber: actuar y ha-
cerse responsable por el otro que exige la acción, 
de tal manera que “la alteridad tome posesión de 
mi responsabilidad” (Jonas 1995:156).

En esta misma sentido es importante destacar 
que Schopenhauer declara que la compasión 
(querer el placer ajeno) sería la única fuente de 
los actos morales, la cual tendría una manifes-
tación mínima a través de los deberes de justicia 
o deberes perfectos (lo que no debo hacer con 
otros), y una máxima expresada en los deberes 
de caridad o deberes imperfectos (ayudar a los 
otros). Cuando la compasión adquiere su expre-
sión máxima, no solo no daña, sino que tam-
bién ayuda al otro. Es por esto que como dice 
Schopenhauer, 

El individuo será movido por aquel motivo 
puramente moral a ofrecer por la nece-
sidad o la exigencia del otro un mayor o 
menor sacrificio, que puede consistir en el 
empleo de mis fuerzas, en mi propiedad, 
en mi salud, libertad, o incluso en mi vida 
(Schopenhauer 2007:271), 

de esta manera “el compasivo actúa sustituyendo 
su propio querer individual por el querer de otro 
individuo” (Savater 1999:509).

En consecuencia, las muestras de compasión 
y solidaridad tantas veces registradas durante 
aquellas situaciones límite que afectan la exis-
tencia, debiesen constituir respuestas inmediatas 
y naturales del ser humano frente al otro frágil y 
sufriente. La solidaridad y la compasión no son 
limosnas, sino respuestas a una obligación que 
se nos impone, y nos despierta, y nos hace al fin 
y al cabo, seres humanos. El contenido presente 
en la Carta Humanitaria del Proyecto Esfera da 
cuenta de ello, ya que los fundamentos en torno 
a los principios, funciones, responsabilidades y 
normas mínimas se basan en “la convicción de 

que se deben adoptar todas las medidas posibles 
para aliviar o evitar el sufrimiento humano pro-
vocado por conflictos o calamidades” (Proyecto 
Esfera 2004:18).

3.	L as reglas de la moralidad 
como ingredientes de la buena 
convivencia

Anteriormente se hizo referencia a la fragilidad 
constitutiva de los seres vivos. En el caso parti-
cular del ser humano -el cual, al parecer, detenta-
ría el rango de una de las criaturas más frágiles, 
principalmente a causa de los limitados instintos 
naturales que posee- aquella lo coloca en una si-
tuación de mutua interdependencia no sólo para 
sobrevivir, sino también para vivir, y vivir bien. 
Respecto a ello Conill y Cortina citando McIntyre 
resaltan “la importancia moral del reconocimiento 
de la vulnerabilidad y la dependencia, a diferen-
cia en el énfasis en la autonomía del individuo” 
(Conill y Cortina 2012:122). 

Y en este reconocimiento de la interdependencia 
como clave para la superación de la fragilidad, la 
sociedad ha estructurado ciertos patrones cultu-
rales que actúan contra la falta de simpatía exis-
tente en un colectivo humano. Se dice que esta 
falta de simpatía entre los sujetos podría deberse 
a una deficiencia en el instinto para vivir en co-
munidad. Sandel parafraseando a Hume sostiene 
que la justicia sería necesaria debido a ciertas 
condiciones desafortunadas de la sociedad, en 
otras palabras, la justicia estaría presente a cau-
sa de la ausencia de virtudes nobles entre los su-
jetos (Sandel 2000). Rawls (1995) por su parte, 
indica que algunas de las características de la 
personalidad moral de las partes ubicadas en la 
posición original son el egoísmo y el desinterés 
mutuo. En tanto Hobbes, entiende las relaciones 
entre los hombres como naturalmente hostiles, 
crueles y desvinculadas de todo lazo social, ante 
lo cual la asociación bajo una autoridad parece 
constituir la única manera de lograr la paz nece-
saria para la supervivencia. En pocas palabras, 
“debemos concluir que el origen de todas las 
sociedades grandes y estables ha consistido no 
en una mutua buena voluntad de unos hombres 
para con otros, sino en el miedo mutuo de todos 
entre sí” (Rodríguez 1999:77). En general, esta 
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es la línea del pensamiento liberal que considera 
al sujeto como un individuo presocial y desco-
noce cualquier vínculo comunitario constitutivo, 
entendiendo a la comunidad como una instancia 
exclusivamente cooperativa que se establece a 
través del consentimiento de las partes. La res-
puesta liberal sostiene que para responder a esta 
carencia de vínculos comunitarios constitutivos, 
los individuos han establecido ciertas conductas 
que han sido enseñadas y socializadas entre los 
sujetos, constituyendo de esta manera posibilida-
des de convivir en la realidad, y que por la misma 
razón, son transmitidas a través de la historia. 
Esta es, para el liberalismo, la llamada moralidad 
común. Autores como Alexandra y Miller utilizan 
la definición de Gert para explicar esto, la mora-
lidad es 

un acuerdo social que sirve a ciertos pro-
pósitos como aminorar el sufrimiento de 
aquellos daños que todas las personas 
racionales quieren evitar: muerte, dolor, 
discapacidad, pérdida de libertad y pérdi-
da de placer (Alexandra y Miller 2009:71). 

Para estos efectos también resulta oportuna la 
definición de Beauchamp, quien define la morali-
dad común como:

un conjunto de normas compartidas por 
todas las personas comprometidas con 
los objetivos de la moralidad. Los obje-
tivos de la moralidad son aquellos que 
promueven el florecimiento humano, con-
trarrestando las condiciones que causan 
que la vida de las personas empeore 
(Beauchamp 2003:260). 

Strong citando a Gert explica que 

la moralidad común es pública en el sen-
tido de que todos los agentes morales 1) 
entienden lo que se exige, permite, prohí-
be y favorece y 2) pueden racionalmente 
aceptar ser guiados y juzgados por ésta 
(Strong 2007:535).

El resultado práctico de lo anterior, es que los 
seres humanos han sido capaces de establecer 
ciertas normas, afirmando que determinadas ac-
ciones son correctas como medios para la prose-

cución de los fines de cada quien, ya que favore-
cen el bienestar individual y social. En tanto, otras 
actuaciones son catalogadas como incorrectas 
por no estar orientadas al bien de las personas 
y la comunidad. Todas ellas reciben el nombre 
de reglas e ideales de la de la moralidad común. 

Alexandra y Miller indican que dentro del sistema 
de la moralidad común, Gert establece una dife-
rencia entre reglas e ideales morales. Las reglas 
de la moral común se caracterizan porque nos 
prohíben hacer daño. Hay 10 reglas, las cuales 
se dividen en 2 grupos. Las reglas de ambos 
grupos nos obligan a no hacer actos que podrían 
causar los cinco tipos de daño que cualquier per-
sona racional querría evitar: muerte, dolor, disca-
pacidad, pérdida de libertad y pérdida de placer. 
Las primeras cinco reglas morales –“no matar, 
no causar dolor, no incapacitar, no privar de li-
bertad, no privar de placer” (Alexandra y Miller 
2009:71)- prohíben acciones que provocan di-
rectamente estos daños. Las otras cinco reglas 
–“no engañar, mantener las promesas, no esta-
far, obedecer la ley, cumplir el deber” (Alexandra 
y Miller 2009:71)- prohíben aquellas acciones que 
podrían causar indirectamente los cinco daños 
básicos mencionados anteriormente. Por otro 
lado, los ideales morales también persiguen re-
ducir o evitar el daño, pero además, éstos últimos 
estimulan a las personas a prevenir o aliviar el 
daño que las reglas morales prohíben causar. En 
consecuencia, los ideales morales estimulan ac-
ciones positivas, no tienen un carácter obligatorio 
ni punitivo, y son motivo de premio o alabanza, 
en tanto las reglas morales son obligatorias y su 
incumplimiento es reprobado y castigado. 

Beauchamp da una visión similar respecto a este 
tema. Para él las reglas morales también son de-
terminadas en base a diez premisas, las cuales 
poseen un carácter público y obligatorio, a saber:

no matar, no causar dolor o sufrimien-
to a otros, prevenir que el mal o el daño 
ocurran, rescatar a las personas en pe-
ligro, decir la verdad, nutrir al joven y de-
pendiente, mantener las promesas, no 
robar, no castigar al inocente, tratar a to-
dos con igual consideración (Beauchamp 
2003:260). 
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Paralelamente a los ideales morales de Gert, 
Beauchamp establece diez virtudes morales: 
“no malevolencia, honestidad, rectitud, escru-
pulosidad, integridad, fidelidad, gratitud, vera-
cidad, afectuosidad, amabilidad” (Beauchamp 
2003:260). Estas, al igual que los ideales morales 
de Gert no son obligatorias pero sí ampliamente 
admiradas y promovidas en la comunidad.

Tanto las propuestas de Gert como de Beau-
champ apuntan a un mismo objetivo: favorecer 
las acciones en pro del bienestar de la comuni-
dad, porque reconocen en la interdependencia 
la clave para el desarrollo integral de los suje-
tos. Esto se ve también en Mill quien refleja cla-
ramente la importancia del vínculo comunitario 
durante todo el desarrollo de su obra titulada El 
Utilitarismo. El principio de utilidad o principio de 
la mayor felicidad propuesto por él, sostiene que 
“las acciones son correctas en la medida en que 
tienden a promover la felicidad, incorrectas en 
cuanto tienden a producir lo contrario de la feli-
cidad” (1984:45-6). Por su parte Locke establece 
que en la sociedad civil se encontraría la fórmula 
para superar las inconveniencias que trae el es-
tado de naturaleza (Camps 1999), y Rousseau en 
su obra titulada El contrato social, advierte que la 
creación del orden social constituye la vía para 
vencer los obstáculos que se presentan a medida 
que el hombre se va alejando del estado de na-
turaleza primitivo: “este paso del orden natural al 
social es beneficioso para los individuos” (Rous-
seau 2010:25).

Al observar las 10 reglas morales, ya sean las 
enunciadas por Gert o Beauchamp, se concluye 
que éstas impondrían ciertos deberes morales 
positivos y negativos. Malm y cols. explican que 
“los deberes positivos son aquellos que nos obli-
gan a hacer algo para ayudar a otros. En contras-
te, los deberes negativos nos obligan a no hacer 
algo que podría dañar a otros” (Malm, May, Fran-
cis y cols. 2008:6). En este mismo contexto es 
posible afirmar que las reglas morales generarían 
deberes naturales y adquiridos: “todos tenemos 
deberes naturales entre sí por el solo hecho de 
ser humanos, y deberes adquiridos en virtud de 
algo que hacemos” (Alexandra y Miller 2009:73).

Para interrelacionar las declaraciones anterior-
mente expuestas entre deberes positivos y nega-
tivos, naturales y adquiridos, podemos remitirnos 
a lo expuesto por Rawls en su obra Una teoría 
de la justicia. En cuanto al tema de los deberes 
Rawls declara que los deberes naturales son 
aquellos “que se nos aplican con independencia 
de nuestros actos voluntarios” (Rawls 1995:115). 
En otras palabras, son deberes aplicables a 
todas las personas en general y de manera in-
condicional, pues “su formulación muestra que 
ninguna acción vinculatoria, sea consensual o 
de otro tipo, es un presupuesto de su aplicabili-
dad” (Rawls 1995:116). Estos deberes naturales 
se pueden subdividir en dos categorías: deberes 
naturales positivos y negativos. Los primeros, se 
definen como orientados a la ayuda de los otros, 
en tanto los segundos, como los que exigen no 
hacer algo que podría dañar a otros. Ejemplos de 
este último tipo deber son: no matar, no causar 
dolor, no incapacitar, no privar de libertad, no pri-
var de placer, no engañar, no estafar, no robar, 
no castigar al inocente, entre otros (Alexandra & 
Miller 2009:71), (Beauchamp 2003:260). Rawls 
declara que si bien estos deberes -tanto los posi-
tivos como los negativos- son aplicables a todos 
los ciudadanos, los deberes naturales negativos 
tendrían una mayor fuerza vinculante debido 
a los desastrosos efectos que la falla en tales 
deberes podría traer sobre la vida comunitaria 
(Rawls 1995). 

Los deberes adquiridos son catalogados por 
Rawls bajo el principio de imparcialidad. Este 
principio -el de imparcialidad- abarcaría el ámbi-
to de los actos voluntarios, que son los que se 
adquieren a través de compromisos, contratos, 
promesas, juramentos, etc., mediante la acepta-
ción de los beneficios que prodiga una institución 
(Rawls 1995). Así, las obligaciones solo deriva-
rían del principio de imparcialidad, de esta ma-
nera: 

tenemos el deber natural de obedecer la 
constitución, o las leyes que regulan el 
derecho de propiedad (suponiendo que 
sean justas), mientras que tenemos la 
obligación de cumplir los deberes de un 
puesto que hemos logrado meritoriamen-
te (Rawls 1995: 315). 
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4.	 Reglas de la moralidad y deber 
de socorro en desastres

Es posible entonces preguntarse, en el marco de 
este análisis ¿qué relación existe entre la cues-
tión de la vulnerabilidad humana, la necesidad de 
cuidado como sucede en los casos de desastres 
y el tema de las reglas de la moralidad? En estric-
to rigor, las reglas morales prohiben dañar directa 
o indirectamente a los otros, en tanto, los ideales 
morales alientan a entregarles ayuda: sea para 
evitar, prevenir o aliviar el daño. Pero esta distin-
ción no es tan estricta ni bien delimitada como 
parece y el continuum que va desde las reglas a 
los ideales no tiene un punto de separación bien 
definido, sobre todo para el análisis de cuestio-
nes como la que nos ocupa. El “deber de socorro” 
2en desastre, pertenecería al segundo grupo de 
las reglas morales de Gert “cumplir con tu deber” 
(do your duty) o a la regla moral “rescatar a las 
personas en peligro” de Beauchamp, y aunque 
el cumplimiento de esta declaración exige actuar 
positivamente -lo que correspondería a una acti-
tud más orientada hacia la búsqueda de ideales 
que al cumplimiento de reglas- el no actuar de 
esta manera podría conducir inevitablemente a la 
generación de un daño en el otro, lo que lógica-
mente iría en contra de la esencia misma de las 
reglas de la moralidad, es decir, reducir la canti-
dad de daño sufrido. 

2	 Entendemos por deber de socorro “aquel deber que hunde 
su raíz última en el deber natural de solidaridad existente 
en un colectivo humano. Nadie puede eludir este senti-
miento de solidaridad colectivo, por el cual se da apoyo a 
la persona necesitada, aunque en ello se comprometa el 
propio bienestar (…). En el caso del profesional sanitario, 
esta obligación adquiere un grado mayor de exigencia, 
dado que se le presupone una mayor familiaridad con las 
posibilidades de ayuda (Borrel, Júdez, Segovia y cols. 
2001:263). En la literatura inglesa se hace referencia a 
dos conceptos que muchas veces son utilizados indistin-
tamente; “duty to treat” y “duty to care”. Sin embargo, es 
importante comprender las diferencias y similitudes entre 
estos términos. Es así como el concepto “duty to care” po-
dría estar aludiendo al deber de socorro transversal a to-
dos los agentes, pues se declara que éste “debe ser visto 
como una obligación vinculante a todos y no sólo dirigida 
a los profesionales sanitarios” (Joint Centre for Bioethics 
Pandemic Ethics Working Group 2008). En tanto la pala-
bra “duty to treat” estaría definida como “un asunto de la 
profesión” (Wallis 2011), es decir, un deber moral de pro-
veer tratamiento, lo que en el idioma español podría ho-
mologarse con el “deber de no abandono” definido como 
el “deber de proporcionar o proseguir la atención clínica 
personalizada en circunstancias difíciles” (Borrel Júdez, 
Segovia y cols.. 2001).

En el contexto de la asistencia en emergencia la 
palabra duty3 tiene una doble connotación. Por 
un lado se refiere a lo que es moralmente exigible 
hacer a todos y cada uno de los agentes morales 
(Alexandra y Miller 2009), en razón de la recipro-
cidad que exige la vida comunitaria como condi-
ción fundamental para su funcionamiento. Res-
pecto a ello Beauchamp y Childress afirman que:

aparte de las relaciones de contrato, una 
persona X tiene una obligación determi-
nada de beneficencia hacia una persona 
Y, si y sólo si se cumplen cada una de las 
siguientes condiciones: 1) Y está expues-
to al riesgo de una pérdida significativa o 
de un perjuicio para su vida o salud, 2) la 
acción de X es necesaria para prevenir 
esta pérdida o perjuicio, 3) la acción de X 
tiene alta probabilidad de prevenirlo, 4) la 
acción de X no representará riesgos, cos-
tes o cargas significativas para X, 5) el be-
neficio que Y puede esperar supera cual-
quier perjuicio, coste o carga en la que 
es probable que incurra X (Beauchamp y 
Childress 1999:252). 

En otras palabras, si alguien está en peligro, y yo 
soy la única persona que lo puede auxiliar, a un 
mínimo costo para mi seguridad o mi vida, sería 
inmoral no prestar ayuda, sería inmoral no actuar 
positivamente, porque el objetivo final de este ac-
tuar es no dañar: se actúa, porque si no se actúa 
se daña.

La constitución chilena reconoce esta realidad y 
la declara en su Código Penal; libro III, título I (de 
las faltas), artículo 494: 

sufrirán la pena de multa de una a cua-
tro UTM4; inciso número 14: el que no 
socorriere o auxiliare a una persona que 
encontrare en despoblado, herida, maltra-
tada o en peligro de perecer, cuando pu-
diere hacerlo sin detrimento propio (Ley 
20.830). Y en el artículo 496: sufrirán la 
pena de multa de 1 a 4 UTM; inciso nú-

3	 La palabra “duty”, se puede traducir como deber, obliga-
ción o servicio.

4	 UTM: Unidad Tributaria Mensual, su valor oscila mes a 
mes, el valor promedio del año 2015 es de 43.852 pesos 
chilenos.
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mero 2: el que pudiendo, sin grave detri-
mento propio, prestar a la autoridad el au-
xilio que reclamare en casos de incendio, 
inundación, naufragio u otra calamidad, 
se negare a ello (Ley 20.830).

Sin embargo, en las circunstancias que rodean 
a la asistencia en desastre, la palabra “duty” ad-
quiere su segunda connotación bajo la definición 
de “lo que es requerido por las circunstancias 
especiales, o por el rol de uno en la sociedad” 
(Alexandra y Miller 2009:73), por lo que el alcance 
de lo moralmente exigido y esperable es mucho 
mayor, como ocurre en el caso de la medicina. Y 
así como existe un deber natural de ayuda que 
vincula a todos los ciudadanos, existe igualmente 
una versión más exigente de este deber para las 
personas que se han adherido voluntariamente a 
una institución sanitaria, deber que bajo estas cir-
cunstancias adquiere el calificativo de obligación:

En el caso del profesional sanitario, esta 
obligación adquiere un grado mayor de 
exigencia, dado que se le presupone una 
mayor familiaridad con las posibilidades 
de ayuda. Como a todo ciudadano se le 
pedirá que haga lo que pueda y, al mismo 
tiempo, por su rol social, se considerará 
que es más grave, más maleficente que 
no lo haga (Borrel, Júdez, Segovia et al 
2001:263). 

Nótese que el autor utiliza la palabra obligación, 
la cual de acuerdo a Rawls emanaría del princi-
pio de imparcialidad, principio que se manifiesta 
cuando las personas ingresan voluntariamente a 
una institución. Rawls (1995) en su obra indica 
que los actos voluntarios se adquieren a través 
de compromisos, contratos, promesas, juramen-
tos, etc. Por tanto, a través de la promesa, el 
juramento o el contrato al que el profesional se 
adscriba, se obliga a llevar a cabo aquellas accio-
nes que son constitutivas del rol y entendidas por 
todas las partes relevantes. 

Gracias a la existencia de esta obligación es que 
la población confía en que los sostenedores del 
rol asumirán mayores deberes que el resto del 
colectivo civil. Andre (1991) refuerza la idea ante-
rior al indicar que para que un rol cumpla su fun-
ción debe existir un ambiente de previsibilidad. 

Más aún, la vida social precisa de algún grado 
de previsibilidad para desarrollarse, y es gracias 
a ésta que los roles generan expectativas en los 
otros. Entendiendo las expectativas como “las 
creencias de lo que deberíamos hacer” (André 
1991:75). Es por ello que si “nosotros debemos 
elegir entre “hacer lo que los otros esperan” y “ha-
cer lo que los otros no esperan”, ignorando otros 
factores morales relevantes, entonces debería-
mos elegir hacer lo que los otros esperan” (André 
1991:75). Es por esto que un incumplimiento del 
rol genera sorpresa, desaprobación, intranquili-
dad y rechazo por parte de la población, alteran-
do la estabilidad del sistema social y con ello la 
mutua cooperación de las partes. 

Es posible afirmar que 

La falla en tales obligaciones podría con-
siderarse un daño, ya que las personas a 
menudo se colocan en una posición vul-
nerable, como resultado de sus expecta-
tivas moralmente justificadas de que los 
sostenedores del rol actuarán de acuerdo 
a las obligaciones adquiridas (Alexandra y 
Miller 2009:74). 

Esto resulta aún más crítico en el área de la me-
dicina, por la relación fiduciaria que caracteriza el 
acto médico. No obstante, también se indica que 

Las obligaciones especiales pueden obli-
gar a las personas a tomar un riesgo ma-
yor que los deberes más generales (…). 
Sin embargo, el que se pueda obligar a in-
currir en riesgos mayores no significa que 
se puede obligar a incurrir en todo y cada 
uno de los riesgos (Malm, May Francis et 
al 2008:7). 

El código de ética de la Asociación Médica Ame-
ricana (AMA), específicamente el ítem Obligacio-
nes de los médicos en la respuesta y preparación 
a desastres, constituye una clara ejemplificación 
de lo anterior:

La respuesta local, regional y nacional a 
epidemias, ataques terroristas, y otras si-
tuaciones de desastre, exigen una amplia 
participación de los miembros de la co-
munidad médica. Debido al compromiso 
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de cuidado con el enfermo y el herido, los 
médicos tienen la obligación de entregar 
cuidado médico de urgencia durante las 
situaciones de desastre. Esta obligación 
ética se mantiene incluso enfrentando un 
riesgo mayor que el usual, para la propia 
seguridad, la salud, o la vida. Sin embar-
go, la fuerza médica, no es un recurso 
ilimitado; por lo tanto, cuando se partici-
pa en la respuesta a las situaciones de 
desastre, el médico deberá balancear los 
beneficios inmediatos de los pacientes in-
dividuales con la habilidad de cuidar pa-
cientes en el futuro (…) (AMA 2012:349).

Y así como el no cumplimiento del deber natu-
ral de ayuda encontraba su materialización en el 
código penal, de la misma manera las obligacio-
nes profesionales de ayuda. De esta manera el 
código penal chileno en su libro III, título I (de las 
faltas), artículo 494 declara: 

Sufrirán la pena de multa de 1 a 4 UTM, 
inciso número 11: los mismos individuos 
expresados en el número anterior (mé-
dico, cirujano, farmacéutico, dentista o 
matrona), que no prestaren los servicios 
de su profesión durante el turno que les 
señale la autoridad administrativa (Ley 
20.830).

Por su parte el código penal español establece lo 
siguiente: libro II (delitos y penas), título IX (de la 
omisión del deber de socorro), artículo 196: 

El profesional que, estando obligado a 
ello, denegare asistencia sanitaria o aban-
donare los servicios sanitarios, cuando de 
la denegación derive riesgo grave para la 
salud de las personas, será castigado con 
las penas del artículo precedente en su 
mitad superior y con la de inhabilitación 
especial para empleo o cargo público, 
profesión u oficio por tiempo de seis me-
ses a tres años (Ley Orgánica 10/1995). 

Las declaraciones anteriores expresan que el 
profesional junto a la figura del delito de omisión 
pura o propia, que puede afectar a cualquier ciu-
dadano, ya que este delito se produce a causa 
de “la vulneración de una norma preceptiva” (Re-

vuelta 2006:61), aquel también puede sufrir la fi-
gura del delito de comisión por omisión u omisión 
impropia y, deba responder por un delito de ho-
micidio o lesiones en comisión por omisión. Este 
delito se define como la “producción de un resul-
tado por parte de quien está obligado a realizar 
una actuación para evitar tal resultado” (Revuelta 
2006:61). En otras palabras, 

esto sucede cuando, existiendo una po-
sición de garante por parte del médico y 
debido a su inactividad, se causa un re-
sultado lesivo para el paciente, pudiendo 
éste haberse evitado en el caso de haber-
se actuado correctamente (Borrel, Júdez, 
Segovia et al 2001:265). 

Esto es debido a que existe previamente una 
obligación específica que la sociedad conoce y 
el profesional aceptó. A diferencia del delito de 
omisión puro, el cual es la acción de no actuar 
por cualquiera, en el delito de comisión por omi-
sión, sólo responde quien está obligado. Sin em-
bargo, la figura del delito de comisión por omisión 
se aplica “solamente a aquellos profesionales en 
servicio activo (…) y siempre y cuando de la dene-
gación o abandono, se derive riesgo grave para 
la salud de las personas” (Revuelta 2006:61). 

De esta manera, la exigencia legal descrita en los 
códigos penales sólo afectaría, bajo determina-
das circunstancias, a los profesionales de turno, 
cuyo contingente claramente es insuficiente en 
circunstancias extraordinarias5.

5	 La literatura enumera los principales motivos entregados 
por los profesionales sanitarios que responden negativa-
mente a sus obligaciones laborales: estados vulnerables 
de salud, presencia de obligaciones competidoras tales 
como el cuidado de la familia, o simplemente, un asunto 
de elección personal (Bensimon, Tracy, Bernstein y cols. 
2007/Hsin y Macer 2004). En líneas generales, se afirma 
que los obstáculos para responder al deber de trabajar 
se pueden dividir en 2 categorías: obstáculos en torno a 
la habilidad y obstáculos en torno a la disposición para 
trabajar (Ives, Greenfield, Parry y cols. 2009). Y mientras 
que la habilidad da cuenta de la capacidad de un indivi-
duo de reportarse a trabajar, la disposición constituye una 
decisión personal de responder al requerimiento laboral 
(Qureshi, Gershon, Sherman y cols. 2005). Asimismo, se 
afirma que en ocasiones los límites entre estas categorías 
suelen ser un tanto difusos, pues aunque el profesional 
sea completamente capaz, podría no estar dispuesto a 
trabajar. Esto se observa por ejemplo con el tema del cui-
dado de los niños y las obligaciones familiares, situacio-
nes que algunas veces más que un obstáculo imposterga-
ble que impiden la presentación al trabajo constituyen una 
cuestión de elección personal
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5.	M ás allá del principio de 
imparcialidad

Para entender mejor el por qué de las limitacio-
nes expresadas anteriormente, es necesario 
recordar lo expresado por Rawls en el asunto 
de las obligaciones derivadas del principio de 
imparcialidad. Durante el desarrollo de su obra, 
el autor da a entender que el sujeto no estaría 
sometido a las obligaciones derivadas de insti-
tuciones injustas, es decir, instituciones que no 
respetan los dos principios de la justicia6. De tal 
manera que, aquellas actuaciones necesarias 
pero que no respeten las libertades básicas no 
podrían ser requeridas. Por ejemplo, dentro de la 
lista de libertades básicas se descubre la liber-
tad frente a la agresión física. Por consiguiente, 
si nos situamos desde el ámbito de las situacio-
nes extraordinarias, donde en muchas ocasiones 
el nivel de peligro físico que enfrentan los sani-
tarios que responden es bastante elevado, por 
ejemplo; pandemias con consecuencias letales, 
tal como fue la situación por la enfermedad del 
ébola7, SARS8, H1N19 y, actualmente el peligro in-
minente de MERS10, solo por mencionar las más 

6	 Principio 1: Toda persona tiene igual derecho a un régi-
men plenamente suficiente de libertades básicas iguales, 
que sea compatible con un régimen similar de libertades 
para todos. Principio 2: Las desigualdades sociales y 
económicas han de satisfacer dos condiciones. Primero, 
deben estar asociadas a cargos y posiciones abiertos a 
todos en las condiciones de una equitativa igualdad de 
oportunidades; y, segundo, deben procurar el máximo be-
neficio de los miembros menos aventajados de la socie-
dad (Rawls 1990:33).

7	 De acuerdo a la OMS, la enfermedad por el virus del ébo-
la (antes llamada fiebre hemorrágica del ébola), es una 
enfermedad a menudo mortal, con una tasa de letalidad 
que puede llegar al 90%.

8	 SARS (Severe acute respiratory syndrome). En español, 
síndrome respiratorio agudo grave (SRAG). Durante el 
año 2003, la OMS decretó alerta mundial. La enfermedad 
ha tenido una tasa promedio de letalidad global cercana 
al 13%.

9	 Influenzavirus A subtipo H1N1 cuyo pic de propagación 
mundial ocurrió durante el año 2009. Es importante des-
tacar la conflictividad que dicha enfermedad provocó en 
los centros asistenciales frente a la alta demanda de los 
limitados ventiladores mecánicos existentes, lo que exigió 
el trabajo de muchos CEAs para poder ayudar a resolver 
la distribución de éstos.

10	 Síndrome respiratorio por coronavirus de Medio Oriente. 
Si bien hasta el momento se han reportado casos en 8 
países (Jordania, Arabia Saudita, Qatar, Reino Unido, 
Francia, Alemania, Emiratos Árabes Unidos y Túnez) la 
OMS ha decretado alerta inmediata en todos los estados 
miembros. La mortalidad de esta enfermedad es próxima 
al 30%.

recientes. En esta misma línea se encuentran 
los desastres asociados a fenómenos de índole 
geográfica, como los terremotos y aluviones que 
Chile experimentó en el último tiempo, los cuales 
afectaron fuertemente la infraestructura hospita-
laria, generando una situación de riesgo para los 
que decidieron seguir ejerciendo su trabajo bajo 
esas condiciones. Ejemplos como estos sirven 
para ilustrar el por qué la autoridad no podría re-
clamar el cumplimiento de todas las obligaciones 
determinadas por la institución, ya que bajo estos 
escenarios, aquella no estaría respetando uno 
de los principios de la justicia; la libertad frente 
a la agresión física. Agresiones que podrían es-
tar siendo ocasionadas por el mismo factor deto-
nante de la crisis, o bien, por las consecuencias 
acarreadas por ésta. De esta manera, aquellas 
obligaciones que en un primer momento consti-
tuían deberes perfectos, es decir, deberes que 
generan derechos correlativos, tal como la obli-
gación de parte de los sanitarios de atender a 
todos aquellos que requieren asistencia. Cuando 
los riesgos exceden los límites tolerables -por 
ejemplo ante el peligro físico de las dependen-
cias, o frente a la alta probabilidad de contagio 
de una enfermedad11- dichos deberes transitarían 
desde un estado de perfecto a imperfecto, es de-
cir, “aunque el acto es obligatorio, el ponerlo o no 
en obra resulta facultativo de cada persona” (Gra-
cia 2008:260). El mismo Rawls afirma aquello al 
decir que “los actos supererogatorios no se exi-
gen, aún cuando normalmente serían exigibles 
si no exigieran riesgos o pérdidas para el propio 
agente” (Rawls 1995:118). Entonces, si los pri-
meros son deberes de justicia, los segundos son 
obligaciones morales y donde muchas veces la 
supererogación y el sacrificio personal constitu-
yen la tónica del momento. Respecto a los actos 
supererogatorios, éstos componen acciones ne-
cesarias pero imposibles de ser exigidas, porque 
eso en opinión de Mill sería confundir la justicia 

11	 “Ahora mismo, cuando está en cuestión si el traje es el 
correcto, si el protocolo es el correcto, un profesional 
sanitario podría acusar a la Administración de delito de 
salud pública si le obligan a trabajar en condiciones que 
no son las adecuadas”, explica. “Ni en la Consejería de 
Sanidad están seguros de la infalibilidad del protocolo y 
por eso no están obligando a nadie”. Diario el País en 
relación al tema del ébola. Titular: El personal está re-
nunciando a su contrato para no tener que tratar. 09 de 
octubre de 2014. Disponible en: http://politica.elpais.com/
politica/2014/10/09/actualidad/1412855529_233792.html
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con la moralidad. Se confunden así “los deberes 
de obligación perfecta, o deberes de justicia, con 
aquellos otros que no lo son. Esta confusión de 
la justicia con la moralidad les lleva a no respetar 
la libertad individual” (Gracia 2008:261). Y aun-
que si bien es cierto que dentro del área sanitaria 
muchos de los comportamientos profesionales 
exigibles se podrían clasificar desde el punto de 
vista civil como supererogatorios, no todos los 
comportamientos supererogatorios requeridos 
en el ámbito médico pueden ser reclamados jus-
tamente12. Beauchamp y Childress aceptan que 
la realización de ciertos actos catalogados como 
supererogatorios, se transformarían en deberes 
prima facie al existir previamente una promesa de 
cumplir dicho acto. Sin embargo, “las promesas 
hechas al entrar en la profesión médica no son 
muy específicas, y en consecuencia, surgen los 
debates sobre la línea entre la asunción de ries-
gos obligatoria y opcional” (Beauchamp y Chil-
dress 1999:469). En consecuencia, para poder 
cubrir las necesidades de asistencia en contex-
tos extraordinarios, claramente no serán suficien-
tes las obligaciones adquiridas por las personas 
a través del principio de imparcialidad, sino que 
también resulta indispensable el compromiso 
moral del sujeto con la causa13. Pues en muchas 
de estas circunstancias, será la conciencia mo-

12	 La literatura indica que el mayor nivel de exigencias re-
queridas a los profesionales dotaría a estos de una mo-
ralidad de rol “la cual se trata, en última instancia, de 
moralidad común, pero más compleja en su naturaleza 
de lo que generalmente se cree, a consecuencia de las 
características peculiares del rol propio de los profesiona-
les de la salud, o de cualesquiera otros de los llamados 
profesionales” (Gracia 2004:293). Es por esto, que cier-
tas acciones categorizadas como ideales morales bajo la 
perspectiva de la moralidad común, al ser consideradas 
desde la óptica de la moralidad de rol, adquirían la obliga-
toriedad de las reglas morales, ya que sólo a través de la 
ejecución de este tipo de acciones se podrán alcanzar los 
fines encomendados que legitiman a la profesión médica. 
Estas razones podrían justificar aquellas particularidades 
propias de las profesiones como es: la excelencia, el al-
truismo y el sacrificio personal en favor de las personas.

13	 La literatura indica que las razones por las cuales los 
profesionales médicos se mantienen en ejercicio activo 
durante situaciones extraordinarias son muy variadas; ya 
sea que responden motivados por un fuerte sentido del 
deber de trabajo producto de una ética profesional, don-
de los protagonistas declaran la existencia de “un deber 
profesional que trae consigo una obligación de actuar in-
cluso en circunstancias difíciles y peligrosas”; debido a la 
creencia en un deber general de ayuda, el cual incremen-
taría su fuerza vinculante en aquellos que han hecho de 
la sanidad su profesión; en base a una ética de trabajo y 
lealtad hacia colegas y pacientes; o simplemente, dicha 
respuesta estaría determinada por una actitud altruista 

ral -que estaría profundamente afectada por los 
sentimientos de acuerdo a Hume (2006)- la que 
impulse los “poderes activos” del sujeto a actuar, 
especialmente, cuando las obligaciones impues-
tas a través de la ley, el contrato, o el juramento, 
no pueden cubrir la demanda de imposiciones 
que el desastre ha traído sobre la comunidad. 

La pregunta que surge inmediatamente es; ¿si 
el principio de imparcialidad no puede asegurar 
el sostenimiento de una respuesta suficiente por 
parte de los profesionales, cómo actuar institu-
cionalmente para favorecer las conductas nece-
sarias? Aquí es donde entra en juego la cuestión 
del profesionalismo abordada inicialmente.

La consolidación del modelo liberal ha traído, 
más allá de los logros habitualmente destacados, 
la instauración de un patrón societario profunda-
mente individualista. Desde este paradigma, el 
sujeto moral representado en el yo desvinculado, 
desconoce la existencia de fines constitutivos, y 
en consecuencia, el individuo es entendido como 
un agente totalmente independiente. De ahí la 
neutralidad axiológica que defiende este mode-
lo como una de sus premisas para determinar 
el funcionamiento de la sociedad. Diego Gracia 
declara que particularmente en el campo de la 
medicina la difusión de un modelo liberal excesi-
vamente neutral en cuestiones de valor, ha oca-
sionado que el encuentro clínico se reduzca a 
una serie de estipulaciones contractuales (Gracia 
2004). Pero si una profesión es definida como:

una actividad social cooperativa, cuya 
meta interna consiste en proporcionar a la 
sociedad un bien específico e indispensa-
ble para su supervivencia como sociedad 
humana, para lo cual se precisa el concur-
so de la comunidad de profesionales que 
como tales se identifican ante la sociedad 
y el desarrollo de las virtudes indispensa-
bles para alcanzar la meta, amén de en-
carnar determinados valores y principios 
(Cortina 2000:15).

claramente se observan enfrentamientos entre 
lo que propugna el modelo liberal: neutralidad 
axiológica, y aquellas condiciones que otorgan 

fundamentada en principios religiosos o filosóficos perso-
nales (Donoso 2015).
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legitimidad a las profesiones, entre las cuales se 
destaca el desarrollo de determinados valores y 
principios para alcanzar la meta encomendada.

Las deficiencias que expresa el modelo liberal 
-no solo a nivel sanitario sino en las distintas 
esferas sociales- ha provocado el surgimiento 
de una serie de movimientos que propugnan el 
cultivo de determinadas virtudes cívicas, orienta-
das éstas no al desarrollo de ciudadanos virtuo-
sos, sino al despliegue de una política del bien 
común. Sin embargo, no se puede negar la difi-
cultad que enfrentan sociedades globalizadas y 
pluralistas como las actuales para adoptar una 
concepción de bien común. No obstante, frente 
a ello se propone entre otras cosas, el desarrollo 
de instituciones que convoquen a las personas: 
entre ellas, los municipios, las escuelas y las aso-
ciaciones ocupacionales, para formar el carácter 
y los hábitos (Godoy 1997:21). Encontrándose en 
este último ítem por ejemplo, las profesiones, las 
cuales esencialmente constituyen ocupaciones 
que se abocan a una tarea de alto valor social. 
Pareciera que el desarrollo de determinadas vir-
tudes –que es precisamente lo que propugna el 
profesionalismo- fomentadas al interior de los 
distintos estratos profesionales, para el logro de 
la tarea social encomendada, persigue superar el 
atomismo radicalizado presente en sociedades 
profundamente liberalizadas. A fin de cuentas as-
pirar al despliegue de un determinado ethos -el 
cual constituiría “el fundamento ontológico de una 
profesión y el elemento esencial que dictamina 
como ha de disponerse la persona para ejercer 
esa profesión” (Risco 2009:152)- que asegure no 
solo la contestación positiva producto de la vin-
culación contractual existente, sino también una 
respuesta afirmativa producto de un enérgico 
sentimiento humanitario hacia la ejecución de los 
fines de la profesión (Fundació Víctor Grífols I Lu-
cas 2004). 

6.	 Conclusiones
La literatura ha demostrado que intentar estable-
cer una fundamentación acerca de la “obligación 
de socorro médico” en situaciones de desastre, 
exclusivamente en base a obligaciones profesio-
nales adquiridas contractualmente, no parece ser 
lo más adecuado, pues los argumentos pueden 

ser refutados de una u otra manera. Por lo mismo, 
se exige una reflexión más profunda que inter-
conecte explicaciones provenientes de distintos 
saberes a fin de otorgar una respuesta integral al 
problema. Es así como las posibles razones que 
justificarían una contestación positiva a los de-
beres profesionales quizás estarían ancladas en 
una conjugación de distintos factores sociológi-
cos, filosóficos y morales que se retro alimentan 
mutuamente, porque de manera individualizada 
no son capaces de dar una respuesta satisfacto-
ria. En situaciones de emergencia, y más aún, en 
situaciones de desastre, es cuando la sociedad 
más necesita de respuestas positivas de parte 
de aquellos que se han unido voluntariamente y 
han prometido públicamente servir a los ideales 
de la profesión. No obstante, los argumentos an-
teriormente esgrimidos no han sido suficientes 
para garantizar las respuestas de los protago-
nistas, lo que evidencia la necesidad de prestar 
una especial atención al cultivo de las virtudes 
del carácter del sujeto. Pues si la ley transita en 
el área de la justicia, en el sector de los deberes 
perfectos aplicables a todos, o sea, el mundo de 
los derechos, no sería justo exigir la realización 
de aquellas acciones supererogatorias que ine-
vitablemente se presentarán; ya que la salud, la 
enfermedad y el sufrimiento, son realidades que 
no sólo apelan a la no maleficencia, sino también 
a la beneficencia, en especial cuando lo extraor-
dinario acontece. 

Ha sido frecuente enfocar el deber de cuidado 
solamente desde la perspectiva del paciente in-
dividual, ya que la relación clínica se desarrolla 
preferentemente en el ámbito de lo privado. No 
obstante, en situaciones como éstas urge tran-
sitar hacia un deber enfocado desde el punto de 
vista de la comunidad y el bien común. Compren-
der la medicina no sólo desde la perspectiva del 
sujeto que desarrolla la actividad, sino como una 
organización social que necesita definir sus fines, 
clarificar sus valores, establecer sus metas, así 
como promover el alcance de aquellas por parte 
de sus miembros. A fin de cuentas, que exista 
una sintonía entre el ethos organizacional y el 
ethos personal.
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Desde el dogmatismo hacia la exclusión: 
Apuntes sobre el delito de aborto en El Salvador

From the Dogmatism towards the exclusion:  
Notes about the crime of abortion in El Salvador

Oswaldo Ernesto Feusier*

Resumen

El presente trabajo se divide en dos partes. La primera hace un seguimiento sobre la evolución de la regulación 
penal del aborto en El Salvador, desde el primer código penal, hasta la legislación vigente que inicia en 1998, 
y que introduce lo que comúnmente se conoce como un “sistema de prohibición absoluta”. Este es un sistema 
que genéricamente prohíbe toda forma de aborto, sin admitir permisos expresos para casos de conflicto entre 
los intereses fundamentales de la gestante y la vida del feto. El seguimiento termina con la modificación de la 
Constitución de la República por la cual se entiende que la vida inicia “desde el momento de la concepción”, y la 
jurisprudencia de la Sala de lo Constitucional respecto a la coherencia entre la carta magna y dicho sistema de 
prohibición absoluta.

La segunda parte del trabajo busca evidenciar y analizar dicha regulación en la cotidianeidad salvadoreña. Muestra 
el verdadero rostro del sistema, marcado por su acentuada ineficiencia, la discriminación hacia estratos vulnerables, 
la generación de incertidumbre y la sistemática vulneración de derechos fundamentales a mujeres atrapadas por 
un embarazo de riesgo para su vida o salud, uno impuesto por violencia sexual, o bien uno del que medicamente 
no se tengan expectativas de culminación exitosa, entre otros casos.

Palabras clave: aborto, legislación de prohibición absoluta, El Salvador, violación de derechos.

Abstract

The following document is divided in two parts. First, it focuses on the evolution in El Salvador, regarding the 
regulation of abortion since the first penal code until the present legislation Current legislation introduced in 1998 
what is known as “system of absolute prohibition”. Under this system, any form of abortion is forbidden without 
exception. Moreover, it makes no exceptions when it comes to cases where the life of the progenitor or the newborn 
is at stake. The evolution continues with the modification of the Constitution of El Salvador in the sense to express 
that the life begins with the conception, and the jurisprudence of the Constitutional Court of El Salvador.

The second part of this document, attend to bring light and analyze the facts of said regulation on the Salvadorian 
society by showing the extreme inefficiency of this system that discriminate against the most vulnerable parts of our 
society. Furthermore, it ignores the fundamental rights of women to choose even in special cases where there are 
high-risk pregnancies, unwanted pregnancies due to sexual assault, and pregnancies where the life of the newborn 
is not viable, inter alia.

Keywords: abortion, absolute prohibition legislation, El Salvador, violation of rights. 

Resumo

O presente trabalho divide-se em duas partes. A primeira apresenta um seguimento sobre a evolução da regulação 
penal sobre o aborto em El Salvador, desde o primeiro código penal na República até a legislação vigente que teve 
o seu início em 1998. Esta regulação introduz o que é comumente chamado de um “sistema de proibição absoluta”, 
ou seja, um sistema que proíbe, de modo geral, toda forma de aborto, sem admitir permissões expressas para os 
casos em que exista conflito entre os interesses fundamentais da gestante e da vida do feto. O seguimento termina 
com a modificação da Constituição da República no sentido de entender que a vida inicia “desde o momento 
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da concepção”, e a jurisprudência da Sala do Constitucional da Suprema Corte sobre a coerência entre a Carta 
Magna e o referido sistema de proibição absoluta.

A segunda parte do trabalho busca evidenciar e analisar a realidade da referida regulação no cotidiano salvadorenho. 
Mostra a verdadeira face do sistema, marcado por sua acentuada ineficiência, pela discriminação aos estratos 
vulneráveis, pela geração de incertezas e pela sistemática vulneração de direitos fundamentais às mulheres que 
se encontrem com uma gravidez de risco para sua vida ou saúde, sendo essa situação decorrente de violência 
sexual, ou de medicamento que não se tenham expectativas de resultado bem sucedido, entre outros casos.

Palavras-chave: aborto, legislação de proibição absoluta, El Salvador, violação de direitos.

Introducción
Jurídicamente hablando, el delito de aborto con-
siste en la destrucción de la vida humana antes 
del nacimiento, es decir, la destrucción que se 
realiza en el interior del vientre materno, o la pro-
vocada por la prematura expulsión de este último 
independientemente del grado de desarrollo que 
presente esta vida. Una definición que varía de la 
utilizada en medicina, donde por ejemplo, Patito 
lo entiende como “la extracción o expulsión de 
un feto o un embrión del útero, durante la prime-
ra mitad de la gestación (20 semanas o menos)” 
(Patito 2000:305). Esto es así porque relaciona 
ese plazo con las mayores posibilidades de so-
brevivencia del feto fuera del vientre materno, por 
lo que la interrupción del embarazo luego de ese 
lapso suele denominarse como “parto prematu-
ro”.

En muchos sentidos, nuestra legislación en ma-
teria de aborto exhibe algunos de los peores ras-
gos que la criminología crítica asigna al derecho 
penal tradicional. Se trata de una política penal 
cuyos principales contornos responden a intere-
ses de grupos con poder de definición, de una 
legislación que genera una falsa sensación de 
seguridad ya que provoca más violencia que la 
que trata de reprimir. Finalmente, es una políti-
ca penal de aplicación marcadamente sectorial, 
casi exclusivamente dirigida a personas fáciles 
de condenar por sus particulares condiciones so-
ciales.

Si la expresión es correcta, y “los estándares 
de civilización de una nación pueden juzgarse 
abriendo las puertas de sus prisiones”, desnu-
dar la realidad del delito de aborto, hablar de sus 
marcos de éxito o sus pírricas condenas, es ha-
blar también de las principales idiosincrasias del 

sistema de justicia salvadoreño, y, por qué no de-
cirlo, de la sociedad salvadoreña misma.

En lo que sigue a continuación, se analizará el 
fenómeno de la penalización del aborto en El 
Salvador, comenzando por una descripción del 
desarrollo legislativo, para luego llegar a los ras-
gos principales que adopta dicha normativa, en la 
realidad salvadoreña.

Antecedentes
Debe comenzar por decirse que, en El Salvador, 
no existe actualmente —ni nunca ha existido— 
una legislación penal que pueda calificarse en 
sentido estricto “de protección absoluta” (como 
quizás lo desearían los sectores más conserva-
dores de El Salvador). Desde su primera formu-
lación a principios del siglo XIX, la legislación del 
aborto ha reconocido excepciones y atenuantes 
acordes con la época y tipo de sociedad. 

Para el caso, el delito de aborto nunca ha teni-
do —ni actualmente tiene— la misma pena que 
el homicidio. En otras palabras, los ataques con-
tra la vida humana que subsiste fuera del vientre 
materno son más reprensibles que los ataques 
contra la vida que se desarrolla dentro del vientre 
materno. En sentido similar, el aborto realizado 
sin consentimiento de la gestante siempre ha te-
nido mayor sanción que el aborto realizado con 
el consentimiento de la gestante, lo que concede 
algún peso mitigante a la voluntad de la madre 
que se practica el aborto.

Por otra parte, el “buen nombre”, honor o la fama 
social de la gestante fueron criterios que atenua-
ban la pena del aborto en la estamental y clasista 
sociedad salvadoreña de siglo XIX, una modali-
dad conocida como aborto honoris causa. Para 
el caso, el Código Penal de 1826 proporcionaba 
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un trato especial al aborto cometido por “soltera 
o viuda no corrompida y de buena fama anterior, 
y resultare, a juicio de los jueces, que el único y 
principal móvil de la acción fue el de encubrir su 
fragilidad”. En estos casos dicho Código Penal, 
el primero de nuestro país, disponía una sanción 
máxima de cinco años de “reclusión”, inferior a 
los ocho años del aborto consentido o propio.

Esta disminución de pena por motivos de honor 
sobrevivirá hasta el Código Penal de 1998, lapso 
durante el cual incrementó sus efectos atenuan-
tes: en el Código de 1904 se castigaba apenas 
con dos años de “prisión mayor”1; y en el de 1974 
con un año de prisión. Se llegó a plantear incluso, 
en algún anteproyecto de Código Penal, ampliar 
la mitigación de pena a familiares de la gestan-
te, como el esposo, padre, hijo o hermano de la 
misma.

Así pues, el honor tuvo tanto valor para nuestros 
códigos penales2, que no solo importó reduccio-
nes en la sanción por abortar, sino también en 
otro fenómeno criminal íntimamente relacionado: 
el homicidio en recién nacido, también conocido 
como “infanticidio” u “homicidio atenuado”, y que 
básicamente consiste en la destrucción de la vida 
humana instantes después de su nacimiento.

En el sentido aludido, el Código Penal de 1826 
castigó hasta con 25 años de “reclusión” y “des-
tierro perpetuo del pueblo” a aquellas:

mugeres (sic) solteras o viudas que, te-
niendo hijo ilejitimo (sic) y no habiendo 
podido darle a luz en una casa de refujio 
(sic), ni pudiendo esponerlo (sic) con re-
serva, se precipiten a matarlo dentro de 
las veinticuatro primeras horas al naci-
miento para encubrir su fragilidad, siem-
pre que éste sea, a juicio de los jueces, y 
según lo que resulte, el único o principal 

1	 La prisión mayor, de conformidad al artículo 17 del refe-
rido cuerpo normativo, se cumplía en cárceles departa-
mentales.

2	 Una importancia que también se reflejó en los delitos de 
naturaleza sexual, en los cuales todavía el Código Penal 
de 1974 (vigente hasta 1998) utilizaba términos como “de-
litos contra el pudor”, “abusos deshonestos” o “mujer ho-
nesta”, llegando hasta el punto de regularse un delito de 
«violación en prostituta», cuya pena de tres meses a dos 
años de prisión era significativamente inferior a la pena de 
cinco a diez años de prisión, en el caso de una “violación 
propia”.

motivo de la acción, y muger (sic) no co-
rrompida y de buena fama anterior al de-
lincuente (Código Penal del Estado 1826).

Si consideramos que en este Código, el homici-
dio de un descendiente se calificaba como “ase-
sinato” y acarreaba la pena de muerte, fácilmente 
caemos en la cuenta que la pena de 25 años de 
reclusión por el “infanticidio” es una sustancial 
atenuación.

Tal como sucedió con el aborto honoris causa, el 
infanticidio mantuvo su vigencia hasta el Código 
Penal de 1998, aunque mitigando su rigurosidad 
inicial con el pasar del tiempo. Para el caso, el de 
1881 reducía su sanción máxima a cuatro años 
de reclusión, cambiando a tres años máximo de 
prisión en el código de 1904, y finalmente el có-
digo de 1974 preveía cuatro años de prisión si el 
homicidio se realizaba dentro de setenta y dos 
horas subsiguientes al nacimiento. 

Resulta curioso, que con la entrada en vigencia 
del Código Penal de 1998 (actualmente vigen-
te), supuestamente más “garantista” y mesurado 
que sus predecesores, el infanticidio conocerá la 
pena más alta que ha tenido en la historia de la le-
gislación penal salvadoreña (aún más alta que la 
del código penal de 1826, que por citar un ejem-
plo de su dureza, regulaba la pena de muerte por 
garrote), castigándose este delito hasta con 50 
años de prisión. Esto resulta ser una consecuen-
cia indirecta a su falta de regulación en este Có-
digo Penal, pues al omitirse su mención directa, 
estos hechos pasan a calificarse automáticamen-
te como “homicidio agravado”, el delito con más 
pena en nuestro Código Penal.

Finalmente, no pueden dejar de mencionarse 
dentro de este proceso de cambios, la regula-
ción de las “indicaciones” abortivas, es decir, la 
regulación de situaciones en las cuales no hay 
castigo por el aborto, pues el mismo es respues-
ta a un conflicto entre la vida del feto o embrión 
frente a derechos fundamentales de la madre que 
carga dicha vida. Los ejemplos más conocidos 
de indicaciones, son, primero, la indicación “te-
rapéutica”, en la cual el aborto responde a una 
situación de peligro para la vida o integridad físi-
ca de la gestante. Segundo, la indicación “ética” 
o “criminológica”, en la cual el aborto interrumpe 
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un embarazo impuesto por la fuerza, producto de 
algún abuso sexual; y tercero, la “eugenésica”, en 
la cual el no nacido carga padecimientos o en-
fermedades graves o incompatibles con la vida. 
Como es fácil imaginar, la impunidad que devie-
ne de las “indicaciones abortivas” busca brindar 
opciones a la gestante cuyo embarazo pone en 
riesgo importantes intereses personales, evitan-
do que el conflicto se resuelva en un mercado 
negro que supondrá mayores peligros.

La presencia de este tipo de indicaciones abor-
tivas en la legislación salvadoreña ha sido más 
modesta, manteniéndose ausente en la legisla-
ción penal del siglo XIX. Recién comenzaron a 
mencionarse en proyectos de Código Penal pre-
vios al de 1974, como sucedió por ejemplo, en el 
proyecto de revisión del Código Penal de 1943, 
delegado a los doctores Reyes Arrieta Rossi, 
Carlos Azúcar Chávez y Juan Benjamín Escobar, 
o el proyecto de Código Penal del Ministerio de 
Justicia de 1960 realizado por una comisión de 
juristas de la época. En el proyecto de 1943 se re-
gularon dos indicaciones, la terapéutica: en caso 
de que el aborto fuese “necesario para evitar un 
peligro grave para la salud para la vida de la ma-
dre, que no puede ser evitada por otros medios”, 
y una segunda indicación, a medio camino entre 
la criminológica y eugenésica: en aquellos casos 
en que “el embarazo es consecuencia de una vio-
lación o un atentado al pudor cometidos en una 
mujer en estado de enajenación mental”. 

Por su parte, el proyecto de 1960 establecía la 
indicación terapéutica al dejar en la impunidad el 
aborto practicado “por un médico con el propósito 
de salvar la vida de la madre o en beneficio de su 
salud, seriamente perturbada o amenazada por 
el proceso de la gestación”, y en el caso de la 
indicación ética o criminológica, aunque preveía 
una pena de reclusión cuando el aborto fuese 
realizado con la finalidad de “eliminar el fruto de 
un acceso carnal violento”, dicha sanción apenas 
llegaba como máximo a un año de reclusión, tal 
como sucedía con el aborto honoris causa.

Las indicaciones abortivas aparecen finalmente 
en el artículo 169 del Código Penal de 1974, en 
el cual se regularon las tres indicaciones, la tera-
péutica o aquella “realizada por facultativo con el 
propósito de salvar la vida de la madre”; la ética 
o criminológica, en la cual el aborto era permitido 
cuando “se presumiere que el embarazo es con-
secuencia de un delito”; y finalmente la indicación 
eugenésica, cuando “el propósito sea evitar la 
deformidad previsible grave en el producto de la 
concepción”.

La regulación expresa de las indicaciones abor-
tivas desaparecería con la entrada en escena 
del Código Penal actualmente vigente, es decir, 
el Código Penal de 1998, que, tal como se ha 
observado en párrafos anteriores, constituyó un 
importante punto de inflexión en la regulación del 
aborto en nuestro país, carácter que curiosamen-
te nunca fue buscado por el mismo. 

Tabla 1 
Cuadro comparativo de distintos Códigos Penales y las formas principales de aborto

1826 1904 1974 1998
Aborto honoris 
causa

1 a 5 años de 
reclusión

2 años de prisión 
mayor

6 meses a 1 año de 
prisión

Desaparece

Infanticidio 15 a 25 años de 
reclusión y destierro 
perpetuo

3 años de prisión 
mayor

1 a 4 años de 
prisión

Desaparece 
(Se aplica subsidiaria-
mente el homicidio agra-
vado, con 30 a 50 años de 
prisión)

Aborto propio 4 a 8 años de 
reclusión

3 años de prisión 
mayor

1 a 3 años de 
prisión

2 a 8 años de prisión

Aborto impropio 2 a 6 años de 
reclusión

5 años de presidio 3 a 8 años de pri-
sión

4 a 10 años de prisión

Fuente: Elaboración propia en base a las legislaciones penales respectivas
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Inicio del sistema: El proceso de 
cambio en la legislación penal de 
1998.

En octubre del año 2010 el Comité de Derechos 
Humanos de la Organización de las Naciones 
Unidas, en su 100º período de sesiones, expresó 
su consternación ante la aparente incompatibili-
dad de nuestra legislación en materia de abor-
to y el Pacto Internacional de Derechos Civiles 
y Políticos. Específicamente para dicho comité, 
los abortos ilegales calificados mediante nuestro 
marco punitivo generan “consecuencias negati-
vas graves para la vida, la salud y el bienestar 
de la mujer” (Pacto…11966:26), por lo que dicho 
organismo recomendó a nuestro Estado que 
“revise su legislación sobre aborto para hacerla 
compatible con las disposiciones del Pacto” (Pac-
to…1966:27). 

Sin duda, el organismo internacional se refiere 
a la legislación penal en materia de aborto que 
arranca en nuestro país en 1998, una de las po-
cas en Latinoamérica —junto a Chile, República 
Dominicana, Nicaragua y Honduras—, que, se-
gún datos de la Organización de las Naciones 
Unidas, no regula ningún tipo de indicación que 
permita la impunidad del aborto, ni siquiera la in-
dicación terapéutica (Organización de las Nacio-
nes Unidas 2013).

Tal como mencionamos anteriormente, los artí-
fices de dicha legislación nunca buscaron tales 
modificaciones al delito en cuestión. Al menos 
en el tema de las indicaciones abortivas, la expo-
sición de motivos deja clara la intención original 
de mantener vigentes las indicaciones abortivas 
terapéutica, eugenésica y criminológica, casi li-
teralmente en los términos del Código Penal de 
1974. En palabras de dicha exposición de moti-
vos:

La regulación del aborto mantiene las 
pautas marcadas por el derecho vigen-
te, modificándose un poco en cuanto a 
los abortos no punibles. Se mantiene, en 
este punto, el sistema de indicaciones de 
excepción que acertadamente recoge el 
código actual -refiriéndose al Código Pe-
nal de 1974- (Hernández 1998).

Sin embargo, algo sucedió entre la remisión del 
proyecto de Código Penal original a la Asamblea 
Legislativa (realizado por el Ministerio de Justicia 
en 1994) y la aprobación del mismo en abril de 
1997 (entrando en vigencia en 1998), cambio que 
puede reconstruirse mediante un seguimiento de 
los principales medios de comunicación escritos 
en ese entonces y la confirmación de estos me-
dios a través de algunas fuentes institucionales. 
Así, debemos ubicarnos en diciembre de 1996, 
momento que marca la aparición en el proceso 
de uno de los más influyentes actores en la reali-
dad salvadoreña: la Iglesia católica.

El 20 de diciembre de 1996, los obispos de San-
ta Ana y Zacatecoluca, y el arzobispo de San 
Salvador, todos representando a la Conferencia 
Episcopal de El Salvador, máxima jerarquía de 
la Iglesia católica en El Salvador conformada por 
los obispos de país, realizaron una carta a la Co-
misión de Legislación y Puntos Constitucionales 
de la Asamblea Legislativa (ente encargado de la 
discusión y preparación del proyecto). La misiva, 
registrada en el Expediente 84-6-94 que llevó la 
referida Comisión Legislativa, expresaba lo si-
guiente: 

Nos preocupa grandemente el hecho de 
que dicho proyecto de ley contiene una 
serie de normas que atentan contra el más 
fundamental de los derechos humanos, 
como es el derecho a la vida desde el ins-
tante de la concepción. Estas normas se-
rían además violatorias a la Constitución, 
a los Tratados Internacionales suscritos 
y ratificados por El Salvador y al Código 
de Familia (...) El nuevo proyecto agrava 
estas discordancias y abre la puerta a la 
legalización del aborto al ampliar las con-
diciones para la despenalización de este 
gravísimo crimen (...) Estas normas no 
sólo conculcan el orden jurídico constitu-
cional e internacional sino también están 
contra la moral natural y cristiana (Asam-
blea Legislativa 1994).

El 23 de diciembre de 1996 —a menos de cinco 
meses para la aprobación del Código Penal de 
1998—, el matutito El Diario de Hoy dará espa-
cio al primero de muchos pronunciamientos del 
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entonces máximo jerarca de la Iglesia católica 
de El Salvador, Fernando Saenz Lacalle, quien 
denunciaba que el anteproyecto de Código Penal 
“establece una serie de medidas que otorgarían 
la carta de ciudadanía al aborto, lo cual crearía 
un caos espantoso” (El Diario de Hoy 1996:14)3.

La anterior opinión sería respaldada por la Confe-
rencia Episcopal de El Salvador, quienes también 
reprochaban los supuestos términos permisivos 
que manejaba el proyecto de Código Penal. En 
opinión de monseñor Marcos René Revelo, obis-
po de Santa Ana y presidente de dicha Conferen-
cia, “no hay ninguna justificación para el aborto. 
No la hay por la sencilla razón que la ley natural, 
no la de la iglesia, no permite matar a un inocen-
te” (El Diario de Hoy 1996: 3). 

El pronunciamiento de la Iglesia católica consti-
tuiría el punto de partida de lo que parecía ser 
una campaña de desprestigio contra el referido 
proyecto de Código Penal, tal como admitió a 
manera de ejemplo, el editorialista Carlos Mayo-
ra Re, que reconociendo el liderazgo de la Iglesia 
Católica en este tema, manifestó en su editorial 
titulado Licencia para matar que “La Conferencia 
Episcopal ha sido la primera en romper una lanza 
en defensa de la vida y los medios de comunica-
ción se han hecho eco de esta iniciativa” (Mayora 
1997). 

Lo que siguió a continuación fue una lluvia de opi-
niones y notas periodísticas sobre el tema, de las 
cuales, aunque se dieron algunas que apoyaban 
el proyecto, la mayoría favorecía la posición de 
la Iglesia Católica, atacando los supuestos térmi-
nos permisivos del proyecto original del Código 
Penal, aglutinándose la mayoría de estas opinio-
nes adversas en uno de los matutinos más con-
servadores y leídos de El Salvador: El Diario de 
Hoy. Sólo entre enero y junio de 1997 (los meses 
en que surge y concluye la polémica), este diario 
realizó un aproximado de 27 publicaciones rela-
cionadas al delito de aborto, entre noticias y opi-
niones y editoriales (Feusier 2012).

3	 El prelado católico agregaría que «el aborto es la peor la-
cra que la sociedad mundial tiene y lo más terrible es que 
está permitido y propiciado por las autoridades de cada 
país».

Durante el debate, surgieron voces que denun-
ciaban una manipulación o artera forma de ma-
nejar los términos en discusión; por ejemplo, Sal-
vador Samayoa, en el editorial titulado El aborto 
en el código penal mencionaba que:

En este particular contexto, resulta evi-
dente que quienes quieren llevar la discu-
sión a una especie de enfrentamiento en-
tre los que defienden el derecho a la vida 
y los que menosprecian este derecho es-
tán deformando las cosas por ignorancia, 
por mala fe o por debilidad intelectual o 
argumentativa (Samayoa 1997:10-a).

Se trató de una postura muy similar a la sostenida 
en el semanario Proceso de la Universidad Cen-
troamericana “José Simeón Cañas”, que en su 
artículo El debate acerca del aborto, entre otras 
cosas mencionó:

Los medios de comunicación también 
han dado espacio al problema del abor-
to. Empero, no ha faltado cierta parciali-
dad, subjetividad y amarillismo, mismos 
que lejos de encauzar a la realización de 
análisis objetivos sobre el aborto, parecen 
estar encaminados a formar lectores pre-
dispuestos a condenar a priori algo que 
desconocen en profundidad (UCA 1997). 

La tergiversación de los correctos términos del 
debate, fue algo que incluso se señaló durante la 
sesión plenaria en que se aprobó el Código Pe-
nal, tal como se observa en el acta que registró la 
plenaria. Uno de los representantes del entonces 
partido de oposición Frente Farabundo Martí de 
Liberación Nacional (en adelante FMLN), Dago-
berto Gutiérrez, externó durante su intervención 
al plenario lo siguiente: 

Voy a repetir esto una vez en la parte fi-
nal de mi discurso, aquí no se está dis-
cutiendo la despenalización del aborto, es 
un proceso de desinformación mal inten-
cionada sobre la sociedad y sobre la po-
blación que no logra distinguir las cosas, 
aquí lo que se está discutiendo son las si-
tuaciones excepcionales que mantenien-
do la figura del aborto como delito, elimina 
la pena y deja a la mujer la libertad para 
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decidir qué hacer en ese caso. Si la mujer 
en ese caso decide al fin y al cabo, te-
ner ese hijo, la mujer lo puede hacer, si la 
mujer decide no tenerlo, también lo puede 
hacer (Asamblea Legislativa 1997). 

En el fondo, leyendo muchas de las publicacio-
nes de la época es difícil no advertir cierto sesgo 
o intento de desinformación en la que caían vo-
luntaria o involuntariamente muchas de las publi-
caciones y opiniones. Sin duda alguna, la “media 
verdad” más repetida consistió en generar la idea 
de que el proyecto de Código Penal pretendía 
“despenalizar” o legalizar la práctica del aborto, 
o al menos ampliar los márgenes permisivos de 
la misma, cuando en realidad lo único que pre-
tendía es mantener las líneas generales que ya 
venían dadas desde el Código Penal de 1974.

Pero esto no fue lo que se observó en muchas 
publicaciones y opiniones de ese momento, en 
las cuales se leían afirmaciones tan temerías con 
el uso de la verdad, como lo puede ser el afirmar 
que: “En una variante de aquella bárbara costum-
bre, se pretende en estos momentos legalizar el 
aborto en nuestro país, de acuerdo al proyecto 
de ley que se halla en la Asamblea Legislativa” 
(El Diario de Hoy 1997: 10), o también puede ci-
tarse el editorial del doctor Melitón Barba, según 
el cual: 

Valdría la pena preguntarse si nuestra 
sociedad está preparada moral y cultu-
ralmente para conducirse como lo hacen 
otras que poseen valores éticos acendra-
dos, educación y cultura que la nuestra no 
posee, cada mujer que quisiera desemba-
razarse lo haría alegando haber sido vio-
lentada sexualmente y las interrupciones 
de embarazo se multiplicarían por miles 
(El Diario de Hoy 1997:20). 

La anterior es sin duda, una afirmación fuera de 
lugar, sobre todo si consideramos que la indica-
ción abortiva “ética” o “criminológica” para esa fe-
cha tenía más de veinte años de vigencia y nunca 
se había registrado problema alguno por la “multi-
plicación por miles” de las solicitudes de interrup-
ción del embarazo. Finalmente, sobre este punto, 
es válido recordar la opinión del ministro de salud 
de la época, Eduardo Interiano, que manifestó: 

si a pesar de la oposición masiva, la 
Asamblea Legislativa decide aprobar las 
reformas al código penal donde se despe-
naliza el aborto, depongo mi cargo antes 
de permitir que en los hospitales nacio-
nales se institucionalice su ejecución (El 
Diario de Hoy 1996: 7).

A la presión mediática también le acompañaron 
algunas manifestaciones de sectores interesa-
dos, por ejemplo, el 21 de abril de 1997 se in-
formaba cómo varios ciudadanos firmaban do-
cumentos que serían enviados a la Asamblea 
Legislativa, en los cuales manifestaban su oposi-
ción contra el delito del aborto; por su parte, el 22 
de abril del mismo año, se narró la presentación 
de un documento de aproximadamente 200 pá-
ginas que supuestamente justificaba la improce-
dencia legal y médica del delito de aborto, y el 25 
de abril del mismo año (día de la aprobación del 
Código Penal) se informó como “millares de jóve-
nes” provenientes de instituciones educativas re-
ligiosas recorrieron las principales calles de San 
Salvador y se congregaron frente a la Asamblea 
Legislativa para manifestarse contra el aborto. 

De todas estas expresiones narradas por los me-
dios de comunicación, al menos la presentación 
de las cartas fue relacionada por uno de los dipu-
tados que participaron en la sesión plenaria en la 
cual se aprobaría el sistema de prohibición abso-
luta del aborto, según el diputado Gabriel Murillo 
del Partido Demócrata Cristiano:

Quiero referirme a dos párrafos de una 
carta pastoral de la vicaría número tres 
de la diócesis de Santa Ana, hay doce 
firmas de doce parroquias que aglutinan 
no a cien personas sino a miles de perso-
nas, son las parroquias más grandes de 
la diócesis de Santa Ana y en un párrafo 
dicen ellos “pedimos a dios todo poderoso 
-esto es para los diputados- que puedan 
discernir y sin miedo a nada ni a nadie 
se opongan a dictar leyes que rechacen 
la vida y la voluntad de dios” (Asamblea 
Legislativa 1997)

Además de la anterior presión, debemos consi-
derar que el país se encontraba cerca de un al-
tamente polarizado evento electoral (16 de marzo 



Rev.Redbioética/UNESCO, Año 6, 2 (12): 12 - 12 julio - diciembre 2015 
ISSN 2077-9445

53

de ese año), que terminaría dejando al entonces 
principal partido de oposición de nuestro país, el 
Frente Farabundo Martí para la Liberación Nacio-
nal, en situación de virtual paridad con el enton-
ces partido de Gobierno y principal bastión de la 
derecha política, Alianza Republicana Naciona-
lista (en adelante ARENA).

Quizás por ello, las posiciones al interior de la 
Asamblea Legislativa frente a un proyecto de Có-
digo Penal que era conocido desde 1994, pasa-
ron de ser un inicial e inexplicable mutismo a una 
más activa consigna entre las mencionadas frac-
ciones de la Asamblea Legislativa. El mutismo al 
que nos referimos fue evidenciado por el ya cita-
do ministro de Salud del entonces oficialista par-
tido ARENA, Eduardo Interiano, que en su mo-
mento manifestó: Espero que los diputados de mi 
partido desistan de la idea de legalizar el aborto y 
piensen mejor en apoyar al presidente Calderón 
Sol y a la Primera Dama, Elizabeth de Calderón, 
pues ellos se han pronunciado siempre en contra 
de tal aberración” (El Diario de Hoy, 28 de diciem-
bre de 1996, p. 7). Un sentir similar muestra el 
editorial “La sombra del Cairo es alargada”, en la 
cual el autor, Carlos Mayora, se preguntaba “por 
las razones de que los partidos políticos no se 
hayan declarado abiertamente respecto al can-
dente tema de penalización del aborto” (El Diario 
de Hoy 1997:8). Sin embargo, el partido de de-
recha ARENA dejaría clara su posición el 7 de 
enero de 1997, con lo cual pasaba de su inicial in-
diferencia a comprometerse a buscar sanciones 
drásticas contra el aborto, e incluso según la nota 
periodística de Bernardo Valiente titulada “San-
ciones drásticas para el aborto”, no descartaba 
la pena de muerte (La Prensa Gráfica 1997:8a). 

El diecisiete de abril de 1997 se anunciaba que el 
tema del aborto constituía uno de los principales 
obstáculos a superar para la aprobación del Có-
digo Penal, en palabras de un matutino: 

De los dos temas debatidos ayer por los 
diputados de la Comisión, el que ha gene-
rado mayor oposición ha sido el de la eli-
minación del aborto terapéutico, es decir, 
cuando medien razones que tengan que 
ver con la salud (…) Los diputados con-
sultados no aclararon si en sus plantea-

mientos se contempla permitir el aborto 
cuando la continuación de la gestación 
aumente el riesgo de morir para la madre, 
o cuando el embarazo se deba a violacio-
nes. (La Prensa Gráfica 1997:10-A)

El 21 de abril de 1997 la Comisión de Legislación 
y Puntos Constitucionales de la Asamblea Legis-
lativa renunciaba a la posibilidad de consenso en 
el tema del aborto, por lo que dejaba en manos 
del pleno de la Asamblea Legislativa la aproba-
ción del Código Penal de 1998, con o sin modifi-
cación en esta materia.

En general, sobre el trabajo desarrollado por la 
referida Comisión, debe decirse que el principal 
registro del proceso de discusión del proyecto de 
un código penal dejado por la misma, lo constitu-
ye el expediente 84-6-94 abierto al interior de la 
Asamblea Legislativa el 2 de junio de 1994. De 
la revisión de sus 1171 páginas fácilmente pue-
de concluirse que dicha comisión nunca tuvo 
elementos suficientes para debatir responsable-
mente una decisión tan importante para la salud 
pública, como lo puede ser eliminar las causales 
especiales de impunidad del delito de aborto. Le-
jos de lo anterior, las pocas opiniones o valora-
ciones que se encuentran agregadas en materia 
de aborto, fueron las aportadas por la organiza-
ción feminista denominada “Instituto de Estudios 
de la Mujer “Norma Virginia Guirola de Herrera” 
(CEMUJER)” en mayo de 1994 y noviembre de 
1995, la Asociación Nacional de Enfermeras Sal-
vadoreñas (ANES), y la ya referida carta de la 
Conferencia Episcopal de El Salvador, que como 
mencionamos más arriba, abogaba por la elimi-
nación de las indicaciones abortivas. Aunque en 
el expediente del proyecto se agregó la opinión 
del Colegio Médico de El Salvador, el mismo no 
hizo una sola observación sobre la necesidad de 
cambiar la regulación del delito de aborto.

En conclusión, si desde la Asamblea Legislativa 
se pensó en algún momento en eliminar las indi-
caciones abortivas que venían desde el código 
penal de 1974, se trató de una posibilidad que 
nunca fue consultada o valorada sobre la base 
de las opiniones de expertos o entendidos en la 
materia: instituciones tales como universidades, 
tanques de pensamiento, prestadores de salud, 
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organizaciones de profesionales en ginecoobste-
tricia, organización no gubernamentales o simila-
res, nunca fueron consultadas sobre tan impor-
tante decisión, o en caso de existir dicha opinión 
o consulta no fue registrada en el expediente 84-
6-94.

El proceso de discusión en la 
sesión plenaria.

La sesión plenaria que decidiría el destino de la 
vigente regulación salvadoreña en materia del 
delito de aborto se desarrolló el 25 de abril de 
1997, para más de algún matutino su realización 
no puede describirse como la más seria, o al me-
nos, esa es la impresión que deja la siguiente 
nota: 

En la reunión sólo faltaron porristas, y 
sería mentir decir que hubo solemnidad. 
Partidarios de “Sí a la vida” y estudiantes 
de varios colegios de orientación religiosa 
(católicos y evangélicos) hicieron una pre-
sencia bulliciosa respaldando cada inter-
vención en favor de la penalización.

Por el contrario, abucheaban cuando un 
diputado del FMLN hablaba a favor de las 
excepciones (…) Los diputados aprove-
charon para dar espectáculo. La diputada 
pedecista Rosa Villatoro arengó a los visi-
tantes mediante un discurso de 15 minu-
tos, en que atacó el “derecho al cuerpo” 
que esgrimen las mujeres que están a fa-
vor de la legalización del aborto. Al termi-
nar se puso de pie para recibir la ovación 
del público. 

El sentimentalismo fue una herramienta 
más. El secretario de la directiva Alfonso 
Arístides Alvarenga –también del PDC-, 
rompió en llanto al recordar su origen: “yo 
me siento orgulloso de ser hijo ilegítimo 
de una madre soltera”. Ovación cerrada 
(La Prensa Gráfica 1997:6-A)

Según el acta que formalmente documentó la se-
sión plenaria (acta 161 de la misma fecha), la mis-
ma inicia a las 5:15 p.m. del 25 de abril de 1997, y 
se suspende cerca de la medianoche de ese día 
para continuar aproximadamente entre las 11:00 

a.m. a las 5:00 p.m. del 26 de abril de 1997, aun-
que para definir la suerte del delito de aborto en 
El Salvador bastó con la sesión del primer día.

Durante la sesión del 25 de abril, casi la totalidad 
de artículos del código se aprueban sin discusión 
o con cambios minúsculos, de hecho, en menos 
de tres horas se habían aprobado al menos 128 
artículos del código penal, fueron cuatro o cinco 
artículos relacionados con el aborto los que utili-
zaron las tres horas restantes de ese primer día 
de debate, dentro una discusión que ya parecía 
decidida desde antes que comenzara.

La propuesta de eliminación de las indicaciones 
abortivas fue antecedida por una especie de 
“prólogo”, y durante el tiempo aproximado de una 
hora se proyectó un video y se escucharon las 
opiniones de un médico y un jurista. El video te-
nía un claro contenido “pro-vida”, por lo que fue 
citado posteriormente por más de algún diputado 
opuesto a cualquier forma de aborto (Asamblea 
Legislativa 1997). Por ejemplo, el diputado David 
Acuña manifestó que “Hoy la tecnología nos ha 
convencido de que en la unión del espermato-
zoide y el ovulo femenino realmente comienza la 
vida”, por su parte el diputado Gerardo Suvillaga 
manifestó que “hubo aquí en el Pleno Legislativo 
hace un par de minutos un video, un video que se 
ha llamado amarillista, yo creo que no es ama-
rillista, es la realidad que vive la dignidad de la 
mujer atropellada cuando se le hace un aborto” 
(ambos diputados votaron por eliminar las indica-
ciones abortivas terapéutica, criminológica y eu-
genésica). El médico y el jurista invitados tuvieron 
el mismo tono e inclinación que el video, precisa-
mente, el médico invitado fue Carlos Mayora, au-
tor de los ya relacionados editoriales “La sombra 
del Cairo es alargada” o “Licencia para matar”, úl-
tima opinión en que afirmó que el inicio de la vida 
es la concepción, y que el aborto, en cualquier 
variante, significa reducción del ser humano (El 
Diario de Hoy 1997), un discurso que no varió del 
realizado en el pleno de la Asamblea Legislativa, 
afirmando el mencionado profesional que: 

El aborto por violación, negándole a este 
niño la posibilidad de una adopción, se 
trata de un asesinato de un niño sano e 
inocente, y digo asesinato no usando un 
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término exagerado (…) cometido contra 
un ser inocente e indefenso y que siente 
el dolor de su propia destrucción. El abor-
to eugenésico no es más que el asesinato 
de un niño minusválido, que si nace mi-
nusválido en forma sorpresiva, se le atien-
de adecuadamente, se le opera, se le re-
habilita, pero si está dentro de la madre se 
le destruye (Asamblea Legislativa 1997). 

Por su parte, el jurista invitado, Enrique Posada, 
arribó a las mismas conclusiones que su prede-
cesor, pero utilizando argumentos jurídicos; entre 
otras cosas manifestó que: 

la vida está protegida ya en nuestro orden 
jurídico desde el momento de la concep-
ción por ello despenalizar el aborto sería 
inconstitucional, violaría tratados interna-
cionales y haría a El Salvador responsa-
ble de la violación de derechos humanos 
y como El Salvador ya aceptó también ju-
risdicción de la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos, incluso podría ser 
condenado a nivel internacional (Asam-
blea Legislativa 1997). 

Luego vino la propuesta formal de modificación 
del código penal, introducida por el diputado Wal-
ter Araujo, entonces representante del partido 
oficialista ARENA, la misma consistía en el au-
mento de pena para tres delitos (Aborto Consen-
tido y Propio, Aborto sin Consentimiento y Aborto 
Agravado), y la mencionada eliminación de las 
indicaciones abortivas terapéutica, criminológica 
y eugenésica. 

Luego de la propuesta de modificación de Arau-
jo, se concedió la palabra a aproximadamente 10 
diputados, de los cuales únicamente dos se ma-
nifestaron contra la propuesta de eliminación de 
las indicaciones abortivas para casos extremos. 
Finalmente, para tratar de “equilibrar” un poco el 
contenido del debate, se concedió la palabra por 
el corto lapso de cinco minutos, a una represen-
tante de una organización no gubernamental fe-
minista (Morena Herrera)4, y luego para matizar 

4	 Según el acta, Morena Herrera entre otras cosas mani-
festó: “Yo me pregunto de que sirve emitir leyes que nadie 
va a cumplir porque ustedes saben que el aborto va a 
seguir existiendo como practica clandestina en este país 
y que las mujeres no abortamos porque nos gusta. A las 

esta última opinión, concedieron la palabra a una 
última mujer, María Ester de Salazar, que devol-
vió la tonalidad “pro-vida” a la plenaria5.

Al final de la noche (casi las once de la noche), 
se dio la votación de esta propuesta de reforma, 
y como era de esperarse, con 60 votos a favor 
se aprobaría la modificación del proyecto original 
de Código Penal, desapareciendo todo rastro de 
la indicación abortiva terapéutica, criminológica 
o eugenésica, convirtiendo a la legislación penal 
salvadoreña en una de las pocas legislaciones 
en el mundo que no regulan de forma expresa 
causal alguna para dejar en impunidad el abor-
to, ni siquiera cuando el aborto se realiza para 
salvaguardar la vida de la gestante, una causal 
aceptada y regulada expresamente en el 96% de 
los países desarrollados, y un 97% de los países 
en desarrollo (Organización de las Naciones Uni-
das 2013). 

A pesar de lo anterior, hubo una pequeña con-
cesión de parte de los partidos políticos que eli-
minaron las indicaciones abortivas, y a pesar de 
las modificaciones realizadas al Código Penal, se 
mantuvo la impunidad (actualmente en el artículo 
137 del Código Penal) de dos formas de aborto 
que ya se encontraban eximidas de pena desde 
1974: 1) El aborto culposo realizado por la ges-
tante (causar un aborto imprudentemente), y, 2) 
El aborto imperfecto o tentado realizado por la 
gestante (cuando se intenta lograr el delito, pero 
el mismo no se logra por razones ajenas a la au-
tora). Estas son concesiones curiosas, sobre todo 
si consideramos que estas situaciones —sobre 

mujeres no nos gusta que nos violen, ninguna mujer que 
ha sido víctima de una violación y que sale embarazada, 
le gusta, quiere, se alegra. El aborto siempre es una de-
cisión difícil no es un recurso de planificación, es una de-
cisión que marca la vida de toda mujer, entonces se trata 
de entender que hay realidades que existen al margen de 
la voluntad y que este no es un problema religioso, este 
es un problema de la vida cotidiana, de miles, de millones 
de mujeres en El Salvador”.

5	 Las razones para escuchar a esta ponente y no cualquier 
otra persona, no terminan de ser claras en el acta. Duran-
te su alocución, entre otras cosas, narró como su abuelo 
fue producto de un embarazo indeseado a consecuencia 
de una violación, agregando que «soy de esa descenden-
cia de violación: En todo el transcurso de este tiempo he-
mos sido muy católicos y yo ahora sirvo así a la vida, sirvo 
en las cárceles, no se imaginan cuanta conversión tene-
mos de estas madres que están tan dañadas, con heridas 
muy profundas porque también han sido violadas, pero 
ellas tienen a sus hijos, son tan lindos allí en ese centro, 
los cuidan y los quieren y no han sido niños deseados”.
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todo la referida al aborto culposo— siempre han 
tenido un fundamento similar al de las indicacio-
nes abortivas que fueron eliminadas.

Consolidación constitucional del 
sistema

Pero la reforma al Código Penal no sería suficien-
te. Al interior de la Asamblea Legislativa se consi-
deró que la eliminación de las indicaciones abor-
tivas no bastaba para proteger al no nacido por lo 
que era necesario un blindaje constitucional; por 
tal razón, el 27 de abril de 1997, en los últimos 
minutos que expirase la última sesión plenaria de 
la Asamblea Legislativa, los diputados elegidos 
para el período 1994-1997 aprobaron un acuerdo 
de modificación al artículo 1 de la Constitución de 
la República, según el cual el Estado salvadoreño 
“reconoce como persona humana a todo ser hu-
mano desde el instante de la concepción”.

Ahora bien, para que proceda una modificación 
al texto constitucional no basta el acuerdo de 
modificación, siendo necesario que una segun-
da conformación de la Asamblea Legislativa ra-
tifique lo acordado por la legislatura anterior con 
mayoría calificada, es decir, con el voto de 56 di-
putados (esto es así por disposición de la misma 
Constitución). Esta ratificación llegaría el tres de 
febrero de 1999, fecha en la que sorpresivamen-
te el partido de izquierda FMLN dividió su voto 
lográndose alcanzar los 56 votos requeridos. En 
adelante se entendería que la vida humana en el 
Estado salvadoreño inicia “desde el instante de la 
concepción”.

A diferencia de lo que sucedió con la eliminación 
de las indicaciones abortivas en 1997, la refor-
ma a la Carta Magna obtuvo mayores reacciones 
en los medios de comunicación. Para el caso, 
miembros de la Asociación de Ginecología de El 
Salvador lamentaron la reforma; en palabras del 
entonces presidente de dicha Asociación, Henry 
Agreda, existen “situaciones especiales, cuando 
el feto crece fuera del útero”, o también “cuando 
una madre tiene un cáncer invasivo y recibe co-
balto. El mismo cobalto causa la muerte del niño” 
(La Prensa Gráfica 1999:5). 

En la misma nota informativa, se manifestó de 
forma similar Jorge Morán Colato, para ese en-

tonces coordinador de Atención a la Mujer del Mi-
nisterio de Salud, para quien “los abortos provo-
cados deben ser permitidos cuando el embarazo 
pone en peligro la vida de la madre o cuando el 
mismo es anormal y el bebé no tiene probabilida-
des de sobrevivir”.

Siendo así la posición que presentaba la Asam-
blea Legislativa, no es de extrañar que muchos 
ciudadanos que disentían con el contenido de las 
modificaciones realizadas al Código Penal, vie-
ran como única estrategia de ataque recurrir a 
otros órganos fundamentales, específicamente el 
Órgano Judicial. En octubre de 1998 se presenta 
la primera demanda de inconstitucionalidad6 con-
tra el tenor del entonces vigente Código Penal de 
1998, lo que dio inicio al proceso de inconstitu-
cionalidad 18-98, sin duda el precedente consti-
tucional más importante en esta materia. 

En opinión de los demandantes que iniciaron el 
proceso 18-98, el Código Penal recién aprobado 
padecía de tres vicios fundamentales: a) Genera 
un trato desigual para la embarazada atrapada 
en las situaciones de las indicaciones abortivas 
eliminadas, colocándolas en el mismo nivel que 
quien realiza el delito maliciosamente, b) Vulnera 
derechos fundamentales de la embarazada que 
busca aplicar las indicaciones abortivas elimina-
das (derecho a la vida en el caso de la indicación 
terapéutica, o la libertad en la indicación ética), 
y, c) Genera una “inconstitucionalidad por omi-
sión”7, es decir, considera al Código Penal como 
inconstitucional, por omitir la regulación de nor-
mas (las indicaciones abortivas) que vuelven al 
Código Penal congruente con nuestra Constitu-
ción Política.

La resolución definitiva de la Sala de lo Constitu-
cional, tribunal encargado de resolver la deman-

6	 Retomando el artículo 1 de la ley de procedimientos 
constitucionales, por medio del proceso de inconstitucio-
nalidad «cualquier ciudadano puede pedir a la Sala de 
lo Constitucional de la Corte Suprema de Justicia, que 
declare la inconstitucionalidad de las leyes, decretos y re-
glamentos en su forma y contenido, de un modo general 
y obligatorio». Lo que genera como efecto inmediato la 
expulsión de dicha norma del ordenamiento jurídico”.

7	 La «inconstitucionalidad por omisión» ha sido definida por 
la misma Sala de lo Constitucional como aquella «falta de 
desarrollo por parte del legislador, en un plazo razonable, 
de aquellos mandatos constitucionales de obligatorio y 
concreto desarrollo, de forma que impide su eficaz aplica-
ción»
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da, fue injustificadamente retardada por el lapso 
de siete años con once meses (la resolución fue 
fechada el veinte de noviembre del 2007), esto 
aun cuando se habían completado las etapas ne-
cesarias para dictarla desde diciembre de 1999. 
La resolución hizo aclaraciones importantes, 
aunque en la práctica tendrían un efecto cosmé-
tico e intrascendente. Entre las más importantes 
encontramos las siguientes: 

•	 Las indicaciones abortivas deben ser regu-
ladas: Según la Sala, con las indicaciones 
terapéutica, criminológica y eugenésica, nos 
encontramos frente a una autentica e inevi-
table situación de tensión entre derechos 
fundamentales del que está por nacer y la 
gestante. Regular este conflicto incluso fue 
calificado como “imperativo constitucional”.

•	 Hay tres formas de regular tal “imperativo 
constitucional”: En palabras de la Sala, hay 
tres alternativas de punición del aborto: el 
sistema común de penalización (las indica-
ciones no están expresas en la ley penal, 
pero se deducen de alguna otra norma), el 
sistema de plazos (utilizado, por ejemplo, en 
Estados Unidos), y el sistema de indicacio-
nes (en el cual las indicaciones aparecen ex-
presas en la ley, tal como sucedía en nuestro 
país con el Código Penal de 1974).

•	 La Sala consideró que en nuestro país se 
aplica uno de estos tres sistemas: Para la 
Sala, las situaciones conflictivas entre feto y 
gestante se resuelven a través de un “siste-
ma común de penalización”.

En esencia, lo que hizo la Sala de lo Constitucio-
nal con las anteriores premisas fue “esquivar la 
bala”, explicar que la inconstitucionalidad alegada 
no existía, pues las indicaciones abortivas siguen 
presentes en el Código Penal, aunque no lite-
ralmente, sino que se encuentran “escondidas”, 
“invisibles”, o más bien implícitas en las eximen-
tes de responsabilidad que se regulan para todo 
delito, y que se encuentran en el artículo 27 del 
Código Penal8. En palabras de la Sala:

8	 Quizás de todas ellas, la más conocida fuera del mundo 
jurídico es la «legítima defensa» que exonera la comisión 
de cualquier delito, cuando se realice para repeler un 
ataque ilegal o antijurídico (por ejemplo, matar o lesionar 

se ha verificado que el sistema común 
de penalización adoptado por el Código 
Penal de 1997, vigente en la actualidad, 
reconoce la posibilidad de conflicto entre 
los derechos del nasciturus y los de la 
madre en los supuestos de aborto y que, 
a diferencia del sistema de las indicacio-
nes expresamente reguladas, dispone la 
aplicación de las causas generales de 
exención de responsabilidad penal, como 
alternativas para la determinación judicial 
del conflicto. La postura adoptada en el 
C.Pn. permite resolver el conflicto juris-
diccionalmente, desde la óptica de las 
causas de justificación como de las exclu-
yentes de la culpabilidad, conforme a los 
principios de ponderación de intereses y 
de no exigibilidad de un comportamiento 
distinto. Con una interpretación amplia de 
las eximentes del estado de necesidad e 
inexigibilidad de una conducta adecuada 
a derecho, se pueden solventar los casos 
que se presenten (Sala de lo Constitucio-
nal 2007).

Aunque existió otro proceso de inconstitucionali-
dad contra nuestra actual legislación del aborto, 
sin duda el 18-98 es el más conocido e impor-
tante, pues no solo vistió con un manto de legiti-
mación constitucional las reformas realizadas en 
1998, sino también señaló los principales carac-
teres de nuestro sistema legal, un sistema que 
supuestamente regula las indicaciones abortivas, 
solo que estas indicaciones “no se ven expresa-
mente”. Con ello, como veremos más adelante, 
se terminó legitimando un paradigma legal cos-
mético e ilusorio, que en la práctica niega abierta-
mente lo que en declaración afirma permitir. 

Las críticas al sistema
Como han señalado múltiples organismos inter-
nacionales, nuestro sistema de regulación del 
aborto posee características sumamente negati-
vas. En nuestro caso, destacamos tres; en pri-

para defenderme del ladrón me exime de pena por el ho-
micidio o las lesiones), aunque las indicaciones abortivas 
no suelen deducirse de la «legítima defensa», sino más 
bien de otras eximentes de pena, dos para ser precisos: 
el «Estado de necesidad» y la «inexigibilidad de otra con-
ducta».
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mer lugar, es un sistema que produce escasos, 
o casi nulos resultados, basando su “éxito” en 
un promedio de casos judicializados que ronda 
los veinte casos al año; en segundo lugar, es un 
sistema que genera incertidumbre y peligro, pues 
realiza permisiones tan difusas y obscuras que 
finalmente niega dichas permisiones, por lo que 
lejos de resolver las situaciones conflictivas entre 
feto y la madre embarazada, termina dejando sin 
ninguna opción a esta última; y en tercer lugar, 
es un sistema que trabaja con el mismo tipo de 
hechos, realizados esencialmente al mismo tipo 
de personas:

1.	 Sistema con casi nula efectividad

Por mucho, la regulación del delito de aborto es 
más efectiva intimidando a quienes no debería 
asustar, que evitando lo que supuestamente pre-
tende evitar. La parte final de la anterior afirma-
ción tropieza con una primera dificultad, nuestro 
país no conoce un intento serio por medir las di-
mensiones del aborto inseguro o ilegal. No obs-
tante lo anterior, si pueden realizase algunas in-
ferencias básicas. 

Por ejemplo, en el año 2008 la Organización 
Mundial de la Salud estimaba un aproximado de 
1,07 millones de abortos inseguros para la región 
de México y Centroamérica, incluyendo Panamá 
y Belice9, lo que más o menos representaría una 
tasa de 29 abortos inseguros por cada mil muje-
res en edad reproductiva (15 a 44 años de edad) 
para la misma región (Organización Mundial de la 
Salud 2011:19). Por su parte, Costa Rica también 
ha realizado mediciones, y para el año 2007 la 
Asociación Demográfica Costarricense estima-
ba un aproximado de 27,000 abortos inducidos 
(de los cuales el sistema de salud solo conocía 
8,086), lo que viene a representar una tasa media 
de 22 abortos inducidos por cada 1,000 mujeres 
en edad reproductiva (Gómez 2007;52-55).

Si consideramos que Costa Rica posee una tasa 
global de fecundidad10 menor que nuestro país, 

9	 La Organización Mundial de la Salud entiende por abor-
to inseguro aquel procedimiento que busca terminar un 
embarazo indeseado desarrollado por personas sin las 
habilidades necesarias, o en un ambiente que no reúne 
estándares médicos mínimos.

10	 Según el “Informe de resultado Encuesta Nacional de Sa-
lud Sexual y Reproductiva 2010” realizado por el Ministe-

una cantidad menor de mujeres en edad repro-
ductiva, y una tasa mayor de prevalencia anticon-
ceptiva11, fácilmente nos daremos cuenta de que 
en el caso salvadoreño el número de abortos in-
ducidos difícilmente puede ser inferior al porcen-
taje que señala la Asociación Demográfica Cos-
tarricense para su país. Realizar una inferencia 
así tiene sentido, se trata de hecho de una rela-
ción que ha resaltado la Organización Mundial de 
la Salud en su informe: Unsafe abortion: Global 
and regional estimates of the incidence of unsafe 
abortion and associated mortality in 2008, men-
cionando que el porcentaje de abortos inducidos 
no es necesariamente proporcional con lo riguro-
so de la legislación donde se desarrollen dichos 
abortos. Lejos de lo anterior, la regla general será 
que el número de abortos inducidos será inferior 
en aquellos países con legislaciones menos res-
trictivas en materia de aborto, pero con una alta 
tasa de prevalencia anticonceptiva (Organización 
Mundial de la Salud 2008:10).

Frente a esta considerable cantidad de abortos 
clandestinos, la Unidad de Estadísticas de la Cor-
te Suprema de Justicia de El Salvador apenas 
sumó la cantidad de 75 delitos de aborto ingresa-
dos al sistema judicial entre los años 2008-2012. 
Una cantidad que se reduce aún más si consi-
deramos que en los mismos años apenas 9 ca-
sos de aborto llegaron a la fase final del proceso 
penal, también llamada etapa de plenario o vista 
pública. Por lo tanto, del porcentaje de abortos 
clandestinos que se realizan en nuestro país, el 
sistema de justicia absorberá, siendo bastante 
optimistas menos del 1%, los restantes se rea-
lizaran de forma clandestina, a espaldas de un 
Estado que aparenta ser inclemente con esta 
práctica, pero frente a un mercado negro que pro-

rio de Salud de Costa Rica, la tasa global de fecundidad 
representa el número de hijos promedio durante toda la 
edad reproductiva, en el caso costarricense el promedio 
ronda el 1.7 nacimientos, mientras que en El Salvador la 
“Encuesta Nacional de Salud Familiar FESAL 2008” reali-
zado por la Asociación Demográfica Salvadoreña, afirma 
que dicho promedio es próximo a los 2.5 nacimientos por 
mujer en edad reproductiva.

11	 La tasa de prevalencia anticonceptiva se refiere a la pro-
porción de mujeres (o parejas de las mismas) en edad 
reproductiva que usan un método anticonceptivo en un 
determinado momento. En el caso costarricense el pro-
medio se acerca al 82.1% de mujeres en edad reproduc-
tiva (Ministerio de Salud de Costa Rica 2011), en el caso 
salvadoreño se aproxima al 73% (Asociación Demográfi-
ca Salvadoreña 2009).



Rev.Redbioética/UNESCO, Año 6, 2 (12): 12 - 12 julio - diciembre 2015 
ISSN 2077-9445

59

veerá estos servicios con los riesgos inherentes 
que conlleva.

La mencionada falta de eficacia en el sistema, no 
debe generar extrañeza, sobre todo si considera-
mos que hablamos de una práctica, la interrup-
ción del embarazo, que realizada en las prime-
ras etapas del embarazo, difícilmente deja rastro 

Tabla 2 
Homicidio frente aborto en el sistema penal salvadoreño

Juzgado Autor 2012 2011 2010 2009 2008 Totales

Juzgados  
de paz

Aborto consentido  
y propio

1 1 3 7 4 16

Aborto sin 
consentimiento

0 0 2 3 3 8

Aborto agravado 0 0 0 1 1 2

Inducción o ayuda  
al aborto

0 0 7 3 6 16

Juzgados de 
instrucción

Aborto consentido  
y propio

2 1 0 0 2 5

Aborto sin 
consentimiento

0 0 0 2 0 2

Aborto agravado 2 2 0 13 0 17

Inducción o ayuda  
al aborto

0 0 0 0 0 0

Juzgados de 
sentencia

Aborto consentido  
y propio

3* 1** 

1 2 1

9

Aborto sin 
consentimiento

0 0 1

Aborto agravado 0 0 0

Inducción o ayuda  
al aborto

0 0 0

Total 8 5 13 31 18 75

Juzgado Autor 2012 2011 2010 2009 2008 Totales

Juzgados  
de paz

Homicidio simple 43 54 147 144 320 708

Homicidio agravado 53 85 309 259 350 1056

Juzgados de 
instrucción

Homicidio simple 108 119 158 252 200 837

Homicidio agravado 143 203 535 512 241 1634

Juzgados de 
sentencia

Homicidio simple 42 48 218 238 220 766

Homicidio agravado 108 126 335 262 332 1163

Total 497 635 1702 1667 1663 6164

Fuente: Elaboración propia, datos proporcionados por la Unidad de Información y Estadísticas-CSJ (la recepción 
de datos es parcial)

*	 No se detalló la calificación jurídica específica de dicho aborto.
**	 No se detalló la calificación jurídica específica de dicho aborto
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delictivo o requerirá complicadas intervenciones 
médicas, si se realiza con el método adecuado y 
se aceptan los riesgos inherentes. Para el caso, 
en la realidad salvadoreña se ha documentado 
uno de los múltiples métodos de esta práctica, 
nos referimos a la ingesta de Misoprostol, un aná-
logo de la protaglandina, utilizado principalmente 
para casos de gastritis y úlcera gastroduodenal, 
pero que por las contracciones uterinas que ge-
nera, puede ser utilizado como medio abortivo.

Así, en la nota publicada el 4 de febrero del 2007 
por El Diario de Hoy, titulada Aborto, un negocio 
público, se leía: “Cada día en paradas de buses, 
centros comerciales y restaurantes de comida rá-
pida se realiza el encuentro entre el proveedor 
de medicamentos abortivos y el interesado: no-
vios, amantes, madres y mujeres de toda edad 
y condición social” (El Diario de Hoy 2007:2). El 
medio describía al menos dos transacciones “co-
merciales” entre una supuesta embarazada y dos 
de los ofertantes de Cytotec y Cervidil 10, me-
dicamentos que eran ofrecidos por el vendedor 
como “un tratamiento estadounidense, efectivo y 
seguro (…)”, consistente en tres inyecciones, una 
cada día, que podrían ser modificadas a pastillas 
si el paciente admitía enfermedades pulmonares, 
renales o hepáticas. 

Según la nota recién mencionada, el precio para 
la adquisición del medicamento oscilaba entre 65 
a 220 dólares (más caro de lo que en esa época 
era en Guatemala)12. En otro de los párrafos de 
la investigación periodística se describe la relati-
va popularidad de uno de los comerciantes clan-
destinos, Ricardo López, cuya mercancía “es tan 
popular que López pasa todo el día en la calle 
entrevistándose con mujeres interesadas en sus 
servicios. No hay forma de saber cuántas de ellas 
compran el tratamiento ni si luego de administrár-
selo la hemorragia las obliga a visitar un hospital” 
(Ibid). Aunque debe aclararse, que la posibilidad 
de “hemorragias” no es el peor de los escenarios 

12	 En Guatemala, Prada y otros señalaron en su estudio 
Embarazo no planeado y aborto inseguro en Guatemala: 
Causas y Consecuencias, que un frasco de 28 tabletas de 
Misoprostol oscilaba alrededor de los 800 quetzales (US$ 
102), que en todo caso se trata de un costo inflado, dado 
que «el costo de inducir un aborto es aproximadamente 
un tercio de ese monto, debido a que la literatura médica 
indica que la dosis apropiada consta de ocho a 12 table-
tas de 200-µg de Misoprostol» (Prada et al. 2006:17).

que puede generar el uso inadecuado de Miso-
prostol: según González y Tabuyo, en su estudio 
Misoprostol como abortivo en España. A propósi-
to de un caso de autopsia judicial, han señalado 
que

Son innumerables las referencias sobre 
complicaciones severas en el caso de un 
uso inadecuado de esta sustancia en el 
medio extra hospitalario. Entre las compli-
caciones más destacadas para el feto se 
hallan: riesgo de desarrollo de síndrome 
de Moebius, parálisis, anomalías embrio-
narias múltiples, equinovaro congénito 
con defectos de pares craneales, artro-
griposis de extremidades inferiores, de-
fectos de cadera, anomalías craneofacia-
les congénitas. Entre las complicaciones 
para la madre, se destacan el sangrado 
incoercible postparto, si bien en una pro-
porción baja de casos y manejable con 
medios farmacológicos convencionales 
en el medio hospitalario. Existen algunas 
referencias que apuntan la posibilidad de 
relación entre el uso del Misoprostol como 
agente inductor del parto y casos de ro-
tura uterina (Tabuyo y González 2004:31-
32).

La nota “aborto un negocio público” alertó a las 
autoridades sobre la utilización del medicamento, 
obligando al Consejo Superior de Salud Pública 
a analizar la posibilidad de exigir receta médica 
para la venta del Cytotec y Cervidil 10. Sin em-
bargo, un año después, en abril del 2008, el pe-
riódico digital ComUnica publicó la nota Método 
Cytotec: pastillas abortivas, en la cual se narraba 
la experiencia de dos jóvenes, que a pesar de 
las restricciones posteriormente impuestas al co-
mercio del medicamento, lo habían obtenido con 
relativamente mayores dificultades; la primera, 
identificada como Karla de veinticinco años de 
edad y cuatro meses de embarazo, consumió 
píldoras adquiridas por su novio, quien a su vez 
“las compró en una farmacia, después de reco-
rrer tres seguidas encontró una en donde se las 
vendieron sin receta médica”. “Karla” se informó 
sobre las pastillas en la misma fuente que has-
ta la fecha sigue mostrando abundantes ofertas 
del medicamento: el internet” (ComUnica 2008). 
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En la segunda de las experiencias narradas por 
ComUnica, un joven identificado como Raúl, lue-
go de comparar varias ofertas de comerciantes 
clandestinos, se decidió por la menos onerosa de 
90 dólares; en palabras de Raúl: “Mi novia en-
contró un clasificado en una página de música y 
llamé, así como a otros; pero él me las dio más 
baratas (90 dólares). Al siguiente día nos vimos 
en un restaurante de comida rápida e hicimos la 
transacción. Al principio me las había ofrecido en 
70” (ComUnica 2008).

¿Cuántos clientes más atendió ese día, ese 
mes, o ese año el proveedor de “Raúl”? ¿Cuán-
tos abortos se realizaron ese año gracias a su 
participación? Se trata de preguntas que no se 
pueden responder, lo que es seguro es que ha-
blamos de un número superior a los 18 casos que 
atendió el sistema de justicia penal para todo el 
país, según la Unidad de Información y Estadísti-
cas de la Corte Suprema de Justicia.

Apenas el 18 de octubre de 2013, el medio digi-
tal El Blog publicaba la nota Medicamento abor-
tivo se vende en Facebook en El Salvador, en la 
cual se narra nuevamente el comercio ilegal del 
Cytotec, con precios que rondan los $70 a $200, 
según se prefiera comprar el químico de marca, o 
el componente genérico (Misoprostol). En la nota 
se destaca, además, cómo los proveedores de 
la mercancía, personas cuya pericia médica es 
desconocida, recomiendan la dosis a ingerir del 
medicamento; en palabras de uno de los vende-
dores: “Todo depende de cuánto tiene de retraso 
para poderle dar una dosis. Por ejemplo, si tiene 
un mes debe comprar cuatro pastillas, una debe 
ingerirla y tres debe introducirlas a la vagina”.

2.	 Sistema que genera incertidumbre y 
peligro

Pero nuestro sistema no solo es altamente in-
eficiente evitando lo que supuestamente debe 
evitar, sino que además alcanza su acentuada 
ineptitud intimidando a quienes teóricamente no 
debería intimidar, nos referimos a los casos que 
se encuentran “en el borde”, mujeres atrapadas 
en las situaciones extremas y extraordinarias que 
antes estaban encapsuladas en las “indicaciones 
abortivas”, y que actualmente solo reciben como 

respuesta una legislación en la cual las indica-
ciones abortivas “están ahí, aunque no se ven”. 
Como hemos mencionado, nuestro sistema de 
indicaciones abortivas es un tanto mañoso. Tal 
como dijo la Sala de lo Constitucional en la re-
solución 18-98, las indicaciones abortivas desa-
parecidas en 1997, siguen estando ahí, solo que 
reguladas de forma “implícita”, debiendo ser de-
ducidas de un artículo que sirve como palanca o 
“llave” para resolver la situación, nos referimos al 
artículo 27 del Código Penal, que de forma ge-
nérica regula las exenciones de responsabilidad 
para todo delito.

Se trata, en efecto, de un sistema engañoso ba-
sado en una ficción “en tres movimientos” que 
solo funcionan correctamente en la mente de 
un abogado (o un magistrado de Sala): 1) La 
gestante atraviesa un embarazo de alto riesgo, 
donde el mantenimiento del estado de gravidez 
compromete su salud, o coloca en peligro su vida 
(por citar el caso de la indicación terapéutica); 2) 
Viendo lo anterior, un médico procede a realizar 
el aborto de emergencia, y 3) Finalmente, un juez 
de lo penal, sabiendo lo anterior, concede a nues-
tro medico hipotético el beneficio de una exen-
ción de pena, pues estamos en presencia de un 
“Estado de necesidad”, la eximente genérica de 
responsabilidad penal del artículo 27 que suele 
relacionarse con las indicaciones abortivas.

Por supuesto, hay algo que no funciona en seme-
jante entelequia, el sistema parte de la ingenua 
creencia que un médico será lo bastante osado 
como para realizar un procedimiento abortivo 
con la esperanza de ser eventualmente eximido 
de pena durante un proceso (lo que tampoco es 
seguro), cuando en la práctica ningún ciudadano 
medianamente sensato querrá ser tratado como 
imputado en un proceso penal, así pues, nuestra 
afligida embarazada se quedará esperando un 
médico lo suficientemente templado como para 
realizar la indicación abortiva y esperar la exen-
ción que lo eximirá de pena (de nuevo, si es que 
se le exime de pena, pues no hay nada seguro). 
Por supuesto, la espera nunca acabará, y la si-
tuación de emergencia tampoco recibirá respues-
ta, pues el único profesional que podía salvar la 
vida de la gestante, el médico, nunca contó con 
suficientes garantías de no ir a la cárcel. Quizás 
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por ello, no debe extrañarnos que el Ministerio de 
Salud Pública de nuestro país no guarde ningún 
registro sobre “abortos legales”, sencillamente el 
término no tiene sentido en un contexto donde en 
la cabeza de cualquier médico no hay tal cosa 
como abortos permitidos, aunque teóricamente 
si existan en el Código Penal según el tribunal 
constitucional. 

Quizás lo peor de todo, es que se trata de un 
efecto, que, de alguna forma, fue previsto por la 
propia Sala de lo Constitucional de la Corte Su-
prema de Justicia cuando le dio su “visto bueno” 
al sistema, afirmando que la exención de pena 
que pueda lograr el médico si práctica una indica-
ción abortiva, solo opera “ex-post”, es decir, lue-
go del aborto y durante un proceso criminal. En 
palabras de la Sala de lo Constitucional: 

El art. 27 del C. Pn. sólo operaría frente 
a una conducta consumada, de manera 
que de forma preventiva la posible con-
troversia no podría ser objeto de análisis 
y de decisión por un juez u otro ente del 
Estado, a efecto de autorizar o no la pro-
cedencia de la indicación del aborto (Sala 
de lo Constitucional 2007).

Por esta misma razón, y en la misma resolución 
mencionada, la Sala de lo Constitucional reco-
mendó que el legislador “debería emitir la nor-
mativa jurídica correspondiente en la cual legisle 
sobre las circunstancias que extra proceso penal 
deben concurrir en las indicaciones del aborto”, 
un deber que hasta la fecha ni la Asamblea Le-
gislativo muestra interés por cumplir, ni el tribunal 
constitucional de exigir que se cumpla.

Mientras lo anterior sucede, en el mundo real, no 
el de los códigos y resoluciones, esta prohibición 
de las indicaciones abortivas genera múltiples 
problemas para la práctica médica, esto al me-
nos, es lo que se puede deducir de las impresio-
nes de varios médicos citados en otras investi-
gaciones sobre la misma materia. Para el caso, 
Roberto Sánchez Ochoa, director del Hospital de 
Maternidad Dr. Raúl Arguello Escolán (centro mé-
dico que conoce mayor cantidad de abortos na-
turales en nuestro país), opinó en una ponencia 

respecto a las dificultades que se presentan en 
los casos de embarazos ectópicos13:

el otro problema que tenemos es el em-
barazo ectópico (…) el problema se nos 
convierte cuando es un momento que 
empieza a crecer el embrión y ya tiene 
frecuencia cardiaca, le hacen ultrasono-
grafía y nos dicen, “mire, está vivo, ¿qué 
hacemos?” Hace tiempo nosotros lo que 
hacíamos era cortar un pedazo de la trom-
pa de Falopio, quitarla, destruir el embrión 
y punto, pero hoy si está vivo, nos limita, 
tenemos que esperar hasta que el feto se 
muera, o la madre comience a deteriorar 
para entonces entrar corriendo como que 
es una paciente normal (Sanchez Ochoa 
2012).

Pero los problemas no solo se dan en el seno 
de los embarazos ectópicos, así lo sugiere la 
opinión de la doctora Sofía Villalta, coordinado-
ra de la Unidad de Salud Sexual y Reproducti-
va del Ministerio de Salud Pública y Asistencia 
Social, quien incluye otros padecimientos en sus 
valoraciones respecto la eliminación del aborto 
terapéutico:

Para mí es totalmente negativo, porque 
ahí está involucrado el aborto terapéuti-
co, que es cuando está en peligro la vida 
de la madre, eso implica que si una ma-
dre corre peligro no podemos interrumpir 
el embarazo (…). Prohibir totalmente el 
aborto como estamos nosotros, y no dar 
espacio para que una mujer pueda salvar 
su vida, es negativo para la salud de las 
mujeres (…) Mujeres con problemas car-
diacos en general, no todas están en con-
diciones que impiden embarazarse, pero 
a veces sí, también las mujeres con enfer-

13	 Etimológicamente, «ectópico» significa «fuera de lugar», 
término que describe bastante bien lo que sucede en un 
embarazo ectópico, que en esencia consiste en la implan-
tación de un ovocito (huevo fertilizado) en cualquier sitio 
fuera de la cavidad endometrial, como por ejemplo en las 
trompas de Falopio. Según datos obtenidos de la Junta 
de Vigilancia Sanitaria del Ministerio de Salud, en la red 
de hospitales del sector público se presentaron un total de 
1567 abortos por embarazo ectópico entre los años 2005 
a 2009, lo que vendría a representar un estimado del 5% 
de todos los abortos practicados en esos cinco años, con 
un promedio para ese lustro de 313.4 abortos ectópicos 
anuales.
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medades renales crónicas o insuficiencia 
renal crónica, algunas mujeres con lupus 
eritematoso diseminado, algunas mujeres 
con hipertensión pulmonar severa, enton-
ces ahí estamos con las manos atadas 
(…) En estos casos, estas mujeres, tienen 
contraindicado para vivir, embarazarse, 
aquí no hay opción frente a esta situación, 
en la ley no hay opción, y como institución 
de gobierno nosotros no podemos darle la 
opción (Feusier 2013).

Además del embarazo ectópico y el embarazo 
de quien padece una cardiopatía, los galenos 
citaron otras situaciones riesgosas para la vida 
o salud de la gestante en las que sencillamente 
se reducen las opciones, situaciones como las 
insuficiencias renales graves, las insuficiencias 
renales crónicas en etapas terminales, los casos 
de hipertensión pulmonar, o aquellos supuestos 
en que la gestante padece de cáncer, como en la 
variante del cáncer de mama. Para todos estos 
casos, el procedimiento lo resume doctora Xo-
chilt Sandoval es el siguiente:

Bueno, tenemos que manejar expectan-
temente el caso, esperar a que haya un 
desenlace, generalmente hay una muerte 
del feto, o termina siendo un parto pre-
maturo por la misma condición, y hay que 
atender todas las complicaciones mater-
nas, generalmente graves (Feusier 2013).

Esta pasividad frente al agravamiento del peligro 
fue patente en la realidad salvadoreña a través 
del conocido “caso Beatriz” a principios del 2013.

Según la información que posteriormente deta-
llase la sentencia definitiva que resolvió el “caso 
Beatriz”, la protagonista del drama, identificada 
por los medios de comunicación como “Beatriz”, 
era una joven que para esa fecha tenía 22 años 
de edad, de escasos recursos, que venía sien-
do tratada por el sistema de salud pública desde 
el 2011 debido a una artritis reumatoide en con-
fluencia con Lupus Erisematoso Sistémico (LES) 
con nefritis lúpica. El LES es una enfermedad 
autoinmune, es decir, un padecimiento en el cual 
sistema inmunitario ataca por error algún tejido 
sano del cuerpo, no conociéndose hasta el mo-
mento una cura definitiva contra el mismo.

El 2 de marzo del 2013, Beatriz ingresa al Hospi-
tal Rosales con 15 días de fiebre, eritema y úlce-
ras infectadas en piel, sumándose a lo anterior la 
sospecha de un estado de gravidez. Especialis-
tas en perinatología del referido nosocomio de-
terminaron que Beatriz cargaba en su interior un 
feto de 13 semanas con anencefalia, un defecto 
congénito en el cual una significativa porción del 
cerebro no se desarrolla, por lo que el feto gene-
ralmente nace muerto o muere poco después del 
alumbramiento14. 

Frente al cuadro antes mencionado, el jefe del 
servicio de perinatología del Hospital Nacional 
de Maternidad solicitó la opinión al Comité Mé-
dico de dicho nosocomio, respondiendo el comi-
té que “la única forma de disminuir el riesgo de 
morbi-mortalidad materna frente a la nula proba-
bilidad de vida extrauterina del feto con anence-
falia es la interrupción del embarazo” (Sala de lo 
Constitucional 2013). 

A pesar de que los médicos estaban convencidos 
de tener la mejor solución posible para evitar fu-
turos sufrimientos a Beatriz, no procedieron por 
temor a incurrir en ilícito penal. Beatriz es enton-
ces asesorada por miembros de agrupaciones 
feministas y de Derechos Humanos, entre estos 
por representantes de la Agrupación Ciudadana 
por la Despenalización del Aborto Terapéutico, 
Ético y Eugenésico, quienes la acompañan y ayu-
dan a presentar un proceso de amparo15, en abril 
de ese año, ante la Sala de lo Constitucional de 
la Corte Suprema de Justicia. El amparo es admi-
tido seis días después, ordenando la Sala como 
medida preventiva que el Hospital de Maternidad 
tome todas las medidas necesarias para garan-

14	 Este era el segundo embarazo de Beatriz. Durante su 
primer embarazo, la misma había presentado un cuadro 
clínico complicado, dentro del cual a las 32 semanas de 
gestación presentaba inicio de labor de parto, restricción 
del crecimiento uterino e hipertensión grave, catalogado 
como preeclampsia severa sobreagregada al lupus, por 
razón del cual los médicos le practicaron una cesárea a 
efectos de preservar la vida y la salud de la referida seño-
ra y de su hijo.

15	 El amparo esencialmente es un procedimiento que busca 
la protección de los derechos fundamentales que conce-
de la Constitución; según el artículo 12 de la Ley de Pro-
cedimientos Constitucionales, “procede contra toda clase 
de acciones u omisiones de cualquier autoridad, funcio-
nario del Estado o de sus órganos descentralizados y de 
las sentencias definitivas pronunciadas por la Sala de lo 
Contencioso Administrativo que violen aquellos derechos 
u obstaculicen su ejercicio”.
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tizar la vida de Beatriz, sin avalar expresamente 
la interrupción del embarazo. El 26 de abril de 
2013 se solicita al Instituto de Medicina Legal un 
peritaje sobre “B.C.” (como fue identificada Bea-
triz en el interior de este proceso), siendo hasta 
al siete de mayo que la referida institución emite 
sus conclusiones. Más adelante, el 15 de mayo 
de 2013, en un trámite bastante atípico del proce-
so de amparo, se realiza audiencia probatoria y 
de alegatos finales. 

Luego de ello vino la decisión, en la cual, la Sala 
retoma toda la carga probatoria antes menciona-
da, reconociendo el marcado riesgo que enfren-
taba la peticionaria:

el que la señora B.C. se encuentre esta-
ble en este momento no implica que el 
riesgo implícito en su cuadro clínico —el 
cual ha sido catalogado como grave y ex-
cepcional— haya desaparecido, pues el 
comportamiento impredecible de la enfer-
medad de base que adolece —LES— y 
los cambios biológicos que su cuerpo po-
dría experimentar durante las últimas eta-
pas del proceso de gestación en el que 
se encuentra incrementan la probabilidad 
de que las complicaciones médicas que 
la referida señora sufrió durante su primer 
embarazo u otras se presenten. Aunado a 
ello, la anencefalia del feto que se gesta 
en su vientre también puede ser a futuro 
la causa de complicaciones obstétricas 
(Sala de lo Constitucional 2013).

Sin embargo, en el que quizás sería el giro más 
sorprendente de la resolución, la Sala no reúne 
el valor suficiente para ordenar de forma expre-
sa la interrupción del embarazo, sino que por el 
contrario, nuevamente “esquiva la bala”, declara 
sin lugar el amparo considerando que las dolen-
cias de Beatriz no son “particularmente graves”, 
y descarga la responsabilidad de la intervención 
en los médicos, quienes serán los encargados de 
determinar qué procedimientos aplicar según su 
saber especializado: 

se debe dejar claro en que la ausencia ac-
tual de síntomas o complicaciones parti-
cularmente graves en la salud de la seño-
ra B.C. —de acuerdo con las pruebas que 

fueron incorporadas a este proceso— no 
necesariamente es un estado permanen-
te, invariable en el transcurso del tiempo, 
razón por la cual las autoridades de salud 
demandadas están obligadas a continuar 
monitoreando el estado de salud de la pe-
ticionaria y a brindarle el tratamiento que 
en cada momento resulte idóneo para su 
condición médica, así como a implemen-
tar los procedimientos que, según la cien-
cia médica, se estimen indispensables 
para atender las futuras complicaciones 
que se presenten (Sala de lo Constitucio-
nal 2013).

El caso de Beatriz es, sin duda, la jerigonza circu-
lar definitiva en que puede resumirse el sistema 
salvadoreño de regulación al aborto: el médico 
sabe qué hacer, pero no lo hace pues teme incu-
rrir en delito (un delito que ni siquiera es efectivo, 
como hemos visto), el médico voltea su mirada 
hacia los intérpretes de la ley para saber qué ha-
cer, pero no encuentra respuesta, pues la ley no 
es clara ni los intérpretes contestan de forma de-
finitiva, respondiendo que el médico sabe qué ha-
cer, y que debe actuar según su saber. ¿A quién 
mirará mientras tanto la gestante afectada por el 
sistema?

La hija de Beatriz nació prematuramente en la 
tarde del 3 de junio del 2013, y tal como anticipó 
la ciencia médica, murió aproximadamente cinco 
horas después. Aunque la odisea de Beatriz fina-
lizó ese día, no hay ninguna duda que el sistema 
legal y de salud salvadoreño seguirá generando 
el mismo grado de incertidumbre e inseguridad a 
toda mujer que sufra el mismo drama.

3.	 Sistema que discrimina

Finalmente, aparte de su ineficacia e incertidum-
bre, diremos que nuestra regulación del delito de 
aborto genera una práctica judicial, en la que los 
casos que reciben las últimas consecuencias tie-
nen una marcada homogeneidad en elementos 
objetivos y subjetivos: los objetivos relacionados 
con la forma de incriminación y procesamiento ju-
dicial y lo subjetivos relacionados con la persona 
que es procesada. Esta diferenciación será desa-
rrollada a continuación de forma más detallada: 
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	 3.1. Homogeneidad objetiva. 

En cuanto a la referida homogeneidad objetiva, 
vivimos un sistema jurídico cuyos escasos frutos 
generalmente coincidirán en las mismas circuns-
tancias iniciales: la presunta autora, generalmen-
te una persona de escasos recursos, realiza el 
comportamiento delictivo de forma tan descuida-
da e imprudente que termina alertando al sistema 
policial o de salud pública sobre la existencia de 
un hecho a investigar. Sería correcto decir, enton-
ces, que no se trata tanto de casos que el siste-
ma descubra, sino más bien con los que él mismo 
“se encuentra” casi por casualidad.

En dicho sentido, mediante una búsqueda y aná-
lisis de casos en la jurisprudencia nacional, pue-
den citarse dos arquetipos de hechos por los que 
acusa el Estado, y que son los que alcanzan las 
últimas instancias:

•	 Los que en sentido estricto se califican 
como aborto16: en los cuales la acusa-
da asiste a un centro de salud pública por 
complicaciones de lo que se presume es un 
aborto ilegal e inseguro, los médicos detec-
tan indicios del aborto y denuncian a la pa-
ciente entregándola a la Policía Nacional Ci-
vil. Según una investigación realizada sobre 
esta materia, de 129 casos estudiados entre 
el período 2000-2011, el 57.36% casos ini-
ciaron gracias a la denuncia proveniente de 
un hospital público o centro asistencial del 
Instituto Salvadoreño del Seguro Social. Por 
supuesto, la posible violación del “secreto 
profesional” en estos casos es un tema que 
puede generar nueva polémica y líneas de 
investigación (Agrupación ciudadana para la 
despenalización del aborto terapéutico, ético 
y eugenésico 2012:32).

16	 Encontrándose un total de siete sentencias definitivas, 
resultado que se obtuvo utilizando el buscador libre de 
la base de datos “Master Lex” creado por el Centro de 
Documentación Judicial de la Corte Suprema de Justicia 
(2013), con las palabras claves “aborto” y “nasciturus”, 
arrojando la primera búsqueda un total de 97 resolucio-
nes en cuyo interior se encontraba la palabra buscada, de 
estas resoluciones fueron expurgadas 91 decisiones don-
de la palabra clave fue utilizada para propósitos distintos 
a la calificación jurídica del hecho, así como también no 
se tomaron en cuenta dos resoluciones provenientes de 
la Sala de lo Penal (que en todo caso fueron inadmisibles, 
una de estas previo a 1998). En la segunda búsqueda 
(“nasciturus”) solo fueron encontradas tres resoluciones.

•	 Los que inician como aborto, pero termi-
nan calificándose como homicidio agra-
vado17: En estos, según la versión que mane-
ja la parte acusadora, la gestante al parecer 
no tiene el valor o los medios para abortar 
el producto de un embarazo indeseado, por 
lo que esconde el mismo hasta el momento 
inevitable, el nacimiento. Luego abandona el 
recién nacido, o bien realiza maniobras que 
activamente le quitan la vida (en menos ca-
sos). Al encontrar lo vecinos o un familiar al 
recién nacido ya que el cuerpo es general-
mente abandonado en lugares de acceso co-
mún como baños privados o fosas sépticas, 
la gestante es identificada. O bien la madre, 
por las naturales complicaciones de salud 
posparto, se traslada a un centro asistencial 
público donde los médicos que la atienden la 
denuncian a la policía (incluso muchos gale-
nos declaran en vista pública contra quienes 
fueran sus pacientes).

Aun suponiendo que la hipótesis acusadora es 
correcta, la falta de preparación o nula premedi-
tación es patente en la mayoría de casos (sino 
es que en todos). Ejemplos extremos de lo an-
terior lo representan los hechos narrados en la 
sentencia 1301-46-2005 dictada por el Tribunal 
de Sentencia de San Vicente, en la cual agentes 
de autoridad encuentran un recién nacido en una 
fosa séptica, que fue trasladado “a la Unidad de 
Salud, luego al Hospital de San Vicente. Luego 
llegó una señora y dijo que era de ella” (la imputa-
da fue condenada a treinta años de prisión). Algo 
similar sucedió en el caso 0901-35-2002 conoci-
do por el Tribunal de Sentencia de Chalatenango, 

17	 Encontrándose un total de 20 sentencias definitivas, 
resultado que se obtuvo utilizando el buscador libre de 
la base de datos “Master Lex” creado por el Centro de 
Documentación Judicial de la Corte Suprema de Justicia 
(año 2013), con las siguientes palabras claves: “homicidio 
recién nacido”, “homicidio recién nacida” y “homicidio no 
nacido”, y que arrojó un total la primera combinación de 
palabras de treinta y cinco resoluciones en cuyo interior 
se encontraba la palabra buscada; en la segunda bús-
queda, quince resoluciones; y en la tercera, nuevamente 
quince resoluciones, de todas estas fueron expurgadas 
las decisiones donde la combinación de palabras claves 
fue utilizada para propósitos distintos a los de describir 
los delitos buscados. En realidad, atendiendo a la forma 
de realización de estos hechos, podrían contarse 21, pero 
uno de los casos de homicidio en recién nacido fue cali-
ficado y condenado en Vista Pública como “Abandono y 
desamparo de persona”, se trata de la sentencia bajo la 
referencia P0202-100-2004.
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en el cual el recién nacido sin vida fue encontrado 
en una quebrada a unos cien metros de donde 
residía la imputada, quien al ser interrogada por 
los encargados de la inspección, sencillamente 
admitió su autoría (siendo condenada a cuatro 
años de prisión).

Deducir intención, malicia o, por el contrario, im-
prudencia o descuido en cada uno de estos casos 
suele ser un proceso que va desde lo discrecio-
nal, hasta rayar ocasionalmente lo arbitrario. Por 
tratarse de delitos que se realizan a escondidas 
en circunstancias similares, a los jueces les toca 
echar mano de similares hechos que se pueden 
interpretar de múltiples formas cada una con un 
resultado diferente. Un ejemplo de lo anterior lo 
representa la sentencia definitiva dentro del pro-
ceso exp. 0131-06-2006 emitida por el Tribunal 
Cuarto de Sentencia en febrero de 2006, según 
la cual: “La experiencia general demuestra que 
quien oculta un embarazo con maniobras disimu-
ladoras del crecimiento de su vientre guardando 
silencio sin comunicarlo a nadie, significa que la 
mujer está elaborando un plan para deshacerse 
del fruto de la concepción, es decir del bebé que 
está por nacer”. El mismo hecho, ocultar el emba-
razo, es retomado por el Tribunal de Sentencia de 
Chalatenango el veintitrés de diciembre de 2002 
dentro del proceso 901-35-2002, asignándole un 
valor diametralmente distinto: “Se sostiene por 
este tribunal que del indicio de ocultar el emba-
razo, no puede inferirse inequívocamente que 
la intención de la imputada era solo de matar a 
su hijo, ya que pudo existir esa posibilidad, pero 
también pudo existir la intención de regalar a su 
hijo o abandonarlo en algún lugar para que al-
guien se hiciera cargo del mismo”.

Estas pequeñas variaciones, lejos de tener re-
percusiones aisladas en la calificación jurídica 
del hecho, representan cambios importantes en 
la pena a recibir; para el caso, de las resolucio-
nes mencionadas, la primera fue categorizada 
como un “Homicidio culposo” del que se debía 
responder con cuatro años de prisión; la segun-
da, el ocultamiento del embarazo fue una señal 
de “dolo”, que permitió la calificación del hecho 
como “Homicidio agravado tentado” imponiéndo-
se una condena de doce años de prisión. Como 
se puede observar, la pena a imponer no siempre 

dependerá del mérito de los hechos, sino tam-
bién del azar de la procesada, a efectos de ser 
juzgada por el Tribunal más conveniente18.

Finalmente, debe agregarse que la validez y le-
gitimidad de esta pequeña cantidad de procesos 
se ha tambaleado en los últimos años debido al 
descubrimiento de graves errores judiciales en la 
tramitación de algunos de estos procesos y sus-
tanciación de las condenas, muchas de ellas in-
cluso por 30 años de prisión. 

	 3.2.	 Homogeneidad subjetiva.

Por otra parte, existe otro aspecto más que se 
asemeja los anteriores casos, nos referimos a 
las características de la persona procesada por 
el delito. En principio, casi siempre se procesa 
a personas del sexo femenino; para el caso, de 
28 sentencias analizadas (7 de aborto, 20 de ho-
micidio y 1 de “abandono y desamparo de per-
sona”), solo en dos sentencias fueron acusadas 
personas del sexo masculino19, mientras que las 
restantes veintiséis son contra mujeres, general-
mente la madre.

De estos veintiséis casos las acusadas presentan 
una edad promedio de 24 a 25 años, y en cuan-
to a la ocupación de las mismas, ninguna parece 
ejercer una profesión; se detectaron en dieci-
siete de los veintiséis casos estudiados que las 
imputadas se dedicaban a “oficios domésticos”, 
siendo difícil distinguir si por oficio domestico se 

18	 Un caso extremo de lo anterior es la causa P0202-100-
2004, resuelto por el Tribunal de Sentencia de Santa Ana 
en junio de 2004, un caso en el cual los hechos acre-
ditados por el tribunal no son sustancialmente distintos 
a cualquiera de los relacionados más arriba, es decir, la 
acusada se practicó el parto dejando a su hija recién na-
cida envuelta en un papel periódico, en peligro de perder 
su vida. Fue encontrada por vecinos del lugar. A pesar 
de lo anterior, e incluso la captura policial fue a título de 
“homicidio”, este comportamiento fue finalmente califica-
do como “abandono y desamparo de persona”, un delito 
cuya pena máxima de prisión es de tres años, que fue 
precisamente la pena impuesta a la imputada.

19	 En el primero, el padre del nasciturus, luego de abusar 
sistemáticamente de su hija menor por varios años, y 
embarazarla por segunda ocasión, le proporciona pasti-
llas abortivas a la menor para impedir la continuación del 
segundo embarazo. Curiosamente, el delito no se cono-
ció por “aborto sin consentimiento”, sino por “inducción o 
ayuda al aborto”, del cual el imputado fue absuelto por un 
tribunal colegiado, siendo condenado por el ilícito de “vio-
lación en menor o incapaz”; en el segundo caso, varios 
imputados realizan un ataque con arma de fuego en el 
cual la gestante pierde la vida.
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refieren a trabajo doméstico remunerado, o labo-
res domésticas en la casa donde habitan; a pesar 
de lo anterior, fácilmente puede deducirse que se 
trata de mujeres que no perciben salario alguno, 
o que percibiéndolo es bastante bajo. 

Otras respuestas fueron “empleada” (tres casos), 
“ama de casa” (un caso), “empleada doméstica” 
(un caso) y “ordenanza” (también un caso). So-
lamente en un caso la imputada manifestó estar 
sin oficio alguno, y en otro dicho dato no se pudo 
precisar, al haberse reservado por parte del tribu-
nal (se trataba de un caso de menores).

 Una investigación más detallada en este punto, 
seria realizado por la Agrupación ciudadana para 
la despenalización del aborto terapéutico, ético y 
eugenésico, dentro del estudio “Del Hospital a la 
Cárcel”, en la cual se hace un análisis a procesos 
en juzgados de instrucción y sentencia de El Sal-
vador, pertenecientes al periodo de 2000 -2011, 
ubicándose 129 casos de mujeres procesadas 
por el delito de aborto y homicidio en recién naci-
do, de estas mujeres, el 68.22% eran mujeres que 
oscilaban entre los 18 a los 25 años, el 73.64% de 
los casos eran solteras, en el 46.34% eran anal-
fabetas o tenían como nivel de estudio máximo el 
segundo ciclo de primaria (solo el 25.61% tenía 
estudios de bachillerato, técnico o universitario), 
y el 64.3% de los casos se trataba de mujeres 
con ocupaciones tales como oficios domésticos, 
empleadas domésticas o bien obreras, meseras 
o empleadas de comercio (Agrupación ciudada-
na… 2012:10-25).

Curiosamente, y volviendo a las sentencias es-
tudiadas, el único proceso en el cual la imputada 
parece dedicarse exclusivamente a su educación 
universitaria, se trata de un cuadro fáctico típico 
de homicidio en recién nacido (de hecho, la de-
tención policial fue por “homicidio”), sin embargo 
posteriormente fue calificado como “abandono y 
desamparo de persona”, delito cuya pena máxi-
ma es de tres años de prisión. 

Conclusiones
En cuanto al desarrollo jurídico-penal del delito 
de aborto en la legislación salvadoreña, debe de-
cirse que se trata de una regulación que ha admi-
tido diversas pautas de valoración y mesura des-

de el primer Código Penal en 1826, pautas que 
obedecerán a criterios de política criminal impe-
rantes según el contexto, y dentro de los cuales 
se pueden destacar: a) Otorgar valor al consenti-
miento de la gestante (surgiendo la diferencia en-
tre aborto con o sin consentimiento), b) El grado 
de desarrollo de la vida humana (diferenciándose 
el “homicidio” del “aborto”), o, c) El sufrimiento 
y secuelas que deja el delito según la forma de 
realización (hasta la fecha sigue siendo impune 
el aborto culposo y el doloso tentado, cuando lo 
realiza la gestante). 

En particular, en los Códigos Penales previos a 
1998 destaca como criterio para atemperar la 
intervención penal la “honorabilidad” y “buena 
fama” de la gestante (aborto honoris causa, des-
aparecido en la legislación actual), o inmediata-
mente después del nacimiento (infanticidio, tam-
bién desaparecido), y es a partir del Código Penal 
de 1974 que aparecen las indicaciones abortivas 
como criterios de exención del delito protegiendo 
valores tales como la vida, salud, libertad y digni-
dad de la gestante.

En 1997 se da un cambio de paradigma median-
te un proceso que puede caracterizarse como 
apresurado, antidemocrático y tensionado por 
intereses electorales. Apresurado, pues, se rea-
lizó en apenas unos cuantos meses, aun cuando 
el anteproyecto de Código Penal tenía años en 
el seno de la Asamblea Legislativa. Antidemo-
crático, pues en el mismo no parecen haberse 
escuchado sectores involucrados con la temáti-
ca modificada (organizaciones civiles, sectores 
relacionados a la prestación de servicios de sa-
lud, universidades, gremios de abogados, etc.). 
A esto se suma que todo ese proceso se realizó 
en un clima de desinformación a la población ge-
nerado por la actividad en ciertos medios de co-
municación. Finalmente, decimos que se trató de 
un proceso tensionado por intereses electorales, 
pues se desarrolló al calor de la campaña elec-
toral para diputados de marzo de 1997, y cuando 
trató de retomarse el camino abandonado (regu-
lando nuevamente la indicación terapéutica en 
noviembre 1998) la discusión fue afectada por el 
clima electoral de las elecciones presidenciales 
de marzo de 1999.
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Este sistema es reinterpretado por la Sala de lo 
Constitucional de la Corte Suprema de Justicia 
en el año 2007, luego de un proceso de incons-
titucional indebidamente dilatado por más de 7 
años. El impacto de esta reinterpretación puede 
medirse en dos planos: el jurídico y el práctico. 
En el plano jurídico, se hacen importantes aclara-
ciones señalando que regular el conflicto implíci-
to en las indicaciones abortivas es un “imperativo 
constitucional”, y que dicho imperativo constitu-
cional está resuelto a través de un “sistema co-
mún de penalización con cláusulas generales”, 
que no es otra cosa que admitir que las indicacio-
nes abortivas están ahí, pero solo pueden ejer-
cerse a través de ciertas permisiones generales 
para todo delito que se encuentran en el Códi-
go Penal (artículo 27 del Código Penal). A nivel 
práctico, las anteriores consideraciones jurídicas 
son absolutamente inútiles, y el “sistema común 
de penalización con cláusulas generales” actúa y 
provoca exactamente las mismas consecuencias 
que si hubiesen desaparecido totalmente las indi-
caciones abortivas. 

Finalmente, estamos en presencia de un sistema 
que será efectivo en muy pocos casos (quizás 
menos del uno por ciento de la práctica real que 
pretende regular), que generalmente involucraran 
las mismas circunstancias fácticas realizadas por 
muy concretas personas (mujeres de estratos so-
ciales vulnerables).

A cambio de esta escasa cantidad de violencia, 
se permite otra mayor que se administra de forma 
injusta, aquella que sistemáticamente recae en el 
cuerpo de una gestante atrapada en el conflic-
to que implica una indicación abortiva, será esta 
última quien terminará cargando la peor parte, 
pues por una regulación que solo parece soste-
nerse por prurito moral, se le arrebata la posibili-
dad de decidir lo que la Constitución le proporcio-
na y califica como “imperativo”, condenándola a 
la clandestinidad, con todos los riesgos que ello 
supone.

Entregado	 18-9-2015 
Aprobado	 9-11-2015
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El desarrollo neural y la pobreza desde el enfoque de la neuroética,  
los derechos humanos y el desarrollo humano 

Neural development and poverty from neuroethics, human rights  
and human development perspective

Marcelo Gorga *
Sebastián J. Lipina **

Resumen

Las investigaciones contemporáneas de la neurociencia, ilustran la potencialidad del contexto socio-ambiental para 
modificar ciertas características de la biología cerebral durante su desarrollo. En tal sentido, ¿qué datos aportados 
por la neurociencia pueden ayudarnos a comprender las implicaciones neuroéticas de la pobreza? En este trabajo, 
sostenemos que parte de la relevancia ética de la investigación en neurociencia y pobreza, está dada por la 
posibilidad que brindan los hallazgos recientes de la neurociencia de valorar en qué medida y cómo las distintas 
comunidades garantizan el efectivo ejercicio de derechos humanos y el pleno desarrollo de las capacidades 
humanas. En tal contexto de discusión, destacamos la responsabilidad de las personas y las instituciones de 
actuar promoviendo universalmente oportunidades para el desarrollo de las capacidades humanas dentro del 
máximo de sus posibilidades, considerando en todo momento y lugar al ser humano como un fin en sí mismo.

Palabras clave: neurociencia, neuroética, pobreza, derechos humanos, capacidades humanas.

Abstract

Contemporary research in neuroscience, illustrates the value of socio-environmental contexts for changing 
several features of brain biology during development. In this sense, we propose to analyze what data provided by 
neuroscience can help us to understand the neuroethical implications of poverty. In such a sense, we argue that 
part of the ethical relevance of research in neuroscience and poverty is given by the possibility offered by the recent 
findings of neuroscience to assess to what extent and how, different communities guarantee the effective exercise 
of human rights and the full development of human capabilities. In this context of discussion, we highlight the 
responsibility of persons and institutions to act promoting universally opportunities for the development of human 
capabilities within the maximum of their possibilities, considering in every moment and place the human being as 
an end in itself.

Keywords: neuroscience, neuroethics, poverty, human rights, human capabilities.

Resumo

As pesquisas contemporâneas da neurociência ilustram a potencialidade do contexto socioambiental em modificar 
certas características da biologia cerebral durante seu desenvolvimento. Nesse sentido, quais informações 
provenientes da neurociência podem nos ajudar a compreender as implicações neuroéticas da pobreza? Neste 
trabalho, sustentamos que parte da relevância ética da pesquisa em neurociência e pobreza ​resulta d​a possibilidade, 
trazida pelas recentes descobertas da neurociência, de valor​izar  em que medida e de que modo as distintas 
comunidades garantem o exercício efetivo dos direitos humanos e o pleno desenvolvimento das capacidades 
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humanas. Em tal contexto de discussão, destacamos a responsabilidade de pessoas e instituições em atuar 
promovendo universalmente oportunidades para o desenvolvimento das capacidades humanas dentro do máximo 
de suas possibilidades, considerando o ser humano, em todo momento e lugar, como um fim em si mesmo.

Palavras chave: neurociência, neuroética, pobreza, direitos humanos, capacidades humanas.

Introducción
En las últimas dos décadas, la agenda neurocien-
tífica ha comenzado a profundizar el análisis de 
los efectos que ciertos factores asociados con la 
pobreza tienen, o potencialmente tendrían, sobre 
el desarrollo cerebral. Bajo este marco, surge la 
pregunta sobre la importancia que estos hallaz-
gos tienen para comprender los efectos de cier-
tas condiciones asociadas a la pobreza sobre las 
conductas de las personas. Más allá de este as-
pecto epistemológico hallamos problemas éticos 
a ser tomados en consideración. Un primer inte-
rrogante que surge en tal esfuerzo de indagación 
es si la investigación científica sobre el desarro-
llo neural1 en contextos de pobreza es relevante 
en términos éticos. Efectivamente, el vertiginoso 
aumento del conocimiento sobre el cerebro, ha 
alertado a la comunidad de neurocientíficos acer-
ca de la necesidad de definir marcos éticos den-
tro de los cuales dicho desarrollo debería darse 
(Morein-Zamir y Sahakian 2010). Por lo tanto, el 
desafío de establecer estos marcos éticos den-
tro de los cuales el investigador en neurociencia 
desarrollará su práctica, podría incluirse entre las 
pertinencias de la neuroética, en cuanto nuevo 
campo del conocimiento que trata acerca de los 
beneficios y los peligros potenciales de las in-
vestigaciones modernas sobre el cerebro (Evers 
2010).

¿Cuáles son entonces los datos aportados por la 
neurociencia que podrían ayudarnos a compren-
der las implicaciones neuroéticas de la pobreza; 
y más específicamente, qué valores y derechos 
humanos se problematizan cuando el desarrollo 
neural de un niño se da en un contexto de pobre-
za?

Este enriquecimiento en la comprensión de nues-
tro ser que nos ofrece la neurociencia, puede 
hacernos caer en el error de creer que lo que 

1	 Por neural se entiende todo componente y proceso que 
forma parte del sistema nervioso; a diferencia de neuro-
nal, que sólo refiere a los componentes neuronales.

somos es en definitiva lo que deberíamos ser. 
Sostenemos que el “enfoque del desarrollo hu-
mano”, también conocido como “enfoque de las 
capacidades humanas” propuesto por Amartya 
Sen y Martha Nussbaum, sobre el cual basare-
mos parte de nuestro análisis, podría ser útil para 
analizar esta falacia al permitirnos pensar las ca-
pacidades en tanto resultado de factores biológi-
cos innatos, expresados en parte como rasgos 
estructurales y/o funcionales del cerebro; que 
dependen en su manifestación de las oportunida-
des brindadas por el medio ambiente social para 
el desarrollo de las personas (Nussbaum 2012). 
Es a partir del reconocimiento de la participación 
del contexto social en la determinación de cómo 
son las capacidades humanas, que reconocemos 
a su vez la necesidad de interrogarnos acerca de 
cómo deberían ser las personas. Precisamente, 
es en este punto donde entra a jugar la necesidad 
de identificar valores y derechos humanos uni-
versales que a través de su promoción y ejerci-
cio favorezcan el respeto a la dignidad humana2. 
Adoptando esta perspectiva, la pobreza se mues-
tra como limitante social de estas posibilidades 
de pleno desarrollo de las capacidades humanas.

En este marco, los hallazgos de la neurociencia 
pueden señalar otro sentido y dimensión de aná-
lisis, al sugerir una vinculación con la propuesta 
hecha desde el campo de la neuroética de estu-
diar las implicancias éticas y sociales de los nue-
vos conocimientos acerca del cerebro. 

2	 El núcleo de la dignidad humana en el pensamiento de 
Kant queda expresado en el siguiente fragmento: “Yo 
sostengo lo siguiente: el hombre y en general todo ser 
racional existe como un fin en sí mismo, no simplemente 
como un medio para ser utilizado discrecionalmente por 
esta o aquella voluntad, sino que tanto en las acciones 
orientadas hacia sí mismo como en las dirigidas hacia 
otros seres racionales el hombre ha de ser considerado 
siempre al mismo tiempo como un fin” (Kant 2005: 114). 
Adoptamos entonces el concepto de dignidad humana 
que se basa en la consideración de cada persona como 
un fin en sí misma (esta idea es también sostenida por 
Martha Nussbaum, desde su perspectiva de las capaci-
dades –ver más adelante-).
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Nos hemos propuesto como objetivos de este 
trabajo: a) Explorar, presentar y analizar aquellos 
datos neurocientíficos que colaboren en la com-
prensión de la relación que se da entre desarrollo 
neural y pobreza; b) explorar, presentar y analizar 
algunas propuestas hechas desde la perspectiva 
de los derechos humanos, y desde la perspectiva 
de las capacidades humanas, que ayuden a com-
prender la relevancia ética de los nuevos conoci-
mientos que surgen de la investigación en neuro-
ciencia y pobreza ; c) contribuir, de esta manera, 
con los objetivos más generales de la neuroética 
en relación con los nuevos conocimientos acerca 
del cerebro.

En este sentido, proponemos como hipótesis de 
nuestro análisis, que parte de la relevancia éti-
ca de la investigación en neurociencia y pobreza 
está dada por la posibilidad que brinda la neuro-
ciencia a través de sus hallazgos de valorar en 
qué medida y cómo las distintas comunidades 
garantizan el efectivo ejercicio de derechos hu-
manos y el pleno desarrollo de las capacidades 
humanas. 

Investigaciones en neurociencia y 
pobreza

En las ciencias sociales contemporáneas, aún 
persiste una tendencia a considerar que las disci-
plinas biológicas no pueden realizar contribucio-
nes significativas al estudio de la pobreza (e.g., 
Overton 2006). No obstante, creemos que tales 
consideraciones no tienen en cuenta las eviden-
cias que avalan la noción de que las condiciones 
sociales inciden sobre el desarrollo de la biología 
cerebral. Tal información, disponible en la litera-
tura desde hace más de cinco décadas, ilustra la 
potencialidad de cambio de la arquitectura cere-
bral por variaciones en la calidad de los ambien-
tes en el caso de la experimentación con modelos 
animales; y del impacto social en el caso de los 
estudios con diferentes grupos etarios desde la 
etapa prenatal hasta la vida adulta, lo cual ha sido 
significado por Evers (2010) como cambios que 
se dan por el peso de las huellas culturales que 
son epigenéticamente almacenadas (Hackman 
& Farah, 2009; Lipina, 2014ª; Lipina & Colombo 
2009). Precisamente, esta perspectiva acerca de 
la potencialidad de cambio neural es la que in-

tentamos enfatizar, por ser la que puede denotar 
al conocimiento neurocientífico como una herra-
mienta útil para el estudio de la pobreza y sus 
consecuencias. Al mismo tiempo, es este modelo 
de cambio dinámico neural el que lleva a pregun-
tarnos qué responsabilidades individuales y co-
lectivas tenemos en tanto comunidad respecto a 
contribuir con su desarrollo. Y es precisamente 
en este punto en el que la neuroética adquiere 
una nueva dimensión en la intersección entre la 
neurociencia y los estudios sociales.

La definición conceptual de la pobreza ha sido 
abordada por diferentes disciplinas de las cien-
cias humanas, sociales y de la salud, desde al 
menos el siglo XVII. Las definiciones más fre-
cuentes tienden a basarse en la falta de ingreso 
para poder cubrir una canasta básica total, que 
suele tener un componente alimentario y otro de 
bienes y servicios básicos. El primer componente 
refiere al umbral mínimo de dinero requerido para 
cubrir una canasta de alimentos necesarios que 
satisfaga el requerimiento calórico de un adulto 
equivalente (i.e., 2700 calorías diarias). El segun-
do, refiere a un umbral de dinero necesario para 
satisfacer necesidades de vestimenta, vivienda, 
transporte y acceso a educación y salud. En este 
contexto, es pobre todo aquel cuyo ingreso no al-
canza para satisfacer los requerimientos de am-
bos componentes. Por otra parte, las definiciones 
basadas en privaciones, como el caso de los indi-
cadores de Necesidades Básicas Insatisfechas, 
toman en consideración la adecuación y seguri-
dad de las viviendas –lo cual incluye los criterios 
de hacinamiento y disponibilidad de sistemas de 
eliminación de excretas-, la competitividad labo-
ral del jefe de hogar y la inclusión educativa de 
los menores en edad escolar (Lipina y Colombo 
2009). Estos son los dos criterios conceptuales 
más utilizados en el ámbito académico y de los 
organismos multilaterales que pertenecen al ám-
bito de Naciones Unidas. En la actualidad, se ve-
rifica una tendencia a utilizar indicadores de pri-
vaciones multidimensionales, cuya incidencia es 
diferente y más informativa para orientar accio-
nes políticas que sólo los umbrales de ingreso o 
un número discreto de privaciones (PNUD 2010). 
Asimismo, las ciencias sociales y humanas tam-
bién proponen diferentes definiciones basadas en 
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criterios como los de subsistencia, sobrevivencia, 
hambre, brecha, empleo precario, marginalidad, 
bienestar/malestar, precariedad, mendicidad, 
desventaja, estigma, discriminación, vulnerabili-
dad, capital social, capacidad/discapacidad, de-
sarrollo, participación, solidaridad, desigualdad 
(Spicker et al. 2009). En síntesis, la pobreza es 
un fenómeno multidimensional cuya definición 
requiere considerar diferentes aspectos y niveles 
de análisis de la experiencia humana, que en ge-
neral refieren a una carencia material o simbólica 
que limita las posibilidades de que las personas 
desarrollen proyectos de vida dignos, lo cual pue-
de aumentar la probabilidad de morbilidad y mor-
talidad prematuras (Gianaros y Hackman 2013). 
En particular, la consideración de los efectos y los 
mediadores que permiten comprender qué as-
pectos de la pobreza son los que se asocian con 
qué impactos, forma parte de una conceptualiza-
ción dinámica del desarrollo humano que los indi-
cadores económicos y sociológicos no suelen te-
ner en cuenta (Lipina, Simonds & Segretin 2011). 
Si bien en el contexto de la economía y la sociolo-
gía han comenzado a surgir propuestas orienta-
das a considerar la multiplicidad de factores que 
intervienen en el impacto de la pobreza sobre el 
desarrollo (e.g., PNUD 2010), estas propuestas 
no se alejan significativamente de las conside-
raciones conceptuales de los métodos clásicos 
(i.e., ingreso, necesidades básicas). Por otra par-
te, en el contexto de la psicología del desarrollo, 
la educación y el trabajo social, los estudios de la 
pobreza infantil también suelen utilizar los méto-
dos de medición clásicos. Es decir que en todos 
estos casos aún no se consideran los factores 
de mediación de manera adecuada. Por último, 
es muy importante tener en consideración que 
en el contexto de los estudios contemporáneos 
que la neurociencia y la psicología del desarrollo 
realizan sobre las influencias de la pobreza en el 
desarrollo autorregulatorio, el uso de diferentes 
definiciones de pobreza se asocia a diferentes ti-
pos de resultados –lo que señala la multi-dimen-
sionalidad del fenómeno y la necesidad de ser 
cautos al momento de realizar generalizaciones. 

Los resultados de diferentes estudios neurocien-
tíficos de las últimas dos décadas sugieren que 
la pobreza afecta la regulación funcional del sis-

tema nervioso (central y periférico); que esta mo-
dulación es verificable a diferentes niveles de or-
ganización (esto es, molecular, celular, sistémico, 
conductual, social) (Hackman & Farah 2009); y 
que puede tener efectos programáticos, es decir, 
de modificación del sistema nervioso a corto, me-
diano y largo plazo (Lupien, McEwen, Gunnar, et 
al. 2009). Tomando en consideración estos distin-
tos niveles de análisis, podemos decir que en la 
actualidad la agenda neurocientífica sobre la po-
breza incluye estudios sobre plasticidad neural, 
períodos sensibles, epigenética, vulnerabilidad y 
susceptibilidad al ambiente, exposición a tóxicos 
ambientales, nutrición, respuestas al estrés, im-
pacto de diferentes formas de pobreza sobre el 
procesamiento neurocognitivo, e influencias de la 
experiencia de la pobreza infantil sobre el funcio-
namiento neurocognitivo en la vida adulta. (Hac-
kman & Farah 2009; Hackman, Farah & Meany 
2010; Lipina & Colombo 2009). Por una parte, los 
resultados de los estudios que forman parte de 
esta agenda, indican que las carencias de ma-
cro y micronutrientes desde el período prenatal 
pueden modificar las trayectorias de desarrollo 
de diferentes componentes del sistema nervioso. 
Por otra parte, las experiencias adversas tempra-
nas –que incluyen a las privaciones alimentarias, 
afectivas y de intercambio simbólico que se verifi-
can en diferentes tipos de pobreza-, también pue-
den generar modificaciones en el desarrollo del 
sistema nervioso desde la etapa prenatal a través 
de los mecanismos de regulación de la respuesta 
al estrés (Shonkoff 2010). Desde hace al menos 
cinco décadas, la neurociencia viene acumulando 
evidencia que indica que cuando los sistemas de 
regulación del estrés se activan de forma crónica, 
aumentan la carga de morbilidad sobre diferentes 
sistemas fisiológicos del organismo, incluyendo al 
cardiovascular, al metabólico y al inmunológico. 
Y tal carga continua de morbilidad con inicio en 
etapas tempranas del desarrollo, ha demostrado 
ser predictora de enfermedad cardiovascular en 
la vida adulta (Gianaros y Hackman 2013). Esta 
evidencia no permite sostener la hipótesis de atri-
bución de déficit por pobreza -es decir que ser 
pobre no es sinónimo de enfermedad-, dado que 
el conocimiento científico tiene carácter probabi-
lístico. Lo que sí significa, es que en la medida 
en que una persona vive en condiciones de pri-
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vaciones materiales y simbólicas, la probabilidad 
de que su salud mental y física se vean afectadas 
es mayor. Tales riesgos aumentan aún más, en 
la medida que los sistemas de protección social 
no favorezcan el acceso a las diferentes políticas 
de salud y desarrollo social. Por último, existen 
múltiples fuentes de variación individual respecto 
a las posibilidades de adaptación a la adversidad, 
que incluyen a la autorregulación emocional y 
cognitiva, por lo cual las influencias de la pobreza 
varían en sus impactos. En la actualidad, la agen-
da de los estudios neurocientíficos de la pobre-
za está focalizando gran parte de sus esfuerzos 
para identificar tales mecanismos de adaptación, 
a diferentes niveles de organización incluyendo 
el epigenético, el hormonal, el de la activación de 
diferentes sistemas neurales asociados a la au-
torregulación y el aprendizaje durante diferentes 
momentos del ciclo vital (Lipina y Segretin 2015). 
En tal contexto, diferentes estudios de interven-
ción orientados a optimizar el desarrollo autorre-
gulatorio de poblaciones infantiles afectadas por 
alguna forma de pobreza durante las dos prime-
ras décadas de vida, también cuestionan la atri-
bución de déficit cognitivo o emocional asociado 
a pobreza (D´Angiulli et al. 2012). 

En términos conceptuales, los abordajes teóricos 
actuales proponen que el desarrollo neural depen-
de siempre de la actividad de todo componente y 
proceso del sistema nervioso, mediada por la ex-
periencia. Se asume que el procesamiento cog-
nitivo, emocional y el aprendizaje dan forma a las 
redes neurales involucradas. Al mismo tiempo, la 
actividad neural cambiaría la naturaleza de las 
representaciones neurales y su procesamiento, 
lo cual daría lugar a nuevas experiencias y más 
cambios de los sistemas neurales. Este punto de 
vista se ha denominado neuroconstructivismo y 
propone que la base del desarrollo cognitivo, del 
emocional y del aprendizaje puede ser caracte-
rizada por cambios inducidos mutuamente entre 
los niveles de organización neural y conductual, 
en un contexto ecológico complejo que involucra 
interacciones sociales en contextos culturales es-
pecíficos (Westerman, Mareschal, Johnson et al. 
2007). Es necesario señalar que en la actualidad, 
no se verifican suficientes esfuerzos interdisci-
plinarios genuinos que propongan integrar sis-

temáticamente conceptos y metodologías de las 
ciencias sociales y de la neurociencia respecto al 
desarrollo humano y su modulación por factores 
ambientales. Por tal razón, la emergencia de pro-
puestas como la neuroconstructivista, al destacar 
la importancia de las interacciones sociales en 
el desarrollo neural, pondría indirectamente de 
relieve (sin habérselo propuesto explícitamente) 
la necesidad de identificar aquellos valores que 
regulan dichas interacciones; de esta manera, la 
visión neuroconstructivista adquiriría relevancia 
al momento de problematizar las implicaciones 
éticas del conocimiento neurocientífico contem-
poráneo sobre la pobreza. 

Una de las áreas de investigación más promiso-
ria para la comprensión del desarrollo neural y 
las oportunidades de intervención, es la explo-
ración de los períodos críticos y sensibles que 
caracterizan la organización estructural y funcio-
nal de las redes neurales influidas por pobreza 
definida tanto en términos de ingreso como de 
privaciones (Borghol, Superman, McArdle et al. 
2011; Lipina 2014a). Estos períodos se refieren a 
momentos del desarrollo en que el sistema ner-
vioso es especialmente sensible a tipos particula-
res de estímulos ambientales que pueden alterar 
su organización en forma más (críticos) o menos 
(sensibles) permanente. Las influencias ambien-
tales sobre los períodos sensibles del desarrollo, 
pueden producir cambios en la organización de 
un sistema neural, aunque éstos no son necesa-
riamente irreversibles. Es decir que si bien diver-
sos factores ambientales pueden modificar la or-
ganización de sistemas neurales complejos, has-
ta cierto punto y con mucho esfuerzo es posible 
revertir tales impactos. En términos del nivel de 
análisis neurocognitivo en seres humanos, dife-
rentes estudios han mostrado múltiples períodos 
sensibles en sistemas sensoriales visuales y au-
ditivos, el desarrollo del habla y el reconocimiento 
de rostros. Algunas de las áreas más estudiadas 
en cuanto a la exploración de períodos sensibles 
en contextos de desarrollo, han sido las de la ad-
quisición de diferentes aspectos del lenguaje ma-
terno (e.g., discriminación fonética, ortografía), la 
adquisición de una segunda lengua, la discrimi-
nación de rostros y las competencias cognitivas 
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de niños criados en orfanatos (Fox, Levitt & Nel-
son 2010; Lipina 2014a).

Los estudios actuales en el ámbito de la neuro-
ciencia cognitiva del desarrollo, continúan avan-
zando en la comprensión de los mecanismos a 
través de los cuales la experiencia y las influen-
cias ambientales interactúan con la expresión de 
genes asociados a la autorregulación cognitiva y 
emocional, así como también a la regulación de 
la respuesta al estrés (Davies, Armstrong, Bis et 
al. 2015; Roth & Sweat 2011). Entre los principa-
les estudios preliminares que analizan la hipóte-
sis de que las influencias ambientales tempranas 
pueden producir modificaciones epigenéticas3 
estables a largo plazo en la actividad genética del 
sistema nervioso –es decir cambios en la expre-
sión de los genes-, se encuentran estudios expe-
rimentales con animales sobre cuidado maternal, 
maltrato del cuidador, separación madre-hijo y 
estrés parental, que permiten analizar mecanis-
mos a nivel molecular y celular y su asociación 
con los niveles conductuales. Algunos de estos 
estudios sugieren que las conductas en la vida 
adulta de crías de madres con altos niveles de 
conductas de aseo y contacto durante las pri-
meras fases de desarrollo, serían atribuibles en 
parte a diferentes cambios moleculares en la 
recepción de glucocorticoides en el hipocampo, 
la transcripción de factores de crecimiento y la 
expresión del factor de liberación de corticotro-
fina (Roth & Sweat 2011; Zhang & Meany 2010). 
Otra serie de estudios recientes, comenzaron a 
sugerir que las experiencias tempranas con un 
cuidador abusivo, o las separaciones periódicas 
entre madres y crías, podrían alterar en forma es-
table diferentes mecanismos en la expresión ge-
nética, y que algunos de tales efectos podrían ser 
modificados farmacológicamente (Kiser, Rivero, 
Lesch et al. 2015; McGowan, Sasaki, D´Alessio et 
al. 2009; Roth, Lubin, Func et al. 2009). Los ha-
llazgos de los estudios en contextos experimen-

3	 La epigenética hace referencia al estudio de todos los fac-
tores no genéticos que: (1) intervienen en la determina-
ción del desarrollo de un organismo; y (2) que igualmente 
intervienen en la regulación heredable de la expresión 
genética sin producir cambios en la secuencia de nucleó-
tidos. Esta actividad, así como la genética de cualquier 
célula del organismo, se produce durante todo el ciclo 
vital –es decir, que la actividad genética no es un evento 
circunscripto a la organización inicial de los sistemas or-
gánicos.

tales con animales, han contribuido con mejorar 
la comprensión de los mecanismos involucrados 
en estos fenómenos, en el contexto de análisis 
de al menos la clase de los mamíferos. Es impor-
tante tener en cuenta que el estudio epigenético 
de cómo las experiencias tempranas modulan 
el desarrollo cerebral en los seres humanos, se 
encuentra en sus primeras etapas al igual que 
muchos aspectos del estudio neurocientífico de 
la pobreza humana. Esto significa que debemos 
ser cautos al analizar las implicancias de estos 
estudios y esperar al avance neurocientífico en 
el área, es decir a nuevos estudios y replicacio-
nes de resultados. Algunos ejemplos de análisis 
epigenético respecto a la exposición al estrés 
temprano son estudios en los que se encontra-
ron: modificaciones en la expresión genética por 
metilación, de receptores para glucocorticoides, 
en muestras de tejido de hipocampo de víctimas 
de suicidio con historia infantil de maltrato (Mc-
Gowan et al. 2009) y en niños con historia infantil 
de maltrato (Romens et al. 2015); diferencias en 
los mecanismos epigenéticos asociados a la re-
gulación de la respuesta al estrés en adolescen-
tes con historias de adversidad psicosocial du-
rante la niñez (Essex et al. 2013); y asociaciones 
entre estrés psicosocial temprano por pobreza y 
la longitud de telómeros4 analizados a partir de 
muestras de saliva. Respecto a la salud mental 
materna, en un estudio reciente se encontró que 
niños de madres con niveles altos de depresión 
y ansiedad durante el tercer trimestre de emba-
razo, al momento del nacimiento de sus hijos las 
células de sus cordones umbilicales expresaron 
cambios en su expresión epigenética en compa-
ración con los de hijos de madres sin depresión 
(Oberlander et al. 2008). Asimismo, estudios de 
la última década realizados con niños, han mos-
trado asociaciones significativas entre la expe-
riencia de maltrato infantil y el desarrollo poste-
rior de trastornos del desarrollo durante la ado-
lescencia y la vida adulta, en el mismo sentido 
que los hallazgos verificados en los estudios ex-
perimentales con animales. En tales estudios los 

4	 Los telómeros son los extremos de los cromosomas. Son 
regiones de ADN que no codifican, altamente repetitivas, 
cuya función principal es la estabilidad estructural de los 
cromosomas. En este contexto de estudio está comen-
zando a ser considerado un potencial marcador temprano 
de exposición al riesgo ambiental por estrés psicosocial.
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resultados sugieren que tal experiencia impactó 
sobre el desarrollo de diferentes nodos del siste-
ma de regulación del estrés (Lupien et al. 2009), 
es decir el hipocampo, la amígdala y la corteza 
prefrontal, todas estructuras cuya función está 
asociada a las competencias autorregulatorias y 
de aprendizaje. Otros ejemplos recientes de esta 
área de estudio, sugieren que la susceptibilidad 
a los ambientes de crianza, e incluso el desem-
peño académico durante la escolaridad primaria, 
también estarían regulados por mecanismos epi-
genéticos que involucran a genes que regulan el 
transporte y la recepción de dopamina en áreas 
frontales del cerebro asociadas a procesamien-
tos autorregulatorios (Bakermans-Kranenburg & 
Van Ijzendoorn 2011; Beaver et al. 2012).

En síntesis, este abordaje complementa y enri-
quece los estudios sobre el impacto de las ex-
periencias tempranas adversas descriptas por 
diferentes investigadores del área de la psicolo-
gía del desarrollo durante el siglo XX (David et 
al. 2015), al abordar el estudio de potenciales 
mecanismos involucrados en las influencias am-
bientales sobre el desarrollo neural y autorregu-
latorio. En particular, sostiene que los cambios 
epigenéticos contribuyen al menos parcialmente 
con el impacto a largo plazo de las experiencias 
tempranas; y que las alteraciones epigenéticas 
serían potencialmente reversibles o modificables 
a través de abordajes farmacológicos y conduc-
tuales. Esto significa que la comprensión del rol 
del epigenoma en las modificaciones conductua-
les inducidas por la experiencia temprana, podría 
contribuir al avance del estudio neurocientífico de 
la pobreza infantil. No obstante, tal agenda debe 
considerar la naturaleza polimórfica de la gené-
tica humana con precaución. El hecho que ex-
periencias similares pueden producir resultados 
diferentes en distintas personas, agrega comple-
jidad al estudio de cómo la experiencia temprana 
modula la conducta. 

Un área de estudio que también se ha iniciado 
recientemente, es la investigación sistemática del 
impacto único e integrado de agentes ambienta-
les con potencial impacto neurotóxico. El impac-
to de la exposición a diferentes agentes tóxicos 
ambientales, polución aérea y drogas durante 
las etapas tempranas del desarrollo cerebral, 

comenzó a ser estudiado hace varias décadas; 
pero sólo hace poco menos de dos, se ha inicia-
do su estudio neurocientífico con las metodolo-
gías y técnicas contemporáneas, que incluyen 
la aplicación de las técnicas de neuroimágenes 
(Roussotte et al. 2012). En particular, dado que 
la pobreza aumenta la probabilidad de tales ti-
pos de exposiciones, esta área de investigación 
contribuye de manera significativa al estudio de 
su impacto sobre el desarrollo cerebral y auto-
rregulatorio, en la medida en que la aplicación de 
sus técnicas puede generar información especí-
fica sobre qué redes neurales y en qué momento 
de la exposición son afectadas por cada tipo de 
agente o droga. La asociación entre pobreza y 
exposición a agentes tóxicos y drogas –tanto le-
gales como ilegales- responde a un patrón que 
combina diferentes determinantes sociales. Entre 
los principales factores asociados a su impacto 
sobre la salud infantil y materna, se encuentran 
la cercanía de las viviendas a zonas industriales 
donde se desechan tóxicos -principalmente en 
países en los que las regulaciones de la elimina-
ción de tales desechos no existen o no están sufi-
cientemente controladas-; y una mayor incidencia 
de conductas y estilos de vida no saludables en 
los cuidadores, combinado con la frecuente falta 
de acceso adecuado a políticas de prevención de 
educación para la salud (Bradley & Corwyn 2002; 
Evans et al. 2013). En la actualidad, resulta nece-
sario continuar analizando por qué algunos niños 
manifiestan más problemas ante ciertos neuro-
tóxicos en lugar de otros; lo cual contribuiría a 
precisar la efectividad de tratamientos y políticas 
públicas tanto regulatorias como de intervención 
(Hubbs-Tait, Nation, Krebs et al. 2005). Asimis-
mo, es necesario aclarar que los efectos y meca-
nismos mediadores de los agentes neurotóxicos 
sobre el desarrollo cerebral no están aún esta-
blecidos en forma clara (Grandjean & Landrigan 
2006).

Por otra parte, en términos neurobiológicos los 
nutrientes y los factores de crecimiento regulan 
el desarrollo neural desde la fase prenatal. La 
rápida tasa de crecimiento que caracteriza al 
desarrollo cerebral durante las primeras etapas, 
genera mayor vulnerabilidad ante la insuficiencia 
nutricional. Por ejemplo, en estudios experimen-
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tales con primates no humanos se ha verificado 
recientemente que la restricción nutricional mo-
derada de las madres durante la última etapa 
del embarazo, se asocia a diversas alteraciones 
estructurales y funcionales del sistema nervioso 
(Antonov-Schlorke, Schwab, Cox et al. 2011). En 
estudios con seres humanos, desde hace varias 
décadas diferentes estudios epidemiológicos y 
neurocientíficos vienen dando cuenta de que 
mientras todos los nutrientes son importantes 
para el desarrollo cerebral, las proteínas, las gra-
sas poliinsaturadas, el hierro, el cobre, el zinc, el 
yodo, los folatos, la colina y las vitaminas A, B6 
y B12, tienen influencias importantes en las eta-
pas tempranas (Gómez-Pinilla 2008). Cada uno 
de ellos se asocia a diferentes períodos sensibles 
y críticos, algunos de los cuales han sido posi-
bles de identificar –como en el caso del hierro-; 
mientras que otros aún siguen siendo objeto de 
investigación (Fuglestad et al. 2012). Estos perío-
dos en los que cada nutriente es más necesa-
rio, son aquellos en los que diferentes áreas del 
cerebro se desarrollan más rápidamente y por lo 
tanto tienen altos requerimientos de nutrientes. 
Asimismo, dado que el cerebro no es un órgano 
homogéneo en su desarrollo, no existe una tra-
yectoria común de organización para cada una 
de sus áreas o redes neurales. Por ejemplo, las 
áreas que procesan información sensorial tien-
den a estabilizarse en su maduración dentro de 
los primeros dos o tres años de vida; mientras 
que las que se relacionan con la autorregulación 
tienden a hacerlo durante la segunda década del 
ciclo de vida. Es decir, que el desarrollo cerebral 
no se produce en el contexto de un único perío-
do sensible. Por el contrario, diferentes áreas del 
cerebro, como por ejemplo el hipocampo, el cuer-
po estriado, la corteza prefrontal o los procesos 
como la mielinización, se caracterizan por exhibir 
picos y trayectorias de crecimiento en diferentes 
momentos de las primeras dos décadas de vida, 
cada uno con requerimientos nutricionales es-
pecíficos. Es decir que el momento de la dispo-
nibilidad adecuada o deficitaria de un nutriente, 
incide sobre la organización y el funcionamien-
to de distintas redes neurales, y tales impactos 
pueden variar además según el nivel de análisis 
que se considere. En otros términos, un mismo 
déficit nutricional en dos momentos diferentes 

del desarrollo cerebral puede generar efectos 
distintos sobre su organización y funcionamiento 
a diferentes niveles de análisis. Los picos de cre-
cimiento son también los momentos en los que la 
deficiencia de un tipo específico de nutriente es 
más deletérea, particularmente aquellos que sos-
tienen los procesos metabólicos neurales como 
las proteínas, el hierro y la glucosa. Algunos défi-
cits nutricionales, como por ejemplo el del hierro, 
se asocian a efectos a largo plazo en la organiza-
ción estructural y funcional del sistema nervioso. 
Estos déficits parecen asociarse tanto a cambios 
en la estructura del sistema nervioso, como a 
cambios epigenéticos que alteran la regulación 
de la función cerebral en el tiempo (Wachs et 
al. 2014). Por último, al igual que en los estudios 
sobre neurotoxicidad, resulta difícil determinar la 
contribución específica de cada tipo de nutriente 
a los diferentes trastornos del desarrollo neural y 
autorregulatorio, dado que los niños que viven en 
condiciones de pobreza y que padecen una nutri-
ción inadecuada también suelen carecer de otros 
recursos. Por ejemplo, no resulta fácil determinar 
si una condición asociada a un déficit nutricional 
resulta de éste, o si refleja cuidados prenatales y 
preventivos inadecuados, fallas para obtener tra-
tamientos médicos adecuados, o el incremento 
de la exposición a agentes infecciosos (Adler & 
Newman 2002). 

Con respecto al estudio de los efectos de la po-
breza sobre la salud infantil, el desarrollo cogniti-
vo y el desempeño académico, éste se inició en 
los contextos disciplinarios de la psicología del 
desarrollo, la educación, la demografía y la pe-
diatría durante el siglo XX. En forma sintética, los 
resultados de estos estudios durante la segunda 
mitad de este período, mostraron una disminución 
de los coeficientes de desarrollo motor y mental 
durante los primeros treinta y seis meses de vida; 
y una disminución en los coeficientes verbales y 
de ejecución de pruebas generales de inteligen-
cia en niños de edad preescolar y escolar. Ade-
más, se encontró que los niños completaban me-
nos cantidad de años de educación, tenían una 
mayor incidencia de dificultades de aprendizaje 
y tasas más altas de ausentismo y abandono es-
colar (Bradley & Corwyn 2002; Brooks-Gunn & 
Duncan 1997; Leung & Shek 2011; Lipina & Co-
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lombo 2009; McLoyd 1998; Walker Wachs, Gran-
tham-McGregor et al. 2011). Respecto al lengua-
je, los estudios actuales en el contexto de estas 
disciplinas también verifican perfiles de desem-
peño modulados por el nivel socioeconómico en 
indicadores de vocabulario, habla espontánea, 
desarrollo de la gramática y estilos y habilidades 
de comunicación (Hoff 2003, 2013). 

Uno de los sistemas neurocognitivos más ex-
plorados durante la última década, es el de los 
procesos cognitivos de control, que refieren a 
operaciones mentales que permiten que el pro-
cesamiento de la información y las conductas 
se orienten a fines en forma adaptativa, depen-
diendo de las contingencias ambientales. En-
tre los procesos de control más estudiados se 
encuentran los de atención, control inhibitorio, 
memoria de trabajo y planificación. En estudios 
con poblaciones de niños de diferentes edades 
(infantes, preescolares, escolares), el nivel so-
cioeconómico bajo se asocia a una variación 
(disminución) en el desempeño en tareas con ta-
les demandas (Farah, Shera, Savage et al. 2006; 
Lipina, Martelli, Vuelta et al. 2004; Lipina, Marte-
lli, Vuelta et al. 2005, Lipina, Segretin, Hermida 
et al. 2013; Noble, Norman, Farah et al. 2005; 
Rhoades, Greenberg, Lanza et al. 2010). Se pue-
de encontrar este resultado desde el primer año 
de vida. Por ejemplo, Lipina, Martelli, Vuelta et al. 
(2005) evaluaron el desempeño de niños de 6 a 
14 meses, provenientes de hogares con niveles 
socioeconómicos medios y bajos, en una tarea 
que evalúa procesos de control inhibitorio y me-
moria de trabajo (i.e., AnoB). De acuerdo a los 
resultados, la pertenencia a hogares con niveles 
socioeconómicos bajos modulaba el desempeño 
en la resolución de tal tarea, de forma que estos 
niños cometían más errores perseverativos y de 
estrategias de búsqueda espacial. Recientemen-
te, Rhoades, Greenberg, Lanza et al. (2010), en-
contraron que la modulación de la pobreza sobre 
tareas de control inhibitorio, memoria de trabajo 
y flexibilidad atencional a los 3 años de edad, se 
asociaba en forma significativa a la calidad de 
las interacciones entre padres e hijos; mientras 
que Sarsour, Sheridan, Jutte et al. (2011) encon-
traron que a los 9 años, se sumaba a lo anterior 
la capacidad de los ambientes hogareños para 

estimular el aprendizaje y el desarrollo cognitivo 
y socioafectivo de los niños. Recientemente, se 
realizaron estudios en los que se aplicaron técni-
cas de potenciales evocados (ERP) para obtener 
medidas de la actividad cerebral en simultáneo a 
las del desempeño cognitivo. Por ejemplo, D´An-
giulli, Herdman, Stapells et al. (2008) analizaron 
la influencia del nivel socioeconómico sobre pro-
cesamientos de atención selectiva auditiva. Los 
resultados mostraron que los niños de hogares 
con niveles socioeconómicos medios atendían 
selectivamente a la información relevante, mien-
tras que los de hogares con bajos niveles socioe-
conómicos atendían igualmente a información re-
levante e irrelevante. Respecto a evidencias del 
impacto de la pobreza sobre el desempeño neu-
rocognitivo a nivel de la activación neural aplican-
do técnicas de resonancia magnética funcional, 
Noble, Wolmetz, Ochs et al. (2006) encontraron 
una interacción entre el procesamiento fonológi-
co y el nivel de ingreso familiar en la actividad 
de un área neural involucrada en la lectura (i.e., 
giro fusiforme) en niños de 6 a 8 años de edad; 
mientras que Raizada, Richards, Meltzoff et al. 
(2008) encontraron diferencias debidas a pobre-
za en el grado de especialización hemisférica en 
un área cerebral involucrada en la producción 
de habla, el procesamiento y la comprensión del 
lenguaje, en niños de 5 años de edad. Otros in-
vestigadores aplicaron las mismas técnicas para 
explorar otros sistemas neurocognitivos, que in-
volucraban a sistemas prefrontales y límbicos. 
Por ejemplo, Kim, Evans, Angstadt et al. (2013) 
encontraron niveles bajos de activación prefron-
tal y menor capacidad de suprimir la reactividad 
amigdalina ante la presencia de un estímulo que 
activa al sistema de regulación del estrés o estre-
sor, en adultos con historia infantil de pobreza. Y 
Sheridan, Sarsour, Jutte et al. (2012) encontraron 
que la complejidad del ambiente lingüístico en los 
ambientes de crianza y los niveles de cortisol, se 
asociaron tanto con el nivel socioeconómico fa-
miliar, como con la activación de diferentes áreas 
de la corteza prefrontal durante la resolución de 
una prueba de aprendizaje. Finalmente, diferen-
tes investigadores comenzaron a explorar las in-
fluencias del nivel socioeconómico sobre la acti-
vación de diferentes redes neurales asociadas a 
diferentes formas de pobreza y los eventos nega-
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tivos asociados a ellas, por medio de técnicas de 
resonancia magnética estructural. Por ejemplo, 
Rao, Betancourt, Giannetta et al. (2010) analiza-
ron a través de un diseño longitudinal la influencia 
de las prácticas de crianza parentales y el nivel 
de estimulación para el aprendizaje de los hoga-
res sobre la morfología cerebral entre la infancia 
media y la adolescencia. Los resultados del es-
tudio indicaron que mejores prácticas de crianza 
se asociaron con volúmenes más pequeños del 
hipocampo a la edad de 4 años. Al mismo tiempo, 
los niveles de estimulación para el aprendizaje en 
el hogar no se asociaron con el volumen de tal 
estructura cerebral. Ambas evidencias sugieren 
que diferentes aspectos del ambiente de crianza 
influirían de maneras diversas sobre la organiza-
ción cerebral en estas etapas del desarrollo. 

Asimismo, múltiples estudios realizados desde 
mediados del siglo XX, consideran a la regula-
ción de la respuesta al estrés como uno de los 
mecanismos mediadores más importantes del 
efecto de la pobreza sobre el desarrollo emo-
cional, cognitivo y social, tanto en niños como 
en adultos (Fernald & Gunnar 2009; Lupien, 
McEwen, Gunnar et al. 2009; Shonkoff 2010). Las 
amenazas, los eventos vitales negativos, la expo-
sición a peligros ambientales, la violencia familiar 
y comunitaria, los procesos de cambio y disolu-
ción familiar, las mudanzas, la pérdida de empleo 
o la inestabilidad laboral y la privación económica 
persistente, son situaciones cuya probabilidad de 
ocurrencia aumenta en las condiciones de pobre-
za (Bradley y Corwyn 2002). Los sistemas neu-
rales que instrumentan esta compleja regulación 
incluyen al hipocampo, la amígdala y diferentes 
áreas de la corteza prefrontal. En conjunto, es-
tos sistemas regulan los procesos fisiológicos y 
conductuales de respuesta al estrés, adaptándo-
se a corto plazo o generando impactos a largo 
plazo por dificultades en los procesos adaptati-
vos, como en las situaciones crónicas de abuso 
y maltrato, o bien de pobreza extrema (Shonkoff 
2010). Estos procesos regulatorios surgen de la 
comunicación entre el sistema nervioso central y 
periférico, y los sistemas inmunológico y cardio-
vascular. Por una parte, los mecanismos bidirec-
cionales de regulación de la respuesta al estrés 
son protectores en el sentido de que promueven 

adaptaciones en el corto plazo. Por otra parte, 
estos mecanismos pueden asociarse a desadap-
taciones que desgastan al organismo bajo con-
diciones de estrés crónico, comprometiendo los 
procesos de recuperación y la salud en general 
(McEwen & Gianaros 2010). 

Por último, durante las últimas dos décadas, la 
neurociencia cognitiva del desarrollo ha diseña-
do e implementado una serie de intervenciones 
orientadas a entrenar procesos autorregulatorios 
cognitivos para diferentes poblaciones de ni-
ños con y sin trastornos en su desarrollo (Lipina 
2014a). Las estrategias utilizadas por estas inter-
venciones proponen, en general, la ejercitación 
en forma sistemática de procesos cognitivos por 
medio de actividades con demandas de dificul-
tad creciente. Los procesos entrenados, como 
por ejemplo atención, control inhibitorio, memoria 
de trabajo, flexibilidad cognitiva o procesamien-
to fonológico, son aquellos que la neurociencia 
cognitiva ha identificado como centrales para el 
desarrollo cognitivo y socioemocional, y en con-
secuencia para la adquisición de los primeros 
aprendizajes escolares en las áreas de lengua 
y matemática. En comparación con las propues-
tas de intervención generadas en otros contex-
tos disciplinarios (e.g., psicología del desarrollo, 
educación), las de la neurociencia contribuirían 
a generar mayor especificidad en términos del 
tipo de procesos involucrados (i.e., operaciones 
cognitivas básicas). Es importante aclarar, que 
todo tipo de optimización autorregulatoria de las 
poblaciones infantiles, debería partir de cambios 
políticos orientados a establecer equidad en las 
condiciones de desarrollo humano. En tal con-
texto, los esfuerzos científicos en el diseño de 
intervenciones para optimizar el desarrollo auto-
rregulatorio, no están orientados a reemplazar lo 
que como comunidades deberíamos hacer para 
cuidarnos y protegernos desde la concepción. El 
objetivo es analizar los niveles posibles de cam-
bio, para alimentar eventualmente el diseño de 
intervenciones compensatorias, aún sin poder 
modificar las verdaderas y profundas causas de 
la desigualdad, para intentar contribuir con cons-
truir oportunidades en la adversidad. 
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Algunas cuestiones 
epistemológicas para destacar

El conocimiento neurocientífico permite estudiar 
los efectos de las diferencias socio-económicas 
en los mecanismos neurobiológicos implicados 
en las competencias cognitivas, emocionales y de 
aprendizaje, superando el límite del uso exclusivo 
de pruebas comportamentales, lo cual permiti-
ría la incorporación de más de un nivel de aná-
lisis. Este punto resulta significativo en vistas de 
arribar a una definición de dichas competencias 
que sea amplia desde lo conceptual, y operativa 
desde el punto de vista empírico de la práctica 
científica; y donde sea tomada en consideración 
la participación de las dimensiones biológica, psi-
cológica y sociocultural en la generación de las 
conductas. En consecuencia, se plantea aquí un 
problema en el orden de lo epistemológico. En tal 
sentido, el antropólogo Clifford Geertz menciona 
que la comprensión de lo biológico, lo psicológi-
co y lo sociocultural no se logrará establecien-
do una especie de “cadena jerárquica del ser”, 
que ascienda desde lo físico y biológico hasta 
lo social y semiótico, siendo cada nivel reduci-
ble al nivel inferior (i.e., materialismo). Tampoco 
se logrará llegar a esta comprensión, si se tra-
tan estos niveles como realidades soberanas y 
discontinuas conectadas externamente unas con 
otras (i.e., dualismo). Geertz sugiere tratar estos 
niveles como realidades “…constitutivas unas de 
las otras, recíprocamente constructivas…”. Se 
deberían tratar entonces como “complementos, 
no como niveles; no como entidades, sino como 
aspectos” (Geertz 2002:195). Por lo tanto, a tra-
vés de la caracterización que se haga de la re-
lación establecida entre los tres aspectos antes 
mencionados, sumado al significado que se otor-
gue a los resultados obtenidos a través del uso 
de las herramientas neurocientíficas, podremos 
dar una respuesta a la pregunta acerca de qué 
nos aporta de nuevo y distinto la neurociencia a 
lo que ya venía aportando la psicología en el es-
tudio del desarrollo cognitivo.

Por otra parte, hemos mencionado que los apor-
tes de la neurociencia contribuirían a diseñar 
modalidades de intervención con un mayor nivel 
de especificidad. Si vemos esta especificidad en 
términos de una mayor adecuación de las inter-

venciones a fines específicos, desde un punto de 
vista ético haría falta incorporar en el discurso 
neurocientífico una mayor explicitación de cuáles 
son los valores que movilizan al científico a per-
seguir dichos fines a través de sus investigacio-
nes. Esto significaría una contribución a la ética 
de la investigación en neurociencia, y a su vez en 
un marco más amplio, a la neuroética, por cuanto 
colaboraría con la identificación de potenciales 
beneficios y/o peligros de las investigaciones so-
bre el cerebro, con repercusiones a su vez, en las 
prácticas profesionales en las distintas disciplinas 
que vinculan a la neurociencia con la salud. De 
esta manera, en este terreno de reflexión sobre 
las propias prácticas, ya no alcanzaría como jus-
tificativo para intentar mejorar tal o cual aspecto 
de la cognición el simple hecho de encontrarse 
un déficit o desempeño bajo, sino que se daría 
lugar a las preguntas acerca del por qué, el para 
qué y el cómo, tomando a la persona como refe-
rencia y como fin en sí misma.

Volviendo al plano epistemológico, nos pregunta-
mos si lo que la neurociencia aporta, en términos 
de una mayor adecuación de las intervenciones, 
lo hace por su capacidad de encontrar registros 
(en el sentido de marcas en un órgano) de cam-
bios a nivel neural que guardan una relación tém-
poro-espacial con los fenómenos mentales. En 
tal contexto de análisis, consideramos que sería 
un error pensar que esta mayor adecuación lo-
grada a través de los datos neurocientíficos se 
basa en un localizacionismo ingenuo que no dé 
cuenta de los complejos estados relacionales 
que subyacen a la cognición, las emociones y el 
aprendizaje en la biología cerebral. 

En relación a este punto, Germán Berrios men-
ciona que: 

…la cuestión de la “localización cerebral” 
de los síntomas mentales no está relacio-
nada con el mapeo o la determinación de 
un “hecho ontológico”, sino con cómo un 
constructo histórico (relato de una “expe-
riencia subjetiva”) se relaciona con otro 
constructo (cuerpo). Esto se debe a que, 
a través de la historia tanto la “experiencia 
subjetiva” como el “cuerpo” han recibido 
definiciones variadas (Berrios 2011: 244). 
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Tomando como base esta idea de Berrios acer-
ca de los síntomas mentales, podemos decir 
que las competencias cognitivas, emocionales 
y de aprendizaje, también harían referencia a 
constructos históricos para los cuales debemos 
describir el tipo de relación que mantienen con 
el constructo del cuerpo. Este problema episte-
mológico vinculado con el significado del dato 
neurocientífico, da paso a uno de tipo neuroético 
relacionado con las implicancias éticas, sociales 
y políticas que tiene la correcta o incorrecta com-
prensión pública de los datos obtenidos por la 
neurociencia, acerca del cerebro.

Hechos descriptos por la 
neurociencia y valores

¿Qué relación podemos establecer entre hechos 
biológicos y lo que consideramos bueno o malo 
para el ser humano? El bioeticista Peter Singer 
nos advierte que a pesar de la imposibilidad de 
deducir valores a partir de hechos (por ejemplo, 
pensar que lo natural es lo correcto; o deducir 
derechos humanos universales del hecho que 
seamos mamíferos), es importante: “… Aceptar 
que existe algo así como una naturaleza humana 
y tratar de saber más de ésta, de modo que las 
medidas políticas puedan basarse en los mejo-
res datos disponibles sobre cómo son los seres 
humanos” (Singer 2000:86). Delimitando esta na-
turaleza en sus aspectos biológicos, nótese que 
lo que queda evidenciado es la potencialidad del 
contexto socioambiental para modificar de algu-
na manera ciertas características de la biología 
cerebral lo cual se asociaría a cambios en el 
funcionamiento motor, cognitivo, emocional, del 
aprendizaje, etc. 

En la cotidianeidad de la vida de los seres huma-
nos, ciertas características de sus entornos están 
determinadas por factores independientes de la 
intervención voluntaria de los propios individuos 
-como por ejemplo, ciertas características del 
entorno natural-; y otras dependen directamente 
de la actividad y la voluntad de personas y del 
funcionamiento de instituciones, que forman par-
te de los entornos sociales -como por ejemplo, 
las condiciones de vida asociadas a la pobreza5. 

5	 Mencionemos en este punto las palabras de Thomas Po-
gge, quien no se ocupa de la relación entre neurociencia 

La posibilidad que nos brinda la neurociencia de 
conocer la repercusión que ciertos mediadores 
de la pobreza tienen sobre el desarrollo neural 
y de los potenciales beneficios de ciertas inter-
venciones, nos debe hacer reflexionar entonces 
sobre la responsabilidad que tienen las perso-
nas e instituciones que componen los entornos 
sociales de los individuos en desarrollo sobre el 
sostenimiento de la pobreza y las consecuencias 
de la misma. En tal sentido, los cambios a nivel 
neural y conductual observados en relación a 
mediadores de la pobreza, nos inducen a pensar 
en la vulnerabilidad de las personas que viven en 
esa condición. Cuando hablamos de vulnerabili-
dad nos referimos a una condición universal de 
amenaza contra la integridad, a un estado de fra-
gilidad, no de daño. Sin embargo, denotar a los 
dañados como vulnerables lleva a menospreciar 
su daño. Se debe establecer entonces una cla-
ra diferenciación entre vulnerables y vulnerados 
(Kottow 2008). La sola presencia de la condición 
de pobreza, ya denota un estado de vulneración 
de derechos humanos. Sin embargo, conocer los 
daños efectivamente ocasionados a nivel del sis-
tema nervioso establece aún de forma más cate-
górica dicho estado. Por lo tanto, las responsabi-
lidades en sentido moral de personas e institucio-
nes en relación a la pobreza, serán distintas en el 
caso de una potencial vulneración (e.g., personas 
con riesgo de daño neural) o en el de una vul-
neración efectiva (e.g. personas con daño neural 
efectivo, aunque no necesariamente irreversible); 
y por ende, desde un punto de vista jurídico, en 
la protección y el tipo de reparación a garantizar. 

y pobreza, pero sí de señalar las responsabilidades indi-
viduales e institucionales sobre el mantenimiento de esta 
última: “… los ciudadanos y los gobiernos de los países 
ricos –ya sea intencionalmente o no- están imponiendo 
un orden institucional global que de manera previsible y 
evitable reproduce una pobreza extrema y ampliamente 
extendida. Los menos favorecidos no son simplemente 
pobres que a menudo mueren por falta de alimentos, sino 
personas a las que se empobrece y se mata de hambre 
bajo los esquemas institucionales que compartimos con 
ellas, y que inexorablemente configuran sus vidas…” 
(Pogge 2005:255). Pogge habla sobre los ciudadanos y 
gobiernos de países ricos, sin embargo, también podría-
mos señalar, en un mismo sentido, las responsabilidades 
de los ciudadanos y gobiernos de todos los países con 
capacidad de imponer órdenes institucionales locales que 
contribuyeran de igual manera a reproducir de alguna ma-
nera las condiciones de pobreza
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Los datos de la neurociencia en relación a la po-
breza y los derechos humanos 

¿Qué relación podemos establecer entre los da-
tos neurocientíficos asociados a la pobreza y los 
derechos humanos? El filósofo Thomas Pogge 
sostiene con respecto a la pobreza que

… debemos dejar de pensar acerca de 
la pobreza mundial en términos de ayuda 
a los pobres… Es obvio que los pobres 
necesitan ayuda. Pero la necesitan sólo a 
causa de las terribles injusticias a las que 
se hallan sometidos (Pogge 2005:39). 

Transfiriendo esta idea al terreno de la neurocien-
cia y la pobreza, podríamos pensar que no es la 
condición biológica asociada a la pobreza des-
cripta por la neurociencia la que determinaría la 
necesidad de ayuda; si bien esa condición podría 
establecer en parte el tipo de ayuda necesaria. 
La necesidad de ayuda, estaría dada con ante-
rioridad por la existencia de una condición injusta 
previa que es la que genera la condición de po-
breza. Es importante destacar este punto, entre 
otros motivos, previendo la posibilidad de que las 
alteraciones neurobiológicas pudieran ser consi-
deradas marcadores biológicos indispensables 
para el acceso a determinado tipo de política 
pública, tendiente a paliar los efectos de la po-
breza sobre el desarrollo neural. Por otra parte, 
sin la intención de caer en un modelo explicati-
vo reduccionista, deberíamos intentar definir qué 
tipo de relación se podría establecer entre dos 
realidades (una biológica y la otra perteneciente 
al plano de lo valorativo) potencialmente vincula-
bles (constitutiva una de la otra o recíprocamente 
constructivas, en los términos previamente seña-
lados de Geertz) como son el desarrollo neural y 
el florecimiento humano. En este sentido, Pogge 
menciona que los seres humanos tienen vidas 
florecientes cuando: “… sus vidas son buenas, 
o valiosas, en el sentido más amplio” (Pogge 
2005:46); y propone establecer una diferencia 
entre componentes y medios para el florecimien-
to. Por ejemplo, la felicidad o la sabiduría son 
componentes del florecimiento si y sólo si, son 
elementos constitutivos del mismo. En tanto que 
la prosperidad, la educación o la salud son me-
dios para el florecimiento, sí y sólo sí contribuyen 

con el aumento de sus componentes. Adoptando 
esta perspectiva, sostenemos (a pesar de que 
Pogge no hace mención de este punto) que las 
funciones neurales plenamente desarrolladas po-
drían ser vistas como medios para el florecimien-
to humano. Asimismo, al referirnos a florecimien-
to debemos hablar entonces de valores. En este 
sentido, Pogge habla de dos tipos de valores. El 
valor personal es aquel que hace que una vida 
sea buena para la persona que la vive; mientras 
que el valor ético es el que hace que una vida sea 
valiosa o éticamente buena en un sentido más 
amplio. En relación a lo que venimos señalando, 
los impactos neurales asociados a mediadores 
de la pobreza pueden, por ejemplo, disminuir el 
valor personal de una vida, pero no su valor ético. 
Un ejemplo en este sentido aunque no vinculado 
directamente con la neurociencia es el caso de 
las tareas solitarias y serviciales que se realizan 
por una buena causa y que suelen contribuir al 
valor ético de una vida, pero no a su valor per-
sonal. En síntesis, la perspectiva desde la cual 
Pogge ve a los derechos humanos implica que, 

… el postulado de un derecho humano 
a X equivale a la exigencia de que, en 
la medida de lo razonablemente posible, 
toda institución humana esté diseñada de 
tal modo que todos los seres humanos 
afectados por ella tengan un acceso se-
guro a X (Pogge 2005:67).

En vistas de esta propuesta, nos volvemos a pre-
guntar por qué las evidencias científicas aporta-
das por la neurociencia en relación a la pobreza 
son importantes para la ética, y más particular-
mente para la neuroética. En tal sentido, consi-
deramos que la neurociencia puede: (a) aportar 
una mejor definición de aquellos objetos de los 
derechos humanos (e.g., la salud, la educación, 
el trabajo, la alimentación, el medioambiente se-
guro, en cuanto elementos que guardan, en algún 
aspecto, relación con el desarrollo neural y que 
requieren de una definición precisa en referencia 
a ese tipo de relación; como cuando se considera 
el derecho humano a una alimentación adecuada 
-en este caso la neurociencia nos podría aportar 
conocimientos necesarios para evaluar la ade-
cuación de dicha alimentación); (b) evaluar las 
consecuencias de la falta de acceso seguro a los 
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objetos de los derechos humanos que se verifica 
en los contextos de pobreza; (c) determinar qué 
derechos jurídicos serían necesarios para la rea-
lización del derecho humano a la salud (por ejem-
plo, derecho jurídico al acceso a determinado 
tipo de alimentación); (d) resaltar la importancia 
de ciertas prácticas sociales que van más allá de 
un marco jurídico específico; como es el caso de 
la solidaridad (en la medida que ésta sirva para 
morigerar el efecto de la acción de ciertos media-
dores de la pobreza sobre el desarrollo neural) ; 
y (e) contribuir con establecer las porciones mí-
nimamente adecuadas de atención médica y de 
oportunidades de educación, en cuanto objetos 
de derechos humanos, para los cuales ciertos 
derechos jurídicos correspondientes en la legis-
lación o en la constitución deberían servir para 
garantizar un acceso seguro (si bien, en este 
punto, Pogge hace una salvedad al señalar que 
una sociedad puede estar dispuesta y organiza-
da de manera que todos sus miembros tengan 
acceso seguro a X –e.g. alimentación adecuada-, 
a pesar de no tener el derecho jurídico a ello).

¿Cómo influye la pobreza sobre lo que las perso-
nas son capaces de ser y hacer? 

Desde una perspectiva del desarrollo humano, 
Sen (1997) define al conjunto de capacidades 
de una persona como, “el conjunto de vectores 
de realización a su alcance”. Este enfoque de las 
capacidades apunta a responder a la pregunta 
acerca de qué es capaz de hacer y de ser cada 
persona. 

Desde otro marco teórico, Chomsky señala en 
relación a las capacidades: 

Cuando afirmo que una persona tiene la 
capacidad de hacer una cosa determi-
nada en un momento dado, quiero decir 
que de acuerdo con su constitución físi-
ca y mental en ese momento, no necesita 
de mayor instrucción, adiestramiento, ni 
desarrollo físico, para hacer esa determi-
nada cosa, si encuentra las condiciones 
externas apropiadas (Chomsky 2001:12). 

Al respecto, desde una perspectiva moral, se 
podría considerar que las personas poseen de-
terminado tipo de capacidades, siendo deber de 

las sociedades propender a crear las condiciones 
para el más amplio desarrollo posible de dichas 
capacidades, como vía para hacer más plenas 
sus vidas. Sin embargo, este deber moral de pro-
pender a la plenitud de la vida parecería entrar en 
conflicto con la existencia de una condición vital 
sumamente frecuente y restrictiva como lo es la 
pobreza. 

Sen (1997) también señala que: 

Al examinar la faceta de bienestar de una 
persona se puede prestar atención legíti-
mamente al conjunto de capacidades de 
la persona y no sólo al vector de realiza-
ción que ha elegido. Esto tiene el efecto 
de permitir tener en cuenta las libertades 
positivas que una persona tiene en un 
sentido general (la libertad “para hacer 
esto” o “ser aquello” (Sen 1997: 81). 

Sostenemos que si ese conjunto de capacidades 
se ve reducida por el efecto de ciertos factores 
mediadores de la pobreza sobre funciones cog-
nitivas básicas, entonces -parafraseando a Sen- 
serán sus libertades las que también se verán 
afectadas y: “… la vida buena es, entre otras co-
sas, también una vida de libertad.” (Sen 1997:83). 
El deterioro que la pobreza genera, entre otras 
cosas, en el aspecto del desarrollo neurocogni-
tivo, determinaría entonces, al menos en parte, 
una potencial merma en las capacidades huma-
nas en base a las cuales el ser humano define su 
ser y su hacer. 

Complementando la propuesta señalada previa-
mente de promover capacidades y vidas más ple-
nas, resulta de interés la propuesta de Chomsky 
quien sostiene que una tarea a realizar por la so-
ciedad debería ser:

…reconstruir el vínculo entre un concepto 
de la naturaleza humana que pone toda su 
capacidad en función de la libertad, la dig-
nidad y la creatividad, y otras caracterís-
ticas humanas fundamentales e insertarlo 
en una concepción de la estructura social 
donde tales propiedades podrían realizar-
se y donde tendría lugar una vida humana 
plena de sentido (Chomsky 2010:189).
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El enfoque sugerido por Martha Nussbaum 
(2012), en parte heredero del planteado por Sen, 
concibe a cada ser humano como un fin en sí 
mismo y se pregunta por las oportunidades dis-
ponibles para cada uno de ellos. 

Cabe preguntarnos entonces, de qué manera 
las oportunidades se ven limitadas como conse-
cuencia de la pobreza y sus potenciales efectos 
sobre el desarrollo neural. Entonces, las capaci-
dades no serían simples habilidades residentes 
en el interior de una persona, sino que incluirían 
también las libertades o las oportunidades crea-
das por la combinación entre esas facultades 
personales y el entorno político, social y econó-
mico; la autora se refiere a estas libertades como 
capacidades combinadas. Es necesario señalar 
que la perspectiva adoptada por Nussbaum, nos 
muestra un enfoque comprometido con el respe-
to a las facultades de autodefinición de las per-
sonas. Nuevamente, debemos hacer notar que 
las barreras medioambientales impuestas por la 
pobreza limitan dichas facultades, disminuyendo 
en consecuencia las oportunidades y los grados 
de libertad efectiva. Además, este enfoque asig-
na una tarea urgente al Estado y a las políticas 
públicas de mejorar la calidad de vida de todas 
las personas. En forma complementaria, las ca-
racterísticas o estados de una persona (rasgos 
de su personalidad, capacidades intelectuales y 
emocionales, estado de salud) son lo que Nuss-
baum llama capacidades internas. Se trata de 
rasgos y de aptitudes entrenadas y desarrolla-
das, en muchos casos en interacción con el en-
torno social, económico, familiar y político. En tal 
sentido, es conveniente diferenciar estos estados 
de las personas, de su equipamiento innato. En 
este contexto de discusión, es posible pensar que 
la neurociencia podría contribuir con delimitar y 
caracterizar los componentes de las capacida-
des humanas (fundamentalmente, las capaci-
dades internas y el equipamiento innato). En tal 
sentido, para Nussbaum una de las tareas que 
corresponde a una sociedad que quiera promo-
ver las capacidades humanas más importantes, 
es la de apoyar el desarrollo de las capacidades 
internas, ya sea a través de la educación, de los 
recursos necesarios para potenciar la salud físi-
ca y emocional, o de otras muchas medidas. En 

consecuencia, la neurociencia estaría en condi-
ciones de colaborar con los esfuerzos de esta 
promoción al aportar conocimientos en relación 
al funcionamiento neural y su desarrollo.

Desafíos éticos asociados al 
estudio de la pobreza humana

La neurociencia enfrenta algunos desafíos éti-
cos específicamente asociados al proceso de 
construcción de conocimiento en el trabajo con 
familias y niños en condiciones de pobreza. Entre 
estos desafíos podemos mencionar: (a) el uso del 
lenguaje durante las interacciones, que involucra 
uso de terminología técnica sobre los procedi-
mientos que no son fáciles de comprender y que 
puede comprometer una toma de decisión verda-
deramente autónoma por parte de los niños y sus 
familias; (b) la comprensión de los consentimien-
tos informados; (c) la ausencia de formación ética 
en los investigadores con respecto a las nociones 
de desarrollo y pobreza, que suelen incluir con-
cepciones erróneas como las de la irreversibili-
dad del impacto de la pobreza sobre el desarrollo 
cerebral o la asignación de períodos sensibles 
en forma única a los primeros 1000 días de vida; 
(d) el tratamiento de las historias traumáticas du-
rante el desarrollo de entrevistas, que en ocasio-
nes pueden ser la primera o única oportunidad 
para conversar sobre temas críticos para muchas 
familias en relación a violencia, inseguridad ali-
mentaria o vivienda; y (e) las expectativas que se 
generan sobre los alcances de las intervenciones 
orientadas a evaluar plasticidad cerebral y el im-
pacto del entrenamiento cognitivo, a través de la 
implementación de diferentes tipos de activida-
des en la escuela y en el hogar, lo cual involucra 
a cuidadores y maestros (Lipina 2014b).

Conclusión
Los cambios observados a nivel conductual y 
cerebral asociados a ciertos mediadores de la 
pobreza ponen en evidencia la cualidad huma-
na universal de vulnerabilidad en tanto posibili-
dad de alteración a su integridad. Sólo a través 
del respeto de los derechos humanos se podría 
paliar dicha vulnerabilidad. En tal sentido, es ne-
cesario establecer una clara diferenciación entre 
personas vulnerables y vulneradas, de tal mane-
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ra de implementar políticas de salud, educación 
y desarrollo social diferenciadas para cada caso. 
En tal contexto, la neurociencia es una disciplina 
que podría aportar conocimientos que ayuden a 
definir con mayor precisión dicho estatus.

En el Reporte del Comité Internacional de Bioé-
tica de la UNESCO sobre no-discriminación y 
no estigmatización del año 2014, se plantea que 
estamos llamados a definir un acercamiento más 
efectivo a clases específicas de sufrimiento (por 
ejemplo, como los que implica la pobreza y sus 
consecuencias sobre el desarrollo neural); que 
parecerían estar entretejidas con situaciones 
persistentes de marginalización y pérdida de 
respeto por la dignidad humana. En consecuen-
cia, cabría plantear dos preguntas en relación al 
carácter ambivalente que puede tener la neuro-
ciencia: (a) ¿cómo habilitaría o aumentaría los 
riesgos de discriminación y estigmatización?; y 
(b) ¿cómo podría contribuir con comprender, y tal 
vez mitigar, los efectos de la discriminación y la 
estigmatización? (UNESCO 2014). En tal sentido, 
nos interesa resaltar la importancia de indagar en 
aquellos valores culturales y actitudes que pue-
dan fomentar y consolidar dicha discriminación. 

Asimismo, resulta necesario revisar las agendas 
de aquellas disciplinas que estudian el fenóme-
no de la pobreza infantil partiendo de la idea 
que los impactos son fijos e irreversibles (Akh-
tar & Jaswal 2013). Ello constituiría una manera 
productiva de intentar contrarrestar potenciales 
estigmatizaciones. Por otra parte, ignorar estos 
aspectos en el diseño de nuevos estudios y en la 
planificación de las políticas científicas y públicas 
orientadas a optimizar el desarrollo socio-afecti-
vo e intelectual, podría llevar a que no se tomen 
en cuenta oportunidades que podrían favorecer 
al desarrollo humano.

En el caso de la pobreza los datos de la neuro-
ciencia pueden ayudar a evidenciar el no cumpli-
miento de derechos humanos contemplados en 
las convenciones internacionales (e.g. al poner 
en evidencia consecuencias sobre el desarrollo 
neural de la falta de acceso al sistema de salud, a 
una alimentación adecuada, a estrategias peda-
gógicas acordes a las necesidades de cada niño, 
etc.).

Por último, en relación a la pobreza y a la protec-
ción de la dignidad de las personas, sostenemos 
la importancia de resaltar la responsabilidad de 
las personas y de las instituciones (fundamental-
mente del Estado) de actuar promoviendo univer-
salmente oportunidades para el desarrollo de las 
capacidades humanas, dentro del máximo de sus 
posibilidades, y la realización de los derechos hu-
manos; considerando en todo momento y en todo 
lugar al ser humano como un fin en sí mismo.

Parte del contenido de este trabajo fue presentado por 
los autores en el “II Simposio de Neuroética” (Panel 
“Pobreza y Cerebro”), organizado en conjunto por el 
Programa de Neuroética del Centro de Investigaciones 
Filosóficas, Human Brain Project y el Laboratorio 
de Neurociencia de la Universidad Torcuato Di Tella. 
Ciudad Autónoma de Buenos Aires, Argentina, 1 y 2 de 
diciembre de 2014.
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Modelos teóricos de politização da bioética – Uma revisão da literatura

Theoretical models of bioethics politicization – A literature review

António J. Marques dos Santos*

Resumo 

A politização da bioética é uma consequência da sua entrada na esfera pública. Este trabalho mostra a literatura, 
emergência do tema e a possibilidade de observar diferentes modelos subjacentes ao tema. Este estudo reúne a 
literatura sobre este tema e logo, através de uma metodologia qualitativa, pretende contribuir para a sua clarificação 
através da organização dos modelos encontrados. Após consulta das principais bases de dados, recuperamos 
21 referências de 2145 listadas. A sua análise deu origem a 7 modelos teóricos explicativos do processo de 
politização da bioética. A politização da bioética é inevitável. Apesar de ter aparecido nos EUA, esta discussão 
começa a tomar dimensões noutros países. Apesar de haver modelos já estabilizados, há ainda espaço para 
outras interpretações. A bioética pública, a sua ligação a questões de saúde pública ganha relevância no âmbito do 
processo de politização. Todos os modelos se pretendem impor como padrão explicativo.

Palavras chave: bioética, politização, políticas públicas.

Resumen

La politización de la bioética es una consecuencia de su entrada en la esfera pública. Este trabajo hace un 
repaso de la literatura, su alcance y la posibilidad de mirar diferentes modelos subyacentes al tema. Este estudio 
reúne la literatura sobre este tema y luego usando una metodología cualitativa busca contribuir a una explicación 
organizando los modelos encontrados. Previa consulta con las principales bases de datos, se han recuperado 21 
referencias de las 2145 listadas. Su análisis ha dado origen a siete modelos teóricos explicativos de la politización 
de la bioética. La politización de la bioética es inevitable. A pesar de haber aparecido en los EE.UU, esta discusión 
empieza a tomar relieve en otros países. Aunque hay modelos ya estabilizados, todavía hay espacio para otras 
interpretaciones. La bioética pública y su conexión con los problemas de la salud pública ganan relieve en el 
proceso de politización. Todos los modelos están destinados a ser impuestos como modelo explicativo.

Palabras clave: bioética, politización, políticas públicas.

Abstract 

The politicization of bioethics is a consequence of its entry into the public sphere. This work shows the literature, the 
emergency of this issue and the possibility of existing different models. This study brings together the literature on 
this topic and then through a qualitative methodology is intended to contribute to explain it through the organization 
of models found. After consulting the major databases, we recovered 21 of 2145 references returned. This analysis 
has resulted in seven theoretical models of politicization of bioethics. The politicization of bioethics is inevitable. 
Despite having appeared in the US, this discussion takes dimensions in other countries. Models are not yet firm, 
creating space for different interpretational frameworks. Public bioethics, their connection to public health issues 
acquires relevance within the politicization process. All models are intended to be imposed as explanatory pattern.

Keywords: bioethics, politicization, public policy.
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Introdução
A politização é um fenómeno intrínseco à bioéti-
ca; apesar de acontecer com maior ou menor in-
tensidade nos países onde esta se tem instituído, 

a verdade é que foi nos EUA que esta discussão 
tomou dimensões maiores. Há uma condição po-
lítica na bioética (Irvine 2009); ela concentra em 
si caraterísticas e especificidades apetecíveis ao 
fenómeno da politização. A sua capacidade de 
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chamar à atenção, a proximidade com a política e 
com os políticos, a exposição pública, a natureza 
dilemática dos seus temas, mas, sobretudo a sua 
gradual aproximação a temas da saúde pública 
e das populações fazem com que haja, cada 
vez mais, um aproveitamento (indevido ou não) 
por parte dos políticos e da política. Por se tratar 
de uma área sensível da sociedade e com ca-
pacidade de criar divisões, a natureza dos seus 
assuntos é propensa a um tipo de politização. A 
abordagem do tema em torno da politização da 
bioética é uma dimensão importante e que pode 
contribuir para uma melhor compreensão quer do 
tipo de relação que se estabeleceu entre a bioé-
tica e as políticas públicas e o tipo de poder que 
se constituiu em redor da bioética, quer o tipo de 
agendamento político que tem sido feito dos te-
mas da bioética. No entanto, existem aspectos 
que não podemos ignorar na abordagem deste 
assunto, desde logo: 

(i) O que se entende por politização? A politiza-
ção é um termo simples, mas ainda indefinido e 
impreciso (Irvine 2009). Trata-se de uma ação ou 
processo de tornar ou destacar algo num con-
texto político (Oxford English Dictionary). Trata-
se de uma ação da política e dos políticos que 
leva à apropriação de um tema da bioética e que 
através da sua natureza dilemática o tornam um 
assunto de escolhas partidárias.

(ii) Características da politização: Primeiro, há um 
movimento reversível (Brown 2009) e comum a 
esta temática: o que é politizável também é des-
politizável. Este fenómeno aplica-se à bioética 
na medida em que os temas têm uma origem 
científica epistémica, posteriormente em função 
dos interesses e da apropriação política, a sua 
natureza assume (ou não) um carácter político; 
porque os dilemas da bioética são sempre entre-
laçados com poder e porque quase sempre en-
volvem conflitos de valores, opiniões ou visões 
do mundo, a bioética é hoje facilmente politizada 
(Brown 2009). Segundo, há um carácter temporal 
associado ao fenómeno de politização da bioé-
tica, ou seja, um determinado tema da bioética 
pode ser durante um período objeto de politiza-
ção, deixando de o ser noutro período. Terceiro, 
há uma hierarquia na politização, na medida em 
que há temas mais propensos ao fenómeno da 

politização que outros. Nem todos os temas da 
bioética precisam ser resolvidos na praça pública; 
há temas que são indiscutivelmente resolvidos de 
forma mais adequada no âmbito da relação mé-
dico-doente. Em quarto lugar, há um movimento 
do privado para o público, na medida em que a 
politização ocorre de forma mais intensa quan-
to mais ela for objeto de consideração pública. A 
literatura da politização da bioética está normal-
mente ancorada em temas suscetíveis à sua po-
litização, tais como: Investigação e Ciência; Tec-
nologias Reprodutivas; Comissões Nacionais e a 
nomeação dos seus membros. Em quinto lugar, 
há um processo diferenciado, na politização da 
bioética que decorre da natureza e especificida-
de das suas temáticas. Brown (2009) afirma que 
este processo diferenciado é protagonizado por 
alguns ativistas da bioética que se afastaram e 
saíram das coordenadas da bioética académica. 
Em sexto lugar, podemos relacionar a politização 
dos temas da bioética com os países onde eles 
ocorrem, na medida em há temas da bioética, 
que são politizados em determinados países e 
não são em outros países. 

(iii) Fundamentos da politização da bioética. A 
bioética, apesar de ter sido forjada com o cunho 
das populações, a verdade é que durante al-
gum tempo, não foi essa a trajetória seguida, 
tendo-se ficado, num registro ligado à relação 
médico-doente. Apesar de tudo, os assuntos li-
gados ao estudo das populações entram com 
maior facilidade na agenda política e como tal, 
susceptíveis de uma politização mais intensa. A 
politização pode ainda significar e ser uma con-
sequência, um momento de maturidade da bioé-
tica. A política é a forma como o poder é exercido 
e a bioética, uma vez relacionada com o poder, 
está condenada a jogar as regras deste jogo. Da 
mesma forma, e a partir da definição de política 
como um subconjunto de relações sociais onde 
as pessoas enfrentam pressão para levar a cabo 
uma ação colectiva, mediado pelo poder (físico, 
cultural, económico) podendo este ser exercido 
direta ou indiretamente através da estruturação 
da escolha das pessoas, podemos afirmar que 
o contexto em torno do policymaking da bioética 
se enquadra nesta definição. A literatura oriun-
da da biopolítica afirma que a bioética é, apesar 



92

de tudo, indissociável da política. A bioética é a 
continuação das lutas políticas por outros meios 
(Bishop e Jotterand 2006); o discurso da bioética 
é cada vez mais político e um exemplo disso é a 
forma como a linguagem da política entra, cada 
vez mais, na linguagem da bioética.

(iv) Vantagens e perigos da politização da bioéti-
ca: Há sempre vantagens e perigos associados à 
politização da bioética. A literatura faz referência 
a uma politização positiva e negativa. A politiza-
ção, se conduzida de uma forma coerente, plural 
e transparente, pode ajudar na proximidade com 
as políticas públicas, e a bioética precisa desta 
proximidade; pode ser mais uma forma de reso-
lução de conflitos ajundado a aliviar tensões na 
sociedade, dar visibilidade a um problema, na 
medida em que são questões que na maioria 
das vezes ficam restritas a um grupo de experts 
e fechada numa linguagem muito particular. É 
preciso, por isso, que estes temas assumam uma 
dimensão pública. A politização é por vezes, a 
única forma destes temas serem objeto de agen-
damento e isso pode ser positivo. Por outro lado, 
há perigos associados à politização da bioética, 
na medida em que a apropriação pela política 
subverte habitualmente, a natureza inicial dos te-
mas da bioética. 

(v) Há fatores que contribuíram para a politiza-
ção da bioética nomeadamente, a sua natureza 
dilemática, o alargamento da agenda da bioé-
tica e a cada vez mais crescente preocupação 
com a saúde pública e saúde das populações; o 
aproveitamento político de determinados temas a 
que as elites políticas denominam de “questões 
fracturantes”; o assumir de uma natureza global e 
pública, na medida em que, os assuntos e temas 
da bioética estão cada vez mais perto dos cida-
dãos; as organizações internacionais da bioética 
(Conselho Internacional de Bioética) e a elabora-
ção dos principais documentos internacionais da 
bioética, como por exemplo a Declaração Univer-
sal de Bioética e dos Direitos Humanos (UNES-
CO) e a negociação e procura de consenso entre 
Estados sobre a redação e a forma final de inclu-
são dos temas.

(vi) As várias dimensões da bioética e a sua poli-
tização: A Bioética assumiu dimensões diversas 

em função das áreas de intervenção, tais como: 
política; pública; clínica; organizacional; académi-
ca; há dimensões da bioética com maior propen-
são ao fenómeno da politização. A bioética em 
contexto de ação coletiva e bem comum implica 
um componente inevitavelmente mais politizável. 
Tal como afirma Irvine (2009) a bioética clínica 
e académica são as duas dimensões que estão 
mais afastadas deste fenómeno de politização. 
No entanto, há temas da bioética clínica, que 
assumem a natureza de “eventos focalizadores”, 
como por exemplo, as questões de início e fim de 
vida, podendo por isso assumir níveis de politiza-
ção mais elevados.

(vii) Aspetos éticos decorrentes da politização 
da bioética: não poderíamos nesta abordagem, 
deixar de alertar para as questões éticas que de-
correm da politização da bioética, uma vez que 
ela tem uma missão específica para com a dig-
nidade humana. A sua politização corre sempre 
o risco de desviar a sua atenção para questões 
que desvirtuem a sua natureza inicial e que em 
última análise podem interferir com a sua missão 
essencial.

Objetivos e Métodos
Este estudo, qualitativo e exploratório, mais do 
que se posicionar de forma crítica perante este 
tema, pretende organizar de forma coerente e 
sistemática uma literatura específica e ainda 
dispersa, que tem surgido em torno do tema da 
politização da bioética. Pretendemos saber por 
um lado, se é possível sistematizar modelos, pa-
drões e/ou quadros teóricos explicativos que se 
construíram em torno do fenómeno de politização 
da bioética e se estes modelos poderão ou não, 
ajudar a compreender e a explicar a especificida-
de de determinados fenómenos; por outro lado, 
se algum dos modelos tem tendência a impor-se 
na explicação deste fenómeno.

A pesquisa foi efectuada, entre Novembro de 
2013 e Janeiro de 2014 e foram utilizadas, as ba-
ses de dados MEDLINE, EMBASE, CINAHL, e 
EUROETHICS, bem como o recurso à pesquisa 
manual. 

Como critérios de exclusão e inclusão, tivémos a 
preocupação de incluir no nosso estudo todos os 
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artigos que fizessem referência aos fundamentos 
essenciais do nosso tema e, por outro lado, aos 
modelos que se foram construindo em redor dele. 
Não incluímos nesta revisão, nem a literatura que 
se refere exclusivamente à realidade particular 
dos EUA, nem a literatura em torno da bioética 
e políticas públicas e biopolítica, uma vez que se 
tratam de realidades próximas, mas diferentes do 
nosso foco de análise.

Após devolução de 2145 artigos pelas bases de 
dados referidas foi pedido uma segunda opinião a 
um expert em bioética, como forma de consenso 
na inclusão dos artigos que suscitaram dúvidas.

Tratando-se de um trabalho de revisão da litera-
tura, seguimos a metodologia referenciada em 

Strech D., Synofzik M. & Marckmann G. (2008) 
como forma de uniformizar as revisões sistemáti-
cas em bioética.

As 21 referências que compõem a nossa revisão 
da literatura encontram-se na bibliografia deste 
trabalho e serão mencionadas nos resultados 
como suporte explicativo a cada modelo de poli-
tização da bioética. A figura 1 mostra o caminho 
percorrido desde a devolução de 2145 referên-
cias até à inclusão final de 21 referências.

A figura 2 mostra as 21 referências recuperadas 
e que serviram de base à nossa análise.

Gráfico 1
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Gráfico 2  
Lista de 21 Referências Bibliográficas Recuperadas

Berger, Sam, Politics by another name, American Journal of Bioethics, 9(2):61-3, 2009 Feb. [Com-
ment]

Blank, Robert H, Bioethical decisions: the political context and challenges, Bioethics Quarterly, 
3(3-4):163-79, 1981 Fall-Winter.

Brown, Mark B, Three ways to politicize bioethics, American Journal of Bioethics. 9(2):43-54, 2009 
Feb

Caplan, Arthur, “Who Lost China?” A Foreshadowing of Today’s Ideological Disputes in Bioethics, 
Hastings Center Report, Volume 35, Issue 3, June 2005, pages 12 -13

Charo, R. Alta; 2005. Realbioethik. Hastings Center Report 35(4): 13–14.

Charo, R. Alta; Passing on the Right: Conservative Bioethics is Closer Than It Appears”; Journal of 
Law, Medicine & Ethics (32 J.L. Med. & Ethics 307);

Cohen, Eric, Kristol, William, The politics of bioethics, Human Life Review. 30(2):7-15, 2004.

Durante, Chris, Republicanism in bioethics?, American Journal of Bioethics, 9(2):55-6, 2009 Feb. 
[Comment]

Duwell, M, Bioethics and politics--a few critical remarks on current discourse, Biomedical Ethics, 
3(3):94-7, 1998.

Garrafa, Volnei, Expansion and politicization of the international bioethics concept, Revista Bioética 
(Impr.) 2012; 20 (1): 9-20)

Irvine, Rob, The political condition of bioethics, American Journal of Bioethics, 9(2):63-4, 2009 Feb. 
[Comment]

Johnson, Summer, Welcome to the bioethics presidency, American Journal of Bioethics, 9(2):1-2, 
2009 Feb. [Editorial]

Kahn, Jeffrey P, What happens when politics discovers bioethics?, Hastings Center Report, 36(3):10, 
2006 May-Jun.

Magnus, David, Bioethics and President Obama, American Journal of Bioethics, 10(5):1-2, 2010 
May. [Editorial]

Mareiniss, Darren P, Bioethics, science, and politics, New England Journal of Medicine, 351(3):298-
300; author reply 298-300, 2004 Jul 15. [Comment]

Maschke, Karen J, The federalist turn in bioethics? Hastings Center Report, 37(6):3, 2007 Nov-Dec. 
[Comment]

McGee, Glenn, Bioethics for the president and bioethics for the people, American Journal of Bioeth-
ics, 2(2):1-2, 2002. [Editorial]

McGee, Summer, Ideology and politicization in public bioethics, Cambridge Quarterly of Healthcare 
Ethics, 20(1):73-84, 2011 Jan.

Pellegrino, E. D. 2006. Bioethics and politics: “Doing ethics” in the public square. Journal of Medi-
cine and Philosophy 31: 569–584.

Schuklenk, Udo, National bioethics commissions and partisan politics, Bioethics, 22(6): ii-iii, 2008 
Jul. [Editorial]

Turner, Leigh, Politics, bioethics, and science policy, HEC Forum, 20(1):29-47, 2008 Mar.
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Gráfico 3 
Modelos Teóricos de Politização da Bioética

MODELOS BIBLIOGRAFIA

Modelo 1 
Politização “P” maiúsculo

Kahn, Jeffrey P, What happens when politics discovers bioethics? Hastings Center 
Report. 36(3):10, 2006 May-Jun.
Pellegrino, E. D. 2006. Bioethics and politics: “Doing ethics” in the public square. Jour-
nal of Medicine and Philosophy 31: 569–584.

Modelo 2 
Politização “p” minúsculo

Maschke, Karen J, The federalist turn in bioethics? Hastings Center Report. 37(6):3, 
2007 Nov-Dec. [Comment]
Pellegrino, E. D. 2006. Bioethics and politics: “Doing ethics” in the public square. Jour-
nal of Medicine and Philosophy 31: 569–584.
Schuklenk, Udo, National bioethics commissions and partisan politics, Bioethics. 
22(6): ii-iii, 2008 Jul. [Editorial]

Modelo 3 
Politização decorrente dos 
modelos políticos: liberalis-
mo; comunitarismo; republi-
canismo.

Brown, Mark B, Three ways to politicize bioethics, American Journal of Bioethics. 
9(2):43-54, 2009 Feb
Durante, Chris, Republicanism in bioethics? American Journal of Bioethics. 9(2):55-6, 
2009 Feb. [Comment]

Modelo 4 
Politização decorrente do 
aparato governamental

Charo, R. Alta; Passing on the Right: Conservative Bioethics is Closer Than It Appears”; 
Journal of Law, Medicine & Ethics (32 J.L. Med. & Ethics 307);
Cohen, Eric, Kristol, William, The politics of bioethics, Human Life Review. 30(2):7-15, 
2004.
Duwell, M, Bioethics and politics--a few critical remarks on current discourse, Biome-
dical Ethics. 3(3):94-7, 1998.
Irvine, Rob, The political condition of bioethics, American Journal of Bioethics. 9(2):63-
4, 2009 Feb. [Comment]
Johnson, Summer, Welcome to the bioethics presidency, American Journal of Bioe-
thics. 9(2):1-2, 2009 Feb. [Editorial]
Magnus, David, Bioethics and President Obama, American Journal of Bioethics. 
10(5):1-2, 2010 May. [Editorial]
McGee, Glenn, Bioethics for the president and bioethics for the people, American Jour-
nal of Bioethics. 2(2):1-2, 2002. [Editorial]

Modelo 5 
O Poder, a disputa entre 
Ideologias e a deturpação de 
fatos científicos

Blank, Robert H, Bioethical decisions: the political context and challenges, Bioethics 
Quarterly. 3(3-4):163-79, 1981 Fall-Winter.
Mareiniss, Darren P, Bioethics, science, and politics, New England Journal of Medici-
ne. 351(3):298-300; author reply 298-300, 2004 Jul 15. [Comment]
McGee, Summer, Ideology and politicization in public bioethics, Cambridge Quarterly 
of Healthcare Ethics. 20(1):73-84, 2011 Jan.
Turner, Leigh, Politics, bioethics, and science policy, HEC Forum. 20(1):29-47, 2008 
Mar.

Modelo 6 
Bioética internacional e 
agendamento

Garrafa, Volnei, Expansion and politicization of the international bioethics concept, 
Revista bioética (Impr.) 2012; 20 (1): 9-20)

Modelo 7 
Temas da bioética

Berger, Sam, Politics by another name, American Journal of Bioethics. 9(2):61-3, 2009 
Feb. [Comment]
Caplan, Arthur, "Who Lost China?" A Foreshadowing of Today's Ideological Disputes 
in Bioethics, Hastings Center Report, Volume 35, Issue 3, June 2005, pages 12 -13 
Charo, R. Alta; 2005. Realbioethik. Hastings Center Report 35(4): 13–14.

Resultados 
Após análise das 21 referências recuperadas, 
apresentamos 7 modelos teóricos explicativos do 
processo de politização da bioética. No entanto, 

estamos conscientes, como refere Irvine (2009) 
que os paradigmas de politização da bioética não 
estão, ainda, estabilizados e este fato leva à cria-
ção de espaços interpretativos para novos mode-
los.
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Modelo 1 – Politização com “P maiúsculo” 

O modelo de politização positivo referido por 
Kahn (2006) remete para um momento crucial 
que a bioética está a atravessar; muitas perso-
nalidades foram atraídas para a bioética pela 
sua (potencial) ligação à política. Muitos debates 
neste âmbito eram debates enigmáticos sobre 
questões muito técnicas. No entanto, o principal 
elemento que trouxe reconhecimento à bioética 
foi a sua clarividência, ou seja, a sua capacidade 
de discernir, explicar elementos complexos para 
serem colocados na esfera da decisão. É preci-
so, portanto, que a bioética esteja mais atenta 
ao fenómeno político. A maturidade na bioética 
trouxe-lhe uma componente política; a política 
trouxe-lhe reconhecimento e com reconhecimen-
to vem sempre poder (Caplan 2005). A bioética 
académica tem um papel e um comprometimen-
to diferente da bioética política, no entanto, elas 
devem conviver mutuamente. “A bioética conven-
cional e académica está a ser subordinada a cri-
térios políticos” (Kahn 2006). Ainda assim, adver-
te o mesmo autor, devemo-nos certificar de que 
as políticas e a política não se tornam uma e a 
mesma coisa. A politização positiva pode ainda, 
estar associada, ao agenda-setting como forma 
de dar visibilidade a uma questão ética urgente. 
O modelo de politização positiva é sustentado 
por Kahn (2006) e Pellegrino (2006). 

Modelo 2 - Politização com “p” minúsculo” 

O modelo de politização negativa está associado 
à noção apresentada por Maquiavel de interes-
ses individuais e é proposto por Pellegrino (2006). 
Uma vez colocada em andamento a politização 
leva a resultados destrutivos: a sua mais valia 
epistémica e de deliberação racional, argumen-
tação lógica e a construção de um pensamento 
coerente é substituída por preferências, decisões 
e ideologias partidárias. A disciplina corre o risco 
de cortar com a sua raiz primária de legitimidade, 
perdendo a sua neutralidade e a possibilidade 
de comunicar a sua teorização académica (Irvi-
ne 2009). Uma das formas mais recorrentes de 
politização negativa é a partidarização; esta tem 
tendência para subver os temas marcadamente 
bioéticos para temas políticos. É por isso, cada 
vez mais usual ouvir referências a uma bioética 

de esquerda, bioética de direita, bioética laica, 
bioética cristã, bem como o papel dos Conserva-
dores e Progressistas, Republicanos e Liberais 
na bioética, no caso dos EUA. Este modelo de 
politização pode ser sustentado por diversos au-
tores (Schuklenk 2008; Maschke 2007; Pellegrino 
2006).

Modelo 3 - Politização decorrente dos 
modelos políticos

Liberalismo - Tendo em conta a perspectiva e o 
modelo político que subjaz à teoria liberalista, o 
papel principal da bioética, sobretudo no governo 
dos Conselhos de Bioética é atender às neces-
sidades dos decisores tanto no que diz respeito 
ao aconselhamento objetivo como no capítulo da 
autoridade do conhecimento ético. O Conselho, a 
Comissão de Ética, apresenta elementos de re-
flexão aos decisores. A bioética liberal modela-se 
a ela mesma num modelo racionalista e numa vi-
são decisionista da expertise bioética, segundo o 
qual, os peritos fornecem conhecimento objetivo 
e neutro, que permite aos não-especialistas per-
seguir as suas preferências subjetivas. A bioéti-
ca, nas suas formulações, segundo o liberalismo 
deve empenhar-se em fornecer objectividade e 
liberdade de escolha, longe da influência política 
(Brown 2009).

Comunitarismo - Da mesma forma que acontece 
com o liberalismo também o comunitarismo tem 
aparecido sob várias formas nos últimos anos. O 
comunitarismo aparece por oposição ao liberalis-
mo individual. O agente faz as suas escolhas ra-
cionais livres dos constrangimentos sociais. Para 
os comunitarianos o ser humano é um animal 
social. Estão comprometidos com as “liberdades 
positivas” entendidas tanto como um assunto de 
auto-controle individual e auto-governo coletivo 
por meio de deliberação participativa. Esta noção 
está também associada com o humanismo cívi-
co aristotélico e com uma participação virtuosa 
na comunidade. Uma vantagem que pode surgir 
desta contextualização comunitária relativamen-
te ao consenso é porque parece facilitar uma 
maior consciência relativa às dimensões sociais 
da biotecnologia (Brown 2009).
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Republicanismo - Quer os liberais quer os comu-
nitaristas vêm a política através de princípios de 
ordem social, direitos naturais e da comunidade 
respectivamente. Da mesma forma que o republi-
canismo de Maquiavel insiste que a ordem social 
só pode ser estabelecida pela política, conflito e 
mudança são características que não podem ser 
eliminadas da política, também os Republicanos 
seguidores do modelo de Maquiavel acreditam 
que o homem só se corrompe na ausência de 
boas leis. Maquiavel aplica este conceito tanto 
ao cidadão comum como aos príncipes. Todas 
as pessoas que não são governadas por leis co-
metem os mesmo erros que as multidões desgo-
vernadas. Onde os liberalistas se focam em “li-
berdades positivas” relativamente à participação 
cívica, os republicanos vêm liberdade na não do-
minação, ou seja, no fato de não serem objetos 
da autoridade arbitrária.

Enquanto os liberais procuram uma minimização 
das funções do Estado em prol da escolha indi-
vidual, os republicanos focam-se nas restrições 
de ideias e interesses permanecendo, em aberto, 
a contestação pública; estes são os meios ne-
cessários para proteger os cidadãos do governo 
e da sociedade. Também da mesma forma que 
os liberais reduzem a participação política a elei-
ções e competição entre grupos de interesse e 
os comunitarianos elevam este aspeto a um ele-
mento chave da vida boa, os republicanos não 
rejeitam a possibilidade de que a participação 
pode ter benefícios intrínsecos, tais como a edu-
ção ou virtude cívica, também elogiada pelos co-
munitaristas. A participação política é necessária 
para evitar dominação. Os republicanos tendem 
a delegar as decisões em representantes eleitos 
mas, quando isso ajuda a promover os interesses 
dos cidadãos.

O Republicanismo destaca a importância das 
Instituições, bem como as regras e os procedi-
mentos estabelecidos de modo a facilitar a con-
testação pública ou privada. A principal forma de 
as instituições republicanas facilitarem a contes-
tação pública é através da forma igualitária como 
distribuem o poder, ajudando a suprimir conflitos 
de uns que tenham mais poder que outros. Os li-
berais distribuem o poder de forma desigual dan-
do mais primazia ao sector privado, deslocando 

o poder governamental para os mecanismos de 
mercado (Warren 1999). Dada a forma como os 
republicanos facilitam a contestação pública atra-
vés da distribuição igualitária do poder, eles são 
relutantes quanto ao estabelecimento de fontes 
de poder epistémico, incluindo a expertise bioé-
tica não sujeita a constrangimentos institucionais 
para a contestação pública. Esta visão tem impli-
cações no desenho dos Conselhos de Bioética 
e no seu papel no âmbito da bioética pública. O 
modelo de politização republicana é criticada por 
alguns autores entre os quais Durante (2009).

Modelo 4 - Politização decorrente do aparato 
governamental

Dentro deste modelo apresentamos duas visões 
distintas através da qual poderá ocorrer uma po-
litização da bioética:

(i) O Poder exercido pelas Elites Políticas - Este 
modelo de politização acontece quando as elites 
políticas e grupos de interesse controlam e ma-
nipulam as instituições da bioética; e.g. quando 
os partidos políticos nomeiam ou colocam indiví-
duos em posições de instituições da bioética e/ou 
comissões nacionais. Apesar de esta posição ter 
sido originariamente contextualizada no ambien-
te político dos EUA, trata-se, no entanto, de um 
modelo, que se poderia adaptar à realidade euro-
peia. Esta visão é sustentada por Charo (2004). 

(ii) O exercício do Poder Top – Down e a supres-
são de “vozes-chave” – esta visão parte da for-
ma tradicional como é exercido o poder, ou seja: 
“de cima para baixo” e refere-se concretamente 
à supressão de lugares e “vozes-chave” dentro 
da bioética motivada por interesses políticos ou 
ideológicos; esta visão tem que ver com a in-
fluência que determinados atores considerados 
“influentes” têm no rumo das decisões em bioé-
tica nos respectivos países; este modelo apesar 
de referido por Irvine (2009) pode ser fundamen-
tado em Charo (2004). 

Modelo 5 - O Poder, a disputa entre 
ideologias e a deturpação de fatos 
científicos 

Este modelo acontece por via da deturpação dos 
fatos científicos através de lutas políticas entre 
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a ciência e a política e que têm como objetivo o 
estabelecimento de ideologias. Há uma distorção 
da originalidade epistémica dos temas da bioética 
e uma transposição para temas da política e dos 
políticos. Este modelo é construído em torno dos 
fatos científicos e das respetivas teorizações. As 
lutas ideológicas constituem um fator importante 
na determinação deste modelo. Que pode tam-
bém ser observado por via da partidarização da 
bioética e é bem expresso por Blackburn (2004). 
Trata-se de um tipo de politização decorrente do 
poder que as ideologias podem exercer sobre as 
nações (Caplan 2005). Esse autor salienta o pa-
pel importamtíssimo que a bioética pode exercer 
como um dos atores centrais na condução das 
ideologias científicas das nações, bem como as 
potencialidades da bioética, a sua maturidade, 
reputação e consolidação como um recurso fun-
damental para os profissionais de saúde, cientis-
tas, grupos de pressão de pacientes, e sobretudo 
policymakers. A bioética criou um novo mundo 
na arena pública, que é tempestuosa, perigosa e 
imprevisível. A chave para navegar neste mundo, 
reforça o autor é admitir estes fatos. Este mode-
lo pode ser sustentado por vários autores: Blank 
(1981), Mareiniss (2004), McGee (2011), Turner 
(2008).

Modelo 6 – Bioética internacional e 
agendamento 

Este modelo de politização ainda que de uma for-
ma inexplícita foi tratado por Volnei Garrafa, ator 
central da Bioética Internacional, sendo actual 
Presidente da Cátedra de Bioética na UNESCO 
no Brasil. O modelo foi construído com base nas 
determinações através das quais se desenha a 
agenda internacional da bioética e a capacida-
de que determinados atores e instituições têm 
na elaboração dessa mesma agenda; este fato 
constitui uma outra via de politização da bioética. 
Estes temas passam por um fenómeno de poli-
tização, antes de figurarem na agenda interna-
cional da bioética. A elaboração de documentos 
internacionais da bioética pode comportar um 
elemento de politização a priori na medida em 
que se estabelecem a montante, lutas políticas e 
congregações de esforços no sentido de influen-
ciar a figuração de determinados temas nesses 
documentos e, por conseguinte, com outra capa-

cidade de agendamento nos diversos estados. 
Normalmente estas disputas acontecem entre 
países ricos e países pobres. Este modelo tem 
vindo a ser teorizado por Garrafa (2012).

Modelo 7 – Temas da Bioéticas 

Charo (2005) contribuiu, por duas razões, para 
evidenciar o modelo, provavelmente, mais co-
mum na politização da bioética: por um lado, há 
determinados temas que pela sua natureza têm 
uma capacidade, mais que outros, de constituir 
um elemento de politização. O autor, através de 
uma elencagem de temas da bioética real, apela 
à sua capacidade de politização; por outro lado 
o autor realça o fato de determinados assuntos 
da bioética serem mais politizados nuns países 
do que noutros. Para o autor, da mesma forma 
que para Aristóteles o Homem é naturalmente 
um animal político, também a bioética é natural-
mente objeto de politização e de política. Modelo 
sustentado por Berger (2009), Caplan (2005) e 
Charo (2005).

Conclusões
(i) A politização da bioética é um assunto inevitá-
vel tendo em conta a natureza dilemática e sen-
sível que os seus temas provocam na sociedade. 
A politização ocorre através do encontro entre a 
bioética e o poder; ela pode ser positiva ou ne-
gativa, em grande medida pela forma como este 
encontro ocorrer; 

(ii) A discussão em torno da politização da bioéti-
ca aparece nos EUA e é aqui que esta discussão 
tem sido feita de forma mais acesa. Apesar de 
tudo começa a tomar dimensões noutros países, 
através dos mesmos moldes em que ocorre nos 
EUA; 

(iii) É possível sistematizar modelos interpretati-
vos, que nos permitem compreender e explicar 
de forma mais coerente o fenómeno de politiza-
ção da bioética, havendo ainda espaço para ou-
tras reinterpretações. 

(iv) Todos os modelos têm uma coisa em comum: 
o fato de se querem impor como padrão explicati-
vo. Apesar da maioria dos modelos serem oriun-
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dos da realidade norte americana, a verdade é 
que podem, ser aplicados, a outras realidades; 

(v) A bioética pública e a sua cada vez maior li-
gação a questões de saúde pública e das popu-
lações é uma dimensão que tem vindo a ganhar 
relevância no contexto da politização da bioética; 

(vi) A revisão da literatura evidencia a existência 
de perigos e vantagens na politização da bioéti-
ca: se por um lado a politização subverte a natu-
reza dos temas da bioética, levando à perda da 
sua raiz primária de legitimidade, da sua neutra-
lidade, do que realmente traduz para se tornar 
num assunto da política e dos políticos. Por outro 
lado, a politização pode dar visibilidade e tornar 
a bioética num objeto de poder e influência junto 
das políticas públicas, sobretudo as de saúde.

(vii) A politização pode ser um dos momentos fun-
damentais no agenda-setting e ao mesmo tempo 
de visibilidade positiva para as políticas da bioé-
tica. Há determinadas questões da bioética que 
carecem de visibilidade para a sua resolução. 

(viii) A politização da bioética, bem como outro 
elemento da ciência ou da medicina pode ser 
comparada com a politização de outras práticas 
sociais, na medida em que o que está em causa 
é um aproveitamento dos temas por parte da po-
lítica e dos políticos. 

Entregado	 28- 9 - 2015 
Aprobado	 22- 11 - 2015
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El aborto como cuestión moral. Una perspectiva ético-discursiva

Abortion as a moral question. An Discourse-ethical Perspective

Dorando J. Michelini *

Resumen

Este trabajo parte de la convicción de que la problemática del aborto puede y debe ser tratada desde diferentes 
perspectivas (médico-biológica, psicológica, social, jurídica, política, religiosa, etcétera), pero que la única forma 
de obtener normas intersubjetivamente vinculantes respecto de la interrupción voluntaria de la vida humana en 
el estado inicial de desarrollo, es desde el punto de vista moral. En este sentido, se sostiene que la ética del 
discurso, en tanto que teoría de la corresponsabilidad solidaria no rigorista, está en condiciones de hacer aportes 
conceptuales y metodológicos relevantes, tanto en lo que se refiere a la fundamentación de un principio de no 
interrupción arbitraria de la vida humana en el estadio inicial de desarrollo, como en lo que respecta a la aplicación 
responsable y no rigorista de dicho principio en un mundo de la vida signado por situaciones no solo contingentes 
y conflictivas, sino también dramáticas y dilemáticas.

Palabras clave: ética del discurso, aborto, fundamentación, aplicación, responsabilidad solidaria no rigorista

Abstract

This work starts from the conviction that the issue of abortion can and must be addressed from different perspectives 
(medical-biological, psychological, social, legal, political, religious, etc.), but the only way to obtain binding inter-
subjective rules regarding of the voluntary termination of human life in the initial stage of development is from the 
moral point of view. In this sense, it is argued that discourse ethics, while the theory of non-rigorist joint responsibility, 
is able to make relevant conceptual and methodological contributions both, with regard to the basis of a principle of 
non-arbitrary interruption of human life at the initial stage of development and with respect to the responsible and 
non-rigorist application of such principle in a world marked by situations not only contingent and conflicting but also 
dramatic and dilemmatic.

Keywords: discourse ethics, abortion, foundation, application, non-rigorist solidary responsability

Resumo

Este trabalho parte da convicção de que a problemática do aborto pode e deve ser tratada desde diferentes 
perspectivas (médico-biológica, psicológica, social, jurídica, política, religiosa etc.), mas que a única forma de se 
obter normas intersubjetivamente vinculantes a respeito da interrupção voluntária da vida humana no estado inicial 
de desenvolvimento é a partir do ponto de vista moral. Neste sentido, afirma-se que a ética do discurso, enquanto 
teoria da corresponsabilidade solidária não rigorista, está em condições de fazer contribuições conceituais e 
metodológicas relevantes tanto no que se refere à fundamentação de um princípio de não interrupção arbitrária 
da vida humana no estado inicial de desenvolvimento, como no que diz respeito à aplicação responsável e não 
rigorista de tal princípio em um mundo da vida marcado por situações não só contingentes e conflitantes, mas 
também dramáticas e dilemáticas.

Palavras-chave: Ética do discurso, aborto, fundamentação, aplicação, responsabilidade solidária não rigorista.
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La problemática del aborto ha sido discutida des-
de distintos puntos de vista (médico, biológico, 
social, jurídico, político, religioso, etc.), y el deba-
te ha sido -y sigue siendo- amplio y complejo. Las 

tesis que expondré e intentaré demostrar son las 
siguientes: a) sólo desde el punto de vista moral 
es posible fundamentar la idea de que el aborto, 
aunque sea socialmente aceptado y jurídico-po-
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líticamente legitimado, es -por principio- una 
práctica injusta; b) hay situaciones y contextos 
de interacción en los que el principio moral no es 
aplicable o su aplicación no es exigible.

En primer lugar presento distintas argumentacio-
nes relacionadas con la práctica del aborto, las 
cuales, en mi opinión, son insatisfactorias para 
abordar la fundamentación de la legitimidad / ile-
gitimidad del aborto (1). Luego realizo una breve 
presentación de la ética discursiva en tanto que 
ética de la corresponsabilidad solidaria no rigo-
rista (2). A continuación destaco algunas catego-
rías ético-discursivas que pueden resultar útiles 
para abordar la problemática del aborto desde 
un punto de vista moral (3). Finalmente, desde la 
perspectiva de una ética de la corresponsabilidad 
solidaria no rigorista, explicito las dos tesis men-
cionadas (4).

1. Argumentaciones relacionadas 
con la práctica del aborto

Es sabido que hay diversas y divergentes formas 
de argumentar en relación con la práctica del 
aborto, cada una con sus pro y sus contra. En lo 
que sigue me referiré especialmente a aquellas 
argumentaciones que refieren al ser personal del 
feto, a la determinación cientificista del ser perso-
nal y al derecho de la mujer a abortar, con el fin 
de mostrar que la primera de ellas es inconsisten-
te; que en la segunda anida una imposibilidad de 
principio y que la tercera sólo puede ser sosteni-
da con legitimidad moral si se piensa que el feto 
es solamente una parte del cuerpo de la mujer.

1.1 	 El ser personal del feto

Entre las argumentaciones más difundidas de 
oposición y rechazo al aborto se encuentra la 
que interpreta que, desde la concepción, se está 
ante la presencia de un ser personal. Si bien hay 
interpretaciones diferentes y divergentes del con-
cepto de persona, una de las más discutidas en 
relación con la problemática del aborto es aquella 
que sostiene que hay coincidencia entre persona 
y ser humano. Si se sostiene que todo hombre es 
persona, en razón de que “la naturaleza especí-
fica del ser humano es, a la vez, personalidad” 
(Spaemann, 2007: 67), entonces, el sólo hecho 

de pertenecer al género humano es criterio sufi-
ciente para determinar el ser personal de los se-
res humanos (Spaemann, 2007: 217). En esta lí-
nea argumentativa -cuestionada, entre otros, por 
Hoerster (1989) y Singer (1995)- se sostiene que 
matar intencionalmente un feto humano es matar 
una persona y, por ende, se comete un asesinato. 
Con ello quedaría demostrada la ilegitimidad mo-
ral de la práctica del aborto. 

Esta forma de fundamentar la ilegitimidad moral 
del aborto no admite ninguna excepción y, por 
ello, cuando es mantenida en forma radical y 
consecuente, puede ser caracterizada como ri-
gorista: exige respetar la vida del feto siempre y 
en toda circunstancia, independientemente de las 
condiciones y las consecuencias de interacción. 
Dado que el aborto nunca puede ser justificado 
moralmente, su práctica debe ser siempre pena-
lizada. 

Sin embargo, hay quienes objetan que el feto 
pueda ser considerado una persona “desde el 
momento de la concepción” (Thomson, 1992: 10) 
y que, en consecuencia, “el aborto realizado justo 
al comienzo del embarazo no supone la privación 
de la vida de una persona” (Thomson, 1992: 32). 
Otros consideran desafortunada la equiparación 
de los conceptos de “ser humano” y “ser perso-
nal” (Tooley, 1992: 74), puesto que para que una 
persona tenga derecho a la vida debe “poseer la 
idea del ‘yo’ como sujeto continuo de experien-
cias y otros estados mentales, y creer que es en 
sí mismo una entidad continua” (Tooley, 1992: 
78). Dado que ni los fetos, ni tampoco los niños 
recién nacidos poseen la idea del “yo”, la conclu-
sión que saca Tooley es que “hay excelentes ra-
zones para creer que el infanticidio es moralmen-
te permisible en la mayoría de los casos en que 
se desea” (Tooley, 1992: 101).

Si se tiene en cuenta que generalmente se en-
tiende por persona a un individuo capaz de liber-
tad, razonamiento y comunicación, lo que está 
en discusión en este tipo de argumentación es 
justamente la asignación del ser personal a la 
estructura biológica inicial de la vida humana. La 
argumentación que equipara la idea de ser per-
sonal con la de vida humana inicial debe afrontar 
además la objeción de que semejante concepto 
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de persona remite a presupuestos metafísicos 
y/o religiosos que no pueden ser corroborados 
intersubjetivamente, ni a través de la ciencia ni 
mediante el discurso filosófico. En este sentido, 
distintas definiciones filosóficas tradicionales del 
concepto de persona refieren a un ser único, que 
se distingue por su racionalidad y capacidad co-
municativa; si embargo, no puede mostrarse que 
estas características se encuentren en la estruc-
tura biológica inicial de un ser humano. 

Se suele sostener asimismo que, desde la con-
cepción, hay no sólo vida humana, sino también 
potencialmente una persona humana (Kunzmann, 
2006). El argumento de la potencialidad ha sido 
reiteradamente criticado; ya Aristóteles ha dejado 
en claro que lo que está en potencia puede ser o 
no ser. A esta argumentación puede agregarse la 
siguiente reflexión: la estructura biológica inicial 
de la vida humana no siempre se desarrolla sin 
perturbación, y en forma linear, hasta configurar 
un individuo de la especie humana, puesto que, 
por ejemplo, la organización biológica inicial de 
la vida humana puede convertirse en una mola 
y no en un nuevo ser de la especie humana. En 
consecuencia, no puede aseverarse con certeza 
absoluta que el desarrollo de la vida humana ini-
cial conduzca necesariamente a la configuración 
de un ser personal. 

Otra de las argumentaciones que suele utilizar-
se para debilitar la aseveración de que el abor-
to implica un homicidio es la que sostiene, por 
ejemplo, que el feto es una persona en potencia, 
lo que implica necesariamente que no es un ser 
personal en la actualidad. Potencialmente mu-
chos ciudadanos argentinos pueden llegar a ser 
presidente de Argentina, pero de hecho y actua-
liter no lo son. Quienes utilizan este tipo de argu-
mentación en contra de la potencialidad sostie-
nen, en consecuencia, que la eliminación de un 
feto no implica un homicidio. 

Más allá de las críticas que puedan realizarse a 
las argumentaciones que sostienen que desde la 
concepción se está ante la presencia de un ser 
personal, no es posible ocultar, sin embargo, que 
si se deja de lado la idea de la coincidencia entre 
ser humano y ser personal, no es fácil determi-
nar desde cuándo un feto humano es o puede 

ser considerado persona. La asignación del ser 
personal en un tiempo futuro resulta arbitraria: 
¿Desde qué momento futuro de su desarrollo el 
feto humano podría ser considerado persona? 
¿Quién está en condiciones de determinar ese 
momento? ¿La medicina? ¿La biología? ¿La filo-
sofía? ¿Una decisión jurídica? 

Desde un punto de vista jurídico, por ejemplo, se 
suele asignar a menudo los mismos derechos al 
feto que a un recién nacido o que a un adulto ca-
paz de comunicarse y de obrar autónomamente. 
Sin embargo, esta asignación externa de dere-
chos es insatisfactoria desde un punto de vista 
ético-filosófico, dado que, desde una perspectiva 
jurídica, el ser personal sería asignado de forma 
más o menos decisionista y arbitraria mediante la 
declaración de que el feto es un titular de dere-
cho. Finalmente, hay que destacar que la equipa-
ración de la práctica del aborto con un asesinato 
no deja ninguna alternativa de acción, ni jurídica 
ni política, que no sea la prohibición y la penaliza-
ción de cualquier interrupción de la vida humana 
en el estado inicial de desarrollo.

1.2 	 La determinación cientificista del ser 
personal

Por determinación cientificista del ser personal se 
entiende toda asignación de personalidad moral 
que se realiza sobre la base del estado de desa-
rrollo biológico del feto. Una posición cientificista 
sería, por ejemplo, la que sostiene lo siguiente: 
dado que el feto humano en el estadio temprano 
de desarrollo no experimenta dolor ni posee un 
sistema neurológico, no habría ningún impedi-
mento -ni moral, ni legal- para realizar el aborto. 
Esta posición puede ser calificada de cientificista, 
porque se pretende dar una respuesta desde la 
ciencia a un problema –el de la personalidad mo-
ral- que no pertenece al ámbito científico, sino al 
dominio de la ética filosófica.

Ahora bien, dado que las diversas teorías filosó-
ficas discuten controvertidamente sobre la deter-
minación del momento en que puede asignarse 
personalidad moral a la vida humana, es necesa-
rio precisar lo siguiente: por un lado, no hay duda 
de que las células sexuales del hombre y de la 
mujer se funden para dar comienzo a una nueva 
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vida, con “una constitución genética única (no la 
del padre, ni la de la madre, ni una mera yuxta-
posición de los dos), que a partir de ahí y durante 
toda su vida […] determinará sustancialmente los 
rasgos del individuo” (Finnis, 1992: 141); por otro 
lado, y como se ha señalado, la determinación de 
la personalidad moral cae fuera de las competen-
cias del saber científico. Las teorías biologicistas 
pueden aparecer como pragmáticamente útiles 
desde un punto de vista jurídico y político, puesto 
que mencionan instancias del desarrollo biológi-
co de la vida humana a partir de las cuales el feto 
podría ser tratado como persona (por ejemplo, 
después del tercer o quinto mes desde la con-
cepción, o a partir del nacimiento), pero estas de-
marcaciones biológicas ad hoc en el desarrollo 
de la vida humana inicial de un ser humano, no 
ofrecen ninguna razón válida para fundamentar la 
dignidad personal y la vincularidad intersubjetiva 
del respeto moral que nos debemos los seres hu-
manos, independientemente de las condiciones 
particulares (biológicas, psíquicas, sociales, et-
cétera) de los individuos. Ni la biología ni ninguna 
ciencia empírico-analítica está en condiciones de 
precisar el concepto ético-filosófico de persona. 
Dicho de otra forma: a partir de la constatación 
empírica de un determinado desarrollo biológico 
del feto no es posible fundamentar normas mo-
rales válidas, intersubjetivamente vinculantes, ni 
para proseguir ni para interrumpir el embarazo.

1.3 	 El derecho de la mujer sobre su propio 
cuerpo

Una de las argumentaciones más extendidas de 
quienes defienden la legitimidad de la práctica 
del aborto es la que refiere al derecho de la mu-
jer a decidir sobre su propio cuerpo. Esta forma 
de argumentar se presenta a menudo como una 
práctica progresista, porque -real o supuesta-
mente- empoderaría a la mujer en orden a lograr 
su realización personal ante una de las tantas 
situaciones de opresión y violencia de género 
que están presentes en sociedades machistas y 
patriarcales. Ahora bien, este tipo de argumenta-
ción presupone que el feto es solamente una par-
te del cuerpo de la mujer y que, en consecuencia, 
no tiene intereses, dignidad ni derecho alguno, o, 
en todo caso, si los tiene, los intereses, la digni-
dad y el derecho de la mujer tienen prioridad ab-

soluta sobre los del feto. En este sentido, Rodolfo 
Vázquez sostiene que “penalizar el aborto sería 
una verdadera violencia contra los derechos de 
la mujer, y en concreto, contra el derecho de 
todo individuo a decidir sobre su propio cuerpo, 
es decir, violenta el derecho a la privacidad de 
la mujer” (Vázquez, 2009: 105), además de vio-
lentar otros derechos de la mujer, como los de 
autonomía, dignidad e igualdad (Vázquez, 2009: 
106). En un sentido similar se pronunció el Esta-
do español al reafirmar “el derecho de todo ser 
humano, y en particular de las mujeres, al respe-
to de su integridad física y a la libre disposición 
de su cuerpo…” (Ley Orgánica del Estado, 2010: 
21002). El Artículo 12 de la Ley Orgánica del Es-
tado Español garantiza expresamente “el acce-
so a la interrupción voluntaria del embarazo en 
las condiciones que se determinan en esta Ley. 
Estas condiciones se interpretarán en el modo 
más favorable para la protección y eficacia de los 
derechos fundamentales de la mujer que solicita 
la intervención, en particular, su derecho al libre 
desarrollo de la personalidad, a la vida, a la inte-
gridad física y moral, a la intimidad, a la libertad 
ideológica y a la no discriminación” (Ley Orgánica 
del Estado, 2010: 20008).

En mi opinión, lo que es cuestionable en este tipo 
de argumentaciones no es la afirmación de que 
la mujer tenga un derecho sobre su propio cuer-
po y sobre su vida, sino la aseveración de que 
también pueda decidir libremente sobre la vida y 
el cuerpo del feto. Esto solamente es posible si 
se considera que el feto no es más que una par-
te del cuerpo de la mujer, o si se supone que la 
vida humana inicial es solamente una cosa o una 
mera estructura celular. Sin embargo, la ciencia 
muestra que el feto -por más que dependa tran-
sitoriamente, aunque de un modo decisivo del or-
ganismo de la mujer para sobrevivir- es una nue-
va vida humana, con identidad genética propia. 
Esta dependencia de supervivencia que tiene la 
vida humana en el estadio inicial de desarrollo 
debe ser interpretada, en realidad, como interde-
pendencia, y no como una forma de dependencia 
desde la cual se pueda fundamentar un derecho 
absoluto de la mujer para decidir sobre la vida o 
la muerte del feto. 
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De acuerdo con lo expuesto, la argumentación 
que se basa en un derecho absoluto sobre la vida 
y la muerte del feto puede ser calificada de deci-
sionista y utilitarista. La mujer actúa en forma de-
cisionista cuando, bajo el supuesto de que el feto 
no es más que una parte de su cuerpo, decide 
voluntariamente abortar, y esta decisión se toma 
de forma monológica (es decir, teniendo en cuen-
ta exclusivamente intereses subjetivos) y autár-
quica (sin deliberación previa con los afectados, 
como puede ser, por ejemplo, la pareja). La mujer 
actúa en forma utilitarista cuando instrumentali-
za la vida humana y la utiliza sólo como medio 
para lograr un beneficio o su propio bienestar. En 
otros términos, actúa de forma utilitarista si, en el 
momento de evaluar los intereses, los bienes o la 
felicidad que están en juego en una determinada 
situación, toma una decisión teniendo en cuenta 
exclusivamente sus preferencias y deseos. Si se 
considera, en cambio, que el feto no es una cosa, 
una mera estructura biológica o sólo una parte 
del cuerpo de la mujer, sino una vida humana que 
merece respeto, la decisión de abortar no sería 
un derecho, ni tampoco un asunto que compete 
exclusivamente al arbitrio de la mujer. Expresado 
brevemente: desde el punto de vista moral, la mu-
jer no posee un derecho absoluto sobre la vida 
humana inicial, y es moralmente ilegítimo que 
sacrifique la vida del feto apelando a la idea de 
que tiene derecho sobre él, porque es parte de 
su cuerpo.

La ratificación legal de un derecho general de la 
mujer a abortar en cualquier circunstancia y sin 
otro requisito que su decisión de hacerlo puede 
aparecer, a menudo, como un asunto política-
mente correcto: por ejemplo, la interrupción de 
la vida humana en el estadio inicial de desarro-
llo podría ser interpretada como un instrumento 
eficiente y una solución pragmática para evitar 
abortos clandestinos. Sin embargo, por el solo 
hecho de pasar de la clandestinidad a la luz pú-
blica, el aborto no se torna una práctica justa.

En síntesis, y en relación con los distintos argu-
mentos clave relacionados con la calificación del 
aborto como una práctica legítima o ilegítima, 
quisiera dejar en claro lo siguiente: cuando se 
trata de justificar la legitimidad o la ilegitimidad 
morales de la práctica del aborto, las argumenta-

ciones que se apoyan en la equiparación del ser 
personal con el ser humano, en la potencialidad 
del feto, en razones de tipo cientificista o en una 
decisión unilateral de la mujer, son inconsistentes 
y no logran su cometido. 

2. La ética discursiva en tanto que 
ética de la corresponsabilidad 
solidaria no rigorista

A diferencia de las argumentaciones menciona-
das, sostengo que la ética del discurso ofrece un 
instrumento conceptual y metodológico desde el 
cual es posible fundamentar tanto la validez inter-
subjetivamente vinculante de la ilegitimidad mo-
ral de la práctica del aborto, como la aplicación 
responsable de dicho principio en contextos de 
interacción restringidos por coerciones fácticas 
y sistémicas. Dicho de otra forma: la práctica 
del aborto sólo podría ser considerada legítima 
y aceptable si se lograra mostrar que el feto hu-
mano es una cosa o una mera estructura celular; 
en tal caso, la eliminación de un feto humano no 
lesiona el principio del respeto mutuo que nos 
debemos como seres morales. En cambio, si se 
puede mostrar que la vida humana y la corporali-
dad son condición de posibilidad de existencia de 
seres morales, el aborto debería ser considerado 
-en principio- una práctica injusta. En principio 
significa que hay situaciones en que el principio 
moral puede no ser aplicado o su aplicación no 
ser exigible. 

2.1 	 Fundamentación del principio moral

Una teoría moral tiene que cumplir, como mínimo, 
con dos tareas clave, a saber: en primer lugar, 
debe suministrar una fundamentación racional 
de la validez de las normas morales, de tal forma 
que ellas puedan exigir vincularidad intersubje-
tiva para la orientación de la acción (Kuhlmann, 
2009). En segundo lugar, una teoría moral no 
debe descuidar la problemática de la aplicación 
responsable del principio moral y, en consecuen-
cia, debe contemplar siempre también los condi-
cionamientos que provienen del contexto y de la 
situación de interacción (Apel, 1988).

La ética del discurso, en su versión pragmáti-
co-trascendental, se autocomprende como una 
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transformación postmetafísica de la ética kantia-
na: pretende fundamentar, por un lado, mediante 
una reflexión pragmático-trascendental, tanto la 
validez universal del principio moral y una corres-
ponsabilidad solidaria primordial universal, como 
también la fundamentación correcta y adecuada 
de las normas morales mediante los discursos 
prácticos (ambas fundamentaciones remiten a 
la denominada parte “A” de la ética del discurso) 
(Apel, 1985; De Zan, 2002; Pinzani, 2007). Se-
gún un destacado especialista en pragmática 
trascendental, lo fascinante de la ética del dis-
curso en su versión pragmático-trascendental 
es que “da la oportunidad inusual de resolver 
definitivamente un problema sustancial de la fi-
losofía, el problema de la fundamentación de la 
moral” (Kuhlmann, 2008: 131). Por otro lado, la 
ética discursiva retoma -en la tradición de Hans 
Jonas (1979), aunque introduciendo importantes 
modificaciones- el tema de la responsabilidad, y 
reflexiona críticamente sobre la aplicación res-
ponsable del principio moral en las condiciones 
históricas situacionales, contextuales e institucio-
nales de interacción (lo que se conoce como par-
te “B” de la ética del discurso) (Apel, 1988; 1992; 
Maliandi, 2008). En consecuencia, el cometido 
de la ética discursiva es doble: no sólo se ocupa 
de la fundamentación de la legitimidad del prin-
cipio moral formal (en el sentido de Kant), sino 
que, en tanto que ética de la corresponsabilidad 
solidaria no rigorista, toma en cuenta también la 
moralidad sustancial (en sentido hegeliano) y re-
flexiona sobre el problema de la aplicación res-
ponsable referida a la historia de las normas bien 
fundamentadas.

La ética del discurso, en su versión pragmáti-
co-trascendental, sostiene que, mediante una 
reflexión estricta sobre las condiciones de posi-
bilidad y validez de la comunicación con sentido, 
es posible alcanzar una fundamentación última 
filosófica tanto del conocimiento teórico como 
práctico. Esta instancia última del conocimien-
to es la situación argumentativa. Para cualquier 
interlocutor que piense o actúe con sentido, la 
situación argumentativa tiene el carácter de a 
priori y representa una instancia racionalmente 
irrebasable, puesto que no puede ser impugna-
da ni cuestionada con sentido, ni eludida sin au-

tocontradicción performativa -esto es: sin poner 
en cuestión la propia capacidad argumentativa 
(Apel, 1985, I: 58).

La versión pragmático-trascendental de la ética 
discursiva sostiene además que “quien argumen-
ta reconoce implícitamente todas las posibles exi-
gencias provenientes de todos los miembros de 
la comunidad de comunicación, justificables me-
diante argumentos racionales [...] y, a la vez, se 
compromete a justificar argumentativamente las 
exigencias que él mismo presenta a otros hom-
bres. Además, los miembros de la comunidad 
de comunicación (y esto significa implícitamente 
todos los seres pensantes) están obligados [...] 
a tener en cuenta todas las exigencias virtuales 
de todos los miembros virtuales; es decir, todas 
las ‘necesidades’ humanas, en la medida que 
podrían plantear exigencias a los demás hom-
bres” (Apel, 1985, II: 403). Mediante una reflexión 
pragmático-trascendental estricta es posible re-
construir un principio ético que es inherente a la 
situación argumentativa, el cual expresa que los 
disensos y conflictos de intereses deben ser re-
sueltos mediante discursos prácticos orientados 
al consenso. El principio moral contiene la obliga-
ción de “justificar [...] todas las exigencias huma-
nas” (Apel, 1985, II: 403), tanto de los miembros 
actuales como virtuales de la comunidad ilimita-
da de comunicación. 

El a priori trascendental de la comunidad de co-
municación, que hace posible tanto la compren-
sión y el entendimiento, como la legitimidad del 
conocimiento teórico y práctico, se caracteriza 
por poseer una doble estructura, a saber: “Quien 
argumenta presupone ya siempre simultánea-
mente dos cosas: en primer lugar, una comunidad 
real de comunicación, de la que se ha convertido 
en miembro mediante un proceso de socializa-
ción y, en segundo lugar, una comunidad ideal 
de comunicación que, por principio, estaría en 
condiciones de comprender adecuadamente el 
sentido de sus argumentos y de enjuiciar definiti-
vamente su verdad” (Apel, 1985, II: 407). De esta 
doble pertenencia a priori de los argumentantes 
se deduce una doble exigencia moral que es ex-
presada en los dos siguientes principios regulati-
vos: “En primer lugar, en cada acción y omisión, 
debemos tratar de asegurar la supervivencia del 
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género humano como comunidad real de comu-
nicación; en segundo lugar, debemos intentar 
realizar la comunidad ideal de comunicación en 
la real. El primer objetivo constituye la condición 
necesaria del segundo, y el segundo confiere al 
primero su sentido: el sentido que ya está antici-
pado en cada argumento” (Apel, 1985, II: 409). 
Por un lado, la comunidad real de comunicación 
y la comunidad ideal de comunicación ponen de 
manifiesto una tensión conflictiva entre lo real y 
lo ideal; por otro lado, se presupone a priori que 
la relación dialéctica entre ambas comunidades 
puede ser superada, en la medida que la comu-
nidad real de comunicación tenga como horizon-
te último la realización de la comunidad ideal de 
comunicación, y que se tienda a la realización de 
la comunidad ideal de comunicación en la comu-
nidad real de comunicación.

De acuerdo con lo expuesto, queda claro que 
los interlocutores discursivos pueden comprobar, 
mediante una reflexión estricta sobre la situación 
argumentativa, que son miembros tanto de una 
comunidad real de comunicación, en la que nos 
socializamos, como de una comunidad ideal de 
comunicación, que anticipamos contrafáctica-
mente cada vez que argumentamos en serio -es 
decir, cada vez que intervenimos en una argu-
mentación con pretensión de validez intersubje-
tiva, orientada al consenso.

La comprobación reflexiva de esta doble estruc-
tura ineludible e inherente a todo argumentar en 
serio, es interpretada como un hecho de razón 
que permite superar el solipsismo metódico de la 
filosofía clásica de la conciencia y avanzar hacia 
una fundamentación última de la ética; muestra, 
además, que los seres humanos, en tanto que in-
terlocutores discursivos, somos dependientes de 
esta doble estructura constitutiva que nos obliga, 
por un lado, a tomar en cuenta en nuestras ac-
ciones y decisiones determinadas suposiciones 
necesarias y no contingentes de la situación ar-
gumentativa -pretensiones de comprensibilidad, 
verdad, veracidad y corrección (Habermas, 1971: 
110; 1998: 391ss.)- y, por otro lado, a considerar 
explícitamente los condicionamientos históricos y 
las implicancias materiales y culturales del mun-
do de la vida. Los interlocutores discursivos, en 
tanto que miembros de la comunidad real de co-

municación, se perciben, por un lado, como seres 
empíricos, pertenecientes a una comunidad his-
tórica y cultural particular, que usan un determi-
nado lenguaje, poseen determinadas necesida-
des biológicas, psíquicas y culturales, etcétera; y 
por otro lado, en tanto que utilizan argumentos 
con pretensión de validez universal, trascienden 
los límites contingentes de la comunidad particu-
lar de pertenencia y se saben miembros de una 
comunidad ideal de comunicación. 

Esta doble pertenencia comunitaria implica una 
doble obligación moral, a saber: en nuestras ac-
ciones y decisiones debemos orientarnos tanto 
por las pretensiones universales de validez, pro-
pias de la comunidad ideal de comunicación, 
como también por la idea de cooperar responsa-
ble y solidariamente en la satisfacción de las ne-
cesidades propias de los miembros de la comuni-
dad real de comunicación, esto es: de las nece-
sidades de seres empíricos -biológica, psíquica y 
culturalmente condicionados. 

El principio moral de la formación discursiva de 
consenso, que es la clave de la ética discursiva, 
funciona como idea regulativa en los discursos 
prácticos, en el sentido de que los argumentan-
tes deben tener en cuenta en sus deliberaciones 
todas las necesidades que puedan ser articula-
das discursivamente, y no deben excluir de la 
argumentación los intereses legítimos de ningún 
interlocutor: ni los de aquellos que pueden parti-
cipar fácticamente -aquí y ahora- en el discurso 
práctico, ni los de aquellos que ya no pueden ar-
gumentar, que aún no pueden argumentar o que, 
por distintas razones, no pueden hacerlo tempo-
rariamente. 

2.2 	 Los discursos prácticos

Los discursos prácticos son procedimientos que 
los interlocutores discursivos utilizan para tema-
tizar y resolver los problemas concretos relacio-
nados con el cuestionamiento de determinadas 
pretensiones de validez. Cuando en el mundo de 
la vida la acción comunicativa se interrumpe o, 
incluso, se cancela, los interlocutores discursivos 
pueden intervenir en un discurso práctico para 
tematizar sus disensos y conflictos, con el fin de 
lograr un consenso sobre la base de la imparcia-
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lidad. Para la ética del discurso, el principio moral 
no se circunscribe, en sentido kantiano, a que yo 
pueda querer que la máxima de acción subjetiva 
se convierta en ley universal, sino que, en vista 
de la validación de las normas morales, exige de 
los argumentantes tanto que den su asentimiento 
a los resultados del discurso, como que aprueben 
las consecuencias directas e indirectas que se si-
guen del cumplimiento generalizado de la norma 
consensuada (Apel, 1988: 122s.). Entre los ras-
gos distintivos del discurso práctico, en tanto que 
procedimiento racional de resolución de preten-
siones de validez cuestionadas, se cuentan los 
siguientes: la libertad e igualdad de los interlocu-
tores, la exclusión de la violencia -en los discur-
sos prácticos sólo vale la fuerza de los mejores 
argumentos- (Habermas, 1998: 45), la simetría 
y la inclusión radical de todos los interlocutores 
afectados (Michelini, 2008).

La ética del discurso, si bien exige la instituciona-
lización de los discursos prácticos en todos los 
niveles de interacción, no ofrece una fundamen-
tación de normas materiales ni propone valores 
sustantivos, y delega la solución de problemas 
concretos a la responsabilidad de los afectados 
(o, dado el caso, de sus representantes). En este 
sentido, la ética discursiva sostiene que, en tanto 
que miembros de la comunidad meta-institucional 
de la argumentación, hemos reconocido ya siem-
pre -de hecho, o al menos contrafácticamente- 
una co-responsabilidad que nos vincula origina-
ria y solidariamente con todos los otros posibles 
miembros de una comunidad de argumentación, 
tanto para la percepción y el reconocimiento de 
los intereses legítimos como para una evaluación 
imparcial de los mismos. La ética del discurso, en 
tanto que ética de la corresponsabilidad solidaria, 
es así radicalmente inclusiva: toma en cuenta to-
dos los intereses y las necesidades de todos los 
real o virtualmente afectados.

A diferencia del imperativo categórico, que por 
sus características de incondicionalidad y riguro-
sidad exige actuar sin tomar en consideración las 
consecuencias de la acción, y no deja lugar a las 
excepciones, el principio moral de solución dis-
cursiva de disensos y conflictos no es inflexible; 
el principio moral no debe ser aplicado en forma 
directa y absoluta en todas las situaciones y los 

contextos de acción. Hay situaciones en que el 
principio del discurso (esto es, la búsqueda de 
una solución consensuada de los conflictos entre 
todos los afectados) no es aplicable, o su apli-
cación no es exigible, porque los interlocutores 
discursivos deben asumir su responsabilidad, por 
ejemplo, frente a los sistemas de autoafirmación 
(como la familia o un partido político). Aquí es 
donde entra en acción la denominada parte “B” 
de la ética discursiva, es decir, el principio de apli-
cación responsable orientado a la tematización 
de los condicionamientos fácticos y sistémicos.

2.3 	 La ética discursiva como ética de 
la corresponsabilidad solidaria no 
rigorista

En opinión de Apel, con la ética del discurso ha 
irrumpido la auténtica ‘ética de la responsabilidad’, 
puesto que “lo decisivo no es la ‘buena voluntad’, 
sino que lo bueno acontezca” (Apel, 1985, II: 406, 
nota 111; Michelini, 2011). La ética del discurso se 
autocomprende así como una ética de la respon-
sabilidad o de la corresponsabilidad solidaria. La 
responsabilidad se articula en distintos niveles: 
por un lado, hay una responsabilidad de todos los 
interlocutores discursivos para con todos seres 
racionales, que Apel denomina corresponsabili-
dad primordial. Este tipo de responsabilidad está 
anclada en una reflexión pragmático-trascenden-
tal y fundamenta la igualdad y reciprocidad de 
todos los interlocutores discursivos en la comuni-
dad ideal de comunicación.

Además, hay una responsabilidad de los argu-
mentantes en el discurso, la cual remite a la coo-
peración de los interlocutores discursivos en la 
fundamentación de las normas morales. En el 
ámbito del discurso práctico, los interlocutores 
discursivos son corresponsables en la tarea de 
comprobar la corrección de las normas morales 
concretas y de examinar su adecuación a la situa-
ción y al contexto de interacción. En el ámbito de 
la aplicación referida a la historia hay responsabi-
lidades inherentes no solamente a las relaciones 
individuales y profesionales, sino también a las 
coerciones fácticas y sistémicas (vinculadas, por 
ejemplo, con la política, la economía, el derecho 
positivo, etcétera) y las generadas por la respon-
sabilidad por la institucionalización del discurso 
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en el mundo de la vida, es decir, en la comunidad 
real de comunicación.

La ética discursiva afirma que sólo aquellos 
enunciados que logran superar el filtro del discur-
so argumentativo pueden ser considerados como 
intersubjetivamente vinculantes. Sin embargo, la 
exigencia de intervenir en discursos reales tiene, 
en muchos casos, un precio elevado. Por ejem-
plo, pagaría un precio muy alto quien pretendiera 
llevar adelante un discurso orientado al consen-
so frente a quien sólo obrara estratégicamente o 
hiciera uso de la violencia, en lugar de aportar 
buenas razones. En muchas situaciones y con-
textos no es posible actuar de forma razonable y 
responsable según el principio ético-comunicati-
vo que exige la solución discursiva de disensos y 
conflictos. A causa de ello, en algunos casos, la 
acción “estratégica contra-estratégica” (Kettner, 
1992: 346ss.) es no sólo una posibilidad válida, 
sino también una obligación moral, puesto que en 
el mundo de la vida no siempre están dadas las 
condiciones de aplicabilidad del principio moral 
y, a causa de ello, en algunos casos el principio 
moral puede ser incluso no exigible.

Para aquellas situaciones o contextos en que no 
están dadas las condiciones mínimas para la de-
terminación de la validez de las normas y su libre 
seguimiento (por ejemplo, donde aún no esté vi-
gente un estado de derecho), la parte “B” de la 
teoría ético-discursiva, en tanto que ética de la 
responsabilidad referida a la historia, propone 
un principio de complementación hermenéuti-
co-teleológico, el cual permite articular la racio-
nalidad ético-comunicativa con la racionalidad 
estratégica. Este principio -que toma en cuenta 
los aspectos contextuales y situacionales, y que 
complementa el principio del consenso universal 
de la comunidad ideal de comunicación- puede 
ser explicitado aproximadamente del siguiente 
modo: tanta racionalidad comunicativa como sea 
posible, tanta racionalidad estratégica como sea 
necesaria (Apel, 1988: 168; Apel: 1992: 36). La 
primera parte del enunciado de este principio 
hace referencia a la exigencia de intervenir dia-
lógicamente, en todo lo que sea posible, para la 
solución justa de un disenso o conflicto, mientras 
que la segunda parte exige actuar con respon-
sabilidad en vista de consecuencias que pueden 

poner en juego cuestiones básicas vitales (como 
la supervivencia y la autoafirmación de los indivi-
duos). Esto último puede implicar que los indivi-
duos suspendan parcialmente la racionalidad co-
municativa y hagan un uso provisorio legítimo de 
la racionalidad estratégica, actuando contra-es-
tratégicamente. 

En vista de que el principio formal-deontológico 
en algunos casos puede no ser aplicable y, en 
otros, no ser exigible, la ética discursiva se au-
tocomprende como una ética de la correspon-
sabilidad solidaria no rigorista. Claro está que, 
abandonar parcial y provisoriamente el principio 
discursivo tampoco es una decisión enteramente 
monológica, puesto que tiene que sostenerse -de 
alguna manera, y aunque sea en forma limitada- 
en un discurso práctico, es decir: no se trata de 
una acción arbitraria, sino de una decisión que 
puede ser legitimada con buenas razones en el 
contexto de la comunidad ilimitada de comunica-
ción. El principio formal-deontológico desempe-
ña siempre el papel de una idea regulativa para 
la práctica y la toma de decisiones de los inter-
locutores discursivos. Dicho de otro modo: aún 
en aquellas circunstancias difíciles, en las que 
sea necesario apelar al auxilio de la racionalidad 
estratégica, hay que interactuar en el sentido de 
la articulación responsable de la comunidad ideal 
de comunicación con la comunidad real de comu-
nicación, esto es: no se debe abandonar nunca el 
principio de resolución consensual de conflictos 
como último horizonte de interacción para el lo-
gro de decisiones justas. 

3. Categorías ético-discursivas 
útiles para abordar la problemática 
del aborto

En sus intervenciones argumentativas, los inter-
locutores discursivos hacen necesariamente -de 
forma explícita, o contrafácticamente- dos tipos 
de presuposiciones. Por un lado, realizan ciertas 
idealizaciones, como las siguientes: se recono-
cen como interlocutores libres e iguales, con los 
mismos derechos; aún en situaciones de disenso 
y conflicto pueden llegar a un entendimiento ra-
zonable; reconocen que nadie debe ser excluido 
de la comunidad ilimitada de comunicación; para 
alcanzar un consenso deben renunciar al uso de 
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cualquier tipo de la violencia, etcétera. Por otro 
lado, los interlocutores discursivos presuponen 
necesariamente que son seres finitos e interde-
pendientes, que poseen un cuerpo (Maliandi, 
1998) y están sujetos a las consiguientes nece-
sidades materiales, que son seres biológica, psi-
cológica y culturalmente condicionados, que po-
seen aspiraciones e intereses diversos, etcétera.

Teniendo en cuenta estas suposiciones que ex-
plícita o implícitamente reconocen los interlocuto-
res discursivos, en tanto que miembros de la co-
munidad ideal y de la comunidad real de comuni-
cación, es posible determinar algunas categorías 
lógico-teóricas y bio-psico-sociales de utilidad 
para abordar luego la problemática del aborto.

3.1 	 Categorías lógico-teóricas

3.1.1 La idea de persona interpretada como 
interlocutor discursivo

El concepto de persona suele utilizarse para ha-
cer referencia tanto a personas humanas como 
no-humanas. En el marco de la teología cristia-
na se habla, por ejemplo, de personas divinas, 
comunicativas pero no corporales, mientras que 
Singer sostiene que es posible considerar a de-
terminados animales como personas (Singer, 
1995: 145). 

La ética del discurso interpreta que las “personas 
humanas” son seres lingüística y comunicativa-
mente competentes. En tanto que capaces de 
lenguaje y comunicación, las personas pueden 
desempeñarse como seres dialógicos e interlo-
cutores discursivos. A diferencia del desempeño 
dialógico que los interlocutores ponen en práctica 
cuando interactúan con sentido y de modo más o 
menos razonable en el mundo de la vida, sin que 
se cuestionen las pretensiones de validez que 
se elevan en cada caso, el desempeño discur-
sivo implica una interacción reflexiva, en la que 
los argumentantes tematizan las pretensiones de 
validez cuestionadas, y deben estar dispuestos a 
dar, recibir y exigir razones que sean accesibles 
a todos los afectados. El desempeño discursivo 
implica además que los afectados deben no sólo 
asentir las normas que orientarán la interacción, 
sino también poder aceptar libre y responsable-

mente las consecuencias previsibles del segui-
miento general de la norma aceptada como vá-
lida. 

3.1.2 Inclusión radical

Los interlocutores discursivos presuponen que 
los discursos prácticos son el único procedi-
miento apto para la interpretación adecuada de 
las aspiraciones, las necesidades y los intereses 
de los argumentantes, así como el único medio 
para resolver de forma justa los disensos y con-
flictos, puesto que los discursos prácticos son 
radicalmente inclusivos: ningún interlocutor -real 
o virtual- debe ser excluido de la comunidad de 
argumentación, ni ningún interés de los argumen-
tantes debe ser desconocido sin buenas razones 
(Velasco, 2013: 70ss.). La inclusión radical de to-
dos los argumentantes asegura que las normas 
de interacción que deben seguir los interlocutores 
discursivos posean legítimamente una pretensión 
de validez intersubjetiva, porque provienen de la 
voluntad autónoma de los participantes en el dis-
curso y remiten a su corresponsabilidad solidaria. 

3.1.3 Corresponsabilidad solidaria universal

Corresponsabilidad solidaria universal significa 
que los interlocutores discursivos poseen una res-
ponsabilidad no sólo personal o profesional, sino 
también de todos para con todos los argumen-
tantes y para con toda necesidad o todo interés 
legítimo. La corresponsabilidad solidaria implica 
que todos los interlocutores deben tratarse como 
iguales, comprometerse en la institucionalización 
de discursos prácticos orientados al consenso 
para dirimir de forma justa todos los asuntos re-
levantes que los afecten, y hacerse cargo, tanto 
de contribuir a la transformación de la realidad 
en el sentido expresado en el principio regulativo 
de la realización de la comunidad ideal de comu-
nicación en la comunidad real de comunicación, 
como de colaborar responsablemente en la im-
plementación de la estrategia emancipatoria de 
supervivencia del género humano.

3.2 	 Presupuestos bio-psico-culturales

Quienes participan en un discurso práctico y re-
flexionan de forma estricta sobre los presupues-
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tos de la situación argumentativa presuponen 
necesariamente no sólo condiciones lógico-for-
males, sino también condiciones bio-psico-cultu-
rales, entre las cuales se cuentan, por ejemplo, 
todas las necesidades relacionadas con la su-
pervivencia biológica y la vida social. Los interlo-
cutores discursivos pueden determinar fehacien-
temente en un discurso práctico que uno de los 
presupuestos básicos para poder desempeñarse 
como tales es la vida humana. En efecto, la vida 
humana representa una condición necesaria, 
aunque no suficiente, para que los seres huma-
nos puedan desempeñarse como seres lingüísti-
ca y comunicativamente competentes y, en última 
instancia, como seres morales.

La corporalidad es asimismo relevante desde un 
punto de vista moral, puesto que es condición 
existencial de posibilidad para la adquisición de 
aquellas cualidades lingüísticas y lógico-formales 
que tornan posible el desempeño argumentativo 
de los interlocutores discursivos. Sin la estructu-
ra bio-psico-social, características de la corpora-
lidad humana, los interlocutores discursivos no 
podrían intervenir en un discurso práctico como 
argumentantes y, por ende, no podrían autocom-
prenderse reflexivamente como seres morales. 
Además, la estructura bio-psico-social de la vida 
humana y del cuerpo humano hace que los in-
terlocutores discursivos se perciban como seres 
finitos, sujetos a condicionamientos biológicos, 
psicológicos y sociales en el marco de una co-
munidad ilimitada de comunicación.

4. Los presupuestos teórico-
metodológicos de la ética 
discursiva y la cuestión del aborto

En lo que sigue, quisiera abordar dos cuestiones 
fundamentales en relación con la articulación de 
los presupuestos teórico-metodológicos de la éti-
ca del discurso y su relevancia para una reflexión 
moral sobre la problemática del aborto. Estas 
cuestiones se refieren a que, desde una perspec-
tiva ético-discursiva, es posible fundamentar, por 
un lado, el principio moral de no interrupción de 
la vida humana inicial y, por el otro, la legitimidad 
de la no-aplicabilidad o no-exigibilidad de dicho 
principio en determinados contextos y situacio-
nes de interacción. Ambas fundamentaciones las 

presento y explicito en las dos tesis siguientes, a 
saber:

a) La interrupción arbitraria de la vida humana 
en el estadio inicial de desarrollo -independien-
temente de que dicha práctica sea socialmente 
aceptada y esté legitimada jurídica y políticamen-
te- es, por principio, una práctica injusta.

b) El principio moral que exige no interrumpir ar-
bitrariamente la vida humana en el estadio inicial 
de desarrollo no debe ser aplicado en forma ri-
gorista, puesto que hay condicionamientos histó-
ricos -situacionales y contextuales- que pueden 
acotar o impedir su aplicación directa e irrestricta, 
o hacer que el principio no sea exigible.

4.1 	 El aborto como práctica injusta

De acuerdo con las características señaladas en 
la parte “A” de fundamentación de la ética del dis-
curso, puede afirmarse que la interrupción arbi-
traria de la vida humana en el estadio inicial de 
desarrollo es -por principio- una práctica injusta, 
por las siguientes razones.

Dado que quien argumenta reconoce todas las 
exigencias virtuales de todos los miembros (ac-
tuales o virtuales) de la comunidad ilimitada de 
comunicación que pueden justificarse mediante 
argumentos, los interlocutores discursivos que 
efectivamente pueden participar en un discurso 
práctico están obligados moralmente “a tener en 
cuenta todas las exigencias virtuales de todos los 
miembros virtuales” (Apel, 1985, II: 403). En este 
sentido, la interrupción arbitraria de la vida huma-
na en devenir implica excluir de forma irreversible 
de la comunidad ilimitada de comunicación a al-
gunos interlocutores virtuales. 

Además, dado que los interlocutores discursivos 
presuponen en sus intervenciones tanto una co-
munidad real como una comunidad ideal de co-
municación, los argumentantes están obligados 
moralmente no sólo a realizar la comunidad ideal 
de comunicación en la comunidad real de comu-
nicación, sino también a “asegurar la superviven-
cia del género humano” (Apel, 1985, II: 409) en 
tanto que comunidad real de comunicación. En 
el contexto de la teoría ético-discursiva, la acción 
de asegurar la supervivencia del género humano 
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tiene un carácter emancipatorio: quienes parti-
cipan en un discurso práctico son responsables 
de asegurar las condiciones de vida de todos los 
interlocutores discursivos, tanto actuales como 
virtuales (Böhler, 2013).

En síntesis, desde los parámetros teórico-me-
todológicos de la ética discursiva y en vista de 
aquellas instancias que los argumentantes pre-
suponen -conciente o inconcientemente- cada 
vez que intervienen en un discurso práctico, los 
interlocutores discursivos pueden percatarse re-
flexivamente que la vida humana en devenir no 
debe ser interrumpida arbitrariamente, puesto 
que es conditio sine qua non de la existencia de 
interlocutores discursivos y de una comunidad 
de seres morales. Cuidar y conservar la vida hu-
mana en devenir y las condiciones económicas, 
sociales y culturales que permiten su desarrollo 
es un deber moral de todo interlocutor discursivo. 
La interrupción arbitraria de la vida humana en el 
estadio inicial de desarrollo debe ser considera-
da -por principio- una práctica injusta. Un ejemplo 
de interrupción arbitraria de la vida humana inicial 
sería la determinación autárquica y decisionista 
de una mujer que decide abortar sin aportar bue-
nas razones para ello y sin consulta previa a otros 
afectados (por ejemplo, a la pareja), en caso que 
ello sea factible y que, del mismo modo, no haya 
buenas razones para evitar o suspender esta 
consulta.

4.2 	 Corresponsabilidad solidaria no 
rigorista

La ética del discurso sostiene que los condicio-
namientos histórico-culturales y las situaciones 
personales que se dan en la comunidad real de 
comunicación pueden acotar o incluso impedir 
la aplicación responsable del principio moral, 
reconocido como universalmente válido e inter-
subjetivamente vinculante. En los casos en que 
la aplicación del principio moral se vea afectado 
por dichos condicionamientos, los interlocutores 
discursivos pueden actuar de forma estratégica, 
sin lesionar la validez del principio moral.

Los interlocutores discursivos saben que el prin-
cipio moral no debe ser aplicado con todo rigor, 
en toda situación y en todo contexto; pueden per-

cibir reflexivamente que hay situaciones y contex-
tos en que el principio puede no ser aplicable en 
forma simple y directa, o que su aplicación pue-
de no ser exigible. Al tomar en cuenta no sólo la 
exigencia del principio moral formal, inherente a 
la comunidad ideal de comunicación, sino tam-
bién los condicionamientos histórico-culturales y 
situacionales de su aplicación en el marco de la 
comunidad real de comunicación, los interlocuto-
res discursivos actúan en el horizonte de una éti-
ca de la corresponsabilidad solidaria no rigorista. 
Esto significa que ellos interpretan la dialéctica 
entre la orientación ideal y la realización concreta 
de las normas morales del siguiente modo: aun-
que el principio moral nunca pierde su validez y 
siempre debe ser tenido en cuenta como horizon-
te último de la acción (aún en las circunstancias 
que no pueda ser aplicado o su aplicación no sea 
exigible), hay situaciones y contextos en que el 
principio moral no sólo no puede, sino que inclu-
so no debe ser aplicado.

Relacionado con la problemática del aborto, des-
de la ética del discurso en tanto que teoría éti-
ca de la corresponsabilidad solidaria no rigorista 
puede sostenerse que, en determinadas circuns-
tancias y contextos de interacción, el principio 
que exige no interrumpir voluntariamente la vida 
humana en el estadio inicial de desarrollo puede 
no ser aplicable, o su aplicación no ser exigible.

Un caso de no-aplicabilidad del principio moral 
estaría dado, por ejemplo, si un gobierno, por ra-
zones de Estado, no permitiera tener más que un 
hijo, y que violar tal disposición implicara para la 
mujer que corra peligro su vida o que sea seve-
ramente penalizada. Enfrentada a tales condicio-
nes, la mujer que decida abortar no lesionaría la 
validez del principio moral, porque decide y actúa 
en el marco de una situación de aplicabilidad res-
tringida. 

Un ejemplo de no-exigibilidad del principio moral 
estaría dado en el caso de que una mujer, a cau-
sa de una enfermedad grave, tuviera que optar 
entre salvar su vida o la del feto. En tal caso, el 
principio moral que obliga a no interrumpir arbi-
trariamente la vida humana en el estadio inicial 
de desarrollo no es exigible, aunque la mujer 
puede decidir legítimamente, por convicción pro-
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pia, continuar con el embarazo aún a costa de 
su vida.

Todo ello tiene también consecuencias para la 
cuestión jurídica de la despenalización: en algu-
nos casos, la despenalización estaría justifica-
da, pero no podría justificarse moralmente una 
despenalización general y sin restricciones de 
cualquier interrupción voluntaria de la vida hu-
mana en el estadio inicial de desarrollo. Si bien 
los ejemplos mencionados no son casos extra-
ños a la realidad que percibimos a diario en el 
mundo de la vida, es sabido que a menudo las 
situaciones en la vida cotidiana son más comple-
jas y conflictivas, casi siempre dramáticas y no 
pocas veces dilemáticas. En vista de la realiza-
ción de la comunidad ideal de comunicación en 
la real, todo ello no nos dispensa de la exigencia 
moral de contribuir responsable y solidariamente 
en la transformación de las condiciones fácticas 
halladas, que hacen no aplicable o no exigible el 
principio moral.

En síntesis: La realización de discursos prácticos 
con la participación de todos los afectados, como 
procedimiento para la tematización pertinente de 
problemas particulares y la resolución justa de di-
sensos y conflictos específicos relacionados con 
la interrupción de la vida humana en el estado 
inicial de desarrollo, tal como lo propone la ética 
del discurso, sigue siendo, en mi opinión, una de 
las propuestas teóricas más racionales y razona-
bles que podemos tener a la vista los miembros 
corresponsablemente solidarios de la comunidad 
ilimitada de comunicación cuando se trata de fun-
damentar y aplicar el principio moral en situacio-
nes y contextos históricos signados por la incerti-
dumbre, la finitud y la conflictividad. 
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Solidaridad relacional: una manera de abordar el derecho a la asistencia 
sanitaria

Relational solidarity: a way to approach the right to healthcare

Ricardo Páez Moreno*

Resumen

La atención de la salud es un derecho humano consignado en la legislación de los países democráticos, cuya 
concreción en la práctica tiene varias limitaciones, sobre todo en países de mediano o bajo ingreso. No obstante 
México pertenece a la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos, los distintos indicadores 
revelan que tiene uno de los niveles más bajos en la atención de la salud. La bioética ha abordado este problema 
principalmente desde el cumplimiento del derecho a la asistencia sanitaria. Sin embargo, hacen falta abordajes 
bioéticos complementarios al de los derechos, más cercanos a la vida diaria y los contextos de las personas, que 
contribuyan a conseguir el acceso a la atención de la salud, tales como el de solidaridad. A partir de un enfoque 
relacional de solidaridad o de solidaridad política, que tome en cuenta tres distintos niveles de solidaridad: el 
interpersonal, las prácticas grupales y las manifestaciones institucionales o legales; y tres aspectos clave en las 
relaciones humanas: las prácticas, los conocimientos y los factores emotivos o emocionales, este trabajo plantea 
un modo complementario de acceder al derecho a la asistencia sanitaria y una posible aplicación.

Palabras clave: solidaridad, justicia, derecho a la asistencia sanitaria, autonomía, estado.

Abstract

Health care is a human right that is included in the legislation of democratic countries. In practice, however, the 
application of these laws has several limitations, especially in countries of low- to middle-income. Even though 
Mexico belongs to the Organisation for Economic Co-operation and Development, various indicators show that 
this country has one of the poorest levels in health care. Bioethics has addressed this problem mainly based on 
the fair distribution of scarce resources. However, new bioethical approaches complementary to human rights are 
needed, closer to the daily life and context of people, such as solidarity. This study approaches the problem from 
a relational approach of solidarity or political solidarity, taking into account three different tiers: interpersonal level, 
group practices and contractual and legal manifestations; and three key aspects in human relations: practices, 
knowledge, and emotional or emotive factors. It also proposes a complementary way to access the right to health 
care, as well as a possible application.

Keywords: solidarity, justice, right to healthcare, autonomy, state.

Resumo

A assistência à saúde é um direito humano estabelecido na legislação dos países democráticos, o qual, na 
prática, tem várias limitações, especialmente em países de baixa e média renda. ​Ainda que o México pertença à 
Organização para a Cooperação Econômica e Desenvolvimento, os diferentes indicadores mostram que tem um 
dos níveis mais baixos nos cuidados em saúde. ​A Bioética ​tem abordado este problema, principalmente, quanto 
ao direito de assistência à saúde. No entanto, são necessárias novas abordagens bioéticas complementárias 
aos direitos humanos, mais próximas da vida diária e dos contextos individuais, tais como a solidariedade. A 
partir de uma abordagem relacional de solidariedade ou de solidariedade política, levando em consideração três 
diferentes níveis: interpessoal, práticas de grupo e manifestações institucionais ou legais; e três aspectos-chave 
nas relações humanas: práticas, conhecimentos e fatores emotivos ou emocionais, este estudo propõe uma forma 
complementária de acesso ao direito à saúde e uma possível aplicação.

Palavras-chave: solidariedade, justiça, direito a cuidados de saúde, autonomia, estado.
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Introducción
El derecho a la asistencia sanitaria es una de las 
conquistas de la humanidad que se remonta al 
surgimiento del Estado de Bienestar. Está con-
signado en el artículo 25 de la Declaración Uni-
versal de los Derechos Humanos (ONU 1948), y 
garantizado por la máxima legislación mexicana 
en el artículo cuarto de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos (SEGOB 2014). 
Sin embargo, es un derecho que está aún distan-
te de ser cumplido, sobre todo en los países de 
mediano o bajo ingreso. En México existen entre 
20 y 25 millones de mexicanos sin protección de 
la salud (INSP 2012). Una de las principales ra-
zones es el bajo presupuesto destinado a este 
rubro, siendo uno de los más bajos de la OCDE 
(OECD 2014). No obstante el Seguro Popular ha 
contribuido a aumentar las cifras de cobertura, 
las intervenciones que ofrece son muy limitadas.

Una de las principales líneas de reflexión bioéti-
ca de este problema ha sido la justa distribución 
de recursos, cuya fundamentación radica en la 
exigencia individual del derecho a la asistencia 
sanitaria (Páez 2002). El sujeto de dicha reinvin-
dicación es la persona autónoma y libre, capaz 
de tomar conciencia y exigirlo. Sin embargo, el 
abordaje desde los derechos olvida las relaciones 
establecidas por los sujetos y los contextos que 
condicionan mucho de su actuar. La autonomía 
está limitada por varios factores ajenos al sujeto 
que si no son tomados en cuenta, se configura a 
manera de reclamos parciales que no alteran las 
relaciones injustas establecidas por los sistemas 
económicos o políticos que hacen que mucha 
gente no tenga acceso a la atención de su salud 
(Baylis, Kenny y Sherwin 2008; Solomon 2013).

Una manera alternativa de acceder al derecho a 
la asistencia sanitaria es la solidaridad. Si bien la 
solidaridad ha sido poco trabajada en la bioéti-
ca, el reporte realizado por el Nuffield Council on 
Bioethics (Prainsak y Buyx 2013) es de gran re-
levancia al respecto, al ofrecer un concepto ope-
rativo de solidaridad en tres niveles de acción: el 
interpersonal, el de prácticas colectivas o grupa-
les y el institucional o de normas contractuales. 
Tiene que ver con prácticas compartidas que re-
flejan un compromiso personal o colectivo para 

llevar los “costos” (financieros, sociales, emo-
cionales u otros) de asistir a otros. Sin embargo, 
la solidaridad vista desde el ángulo relacional o 
político, considera además otros importantes as-
pectos de las relaciones humanas, tales como 
las prácticas concretas, lo emocional o afecti-
vo y los conocimientos. El primer aspecto tiene 
que ver con el lugar de ubicación, las relaciones 
y los compromisos entablados. El segundo, con 
las disposiciones emotivas que se dan cuando 
una comunidad tiene satisfechas por el Esta-
do sus necesidades básicas y ha sido educada 
al respecto, por ejemplo, lealtad, reciprocidad, 
confianza, etc. (Krishnamurthy 2013). También 
aquellas disposiciones que surgen naturalmente 
como producto de la cultura de ciertos pueblos, 
aunque éstos vivan en condiciones de explota-
ción. Tal es el caso de la unión, la lealtad y la 
confianza existente en los pueblos originarios de 
México. El tercero se relaciona con la toma de 
conciencia de aquellos factores por los que una 
población es sometida a desventajas de manera 
sistemática (o los llamados determinantes socia-
les de la salud), y por lo tanto se pregunta desde 
qué áreas y a qué colectivos es más importante 
atender (Powers y Faden 2006; Commission on 
Social Determinants of Health 2008).

El objetivo de este trabajo de demostrar cómo la 
solidaridad, particularmente la relacional o polí-
tica, es un camino alternativo y complementario 
a la exigencia del cumplimiento del derecho a la 
asistencia sanitaria. Esto sobre todo en lugares 
como México, donde aún existen importantes ca-
rencias en el cumplimiento de este derecho, en 
buena parte condicionada por factores estructu-
rales de injusticia subyacentes. Para ello se parti-
rá de una serie de datos sobre el incumplimiento 
del derecho a la asistencia sanitaria en México. 
Se presentará el abordaje bioético basado en de-
rechos con sus aportes y límites. En seguida se 
planteará la solidaridad relacional como un cami-
no alternativo y complementario. Finalmente se 
presentarán algunas propuestas para la concreti-
zación de esta última.

En países como México donde el tejido social ha 
sido sumamente lacerado por diversos factores 
estructurales, es del todo importante construir la 
solidaridad a partir de prácticas a diversos nive-
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les y desde factores emocionales y cognitivos, en 
vistas a ayudar al cumplimiento del derecho a la 
asistencia sanitaria.

1. Datos sobre el incumplimiento 
del derecho a la asistencia sanitaria 
en México

Las grandes instituciones que han proporcionado 
salud a la mitad de la población mexicana son el 
Instituto Mexicano del Seguro Social (IMSS) que 
tiene aproximadamente 48 millones de afiliados, 
el Instituto de Seguridad y Servicios Sociales 
para los Trabajadores del Estado (ISSSTE) que 
atiende a cerca de 11 millones de personas, y los 
organismos homólogos de los gobiernos estata-
les con aproximadamente 1.5 millones de dere-
chohabientes. Petróleos Mexicanos y el Instituto 
de Seguridad Social para las Fuerzas Armadas 
Mexicanas son regímenes especiales de seguri-
dad social y atienden a 1.5 millones de personas. 
Toda esta población puede clasificarse como 
asegurada. El resto de población no asegurada, 
es atendida por el Sector Salud a través del Siste-
ma de Protección Social en Salud. Los sistemas 
Estatales de Salud, el programa IMSS - Oportuni-
dades, así como diversas instituciones federales 
proveen servicios a la población no asegurada. 
La población total con acceso a servicios públi-
cos de salud es de casi 78 millones de personas. 
El resto de la población se atiende con servicios 
privados (PNUD 2011). En cifras relativas, se tie-
ne que la cobertura en el 2010 se estimaba en 
80% de los cuales 38% correspondían al IMSS, 
9% al ISSSTE, 2% a PEMEX, 2% a las Fuerzas 
Armadas y 3% a los Seguro Médico Privados. El 
restante 20% se supone cubierto por la Secre-
taría de Salud mediante cuotas de recuperación.

Aunque era una meta del gobierno federal para el 
2012, México no ha logrado alcanzar la cobertu-
ra universal, y menos aún de calidad. El Seguro 
Popular1 ha logrado disminuir los gastos empo-
brecedores en salud sobre todo en la población 
no asegurada, pero está muy lejos de equiparase 
con la seguridad social. Este seguro cobra una 

1	 Esquema de aseguramiento público que opera por una 
cuota social proveniente de la federación y de los esta-
dos, así como una cuota familiar. Ofrece una serie de be-
neficios siempre y cuando estén dentro de la cobertura 
otorgada.

cuota de inscripción y se limita a 255 servicios 
médicos y 285 medicamentos. Las intervencio-
nes médicas que ofrece tienen un carácter bá-
sicamente preventivo, sin dirigirse a tratar las 
enfermedades responsables de la morbilidad y 
mortalidad de la población. Y por último, repre-
senta una sobrecarga para los actuales servicios 
públicos de salud, que además de la política de 
abandono y desabasto que se ha tenido hacia 
estos, ahora tienen que solventar la atención del 
Seguro Popular. Todo esto sin adentrarse en el 
problema financiero que representa (Sánchez y 
Palomino 2005).

Según cifras del Consejo Nacional para la Eva-
luación de las Políticas Públicas de Desarrollo 
Social del 2012, en el espacio de los derechos 
sociales en México, había 86.9 millones de per-
sonas con alguna privación social, es decir, tres 
de cada cuatro ciudadanos. La carencia que más 
afectó a la población nacional fue la relacionada 
con el acceso a la seguridad social, pues 71.8 mi-
llones de personas (tres de cada cinco) presen-
taron esta privación: 31.8 millones de mexicanos 
no tuvo acceso a servicios de salud, ni públicos 
ni privados (CONEVAL 2012). Según la Encues-
ta Nacional de Salud y Nutrición, la cobertura de 
protección de la salud llega a cerca de 79% de 
mexicanos (INSP 2012). De manera general, la 
cobertura del 90 % que anunció el gobierno fede-
ral quedó reducida a un 48.3 % de los costos de 
hospitalización, medicinas y rehabilitación, debi-
do al desembolso que los mexicanos tienen que 
erogar para pagarse su salud (Díaz 2012).

Ateniéndose a las cifras, la crisis del sistema de 
salud mexicano es evidente, el cual se caracteri-
za por tener los porcentajes más bajos entre los 
países de la Organización para la Cooperación 
y el Desarrollo Económicos (OCDE) en cuanto a 
recursos destinados por el Estado para el sostén 
y mejoramiento de los servicios en salud:

•	 Desde 1960, México ha experimentado uno 
de los aumentos más grandes en cuanto a la 
expectativa de vida en la OCDE. Sin embar-
go, la esperanza de vida al nacer permaneció 
en 74.4 años en el 2012, poco más de cinco 
años por debajo del promedio de la OCDE.
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•	 El gasto en salud de México es del 6.2% del 
PIB, y el gasto promedio es del 9.3%; y el 
gasto por persona en salud fue de 1048 USD 
en 2012 comparado con el promedio de la 
OCDE que es de 3484. 

•	 El gasto de bolsillo fue de 45.2 por ciento del 
gasto en salud, comparado con 19 por ciento 
de la OCDE. 

•	 La cantidad de médicos por mil habitantes en 
2012 fue de 2.2, comparada con la cifra de 
3.2 de la OCDE.

•	 El número de camas disponibles en los hos-
pitales para el cuidado intensivo de la salud 
fue de 1.6 por cada mil habitantes en el 2012, 
frente al promedio de la OCDE de 4.8 camas 
por cada mil habitantes (OECD 2012).

Además desde una mirada crítica, el derecho a la 
asistencia sanitaria ha sido vulnerado por varios 
factores: el insuficiente presupuesto destinado 
por el Estado a este rubro, el modelo no unificado 
de sistema de atención sanitaria en el que cada 
institución realiza las funciones básicas de finan-
ciamiento, organización y administración de con-
sumo y provisión de salud (PNUD 2011), y por las 
reformas emprendidas por el sistema neoliberal 
con el fin de hacer más eficiente a la seguridad 
social (Homedes y Ugalde 2009; Tamez, Bodek y 
Eibenscutz 1995), pero que sólo han logrado irla 
entregando progresivamente al sector privado, 
sin aumentar su eficiencia y calidad de servicio.

En base a los datos anteriores, puede concluirse 
que la atención de la salud es un derecho huma-
no muchas veces incumplido en México. No obs-
tante la seguridad social y la Secretaría de Salud 
ofrecen un importante porcentaje de cobertura, la 
tendencia es a cubrir a la población sin atención 
sanitaria a través del Seguro Popular, cuya aten-
ción dista mucho para ser calificada como cum-
plimiento del derecho a la asistencia sanitaria.

2. El abordaje bioético de los 
derechos: aportes y limitaciones

Desde el punto de vista teórico, los derechos hu-
manos han sido un recurso muy utilizado para 
fundamentar el derecho a la salud o a la atención 

de la salud. Los derechos humanos tienen su 
origen a lo largo de la historia: de manera remo-
ta en las culturas griega y romana, y de manera 
próxima en las propuestas histórico-utópicas del 
derecho natural de los ilustrados. La Declaración 
de Virginia, en 1776, y sobre todo la Declaración 
francesa de los Derechos del Hombre y del Ciu-
dadano, de 1789, suponen las primeras concre-
ciones programáticas dentro del marco jurídico. 
En los estados de derecho liberales, el derecho 
a la asistencia sanitaria tiene su fundamento en 
las ideas iusnaturalistas que dan lugar a la for-
mulación de la primera generación de derechos 
humanos (civiles y políticos), que prescribe que 
al hombre le asiste por naturaleza el derecho a 
la salud y la integridad física. En este contexto el 
derecho a la salud es visto de manera negativa, 
considerándose que existe con anterioridad al 
contrato social y a la formulación de leyes positi-
vas, que deberían tenerlo en cuenta y protegerlo. 
El estado liberal asume una actitud minimalista 
frente a la iniciativa privada de los particulares, 
de la que dependerá la efectividad de los dere-
chos naturales protegidos, tales como el derecho 
a la atención médica.

En la segunda mitad del siglo XIX, bajo la influen-
cia del pensamiento social marxista, se desarrolla 
el movimiento obrero que aboga por los derechos 
de segunda generación (económicos, sociales y 
culturales), que se sustentan de forma positiva y 
no negativa para que puedan hacer factibles los 
derechos civiles y políticos. En conformidad con 
lo anterior, el derecho a la atención médica de-
berá depender de la iniciativa estatal y no de la 
privada. 

Frente al valor de la privacidad en la atención 
médica que dominaba a finales del siglo XIX, el 
derecho positivo a la asistencia médica adquiere 
su primera materialización práctica de peso con 
el triunfo de la Revolución Socialista y la iniciativa 
tomada por el estado soviético de desarrollar un 
sistema de salud que respondiera a las deman-
das del movimiento obrero y su ideología. En el 
sistema comunista los servicios médicos debían 
ser ofrecidos de manera gratuita a cada cual se-
gún sus necesidades. En el sistema capitalista se 
irá creando la necesidad de socializar también 
la medicina para que responda a las demandas 
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de atención sanitaria de sus fuerzas productivas, 
dando origen a la asistencia médica pública –a 
través de entidades de beneficencia, seguridad 
social y seguro médico- y la medicina preventiva 
del siglo XX. Estos logros adquieren expresión 
jurídica internacional en la Declaración Universal 
de los Derechos Humanos y los pactos firmados 
posteriormente para su observancia. Se recono-
ce el derecho de toda persona a la salud y se 
reconocen las medidas que deberán tomar los 
estados firmantes para hacerlo efectivo.

Después de estas iniciativas internacionales, se 
han sucedido otras que han sido sustantivadas 
por organizaciones sanitarias de carácter inter-
nacional y regional, como la Organización Mun-
dial de la Salud, la Asociación Médica Mundial, 
el Consejo de Europa y la Organización Paname-
ricana de la Salud. No obstante, la situación sa-
nitaria de dos terceras partes del planeta prueba 
que las políticas de salud de la mayoría de los es-
tados del hemisferio distan mucho de haber cum-
plido lo pactado, notándose grandes diferencias 
entre los países de alto y los de mediano o bajo 
ingreso. La perpetuación de un orden internacio-
nal injusto y la imposición del sistema neoliberal 
de manera global, obstaculizan grandemente el 
cumplimiento del derecho a la asistencia sanita-
ria. En los países de mediano o bajo ingreso, los 
programas en salud están distantes de cumplirse 
de manera universal y con estándares de digni-
dad. Es por ello la imperiosa necesidad de desa-
rrollar el derecho a la asistencia médica tomando 
como base la observancia de los derechos huma-
nos de tercera generación (derecho a la autode-
terminación de los pueblos, derecho al desarro-
llo, derecho al medio ambiente sano, derecho a 
la paz) sustentados en el valor de la solidaridad 
humana (Martínez 2008).

Muchos abordajes al problema de la falta de 
asistencia sanitaria han estado centrados en la 
óptica de los derechos, heredado de la ética clí-
nica y la ética de la investigación, y consonante 
con la cultura dominante moral y política en el 
mundo anglosajón. El problema con el enfoque 
en los derechos individuales, es que permite a 
los investigadores y políticos por igual, ignorar el 
contexto social y político como fuente de riesgos 
aumentados de enfermedad (Venkatapuram, Bell 

y Marmot 2012). Los derechos colectivos relacio-
nados con la justicia distributiva que se ocupa de 
la distribución de bienes cuantificables, ignoran 
a veces ciertas situaciones de desigualdad que 
ocasionan, en la vida real, que muchas personas 
se queden sin atención de la salud, tales como 
pertenecer a alguna etnia explotada, no tener ac-
ceso a la educación, pertenecer a algún grupo 
social marginado o estigmatizado, etc. Los abor-
dajes basados en derechos de tercera genera-
ción y a la luz de la solidaridad son los más no-
vedosos y es necesario desarrollarlos desde un 
enfoque contextual.

Los individuos son inseparables de sus comuni-
dades y contextos, y los intereses de ambos es-
tán interrelacionados. Una noción relacional de la 
persona, tiene que ver con la membresía a de-
terminados grupos como fuente de identidad. Si 
un grupo pertenece a los sistemáticamente des-
aventajados, sus miembros encontrarán muchas 
estructuras sociales o determinantes sociales de 
la salud que sistemáticamente reforzarán la des-
ventaja. Estos tendrán menos oportunidades en 
la vida que otros grupos y estarán más propen-
sos a la discriminación y a ser estereotipados. El 
enfoque relacional hace ver, no sólo que todos 
están conformados socialmente, sino también 
recuerda que no todos están conformados como 
iguales.

El enfoque relacional tiene que ver con las ne-
cesidades en salud de comunidades y poblacio-
nes a través de acciones tomadas a nivel social 
o político. Como tales, requieren un concepto de 
persona que reconoce y responde a su natura-
leza situada económica, política y socialmente. 
Abordajes contextuales desde la justicia social, 
permiten analizar por qué determinado colecti-
vo está sometido siempre a desventajas de todo 
tipo, incluso teniendo cobertura de asistencia sa-
nitaria, o qué desigualdades importan más y tie-
nen sometida a una población (Powers y Faden 
2006). Así por ejemplo, México según el PNUD 
es un país de alto nivel de desarrollo, y pertenece 
a los países de la OCDE. Su macro economía 
es estable. Sin embargo la desigualdad es una 
nota central y de muy larga historia, causante de 
muchos de sus problemas actuales.
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Las interacciones entre las personas son cons-
titutivas de éstas al grado que no pueden consi-
derarse los intereses individuales al margen de 
los de su comunidad. En salud, el bienestar (o 
desventaja) de algunos es el resultado del bien-
estar (o desventaja) de otros. Así, la distribución 
de la asistencia sanitaria necesita integrar una 
comprensión relacional de las personas que esté 
atenta a los caminos en que los patrones de dis-
criminación o privilegio sistemático operan en tér-
minos de éxitos y actividades de salud pública.

La autonomía relacional (Baylis, Kenny y Sherwin 
2008) sostiene el hecho de que las personas son 
inherentemente sociales y están situadas social, 
política y económicamente, dentro de enclaves 
sociales, que desarrollan sus intereses y valores 
en conversación con otros seres política y eco-
nómicamente situados. Más que pretender que 
los individuos puedan tomar decisiones “libres” 
de influencias externas, la autonomía relacional 
promueve a poner atención de aquellos tipos de 
fuerzas que pueden delinear las decisiones indi-
viduales. Al evaluar el grado de autonomía pre-
sente en un caso dado, es necesario determinar 
si el contexto promueve o mina las oportunidades 
de autonomía. Las decisiones personales depen-
den de las opciones disponibles a las personas, 
y tales opciones a veces son determinadas por 
políticas adoptadas por las sociedades en que vi-
ven (Solomon 2013).

El abordaje relacional conduce a ver las múltiples 
y variadas formas en que las opciones políticas 
en competencia afectan las oportunidades dispo-
nibles para los miembros de los diferentes grupos 
sociales. Permite ver cómo la autonomía de algu-
nos puede darse a expensas de las demandas de 
justicia de otros.

3. Solidaridad relacional
La solidaridad es un término tan antiguo como la 
civilización romana, aunque fue retomado a partir 
de la Revolución francesa como una forma alter-
nativa de fraternidad. La solidarité llegó a ocupar 
un lugar central en el movimiento de los trabaja-
dores de los orígenes tardíos del siglo XIX, siendo 
el origen del uso histórico del término en formas 
relacionadas con el movimiento, tales como las 

agrupaciones contra la discriminación en base 
a la raza o el sexo, o aquellas orientados hacia 
varios aspectos de la salud (Butler 2012). Sin em-
bargo, el término ha sido utilizado de manera muy 
diversa, lo que ha ocasionado una vaguedad en 
su definición y una confusión entre sus ámbitos 
normativo y descriptivo (Pensky 2008). Por lo tan-
to, se acude en este trabajo a la siguiente defini-
ción operativa de solidaridad en bioética, produc-
to de un excelente estudio del Nuffield Council 
on Bioethics: prácticas compartidas que reflejan 
un compromiso colectivo para llevar los costos 
(financieros, sociales, emocionales u otros) de 
asistir a otros (Pranisack y Buyx 2011).

El enfoque de la solidaridad más común ha sido 
el desarrollado por los liberales, para quienes la 
persona antecede a sus fines, es decir, los indi-
viduos tienen la capacidad de cuestionar sus re-
laciones hasta el punto de separarse de ellas si 
así lo desean: el individuo libre de vínculos, de 
compromisos y elector de sus fines y objetivos 
vitales. La solidaridad de corte liberal es entre 
desiguales, y genera dependencia paternalista. 
Es un compromiso voluntario y supererogatorio. 
Y en definitiva, está desligado de la justicia y los 
derechos humanos (Martínez 2004).

Sin embargo, la solidaridad entendida de manera 
relacional tiene que ver con el lugar donde cada 
uno se encuentra ubicado, cuáles son sus rela-
ciones y compromisos, con quiénes y con qué se 
haya uno identificado. Es una idea de libertad si-
tuada capaz de tomar en cuenta el “formar parte” 
de ciertas prácticas compartidas. En el contexto 
de la salud pública, la solidaridad relacional tiene 
que ver con incorporar las necesidades en salud 
de los más desaventajados social y económica-
mente.

Un concepto relacional de solidaridad a partir de 
un concepto relacional de persona, esquiva todo 
tipo de exclusión y se dirige a expandir la cate-
goría de “nosotros” por la de “todos nosotros”. 
Lo que importa es un interés compartido en la 
sobrevivencia, seguridad y protección, un interés 
que puede ser efectivamente perseguido por la 
búsqueda de bienes públicos y a través de los 
esfuerzos para identificar y deshacer las comple-
jas redes de privilegio y desventaja que sostie-
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nen y alimentan una división de “nosotros” contra 
“ellos”.

La solidaridad tiene el papel de promover los bie-
nes públicos para la salud (por ejemplo, el cono-
cimiento científico o el control de enfermedades 
comunicables y de la resistencia a antibióticos). 
No se considera a la salud como un bien público 
en sí. La solidaridad relacional si es vista desde 
el corazón del proyecto de salud pública, y des-
de las preocupaciones de la justicia social y la 
autonomía relacional, tiene un gran reto moral: 
el triunfo en su labor depende críticamente de 
nuestra voluntad y capacidad de desmantelar 
los patrones existentes de privilegio y desventa-
ja, patrones profundamente entremezclados en 
nuestras estructuras y políticas públicas.

La solidaridad relacional está íntimamente ligada 
con la solidaridad política, puesto que esta última 
tiene que ver con las relaciones concretas esta-
blecidas entre los propios ciudadanos. Supone 
una serie de sentimientos, conocimientos y ac-
ciones, en torno a la identificación colectiva, el 
respeto mutuo, la confianza recíproca, la lealtad 
y el apoyo mutuo. Se trata de un sentimiento a 
favor del bien común, de tener una misma causa. 
Implica el conocimiento de formar una identifica-
ción colectiva. Supone haberse tejido en base a 
acciones de lealtad y confianza, equidad y res-
peto. A nivel descriptivo, la justicia requiere que 
las instituciones sociales y políticas estén estruc-
turadas de tal manera que éstas promuevan la 
solidaridad política. Éstas pueden ser el estado o 
tradiciones comunitarias encarnadas en estructu-
ras organizativas básicas propias de los pueblos 
originarios: comisariados, fiscales, agentes de 
salud, comités para la conservación de la eco-
logía, la lengua y las costumbres, etc. Y a nivel 
normativo, es necesario construir este tipo de 
relaciones para que se desarrolle la solidaridad.

Sin embargo, si no se está en una relación de 
solidaridad política con los propios ciudadanos, o 
si se les mira como distintos o desconectados de 
uno mismo, es probable el retiro de la vida públi-
ca y el encierro en uno mismo, generando ciuda-
danos menos motivados en la cooperación social 
que es esencial para lograr un orden social justo. 
La solidaridad política es afectada negativamente 

cuando las instituciones y las prácticas no edu-
can a la ciudadanía en la confianza, el respeto, 
la igualdad, y peor aún si generan exclusión, dis-
criminación, o incluso atropellan a la ciudadanía 
(Krishnamurthy 2013). 

En México, la solidaridad está en niveles muy 
bajos, según el estudio realizado en el otoño de 
2010 por la revista Nexos para medir las aspira-
ciones de los mexicanos en relación a algunas 
dimensiones de la sensibilidad nacional que tie-
nen que ver con la solidaridad política (Escalante 
2011). Se trató de un estudio cualitativo con en-
trevistas a gente de todas los edades, los niveles 
socioeconómicos y ocupacionales, y en todas las 
regiones del país; y cuantitativo bajo una encues-
ta aplicada a 1794 hogares. Entre los principales 
resultados, una primera constatación es el pro-
fundo individualismo: en proporción abrumadora 
los mexicanos creen en sí mismos más que en 
el país donde viven. Todo o casi todo lo esperan 
de su propio esfuerzo, poco o nada de la calidad 
política, económica o social de la nación que han 
construido2.

A falta de un sueño común o una visión solida-
ria que vincule los destinos individuales3, los 
mexicanos tienden a poner sus sentimientos de 
pertenencia en la familia. La apuesta al propio 
esfuerzo y el refugio en la familia4 como mundo 
nuclear, dibuja, con fuertes trazos, la imagen de 
un ciudadano que desconfía correlativamente de 

2	 86% dijo no tener aspiraciones colectivas sino individua-
les; 63% contestó que el esfuerzo personal es más impor-
tante que el de todos como país, y que “cada quien jala 
por su cuenta”; y el 37% que se trabaja en equipo. El 61% 
reveló que hace lo que le beneficia aunque no sea a favor 
del país. En relación a la percepción del país, el 56% lo 
considera como “un barco a la deriva”, y el 62% que va 
por mal camino.

3	 Dentro de las aspiraciones individuales, la primera es el 
bienestar material; tener educación y acceso a la salud se 
respondió como prioridad en 14 y 10% respectivamente; 
las aspiraciones colectivas tales como desear que al país 
le vaya mejor, fueron afirmativas en un 9% y ser un buen 
ciudadano en un 1%. Las aspiraciones deseadas para el 
país son distintas a las proporciones de vida próspera que 
anhelan para sí mismos: una vida política de mayor cali-
dad implícita en las aspiraciones de tener un país “seguro, 
sin violencia” (36%), “sin corrupción” y con buen gobierno 
(14%), que “cuide el medio ambiente” (3%), y con igual-
dad de derechos (1%).

4	 81% declaró que su familia estaba en sus intereses antes 
que su país.

Solidaridad relacional… - Páez Moreno, R..

115 - 125



122

sus elites dirigentes, en particular del gobierno5, 
y mira hacia el país con un sentido crítico que in-
cluye el resentimiento de creerlo un país rico y no 
haber recibido suficiente de él6. La confianza casi 
irrestricta en sí mismo y la desconfianza radical 
en el estado y sus instituciones arrojan el perfil 
de lo que provocativamente se ha llamado “un 
liberal salvaje”, queriendo decir con ello que se 
está frente a un ciudadano que no reconoce en el 
fondo otro ethos que el del bienestar personal y 
familiar, ni otro derecho que el de resolver su vida 
con los medios a su alcance, perjudiquen estos o 
no a su comunidad y a su nación.

Lo anterior revela una serie de fracturas que impi-
den la solidaridad política: entre las aspiraciones 
individuales y las colectivas, entre la seguridad 
hallada en la familia y el poco interés por el bien 
común, entre el deseo de bienes materiales indi-
vidualmente y el deseo de un buen gobierno para 
el país, entre la riqueza del país y su mala distri-
bución.

Los mexicanos, como se ve, están divi-
didos en sus percepciones. El reto para 
los líderes del país: articular un sueño co-
mún, conciliar aspiraciones individuales 
y colectivas, hacer explícito el puerto al 
que se quiere llegar, que necesariamente 
deberá atender la satisfacción de aspira-
ciones individuales y de calidad de la vida 
cotidiana (Escalante 2011:45). 

4. Posibles caminos para tejer 
solidaridad relacional

La definición operativa de solidaridad (Pranisack 
y Buyx 2011) consta de tres niveles, comenzan-
do por una conceptualización de cómo los indi-
viduos se involucran en practicar la solidaridad. 
Se organizan en una jerarquía de institucionaliza-
ción, con el primer grado a nivel interpersonal y 
el más informal, y el tercer nivel más institucional 
y más formal-legal. Los individuos no son con-
siderados como entidades dadas y claramente 

5	 Hay un descrédito generalizado en el gobierno: la suma 
de rubros relacionados con la exigencia de buen gobierno 
da un 78%.

6	 Aunque 68% piensa que México tiene los medios para 
salir adelante, 70% considera que no ha recibido su parte 
de la riqueza que tiene el país.

unidas, como en el enfoque liberal, sino como 
personas cuyas identidades, intereses y pre-
ferencias emergen de las relaciones con otros, 
es decir, bajo una perspectiva más comunitaria. 
Consecuentemente la solidaridad puede ser vis-
ta como algo que es una necesidad innata y ca-
racterística de la gente, no algo supererogatorio. 
Luego entonces las relaciones en este modelo no 
son vistas de manera independiente, sino como 
parte de la persona. Si bien Pranisack y Buyx no 
consideran los aspectos emotivos y conceptua-
les de la solidaridad, faltando entonces el motivo 
por el cual se relacionan entre sí las personas o 
los grupos (lealtad, confianza) o las razones para 
hacerlo (abolir determinada relación injusta) (Kri-
shnamurthy 2013), su modelo sirve para clasificar 
los distintos niveles de intervención solidaria, en 
los cuales se incluirán también estos aspectos. 
Los tres niveles son: interpersonal, de prácticas 
grupales y de manifestaciones contractuales y 
legales; y semejante a la del universo liberal, co-
munitarista y socialdemócrata de la solidaridad 
(Martínez 2004). Dado el descrédito institucio-
nal y las insuficiencias en la práctica del estado 
mexicano en la atención de sus deberes públi-
cos, la solidaridad tendrá que ver sobre todo con 
las relaciones establecidas en los primeros dos 
niveles.

El nivel interpersonal de solidaridad puede to-
mar varias formas: la conciencia de estar aso-
ciado con otros por elección, por destino u otras 
circunstancias. Así, entra la libertad en acción, 
en tanto por determinado motivo se elige hacer-
se solidario con otro u otros a quienes se deci-
de ayudar. Se puede hacer propio el destino de 
otro(s) similares a quienes se presta ayuda, en al 
menos algún aspecto. La solidaridad no es tal si 
no está acompañada por actos, esto es, la ma-
nifestación externa de la voluntad de sobrellevar 
los costos de asistir a otros. Y también por sen-
timientos de confianza, empatía y lealtad hacia 
otros. A su vez, por la claridad de ayudar a salir a 
otro de una determinada situación injusta.

Es necesario que los profesionales de la salud 
conscientes y dispuestos a la solidaridad, contri-
buyan a educar la narrativa de los pacientes u 
otros colegas en vistas a la progresiva toma de 
conciencia de la necesidad y oportunidad de ha-
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cerse solidarios con otros. Por ejemplo, orientar a 
la toma de conciencia que la asistencia sanitaria 
no es una bondad del estado o las instituciones 
de salud, sino un derecho que necesita ser aten-
dido. Ante el individualismo reinante o la tenden-
cia a encontrar la solución en el ámbito familiar, el 
primer nivel de solidaridad se genera en la proxi-
midad con el otro en un contexto de respeto con 
el fin de recuperar la palabra, generar confianza, 
ofrecer testimonios personales de lealtad que ha-
gan ver que asociados, es posible salir adelan-
te de carencias de atención sanitaria a las que 
está sometida la población -aún aquella que tiene 
cobertura de parte de la medicina pública-. Pero 
también, tomar conciencia que la atención de la 
salud es un derecho humano que debe ser aten-
dido y puede ser exigido y no paliado por supues-
tas instituciones filantrópicas. Tal es el caso del 
Teletón, evento destinado a recaudar fondos para 
crear centros de rehabilitación infantil en los que 
se otorga tratamiento gratuito a niños con diferen-
tes discapacidades, que tiene la finalidad oculta 
de deducir impuestos al gran monopolio que los 
patrocina al atribuirse los donativos recaudados 
y justificarlos como propios. Esta y otras más son 
maneras que encubrir la falta de cumplimiento del 
derecho a la asistencia sanitaria en México (Páez 
y Reyes 2014).

Esto recupera la dimensión social y política del 
ser humano a través de la expresión de pensa-
miento y sentimiento, experiencia y estructura, 
que se verbaliza en un relato expresado en una 
conversación continua, cara a cara, a través de 
la cual se va construyendo el compromiso cívi-
co. Crear capital social se desarrolla a través de 
una continua, prolongada e intensa conversación 
entre dos personas o entre pequeños grupos. 
Se requiere un contacto persona a persona a lo 
largo del tiempo para construir la confianza y la 
comprensión mutua que caracteriza a las relacio-
nes que son la base del capital social. Además, 
el capital social es necesariamente un fenómeno 
local, porque se define por medio de conexio-
nes entre personas que se conocen unas a otras 
(Blanco 2013).

Esta proximidad puede darse en la relación entre 
profesional de la salud-paciente, o paciente-pa-
ciente. Ante los grandes tiempos de espera que 

tiene que soportar la gente en la medicina públi-
ca para tener una consulta o una intervención 
diagnóstica o terapéutica, retardo que en muchas 
ocasiones provoca pérdida de oportunidades cu-
rativas, la tendencia es solucionar el problema en 
lo individual a través del gasto de bolsillo, per-
diendo el pequeño ahorro familiar para pagarse 
la atención de la salud. Se trata de verbalizar la 
necesidad con otro, tomar conciencia del dere-
cho a ser atendido y exigirlo en diversos ámbitos.

La solidaridad a nivel colectivo o de prácticas gru-
pales puede ser descrita como manifestaciones 
de un compromiso colectivo de llevar los costos 
de asistir a otros que están unidos por medio de 
una situación o causa compartida. Esta es la for-
ma más prominente de solidaridad. La gente que 
comparte una situación participa de ciertos ries-
gos o logros positivos que emergen de, o definen 
una situación. O comparte los logros alcanzados 
por la lucha en favor de ciertos derechos, así 
como las respectivas cargas o contrariedades. 
Presupone igualmente sentimientos de lealtad, 
confianza, reciprocidad, y tener clara la causa 
injusta contra la que se hace solidario el grupo. 
Aquí se ve nuevamente cómo la solidaridad con-
duce a exigir el derecho a la asistencia sanitaria.

Un ejemplo consistiría en unirse entre pacientes 
para exigir a las autoridades del centro de salud 
la justa atención de su necesidad. Probablemen-
te no esté en sus manos lograrlo, pero el conjun-
to de reclamos a diversos niveles de autoridades 
presionará para que éstas busquen caminos para 
solucionar la necesidad. Las redes sociales están 
cada vez más a la mano de la población y son un 
recurso efectivo para hacer presión social. Dicha 
unión pide echar lazos de lealtad y equidad entre 
el grupo para evitar dividirse cuando se ofrezcan 
favores particulares, los cuales se deberían re-
chazar por solidaridad. Si se van logrando peque-
ños éxitos que se puedan instituir como práctica 
normativizada, se habrá llegado hasta el tercer 
nivel de solidaridad o de prácticas institucionales 
que idealmente puedan positivizarse.

El tercer nivel se da si los principios y valores 
solidifican no sólo en normas sociales sino que 
se manifiestan en normas contractuales u otras 
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normas legales que construyen tejido social. Se 
trata de la más dura y firme forma de solidaridad.

Conclusión
Ante el problema de la falta de atención de la sa-
lud, la solidaridad relacional o política es un abor-
daje bioético complementario al basado en el de-
recho a la asistencia sanitaria. Además de retar 
a la generación de formas creativas de atención 
de la necesidad en salud, la práctica solidaria ge-
nera conciencia, construye lazos de relación en-
tre la sociedad, y puede llegar incluso a instituir 
prácticas institucionales. Ante la crisis de aten-
ción a la salud vivida en México, la solidaridad 
relacional puede convertirse en una respuesta a 
través del fomento de la lealtad, la confianza, la 
conciencia crítica y la construcción de diversas 
concreciones de tejido social.

Entregado 	 12- 3 - 2015 
Aprobado 	 2- 6 - 2015
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Bioética y propiedad intelectual. Debates actuales en torno  
de las patentes sobre los Medicamentos de Alto Costo (MAC)

Bioethics and intellectual property. Current debates about  
patents on High Cost Medicines (HCM)

María Sol Terlizzi *

Resumen

La falta de acceso a medicamentos afecta profundamente la salud de las personas. A su vez, el acceso a los 
medicamentos está vinculado a los mecanismos de protección de las innovaciones e invenciones farmacéuticas, 
como las patentes. Hace poco más de una década, la discusión estaba focalizada en el rol que las patentes 
jugaban en el acceso a los medicamentos esenciales, como los antirretrovirales para tratar el VIH/SIDA. En la 
actualidad, el eje está puesto en un conjunto específico de medicamentos que representan un porcentaje cada 
vez mayor del gasto en salud en todo el mundo, llamados Medicamentos de Alto Costo (MAC). El objetivo de este 
artículo es presentar críticamente los debates actuales en torno del acceso a los MAC, en especial los relacionados 
con el derecho de patentes, y esbozar algunos lineamientos que puedan conducir a un mejor acceso a ellos bajo 
el actual sistema internacional de propiedad intelectual.

Palabras clave: propiedad intelectual, patentes farmacéuticas, medicamentos de alto costo (MAC), problemas 
éticos, acceso a medicamentos.

Abstract

The lack of access to medicines deeply affects the health and life of people and it has been addressed by bioethics 
and others disciplines for decades. In turn, access to medicines is closely related to the mechanisms of protection 
of pharmaceutical innovation and inventions, such as patents. A decade ago, the discussion was mainly focused on 
the role that patents played in access to essential medicines, such as antiretrovirals to treat HIV/AIDS. At present, 
the attention is placed in a reduced and specific set of drugs that represent a growing health spending across the 
world, namely High Cost Medicines (HCM). The aim of this paper is to present critically the current debates around 
access to HCM, especially those that are related with the Patent Right, and to outline some ways that may lead to 
better access to HCM under the current intellectual property system. 

Keywords: Intellectual property, pharmaceutical patents, high cost medicines (HCM), ethical issues, access to 
medicines.

Resumo

A falta de acesso a medicamentos que afeta profundamente a saúde das pessoas é uma questão abordada pela 
bioética e outras disciplinas ao longo de décadas. Por sua vez, o acesso aos medicamentos está relacionado 
com os mecanismos de proteção das invenções e inovações farmacêuticas, tais como patentes. Há pouco mais 
de uma década, a discussão centrou-se no papel que as patentes têm no acesso aos medicamentos essenciais, 
incluindo anti-retrovirais para o tratamento de HIV/aids. No presente, o eixo está em um conjunto específico de 
medicamentos que representam uma parte crescente dos gastos com saúde em todo o mundo, chamado de 
Medicamentos de Alto Custo (MAC). O objetivo deste artigo é apresentar criticamente os debates atuais sobre o 
acesso a MAC, especialmente os relacionados com a lei de patentes, e delinear algumas diretrizes que podem 
levar ao melhor acesso a eles, no atual sistema internacional de propriedade intelectual.

Palavras-chave: propriedade intelectual, patentes farmacéuticas, medicamentos de alto custo (MAC), questões 
éticas, acesso aos medicamentos.
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1. Introducción
La falta de acceso a medicamentos afecta pro-
fundamente la salud y la vida de las personas, 
y es un tema que es abordado por la bioética y 
otras disciplinas desde hace décadas. A su vez, 
el acceso a los medicamentos está estrechamen-
te vinculado a los mecanismos de protección de 
las innovaciones e invenciones farmacéuticas, 
como las patentes.

Hace poco más de una década, la discusión es-
taba focalizada fundamentalmente en el rol que 
jugaban las patentes en el acceso a los medi-
camentos esenciales, como los antirretrovirales 
para tratar el VIH/SIDA. En la actualidad, el eje 
está puesto en un conjunto reducido y específico 
de medicamentos que representan un porcenta-
je cada vez mayor del gasto en salud en todo el 
mundo —en especial en América Latina— llama-
dos Medicamentos de Alto Costo (MAC). 

Los MAC son medicamentos para atender con-
diciones crónicas catastróficas (por su impacto 
económico) o enfermedades raras o poco fre-
cuentes, y dado que se trata de medicamentos 
novedosos, muchos de ellos están patentados. 
En la Argentina, al igual que en el resto del mun-
do, el gasto en MAC representa un poco más del 
10% del gasto total en medicamentos, y registra 
un crecimiento acelerado (Tobar 2012)1. En Amé-
rica Latina, los medicamentos son hasta 300% 
más costosos que en los países desarrollados2. 

El altísimo costo de esta clase de medicamentos 
hace que su cobertura sea realizada con recur-
sos públicos y del seguro social en el mejor de los 
casos y que no exista cobertura alguna en el peor 
de los escenarios.

1	 En Argentina, las enfermedades oncológicas son las que 
conllevan mayores gastos en medicamentos, seguidas 
por el VIH/SIDA y la fibrosis quística (FQ). Para el trata-
miento de las tres enfermedades suele requerirse el uso 
de algún MAC; en el tratamiento de la FQ, en el 55% de 
los casos se utiliza dos MAC que representan en prome-
dio $296.000 por paciente por año; para el resto (45%), el 
costo anual por paciente es de $76.197 (Hamilton 2011).

2	 Por ejemplo, las variaciones de precios entre Argentina 
y Chile oscilan entre un 15% y un 123%, según un rele-
vamiento realizado por la Asociación Agentes de Propa-
ganda Médica de Argentina (AAPM-RA 2011) sobre diez 
MAC seleccionados con diferentes formulaciones y poso-
logías. Esta brecha se agudiza más aún si se compara los 
precios de Argentina con los de España: en este caso la 
diferencia va del 35% al 303% (AAPM-RA 2011).

Al mismo tiempo, la preocupación por el acceso 
a este tipo de medicamentos crece entre científi-
cos/as, académicos/as y la opinión pública. Por 
ejemplo, un centenar de expertos/as en Leuce-
mia Mieloide Crónica (LMC) elaboraron reciente-
mente un documento en el cual cuestionan el ele-
vadísimo precio de las nuevas drogas para tratar 
esta dolencia y el potencial impacto negativo so-
bre los y las pacientes y las políticas de salud pú-
blica (AA.VV. 2013). Algo similar sucede con los 
medicamentos de tercera generación para tratar 
el VIH/SIDA, cuyos costos elevados —produc-
to de las patentes— son motivo de reclamo por 
parte de organizaciones como Médicos Sin Fron-
teras (Médicos Sin Fronteras 2013). Adicional-
mente, cada vez es más frecuente encontrar en 
plataformas online como Change.org peticiones 
de individuos que solicitan la cobertura de algún 
medicamento costoso por parte de su obra so-
cial o prepaga, o que promueven iniciativas para 
modificar leyes con el objetivo de incrementar el 
acceso a la salud o a los medicamentos. Estas 
peticiones son firmadas por miles de personas 
provenientes de distintas partes del mundo que 
se involucran en la problemática y que muchas 
veces alcanzan resultados favorables.

En este contexto, toda sociedad democrática 
debe confrontar la tensión ética entre las exigen-
cias correspondientes al derecho a la salud y los 
derechos de propiedad intelectual3, y buscar un 
balance apropiado entre el fomento a la innova-
ción4 y la actividad económica, la asignación de 

3	 Esta tensión ha sido explorada desde diferentes pers-
pectivas e incluso fue reconocida en numerosas oportu-
nidades por la OMS, la OMC y la OMPI. Ver por ejemplo 
Organización Mundial de la Salud 2012; Organización 
Mundial de la Salud 2006; Organización Mundial de la 
Salud, Organización Mundial de la Propiedad Intelectual 
y Organización Mundial del Comercio 2012; Organización 
Mundial del Comercio y Organización Mundial de la Salud 
2002.

4	 El fomento a la innovación es la columna vertebral del 
principal argumento para justificar la propiedad intelectual 
en general y las patentes en particular. Según este argu-
mento, de corte económico, la existencia de un derecho de 
exclusiva incentivaría a los inventores, y especialmente a 
la industria farmacéutica, a investigar y desarrollar nuevos 
productos, quienes sin esos incentivos no producirían lo 
necesario, puesto que cualquiera podría aprovecharse de 
lo producido por ellos (free-riding). Esta investigación y su 
posterior desarrollo redundarían en beneficio de las socie-
dades, que se encontrarían con medicamentos nuevos. 
Con esto, se alcanzaría el nivel óptimo (eficiente) de inno-
vaciones y el desarrollo económico sería estable. Desde 
esta perspectiva, existe un trade off entre la protección de 
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responsabilidades y la distribución justa de recur-
sos sociales.

El objetivo de este trabajo es presentar crítica-
mente los debates actuales en torno del acceso 
a los MAC, en especial los relacionados con el 
derecho de patentes, y esbozar algunos linea-
mientos que puedan conducir a un mejor acce-
so a ellos bajo el actual sistema internacional de 
propiedad intelectual. Para ello, (2) presentaré 
el contexto internacional en el que se ubican los 
MAC, prestando especial atención al impacto que 
pueden tener las patentes sobre el acceso a esta 
clase de medicamentos. Luego, (3) analizaré el 
problema del acceso a los MAC desde el punto 
de vista del derecho a la salud y (4) compararé 
las características particulares de los MAC con 
las de los medicamentos esenciales. Esta com-
paración permitirá (5) reconocer los problemas 
éticos asociados a los MAC y acotar el problema 
del acceso a los MAC a una subclase de estos: 
los de eficacia comprobada y con utilidad tera-
péutica. Finalmente, (6) retomaré la cuestión del 
acceso a los MAC y su vínculo con las patentes 
y presentaré (7) algunas propuestas para mejo-
rar el acceso a aquellos MAC identificados en la 
sección previa. Por último (8), esbozaré algunas 
conclusiones.

2. El acceso a los medicamentos en 
el nuevo escenario internacional: 
MAC, patentes y mercado

El acceso a medicamentos esenciales y a nuevos 
medicamentos es una cuestión que afecta pro-
fundamente la salud y la vida de las personas, 
quienes pueden verse compelidas a vivir con una 
baja calidad de vida, o incluso pueden fallecer a 
causa de la falta de acceso a los medicamentos5. 

la invención y su difusión o, en otros términos, entre los 
intereses del inventor y los de la sociedad. Y son los dis-
tintos mecanismos jurídicos que regulan las invenciones 
los encargados de orientar este balance hacia uno u otro 
de los polos (Terlizzi 2011).

5	 Según estadísticas de 2008, casi 2 billones de personas 
carecen de acceso a medicamentos esenciales. Además 
de la falta de acceso, la inequidad en el acceso sigue 
siendo el rasgo fundamental de la situación farmacéutica 
global (Hunt y Khosla 2008). Estadísticas más recientes 
muestran que en los países de bajos y medianos ingresos 
existe una escasez de medicamentos en el sector público, 
que es el encargado de proveer a las personas más po-
bres las drogas necesarias para su salud. En esos países, 
solo el 57% de una selección de medicamentos genéricos 

Al mismo tiempo, está estrechamente vinculado 
a los mecanismos de protección de las inven-
ciones del campo farmacéutico, tales como las 
patentes, las cuales están reguladas como pro-
ductos del comercio. El derecho de patentes, si 
bien es un derecho territorial, está sujeto desde 
1994 a los estándares de protección mínimos 
establecidos en el Acuerdo sobre los Aspectos 
de los Derechos de Propiedad Intelectual relacio-
nados con el Comercio (ADPIC) de la Organiza-
ción Mundial del Comercio (OMC 1994)6, también 
conocido como TRIPS, por sus siglas en inglés. 
Este acuerdo significó un cambio de escenario 
institucional que permitió consolidar el vínculo 
entre la propiedad intelectual (PI) y los regímenes 
de comercio iniciado unas décadas antes. Con él, 
se instauró una nueva arquitectura internacional 
de la PI bajo la cual los países se comprometían 
a respetar requisitos mínimos para su protección. 
En el caso de las patentes, los cambios más rele-
vantes fueron la obligación de proteger productos 
y procesos farmacéuticos7 y la extensión de la 
protección a un piso de 20 años8.

está disponible en el sector público, lo que puede llegar a 
solo un 3%. Además, aun el costo de los medicamentos 
genéricos más baratos puede hacer que tratamientos co-
munes queden fuera del alcance de personas con bajos 
ingresos. Quienes padecen enfermedades crónicas sue-
len ser los más perjudicados. A pesar de que existen tra-
tamientos efectivos para esas afecciones, sigue sin haber 
un acceso universal a ellos (OMS 2013).

6	 Hasta mediados de la década de 1990, el derecho de 
patentes se hallaba solo en aquellos estados que reco-
nocían su existencia y aunque internacionalmente regía 
el Convenio de París administrado por la Organización 
Mundial de la Propiedad Intelectual (OMPI), solo impo-
nía normas generales y no era vinculante. (Organización 
Mundial de la Propiedad Intelectual 1883). Pero con la 
firma del Acuerdo ADPIC se trasladó el lugar en donde 
debían decidirse las normas sobre propiedad intelectual 
desde la OMPI hacia la OMC (The Corner House 2004).

7	 Esta obligación se manifiesta en la cláusula de no dis-
criminación (art. 27.1).  Esta prohíbe excluir ciertos pro-
ductos o procesos del patentamiento por motivos rela-
cionados con el origen de la rama industrial de la cual 
procede la invención. El ejemplo paradigmático son los 
medicamentos. Antes del Acuerdo ADPIC, la protección 
de medicamentos no existía en muchos países. Un estu-
dio de la OMPI de 1988 informó que de los 98 miembros 
de la Convención de París, 49 excluían de la protección 
a los productos farmacéuticos y 44, los métodos o trata-
mientos (The Corner House 2004:23). En la Argentina, en 
donde regía la ley 111 de 1864, se excluía expresamente 
de la patentabilidad las composiciones farmacéuticas (art. 
4) [productos farmacéuticos], pero no los procedimien-
tos para su preparación. Después de firmar el Acuerdo 
ADPIC, en 1995 reemplazó la ley 111 por la ley 24481, en 
la que sí se reconoce la protección de productos.

8	 Por ejemplo, en Argentina antes del Acuerdo ADPIC las 
patentes eran otorgadas por 5, 10 y 15 años según el mé-
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A comienzos de la década del 2000, debido a la 
epidemia del VIH/SIDA y a los altos precios de las 
medicinas patentadas para el tratamiento de la 
enfermedad, se produjo un profundo debate9 a ni-
vel mundial que giró en torno al acceso a los me-
dicamentos por parte de los habitantes de todo el 
mundo, en especial de los países pobres, y al rol 
que las patentes jugaban en ello (Terlizzi 2011). 
Se sostenía que los derechos de propiedad inte-
lectual (DPI) no podían estar por encima del dere-
cho a la salud de las personas. Esta situación cul-
minó en el año 2001 con la Declaración de Doha 
(OMC 2001). En ella se reconoce la gravedad de 
los problemas de salud pública que afligen a los 
países en desarrollo y menos adelantados. A la 
vez, se admite la importancia de la protección de 
la PI para el desarrollo de nuevos medicamentos 
y reconoce la preocupación por los efectos que 
esta tiene en los precios de las medicinas10. 

Gracias a estos debates, a las campañas de dis-
tintas ONG y a los esfuerzos gubernamentales y 
de cooperación internacional, el acceso a los me-
dicamentos esenciales, entre ellos los del VIH/
SIDA, ha mejorado notablemente en las últimas 
décadas en gran parte del mundo. Aunque, claro 
está, aún sigue siendo un grave problema para 
los países con menores recursos11.

rito del invento y la voluntad del solicitante (ley 111  art. 
5). Después del Acuerdo, la protección se estableció en 
un piso de 20 años. Algo similar ocurrió en el resto de los 
países.

9	 Entre otras causas, este debate surgió de algunas ambi-
güedades del propio Acuerdo, pero también de deman-
das presentadas contra Brasil y Sudáfrica por parte de la 
industria farmacéutica y de los gobiernos de los países 
desarrollados.

10	 Concluye sosteniendo que el Acuerdo ADPIC “no impide 
ni deberá impedir que los miembros adopten medidas 
para proteger la salud pública” y que debería ser interpre-
tado de acuerdo con esta afirmación (OMC  2001).

11	 Según las Estadísticas Sanitarias Mundiales de la OMS 
de 2013, casi la mitad de los 194 países encuestados tie-
nen acceso en el sector público a menos de la mitad de 
los medicamentos esenciales que necesitan para otorgar 
atención sanitaria básica a sus poblaciones. Esta esca-
sez de medicamentos en el sector público obliga a las 
personas a acudir al sector privado, en donde los precios 
llegan a ser 16 veces más altos (OMS  2013). Asimismo, 
un estudio realizado en Delhi, India, cuyo objetivo era de-
terminar el precio, la disponibilidad y asequibilidad de 50 
medicamentos esenciales tanto en el sector público como 
en el privado, demuestra que, a pesar de tener precios 
razonables en comparación con los precios internaciona-
les de referencia (IRP, por sus siglas en ingles), la dis-
ponibilidad de dichos medicamentos en el sector público 
—que ofrece gratuitamente la medicina a los sectores 
más pobres— es muy baja (Kotwani  2013). Estudios que 

A diferencia de esto, el acceso a los MAC —en 
gran medida debido a su alto costo producto del 
patentamiento— es limitado y depende de las po-
líticas de salud pública de cada país. En América 
Latina, solo Venezuela, Colombia, Brasil, Uru-
guay, Ecuador, Cuba, Costa Rica y Argentina dis-
ponen de algún mecanismo —específico o gene-
ral— de provisión de al menos ciertos MAC. Den-
tro de este grupo de países, algunos cuentan con 
programas especiales para su cobertura, como el 
Fondo Nacional de Recursos de Uruguay, mien-
tras que otros los proveen a través del Plan Mé-
dico Obligatorio, como es el caso de Argentina. 
Lamentablemente, en el resto de los países de la 
región la provisión es escasa o inexistente (Ha-
milton; Lifschitz; Tobar 2010). Además, el debate 
sobre esta clase de medicamentos es incipiente12 
y no cuenta hasta la fecha con regulaciones es-
peciales a nivel global. 

Adicionalmente, existe una fuerte presión por par-
te de la población —promovida en muchos casos 
por la industria farmacéutica— para que el esta-
do se haga cargo de su cobertura. Por ejemplo, 
solamente en San Pablo, Brasil, se registraron 
en un solo año, el 2006, 2927 acciones judiciales 
que solicitaban acceso a los MAC (Chieffi; Barata 
2010). En la provincia de Buenos Aires de la Re-
pública Argentina se registró una situación similar 
para el mismo período: más de 2000 solicitudes 
(Marín; Polach 2011). Aunque pareciera tratarse 
de un problema regional, los países europeos 
tampoco están exentos de las acciones judiciales 
para acceder a costosos tratamientos13.

Por todo ello, se torna necesario profundizar el 
debate en torno a esta clase de medicamentos 
en vistas de mejorar su acceso. Una manera 

incluyen mayor cantidad de países pero con una selec-
ción más reducida de medicamentos también llegan a 
conclusiones similares (Din Babar; Lessing; Mace; Bissell  
2013).

12	 En Latinoamérica, la Organización Panamericana de la 
Salud se ha ocupado del tema (OPS 2009). En el  ám-
bito académico, Federico Tobar es uno de los autores 
que más trabaja sobre el tema (Tobar; Hamilton; Lifschitz  
2011; Tobar  2012).

13	 Por ejemplo, en abril de 2013 el Tribunal Superior de 
Xusticia de Galicia obligó al Servicio Gallego de Salud a 
financiar el tratamiento de una persona que padece He-
moglobinuaria Paroxística Nocturna (HPN), que incluye 
un fármaco cuyo principio activo es el eculizumab, cuyo 
costo asciende, al menos, a 300.000 euros anuales por 
persona (Visozo  2013).
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de hacerlo es analizando las causas de esa ca-
rencia. Aunque existen múltiples causas —tales 
como infraestructura inadecuada para producir 
y distribuir fármacos, escasez de recursos por 
parte del estado y bajo poder adquisitivo de los/
as ciudadanos/as, entre muchísimas otras—, una 
de las más relevantes es la existencia de paten-
tes sobre esos productos. Por un lado, quienes 
necesitan acceder a esos medicamentos y los 
organismos encargados de su provisión —obras 
sociales, prepagas, hospitales públicos, etc.— 
abogan por el cumplimiento del derecho a la 
salud. Por otro lado, quienes desarrollaron esos 
productos, reclaman el respeto por los derechos 
de patentes que tienen. Esta tensión entre las 
exigencias correspondientes al derecho a la sa-
lud y los derechos de propiedad intelectual no es 
nueva. Sin embargo, presenta algunas particu-
laridades. Una primera aproximación a esta ten-
sión pone de manifiesto que las patentes sobre 
los MAC se presentan como barreras poderosas 
para el acceso a ellos y que, por tanto, las res-
puestas a esta tensión tienen que estar orienta-
das a disminuir el impacto negativo que conlle-
van las patentes, ya sea a través de la utilización 
de mecanismos actualmente existentes —como 
las licencias obligatorias, las importaciones pa-
ralelas— o apelando a las ventajas que ofrecen 
sistemas alternativos de protección, como los 
premios. Sin embargo, como argumentaré en lo 
que resta de este trabajo, esta aproximación es 
parcialmente errónea. Para demostrarlo, en las 
próximas secciones me ocuparé en primer térmi-
no (3) del derecho a acceder a los medicamentos 
en el marco del derecho más general a la salud; 
en segundo término (4) compararé las caracterís-
ticas de los medicamentos esenciales con las de 
los MAC. Esta comparación permitirá (5) escla-
recer algunos problemas éticos presentes en el 
debate sobre acceso a los MAC. Sin el abordaje 
de estas cuestiones, el análisis del alcance de las 
patentes sobre esta clase de medicamentos pue-
de tornarse demasiado estrecho.

3. Los MAC y el derecho a la salud
Como señalé más arriba, el acceso a medicamen-
tos esenciales y a nuevos medicamentos afecta 
profundamente la salud y la vida de las personas, 
y es una cuestión que puede ser de vida o muer-

te en muchos casos. El derecho a acceder a los 
medicamentos forma parte del derecho más ge-
neral a la salud, entendido este como el derecho 
a gozar del grado máximo de salud, el cual inclu-
ye una atención oportuna de la salud, de calidad, 
asequible y aceptable. El derecho a la salud es 
un derecho humano fundamental ampliamente 
reconocido por los estados, los organismos inter-
nacionales y los propios individuos. Los estados 
lo han incorporado en sus constituciones y han 
adherido a instrumentos regionales e internacio-
nales de derechos humanos que lo incluyen14. 
Sin embargo, el debate teórico15 con respecto 
a su fundamentación continúa vigente, más aún 
cuando se trata de determinar cuál es el alcance 
de este derecho: si incluye solo los cuidados bá-
sicos o abarca también los últimos tratamientos 
disponibles. Dado el incremento en los costos de 
la atención de la salud en las últimas décadas, los 
estados —principales responsables por la obser-
vancia de este derecho— encuentran dificultades 
para dar pleno cumplimiento a ese derecho. En el 
caso que estamos analizando, cabe preguntarse 
si el derecho a la salud comprende el derecho a 
acceder a los medicamentos esenciales o incor-
pora además el derecho a acceder a los MAC. 
Una respuesta posible la podemos encontrar en 
la interpretación que hace el Comité de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales del artículo 12 
del Pacto Internacional de Derechos Económi-
cos, Sociales y Culturales, en el cual se expresa 
que toda persona tiene el derecho al disfrute del 
más alto nivel posible de salud física y mental y 
se establecen las medidas que deberán adoptar 
los Estados Partes para asegurar la plena efec-
tividad de ese derecho (UN 1966). De acuerdo a 
este documento, los elementos que componen el 
derecho a la salud son: la disponibilidad, referi-
da a los establecimientos, bienes y servicios de 

14	 Entre los instrumentos internacionales más importantes 
cabe destacar la Declaración Universal de Derechos Hu-
manos (art. 25); el Pacto Internacional de Derechos Eco-
nómicos, Sociales y Culturales (art. 12); la Convención 
sobre la Eliminación de todas las Formas de Discrimi-
nación contra la Mujer (art. 12); la Convención sobre los 
Derechos del Niño (art. 24) y la Convención Internacional 
sobre la Eliminación de todas las Formas de Discrimina-
ción Racial (art. 5). De los instrumentos regionales, cabe 
mencionar la Declaración Americana de los Derechos y 
Deberes del Hombre (artículo XI) y el Protocolo de San 
Salvador (art. 10).

15	 Para un recorrido por las principales discusiones éticas y 
filosóficas sobre el derecho a la salud ver Vidiella (2000).
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salud —incluye los factores determinantes bási-
cos de la salud, como el agua potable, personal 
médico capacitado, establecimientos, etc.—; la 
accesibilidad, tanto física como económica y a la 
información, sin discriminación alguna; la acep-
tabilidad, vinculada al respeto por la cultura de 
las personas, minorías y pueblos; y la calidad de 
los bienes, servicios y establecimientos, desde el 
punto de vista médico y científico (Comité de De-
rechos Económicos, Sociales y Culturales 2000). 

A pesar de que los estados tienen la obligación 
de asegurar la plena efectividad del derecho a 
la salud, en el Pacto y otros instrumentos de de-
rechos humanos se reconoce que los estados 
cuentan con recursos limitados para garantizar 
un cumplimiento pleno del derecho a la salud. 
Por tal motivo, se sostiene que este derecho está 
sujeto a una realización progresiva. Esto significa 
que los estados tienen la obligación de avanzar lo 
más eficaz y expeditamente posible hacia la rea-
lización plena de ese derecho, aunque su cum-
plimiento no tiene que ser inmediato. Además de 
esto, el Pacto impone obligaciones mínimas que 
sí han de ser de cumplimiento inmediato, entre 
las que se encuentra la obligación de facilitar el 
acceso a los medicamentos esenciales. De ma-
nera que el derecho a la salud comprende el ac-
ceso a ambos tipos de medicamentos: esencia-
les y MAC, pero solo el acceso a los primeros es 
objeto de una realización plena e inmediata. El 
acceso a los MAC, por muy necesarios que sean, 
dependerá entonces de los esfuerzos y posibili-
dades de los estados.

4. Los MAC y los medicamentos 
esenciales

Para entender mejor la lógica de esta distinción, y 
aún más para fundamentarla, es necesario com-
parar las características de los medicamentos 
esenciales con las de los MAC. Esto no solo nos 
permitirá justificar el carácter progresivo de sa-
tisfacción del derecho a acceder a los MAC sino 
también develar algunos problemas éticos pre-
sentes en el debate sobre el acceso a ellos.

Hágase el siguiente experimento: pregúntele a 
unas cuantas personas no versadas en cues-
tiones de salud qué creen que son los medica-

mentos esenciales. Una vez recabadas algunas 
respuestas, es probable que se encuentre con 
una definición de la siguiente naturaleza: “Los 
medicamentos esenciales se refieren a drogas 
que son fundamentales para tratar una determi-
nada dolencia, y cuya carencia pondría en peligro 
la vida o la salud de la persona que la padece”. 
Esta definición, por muy intuitiva que parezca, 
no se corresponde en un todo con la definición 
utilizada en la literatura sobre el tema. La OMS 
define los medicamentos esenciales como aque-
llos que “cubren las necesidades de atención de 
salud prioritarias de la población. Su selección se 
hace atendiendo a la prevalencia de las enferme-
dades y a su seguridad, eficacia y costo-eficacia 
comparativa”16. Teniendo en cuenta los contextos 
particulares de los sistemas de salud existentes, 
los medicamentos esenciales deben estar dispo-
nibles en todo momento, en cantidades suficien-
tes, en las formas farmacéuticas apropiadas, con 
una calidad garantizada, y a un precio asequible 
para las personas y para la comunidad. Así, esta 
definición de medicamentos esenciales antes 
que referir a un individuo particular que necesita 
de un medicamento vital para estar sano, toma 
como eje la salud de la población; y los criterios 
para demarcar los medicamentos esenciales de 
los no esenciales incluyen consideraciones epi-
demiológicas, terapéuticas y económicas. De 
acuerdo con esta definición, la mayoría de los 
MAC no pueden ser incluidos dentro de la cate-
goría de medicamentos esenciales. Sin embargo, 
algunos de los MAC se han incluido dentro de las 
listas de medicamentos esenciales, en especial 
algunas drogas para tratar el VIH/SIDA. Que los 
MAC no sean incluidos dentro de esta categoría 
se debe a varias razones: 

16	 Página web de la OMS, http://www.who.int/topics/essen-
tial_medicines/es/ [Recuperado  el 5 de noviembre de 
2014]. Desde 1977, la OMS elabora una Lista Modelo de 
los Medicamentos Esenciales que se actualiza cada dos 
años cuyo fin es orientar a los estados para la selección 
de aquellas medicinas que debieran suministrar a su po-
blación. La primera lista incluía 208 medicamentos esen-
ciales; actualmente la lista incluye 340 medicamentos 
para tratar enfermedades prioritarias como el paludismo, 
el VIH/SIDA, la tuberculosis, los trastornos de la salud re-
productiva y las enfermedades crónicas como el cáncer 
y la diabetes. Página web de la OMS, http://www.who.int/
features/factfiles/essential_medicines/es/index.html [Re-
cuperado  el 5 de noviembre de 2014]
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•	 Primero, porque no cubren las necesidades 
de atención de salud prioritarias de la po-
blación, dado que muchos de ellos son para 
tratar enfermedades con baja prevalencia, 
como la Fibrosis Quística, la Hemoglobinuria 
Paroxística Nocturna o la Vasculitis Granu-
lomatosa, por poner solo algunos ejemplos. 

•	 Segundo, porque la seguridad y eficacia de 
algunos de ellos no está garantizada. En al-
gunos casos se desconocen los efectos ad-
versos y otros constituyen tratamientos expe-
rimentales (Tobar; Hamilton; Lifschitz 2011).

•	 Tercero, los análisis comparativos de cos-
to-eficacia muestran que el balance entre 
los costos de la provisión y la eficacia tera-
péutica es negativo en muchos casos, como 
sucede con algunos tratamientos para tratar 
diferentes tipos de cáncer17. 

De esta manera, las características propias de 
los MAC justifican el carácter progresivo —y no 
inmediato— de la obligación estatal de satisfacer 
el derecho a acceder a esta clase de medica-
mentos: puesto que no cubren las necesidades 
de atención sanitaria prioritarias de la población; 
no son lo suficientemente seguros y eficaces y 
no son costo-eficaces, no hay razón para inver-
tir esfuerzos económicos y de otra índole para 
garantizar un acceso inmediato, razones que sí 
existen para garantizar el acceso expedito a los 
medicamentos esenciales. Desde el punto de vis-
ta de la salud pública, entonces, es razonable la 
distinción entre medicamentos esenciales y MAC 
tanto como lo es la preeminencia de la cobertura 
de los primeros sobre los últimos.

5. Problemas éticos en el acceso a 
los MAC

Sin embargo, aunque fundamentales, los medi-
camentos esenciales no satisfacen las necesida-

17	 Por ejemplo, el tratamiento convencional del cáncer de 
pulmón no microcítico está compuesto por quimioterapia 
clásica combinada y erlotinib (un MAC). Los estudios so-
bre la eficacia comparativa de este MAC indican que su 
aplicación arroja beneficios limitados en cuanto a sobre-
vida, mostrando solo una diferencia de 60 a 90 días en 
comparación con los tratamientos clásicos y sin presentar 
mejoras en la calidad de vida de las personas (Marín; Po-
lach  2011:169).

des de salud de todas las personas, algunas de 
ellas necesitarán de otros medicamentos que no 
entran dentro de esta categoría, por ejemplo, de 
algún MAC. Lo que da lugar a problemas éticos 
de envergadura. En términos generales, pode-
mos observar que son las características18 mis-
mas de los MAC las que ponen de manifiesto un 
problema ético que está presente en gran parte 
de las cuestiones vinculadas a la salud: cómo 
distribuir los recursos. La distribución de bienes 
y servicios de salud involucra tanto criterios de 
justicia como fármaco-clínicos y económicos. 
Determinar los criterios para distribuir justamente 
los recursos, en especial cuando son escasos, es 
importante para determinar las políticas de salud 
en general y de acceso a los medicamentos en 
particular. Aquí la escasez es una escasez arti-
ficial generada por el monopolio de las patentes 
sobre muchos MAC.

Específicamente, de la primera característica de 
los MAC surge el problema de la distribución jus-
ta de bienes sociales. ¿Es justo invertir grandes 
volúmenes de dinero para cubrir unos pocos tra-
tamientos de alto costo cuando puede destinarse 
ese dinero a una gran cantidad de tratamientos 
más baratos y cuya prevalencia es mayor? ¿Es 
justo dejar librado al mercado o a la buena suerte 
la salud de los individuos? Así, dependiendo de 
cuál es el criterio de justica que elijamos (a cada 
uno según la necesidad, a cada quien lo que se 
merece, a todos por igual, etc.) vamos a tener di-
seños institucionales diversos. En tal sentido, no 
todos los criterios de justicia apoyarían una co-
bertura total y completa de los MAC. 

De acuerdo con la segunda característica, cabe 
preguntarse si es ético promover el acceso a me-
dicamentos cuya eficacia y seguridad no están 
garantizadas. Es entendible que las personas re-
curran a tratamientos experimentales cuando no 
tienen otra opción disponible —incluso se puede 
entender por qué los laboratorios fomentan su 
consumo— lo que no tiene un fundamento del 
mismo peso es que los estados tomen esa mis-
ma postura.

18	 Estas características son: no tratan las enfermedades de 
mayor prevalencia en la población, su seguridad y efica-
cia no está totalmente comprobada y no son costo-efica-
ces.
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Con respecto a la tercera característica, surge la 
pregunta de cuáles serían las razones para pro-
mover la distribución de medicamentos que no 
demuestran ser mejores con respecto a los tra-
tamientos tradicionales para tratar una dolencia, 
más aún cuando su costo es mucho más elevado. 
A veces, y esto sucede con varios medicamentos 
para el cáncer19, la mejora en la calidad de vida o 
la extensión de la expectativa de vida es ínfima en 
relación a los miles de dólares que cuesta el tra-
tamiento, dinero que podría utilizarse para satis-
facer necesidades más básicas de la población20. 
Algunos autores (Marín y Polach 2011; Tobar, Ha-
milton y Lifschitz 2011; Tobar 2012) se refieren al 
vínculo eficacia/costo-efectividad con el término 
“utilidad terapéutica”. Este término expresaría de 
un modo más claro la relación entre la eficacia 
terapéutica y el costo de la droga, cuyo balance 
positivo orientaría las acciones hacia la compra, 
distribución, etc.21. Al igual que con los criterios 

19	 Uno de los tantos ejemplos que pueden mencionarse al 
respecto es el de la nueva droga para tratar el cáncer de 
colon avanzado, Zaltrap, del laboratorio Sanofi. Se trata 
de una droga de segunda generación que debe utilizarse 
junto con otras tres drogas conocidas. El costo de ella –
sin tener en cuenta las otras 3- es de 11.000 dólares por 
mes y la sobrevida alcanzada con su uso es de 42 días. 
Dado que ya existe una droga anterior con características 
similares y cuyo costo es de 5000, y dados los escasos 
beneficios terapéuticos para los pacientes, Leonard Slatz, 
director del Grupo de Oncología Gastrointestinal del Me-
morial Sloan-Kettering Cancer Center, de EE.UU., reco-
mendó al centro no comprar dicha droga, recomendación 
que fue aceptada, aunque con sorpresa (Hall  2013).

20	 Algo similar sucede con las nuevas vacunas. Cuando un 
estado decide incorporar una vacuna al calendario oficial 
y soportar la provisión gratuita, es porque previamente 
realizó un análisis de costo/beneficio. Pero este análisis 
puede ser incompleto, cuando no sesgado por otros inte-
reses. Por ejemplo, la decisión de incorporar al calendario 
oficial la vacuna para prevenir el Virus del Papiloma Hu-
mano (VPH) es cuestionable, toda vez que destina recur-
sos al suministro de una vacuna de limitado alcance en la 
cobertura (en Argentina se aplica la bivalente) y que impli-
ca altos costos para el estado. Esos fondos podrían des-
tinarse a los programas de prevención y detección precoz 
así como a los programas de salud sexual y reproductiva, 
tanto en el ámbito de atención de la salud como en el 
ámbito educativo, lo cual permitiría no solo evitar contraer 
VPH sino también VIH y otras ETS. A la vez, destinar re-
cursos a la atención de otros aspectos como la mala ali-
mentación, la insuficiente atención médica o el hábito de 
fumar —dado que estos son factores de riesgo para que 
el virus mute hacia el cáncer— permitiría mejorar la salud 
y calidad de vida de las personas más allá del VPH.

21	 En una línea similar, podemos pensar la eficacia y la uti-
lidad en términos de impacto general en la mejora de la 
salud, como es la propuesta de Hollis y Pogge del Fondo 
Internacional de Salud (FIS). Este fondo es un comple-
mento del sistema de patentes, cuyo objetivo es incen-
tivar la investigación en enfermedades relevantes y de-

de justicia, la elección de determinados criterios 
clínicos y económicos para distribuir medicamen-
tos conlleva distintas políticas regulatorias. 

6. ¿Son las patentes una barrera en 
el acceso a los MAC?

Habiendo ubicado a los MAC en el contexto del 
derecho a la salud y habiendo delineado sus ca-
racterísticas fundamentales y los problemas éti-
cos asociados a ellos, podemos volver a la cues-
tión del acceso a los MAC y su vínculo con las 
patentes.

Al tratarse de medicamentos novedosos, la ma-
yoría de los MAC están patentados, con lo cual 
su precio es muy elevado. Los altos costos hacen 
que el acceso a dichas drogas sea difícil o impo-
sible. Asimismo, los estados deben procurar su 
provisión progresiva en orden a satisfacer el de-
recho a la salud de sus poblaciones. Sin embar-
go, teniendo en cuenta las características y los 
problemas de los MAC reseñados previamente, 
no todos ellos deberían formar parte de las po-
líticas nacionales de producción y/o distribución 
de medicamentos suministrados por los estados, 
sino solo aquellos que demuestren ser seguros 
y más eficaces22 que los medicamentos previa-
mente existentes para la misma dolencia y que 
además sean costo eficaces. 

Así las cosas, podemos ver que las patentes se 
constituyen como una barrera al acceso a ciertos 
MAC, pero no a todos: los que presentan seguri-
dad y eficacia comprobada y son costo-eficaces. 
Es en ellos en los que deberían concentrarse los 
esfuerzos para mejorar el acceso. Desde el pun-
to de vista del individuo que padece una enfer-
medad, cualquier potencial alivio a sus síntomas 
proveniente de un MAC, por más ínfimo o eficaz 
que sea, se constituye en una razón de peso para 

sarrollar medicamentos nuevos y accesibles para todas 
las personas. Este fondo está basado en un complejo 
esquema de pago por rendimiento, medido de acuerdo al 
impacto que tiene la medicina en la salud; de modo que 
se compensa solo a quienes presentan una mejora sus-
tantiva en relación a los medicamentos existentes (Hollis 
y Pogge  2008).

22	 El caso paradigmático de alta eficacia comprobada que 
puede encontrarse en la literatura es el de un MAC como 
el imatinib para tratar la Leucemia Mieloide Crónica 
(LMC), cuyo uso negativiza la expresión de la patología 
y mejora notablemente su pronóstico (Marín;  Polach  
2011:169).
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reclamar su cobertura. Sin embargo, desde el 
punto de vista de un análisis de salud pública, no 
hay razones —basadas en criterios de justicia o 
fármaco-clínicos— para una cobertura absoluta 
e indiscriminada de todos los MAC. 

7. Propuestas para mejorar el 
acceso a los MAC

En las secciones anteriores intentamos delimitar 
el impacto que las patentes pueden tener en el 
acceso a los MAC: sobre un conjunto delimitado 
de ellos —los que presentan seguridad y efica-
cia comprobadas, y que además son costo-efi-
caces— las patentes se constituyen como una 
barrera al acceso difícil de franquear. Es en estos 
casos en los cuales deben focalizarse los inten-
tos por mejorar el acceso. 

Aunque no podemos tratar la cuestión de la co-
bertura de acuerdo a la prevalencia de la enfer-
medad (primera característica de los MAC) y sus 
problemas éticos asociados (de justicia distribu-
tiva) porque un tratamiento adecuado requeriría 
presentar y defender un criterio de justicia —ba-
sado quizás en un modelo de justicia—, lo cual 
excede los objetivos de este trabajo, podemos 
señalar, sin embargo, que el impacto de las pa-
tentes sobre MAC para tratar enfermedades que 
no son prevalentes es aún mayor que sobre MAC 
para tratar las enfermedades cuya atención es 
prioritaria. Cuanto menos frecuente sea la dolen-
cia, menor atención estatal tendrá y, por tanto, 
mayor será el impacto sobre el bolsillo del indi-
viduo. Establecido esto, podemos mencionar so-
meramente cuáles son los caminos posibles para 
incrementar el acceso a los MAC. Entre las me-
joras propuestas, se destaca la implementación 
de políticas regulatorias del mercado de medica-
mentos, algunas vinculadas a la PI —promoción 
de la competencia genérica, uso de licencias obli-
gatorias y de importaciones paralelas— y otras 
relacionadas con los precios —control y negocia-
ción de precios, compras consolidadas (Tobar, 
2012). Asimismo, se propone crear seguros para 
enfermedades catastróficas que incluyan una 
consideración particular hacia la distribución de 
MAC (Van der Kooy; Pezzella 2014).

Debido a la extensión y objetivos de este trabajo, 
no podemos entrar en detalles. Baste mencionar 
que cada uno de estos instrumentos presenta 
ventajas y desventajas, y que puede funcionar 
mejor o peor de acuerdo al contexto de cada 
país. Por ejemplo, un país con capacidad sufi-
ciente para producir públicamente medicamentos 
que además posee gran cantidad de habitantes 
y cierto poder de negociación a nivel regional e 
internacional, tendrá más éxito en la implementa-
ción de políticas que promuevan la competencia 
en el mercado de medicamentos —a través de la 
fabricación de medicamentos genéricos— y en la 
negociación de precios y compras anticipadas de 
grandes volúmenes que otro país que no posee 
esas características. Sea cual sea el conjunto de 
medidas que tomen los estados, deberían estar 
orientadas a ampliar el acceso únicamente a 
aquellos MAC que mejoren efectivamente la cali-
dad de vida de la población y de los bienes y ser-
vicios de salud. Hacer esto no es más que respe-
tar, proteger y promover el derecho a la salud de 
todas las personas, acciones que constituyen las 
obligaciones mínimas de los estados en relación 
al derecho a la salud en tanto derecho humano. 

Una de las obligaciones de los estados en rela-
ción al derecho a la salud que no es muy ana-
lizada en la literatura sobre el tema es la obli-
gación de proteger la salud pública frente a las 
demandas del mercado. Esta obligación implica 
un compromiso de negociar acuerdos —regiona-
les e internacionales— y sancionar leyes que no 
afecten la salud pública. Por ejemplo, uno de los 
acuerdos más controvertidos que se está nego-
ciando actualmente es el Acuerdo de Asociación 
Transpacífico23 (TPP, Trans Pacific Trade Agree-
ment), que incluye doce países —desarrollados 
y en desarrollo— y contiene disposiciones sobre 
PI con estándares mucho más altos que los acor-
dados en el Acuerdo ADPIC y que puede tener 

23	 Hasta el 13 de noviembre de 2013, el borrador del trata-
do había permanecido en el más absoluto secreto. Sin 
embargo, Wikileaks logró filtrar el capítulo de propiedad 
intelectual confirmando que el borrador estaba orientado 
a los intereses de la industria farmacéutica (Wikileaks  
2013). Casi un año después, Wikileaks volvió a sacar a la 
luz un segundo borrador del acuerdo, en el que se pone 
de manifiesto la posición extrema de Japón y EE.UU. en 
relación a la protección de la PI (Wikileaks  2014).
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graves consecuencias sobre el acceso a la salud 
de las poblaciones involucradas24. 

Otra de las obligaciones de protección de la salud 
pública frente a los avances del mercado es la de 
garantizar una utilización plena y efectiva de los 
márgenes de maniobra disponibles en el Acuerdo 
ADPIC y la Declaración de Doha.

Por último, cabe mencionar que los laborato-
rios también tendrían alguna responsabilidad en 
el respeto del derecho a la salud y del derecho 
al acceso a los medicamentos —esenciales o 
MAC—, responsabilidad que está empezando a 
ser analizada (Hunt y Khosla 2008; Moon 2013) 
y reconocida por las empresas. Muchas de las 
grandes compañías farmacéuticas comenzaron 
a implementar programas de responsabilidad so-
cial que incluyen políticas de donación de drogas, 
descuentos a países en desarrollo, cesión gratui-
ta de patentes, etc. con el fin mejorar el acceso a 
los medicamentos25. Aunque estas acciones son 
loables y pueden incidir positivamente en el acce-
so a los MAC, determinar claramente cuáles son 
esas obligaciones y cómo se diferencian de las 
obligaciones estatales no es tarea sencilla26.

8. Conclusiones
El aumento en los costos de los medicamentos 
novedosos pone nuevamente de manifiesto la 
tensión entre el derecho a la salud y a gozar de 

24	 Al respecto, la organización Médicos Sin Fronteras elabo-
ró una carta abierta instando a los países participantes en 
el TPP a “no negociar con la salud”. (Médicos Sin Fronte-
ras  2013).

25	 Desde que existe un “ranking” de empresas (Access to 
medicines index) en relación a estas políticas, la cantidad 
y calidad de estas propuestas ha mejorado (Access to 
Medicine Foundation  2012). En general, los laboratorios 
realizan este tipo de actividades con la entrega y/o distri-
bución de medicamentos esenciales o en situaciones de 
pandemia o brotes de enfermedades de alcance global, 
como está sucediendo en estos momentos con el brote 
del virus del ébola. En relación a este, tanto las vacunas 
como los medicamentos que están siendo testeados, co-
menzaron a ser objeto de negociación entre las farma-
céuticas y algunos gobiernos u organizaciones no guber-
namentales, con el fin de que los tratamientos y vacunas 
estén disponibles a precios asequibles para quienes lo 
necesiten (Saez  2014).

26	 Tanto Hunt como Ruggie, representantes de la UN Hu-
man Rights Council, han tratado de establecer las respon-
sabilidades de las empresas en relación a los derechos 
humanos. Pero para el caso del derecho a la salud y del 
derecho al acceso a los medicamentos parecen no ser 
muy esclarecedoras (Moon  2013).

los beneficios científicos por parte de las perso-
nas y las comunidades y los DPI de los labora-
torios. Y el hecho de que el medicamento sea 
al mismo tiempo una mercancía y un bien social 
hace que esta tensión tenga en los dos lados de 
la balanza actores e intereses diversos. Eviden-
temente las empresas farmacéuticas defienden 
sus DPI, abogando por su cumplimiento; mientras 
que los individuos y las comunidades defienden 
su derecho a acceder a una atención de su salud 
efectiva y de calidad. Los estados (pero también 
las instituciones globales) son los encargados de 
balancear esos derechos, aunque con una pre-
rrogativa superior hacia la protección de la salud 
de las personas. En la actualidad, se puede ob-
servar una preeminencia del medicamento como 
mercancía, lo cual manifiesta una postura exce-
sivamente económica y miope, más aún cuando 
es sostenida —voluntaria o involuntariamente— 
en sus prácticas por quienes deberían atender al 
medicamento como bien social. 

Si el vínculo entre PI y comercio afianzado con el 
Acuerdo ADPIC abrió el debate sobre el acceso 
a los medicamentos esenciales, hoy es necesario 
que una discusión similar se produzca en torno 
del acceso a los MAC, cuyos elevados precios 
son resultado de la protección por patentes en la 
mayoría de los casos. Pero también es importan-
te avanzar hacia una distinción al interior de los 
MAC que permita discriminar entre aquellos que 
merecen ser candidatos para el suministro públi-
co de aquellos que no tienen el mérito suficien-
te para serlo, esto es, entre los medicamentos 
que presentan seguridad y eficacia comprobada 
y son costo-eficaces y aquellos que no lo son. 
Esta distinción no es fácil de llevarse a cabo, pero 
permite anclar mejor el debate en torno de las po-
tenciales soluciones o mejoras en relación a su 
acceso. Esperamos haber contribuido en algo a 
ello.

Este trabajo fue posible gracias a la beca doc-
toral otorgada por el CONICET (2010-2015). Las 
opiniones expresadas en este trabajo son per-
sonales y no coinciden necesariamente con las 
políticas de FLACSO, CONICET o UBA. Una ver-
sión preliminar de este artículo fue presentada en 
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el 12th World Congress of Bioethics, organizado 
por la International Association of Bioethics (IAB). 
México, México D. F., 25-28 de junio de 2014. 
Agradezco a la Dra. María Florencia Santi por la 
lectura de las versiones anteriores.

Entregado 	 28 – 12 - 2014 
Aprobado 	 7 – 4 - 2015
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Rigoberta Menchú

Testimonios

Activista de los derechos 
humanos de Guatemala 
(Chimel, Uspatán, 1959 -). 
Rigoberta Menchú nació 
en una numerosa familia 
campesina de la etnia in-
dígena maya-quiché. Su 
liderazgo al frente de las 
luchas sociales en el ám-
bito nacional e internacio-
nal, fue reconocido en el 
año 1992 con el Premio Nobel de la Paz, siendo 
hasta esei99 momento la persona más joven en 
recibir este reconocimiento. Su infancia y su ju-
ventud estuvieron marcadas por el sufrimiento de 
la pobreza, la discriminación racial y la violenta 
represión con la que las clases dominantes gua-
temaltecas trataban de contener las aspiraciones 
de justicia social del campesinado.

Desde muy joven se involucró en las luchas rei-
vindicativas de los pueblos indígenas y campesi-
nos lo que le valió persecución política y el exilio. 
En el año 1979 fue miembro fundador del Comité 
de Unidad Campesina -CUC- y de la Represen-
tación Unitaria de la Oposición Guatemalteca 
-RUOG-, de la que formó parte de su dirección 
hasta 1992. Para escapar a la represión se exi-
lió en México, donde publicó su autobiografía en 
1983. Recorrió el mundo con su mensaje y con-
siguió ser escuchada en las Naciones Unidas. En 
el año 1988 regresó a Guatemala protegida por 
su prestigio internacional, para continuar denun-
ciando las injusticias y fue detenida. En esas cir-
cunstancias conoció a Nineth Montenegro, quien 
a través de la organización Grupo de Apoyo Mu-
tuo -GAM- y la presión de miles de estudiantes 
universitarios, ayudó a que la liberaran.

Tuvo una participación activa en la ONU, asistien-
do a las sesiones anuales de la Comisión de De-
rechos Humanos, a las sesiones de la Comisión 
de Prevención de las Discriminaciones y Protec-

ción de las Minorías y fue 
parte del grupo de trabajo 
sobre poblaciones indíge-
nas

En 1992 la labor de Rigo-
berta Menchú fue recono-
cida con el Premio Nobel 
de la Paz. También con 
el premio de la UNESCO 
“Educación para la Paz “ 
en el año 1990, la conde-

coración “Legión de Honor en el máximo grado 
de Comandante”, recibida de manos del presiden-
te francés Jacques Chirac el 20 de junio de 1996 
y el premio Príncipe de Asturias de Cooperación 
Internacional en el año 1998. Se ha hecho acree-
dora de más de 30 Doctorados Honoris Causa, 
en distintas universidad del mundo, incluyendo 
la Universidad de San Carlos de Guatemala, en 
el año 1996. Su compromiso con Guatemala la 
llevó a participar activamente en la firma de los 
Acuerdos de Paz entre la Unidad Revolucionaria 
Nacional Guatemalteca -URNG- y el Gobierno 
de Guatemala y posteriormente acepta la invi-
tación para constituirse como “Embajadora de 
Buena Voluntad de los Acuerdos de Paz”, puesto 
que desempeñó hasta el año 2007, Su posición 
le permitió actuar como mediadora en el proceso 
de paz entre el gobierno y la guerrilla iniciado en 
los años siguientes.

Junto con sus colaboradores más cercanos 
constituyeron la Fundación Vicente Menchú que 
posteriormente toma el nombre de Fundación Ri-
goberta Menchú Tum, de la que es presidenta y 
a través de la cual ha apoyado a las poblaciones 
más necesitadas con proyectos de educación, 
productivos y de infraestructura.

La Dra. Menchú Tum ha sobresalido por su com-
promiso con la justicia impulsando a través de su 
Fundación diversos casos que buscan el acceso 
a la justicia para las víctimas del genocidio come-
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tido en Guatemala, así como la defensa de las 
víctimas de discriminación y racismo.

Rigoberta Menchú Tum tiene en su haber la pu-
blicación de varios libros, tales como “Me llamo 
Rigoberta Menchú y así me nació la conciencia”, 
libro testimonial publicado en 1983, que ha sido 
traducido a más de doce idiomas y ha merecido 
decenas de reconocimientos internacionales, el 
libro “La nieta de los Mayas” publicado en el año 
1998 y en los últimos años ha publicado los li-
bros para niños: “Li Mi’n, una niña de Chimel” y 
“El Vaso de Miel”.

Algunos textos
Selección de textos del libro editado por Elizabeth 
Burgos, Me llamo Rigoberta Menchú y así me 
nació la conciencia, Siglo XXI, México, 1985.

Todo niño nace con su nahual. Su nahual 
es como su sombra. Van a vivir paralela-
mente y casi siempre es un animal el na-
hual… el nahual es un representante de 
la tierra, un representante de los animales 
y un representante del agua y del sol. Es 
como una persona paralela al hombre. Se 
le enseña al niño que si se mata un animal 
el dueño de ese animal se va a enojar con 
la persona, porque le está matando al na-
hual. Cada día tiene un nahual. Si el niño 
nació el día miércoles, entonces para ese 
niño, todos los miércoles son su día es-
pecial. Por ejemplo, su nahual sería una 
ovejita. El nahual está determinado por el 
día del nacimiento. A los jóvenes, antes 
de casarse, se les da la explicación de 
todo esto. Entonces sabrán ellos, como 
padres, cuando nace su hijo, qué animal 
representa cada uno de los días. Pero, 
hay una cosa muy importante. Los padres 
no nos dicen a nosotros cuál es nuestro 
nahual cuando somos menores de edad 
o cuando tenemos todavía actitudes de 
niño. Sólo vamos a saber nuestro nahual 
cuando ya tengamos una actitud fija, que 
no varía porque ya se sabe que esa es 
nuestra actitud y que esa actitud no va-
ría, puede ser a los nueve como a los 
diecinueve o veinte años. Sólo nuestros 

papás saben qué día nacimos. O quizá 
la comunidad porque estuvo presente en 
ese tiempo. Pero ya los demás vecinos de 
otros pueblos no sabrán nada. Sólo sería 
cuando llegamos a ser íntimos amigos…
Todos los reinos que existen para noso-
tros en la tierra tienen que ver con el hom-
bre y contribuyen al hombre. No es parte 
aislada el hombre; que hombre por allí, 
que animal por allá, sino que es una cons-
tante relación, es algo paralelo. Podemos 
ver en los apellidos indígenas también. 
Hay muchos apellidos que son animales. 
Por ejemplo, Quej, caballo. Nosotros los 
indígenas hemos ocultado nuestra identi-
dad, hemos guardado muchos secretos, 
por eso somos discriminados… Para no-
sotros es bastante difícil muchas veces 
decir algo que se relaciona con uno mis-
mo porque uno sabe que tiene que ocultar 
esto hasta que garantice que va a seguir 
como una cultura indígena, que nadie nos 
puede quitar. Por eso no puedo explicar el 
nahual pero hay ciertas cosas que puedo 
decir a grandes rasgos. Yo no puedo decir 
cuál es mi nahual porque es uno de nues-
tros secretos. (El Nahual:39-42)

En ese tiempo bajamos juntos, con los 
vecinos, con los hijos de los vecinos, y 
así bien  alegres. Llegamos a la finca y 
con una amiga de la comunidad y nos 
tocó corte de algodón… Un día con ella 
que era una catequista, siempre andába-
mos juntas porque éramos muy amigas, 
y mi amiga se intoxicó con la fumigación 
del algodón. Entonces, tuvimos que en-
terrarla entre todos en la finca…Para 
la comunidad, mi amiga era una gente 
muy importante. La querían mucho. Des-
de ese tiempo, no sé, pero yo me sentía 
desgraciada en la vida porque pensaba 
qué sería de la vida de uno cuando fuera 
grande…Siempre había visto llorar a mi 
madre, muchas veces escondida, pues 
nunca nos enseñaba cuando ella tenía 
grandes penas. Pero siempre la encontra-
ba llorando en la casa o en el trabajo. Yo 
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tenía un miedo a la vida y me decía, qué 
será cuando yo sea más grande. Y esa 
amiga me había dejado muchos testimo-
nios de su vida. Me decía que nunca se 
iba a casar porque si se casaba implica-
ría tener hijos y tener hijos, le costaría ver 
un hijo morir de hambre o de sufrimien-
to o de enfermedad…Cuando murió mi 
amiga, yo decía, nunca me voy a casar, 
como ella dijo que nunca se casaba. Sólo 
por no pasar todas las penas que tendría 
que pasar… Muchas veces decía yo: me 
dedicaré quizás a trabajar en el altiplano, 
aunque pase hambre pero no bajaré a la 
finca, ya que yo le tenía un odio a la fin-
ca. Precisamente porque mi amiga, allí se 
murió, mis dos hermanos se han muerto 
allí. Uno de mis hermanos, me contaba mi 
madre, se murió de intoxicación también y 
otro de mis hermanos, que yo vi morir de 
hambre, de desnutrición. Me acordaba de 
todos los momentos de mi madre, a quien  
yo veía sudar y trabajar y nunca se arre-
pentía. Seguía trabajando. Muchas ve-
ces no tenía nada. Llega un mes y decía, 
no tenemos ni un centavo. ¿Qué vamos 
a hacer? Eso me daba tanta cólera y yo 
decía, ¿pero qué más se puede hacer en 
la vida? Para mí no había ninguna salida 
para que yo no viviera lo mismo que viven 
todos, que sufren todos. Yo estaba pre-
ocupadísima…Yo decía, por qué no que-
mamos todas estas cosas para que no 
vengan a trabajar la gente aquí. Yo tenía 
odio hacia la gente que fumigó. Yo pensa-
ba que eran culpables, ¿por qué echaban 
el veneno si habíamos gente allí? …Y mi 
mamá lloraba y yo le decía: ¡ay, mamá, yo 
no quiero vivir! ¿Por qué no me mataron 
cuando era niña? ¿Ahora cómo es posi-
ble que vivamos? Mi mamá me regañaba 
y me decía de no hablar cuentos. Pero 
para mí no eran cuentos. Eran cosas muy 
serias. Después me acerqué a los curas. 
Me recuerdo que no sabía hablar el cas-
tellano. No podía expresarme con ellos. 
Pero yo los veía como buenas gentes. 
Yo tenía muchas ideas pero sabía que no 
podía llegar a decir todas mis ideas. Yo 

deseaba un día poder leer o escribir o ha-
blar el castellano. Eso le decía a mi papá, 
yo quiero aprender a leer. Tal vez cuando 
uno lee, sea diferente. Entonces mi papá 
me decía, ¿quién te va a enseñar? Tienes 
que aprenderlo por tus medios, porque yo 
no los tengo. No conozco colegios, tam-
poco te podría dar dinero para un colegio. 
Entonces yo le decía, si platicas con los 
padres quizá me pueden dar una beca. 

Y me decía mi papá, en eso si que no es-
toy de acuerdo contigo porque tratas de 
salir de nuestra comunidad, de alejarte y 
buscarte lo que te conviene más. Enton-
ces, tratarías de olvidarte de lo que hay 
en común. Si te vas, sería de una vez. Te 
apartas de nuestra comunidad y yo no 
te apoyaría. Mi papá tenía una gran des-
confianza de las escuelas, de todo eso. 
Entonces me ponía como ejemplo de que 
muchos de nuestros primos han sabido 
leer y escribir, pero no han sido útiles para 
la comunidad. 

Tratan de apartarse y de sentirse diferen-
tes cuando saben leer y escribir. Todo eso 
me explicaba mi papá. Yo decía, “no, yo 
quiero aprender” y seguía y seguía. Llegó 
un momento en que bajamos por última 
vez a la finca. Por supuesto, fue en otra 
finca. Uno de los terratenientes pedía a 
mi papá que yo fuera sirvienta de él. Mi 
papá decía no. “Esas son cosas malas. Te 
van a tratar mal como nosotros nunca te 
tratamos. Yo no sería capaz de aguantar 
que mi hija esté sufriendo en otro lado; 
mejor sufrimos juntos.”… Yo les aseguro 
que cualquier gente de mi comunidad, 
analfabeta, que la mandaran analizar un 
párrafo de la Biblia, aunque sólo lo lean 
o lo traduzcan en su lengua, sabrá sacar 
grandes conclusiones porque no le costa-
rá entender lo que es la realidad y lo que 
es la distinción entre el paraíso afuera, 
arriba o en el cielo, y la realidad que está 
viviendo el pueblo. Precisamente  noso-
tros hacemos esto, porque nos sentimos 
cristianos y el deber de un cristiano es 
pensar cómo hacer que exista el reino de 
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Dios en la tierra, con nuestros hermanos. 
Sólo existirá el reino cuando todos tenga-
mos qué comer. Cuando nuestros hijos, 
nuestros hermanos, nuestros papás no se 
tengan que morir de hambre y de desnu-
trición. Eso sería la gloria, un reino para 
nosotros porque nunca lo hemos tenido. 
(Muerte de su amiga intoxicada por la fu-
migación en la finca: 113-117)

Ese día mi hermano iba con otra mucha-
cha para otra población cuando lo aga-
rraron. Entonces la muchacha y la mamá 
de la muchacha siguieron los pasos de 
mi hermano. Desde el primer momento le 
amarraron las manos atrás, lo empezaron 
a empujar a puros culatazos. Caía mi her-
mano, no podía defender la cara... Caminó 
como dos kilómetros a puros culatazos, a 
puros golpes. Entonces amenazaron a la 
muchacha y a la madre... le dijo a la seño-
ra que si se quedaban iban a ser tortura-
das como él porque  él era comunista, un 
subversivo, y los subversivos tenían que 
morir con los castigos que merecen. Es 
una historia increíble. Toda la cara la tenía 
desfigurada por los golpes, de las piedras, 
de los troncos, de los árboles, mi herma-
no estaba todo deshecho... De allí dejaron 
que las señoras se fueran. Lo dejaron allí. 
Cuando llegó al campamento, apenas ca-
minaba, ya no podía caminar. Y la cara, 
ya no veía, en los ojos, habían entrado 
hasta piedras, en los ojos de mi hermani-
to. Llegó en campamento lo sometieron a 
grandes torturas, golpes, para que él dije-
ra dónde estaban los guerrilleros y dónde 
estaba su familia. Qué era lo que hacía 
con la Biblia, por qué los curas son gue-
rrilleros. Ellos acusaban inmediatamente 
la Biblia como un elemento subversivo y 
acusaban a los curas y a las monjas como 
guerrilleros. Le preguntaron qué relación 
tenían los curas con los guerrilleros. Qué 
relación tenía toda la comunidad con los 
guerrilleros… Mi hermano llevaba torturas 
de todas partes en su cuerpo, cuidando 
muy bien las arterias y las venas para que 

pudiera aguantar las torturas y no se mu-
riera... Cuando oímos, el 23 de septiem-
bre, que los militares sacaron boletines 
por diferentes aldeas... que tenían en su 
poder tantos guerrilleros y que en tal parte 
iban a hacer el castigo para los mismos. 
.. Nos fuimos, pues, desde las once de la 
mañana de ese día 23, para Chajul. Lo-
gramos atravesar grandes partes de la 
montaña a pie... Como a las ocho de la 
mañana estábamos entrando al pueblo 
de Chajul. Los soldados tenían rodeado 
el pequeño pueblo. Había unos quinien-
tos soldados. Habían sacado a todas las 
gentes de sus casas, amenazándolas de 
que si no iban a presenciar el castigo, les 
tocarían las mismas torturas o los mismos 
castigos… Empezaron a volar por heli-
cóptero encima de la aldea para que no 
vinieran los guerrilleros. Era su temor. Y 
abrió el mitin el oficial. Me recuerdo que 
empezó a decir que iban a llegar un grupo 
de guerrilleros que estaba en su poder y 
que les iba a tocar un pequeño castigo. Es 
un pequeño castigo porque hay castigos 
más grandes, dice, van a ver el castigo 
que va a haber. ¡Eso es por ser comunis-
tas! ¡Por ser cubanos, por ser subversi-
vos! …Mi madre casi tenía cien por ciento 
seguro que su hijo iba a llegar allí. Todavía 
yo dudaba, pues, porque yo sabía que mi 
hermano no era criminal como para su-
frir todos esos castigos. .. Mi mamá va 
reconociendo al hermanito, a su hijo, que 
allí iba entre todos. Los pusieron en fila. 
Unos, casi, casi estaban medio muertos 
o casi estaban en agonía… El caso de mi 
hermanito, estaba muy torturado y casi 
no se podía parar… Nadie podía salir del 
círculo del mitin. Todo el mundo estaba 
llorando. Yo, no sé, cada vez que cuento 
esto, no puedo aguantar las lágrimas por-
que para mí es una realidad que no puedo 
olvidar y tampoco para mí es fácil contar-
lo. Mi madre estaba llorando. Miraba a su 
hijo. Mi hermanito casi no nos reconoció. 
O quizá... Mi madre dice que sí, que to-
davía le dio una sonrisa, pero yo, ya no 
vi eso, pues eran monstruos. .. Entonces 
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vienen los soldados y cortan con tijeras la 
ropa desde los pies hasta arriba y quitan 
la ropa encima de los cuerpos torturados. 
Todos llevan diferentes torturas. El capi-
tán se concentró en explicar cada una de 
las torturas. .. Ya después, …los pusieron 
en filas. El oficial llamó a los más crimina-
les…los “Kaibiles”, y éstos se encargaron 
de echarles gasolina a cada uno de los 
torturados. Y decía el capitán, “éste no 
es el último de los castigos, hay más, hay 
una pena que pasar todavía. Y eso hemos 
hecho con todos los subversivos…y si eso 
no les enseña nada, entonces les tocará a 
ustedes vivir esto. Es que los indios se de-
jan manejar por los comunistas”.... Enton-
ces los pusieron en orden… y el ejército se 
encargó de prenderles fuego a cada uno 
de ellos. Muchos pedían auxilio. Parecían 
que estaban medio muertos cuando es-
taban allí colocados, pero cuando empe-
zaron a arder los cuerpos, empezaron a 
pedir auxilio… pero el pueblo, inmediata-
mente cuando vio que el ejército prendió 
fuego, todo el mundo quería pegar, expo-
ner su vida, a pesar de todas las armas... 
Ante la cobardía, el mismo ejército se dio 
cuenta que todo el pueblo estaba agresi-
vo. Hasta en los niños se veía una cólera, 
pero esa cólera no sabían cómo demos-
trarla. Entonces, inmediatamente el oficial 
dio orden a la tropa que se retirara. Todos 
se retiraron con las armas en la mano y 
gritando consignas como que si hubiera 
habido una fiesta. Estaban felices. El pue-
blo levantó sus armas y corrió al ejército. 
Inmediatamente salieron. Porque lo que 
se temía allí era una masacre. Llevaban 
toda clase de armas. Incluso los aviones 
encima volaban. De todos modos, si hu-
biera un enfrentamiento con el ejército, 
el pueblo hubiera sido masacrado. Pero 
nadie pensaba en la muerte. Yo, en mi 
caso, no pensaba en la muerte, pensaba 
en hacer algo, aunque fuera matar a un 
soldado. Muchos del pueblo salieron in-
mediatamente a buscar agua para apagar 
el fuego y nadie llegó a tiempo. .. Lo que 
uno pensaba era que a los indígenas ya 

la desnutrición los mata. Y cuando ape-
nas los padres nos pueden dar un poco 
de vida y hacernos crecer con tanto sacri-
ficio, nos queman en esta forma. Salvaje-
mente. (Tortura y muerte de su hermanito 
quemado vivo junto con otras personas 
delante de los miembros de la comunidad 
y familiares: 198-208) 

Yo no soy dueña de mi vida, he decidido 
ofrecerla a una causa. Me pueden matar 
en cualquier momento pero que sea en 
una tarea donde yo se que mi sangre no 
será algo vano sino que será un ejemplo 
más para los compañeros. El mundo en 
que vivo es tan criminal, tan sanguinario, 
que de un momento al otro me la quita. 
Por eso, como única alternativa, lo que 
me queda es la lucha, la violencia justa, 
así lo he aprendido en la Biblia. Eso traté 
de hacerle comprender a una compañera 
marxista que me decía que cómo quería 
hacer la revolución siendo cristiana. Yo le 
dije que toda la verdad no estaba en la Bi-
blia, pero que tampoco en el marxismo es-
taba toda la verdad. Que ella debía acep-
tar eso así. Porque tenemos que defen-
dernos en contra de un enemigo, pero al 
mismo tiempo, defender nuestra fe como 
cristianos, en el proceso revolucionario y, 
al mismo tiempo estamos pensando que 
después del triunfo nos tocarán grandes 
tareas como cristianos en el cambio.  Yo 
sé que mi fe cristiana nadie me la va a 
quitar. Ni el régimen, ni el miedo, ni las 
armas… Lo opté, también, como con-
tribución a la guerra popular del pueblo. 
Que el pueblo, como mayoría, seamos los 
que hagamos el cambio. Y yo sé y tengo 
confianza que el pueblo es el único ca-
paz, las masas son las únicas capaces 
de transformar la sociedad. Y no es una 
teoría nada más. Opté por quedarme en 
la ciudad o en la población, porque, como 
decía, hubiera tenido oportunidad de por-
tar el arma, pero en cambio, aportamos 
en diferentes formas y todo va hacia un 
mismo objetivo. Esa es mi causa. Como 
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decía anteriormente, mi causa no ha naci-
do de algo bueno, ha nacido de algo malo, 
de algo amargo. Precisamente mi causa 
se radicaliza con la miseria que vive mi 
pueblo. Se radicaliza por la desnutrición 
que he visto y que he sufrido como indíge-
na. La explotación, la discriminación que 
he sentido en carne propia. La opresión, 

no nos dejan celebrar nuestras ceremo-
nias, y no nos respeten en la vida tal como 
somos. Al mismo tiempo, han matado a 
mis seres más queridos y yo tomo tam-
bién entre los seres más queridos, a los 
vecinos que tenía en mi pueblo, y así es 
que mi opción por la lucha no tiene límites, 
ni espacio (El exilio:266-275). Paris 1982
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Instrucciones a los autores

La Revista Redbioética/UNESCO es una publica-
ción bianual que aspira a constituirse en un es-
pacio de debate en el ámbito de la bioética de 
Latinoamérica y el Caribe, a partir de la difusión 
de perspectivas regionales y del tratamiento de 
sus problemas significativos. Se aceptarán para 
su publicación trabajos originales de investiga-
ción teórica o en campo, así como revisiones y 
puestas al día, comentarios de libros y trabajos, 
entrevistas y cartas al editor. Los comentarios so-
bre noticias y novedades en el área de la bioética 
serán bienvenidos en el blog de la Revista.

La revista intenta abarcar una mirada amplia del 
campo de la bioética, incluyendo las áreas de la 
salud (tanto la individual como la pública), los di-
lemas planteados por los desarrollos tecnológicos 
y su introducción en nuestra región, los avances 
de la genética y sus derivaciones, los problemas 
del medio ambiente y el desarrollo económico 
y social, así como el conflicto cultural entre sus 
planteos tradicionalmente economicistas y otras 
miradas integrales históricamente vigentes en el 
área, tales como las de los pueblos originarios. 
Resulta evidente de esta breve enumeración que 
los aspectos jurídicos y políticos estarán presen-
tes en el análisis en una región inmersa en proce-
sos de cambio por momentos vertiginoso, y cuyas 
realidades políticas y jurídicas deben adaptarse a 
estas dinámicas intrínsecamente conflictivas. Es 
así que las perspectivas filosóficas y socioantro-
pológicas deberán enmarcar y analizar a fondo 
los datos de una realidad compleja y acuciante. 

Dado el carácter transdisciplinario de la bioética 
esperamos que los trabajos estén escritos en un 
lenguaje lo menos especializado posible, que sea 
accesible a cualquier lector bien informado. 

Se adoptarán dos estilos de número para la revis-
ta. En el primero (clásico), se publicarán trabajos 
originales enviados por los autores sobre temas 
libres de su elección. En el segundo (temático), se 
solicitará a uno o más autores trabajos sobre un 
tema de significativa importancia determinado por 
el Equipo Editorial, los que luego serán sometidos 

a una ronda de debate y comentario, siendo pu-
blicada la totalidad de los materiales aceptados. 
La revisión por pares será un requisito aplicado 
a la totalidad de los trabajos publicados, (con ex-
cepción de contribuciones o conferencias).

Los trabajos originales no deberán haber sido en-
viados a otra revista para su publicación en forma 
simultánea, y en caso de haber sido parcialmente 
presentados o publicados en Actas de reuniones 
científicas esto deberá ser aclarado con cita de la 
presentación y/o publicación original.

ESPECIFICACIONES PARA 
INGRESAR EN EL PROCESO DE 
REVISIÓN POR PARES. 

Especificaciones

1.	 Los trabajos originales deberán tener una 
extensión de hasta 8000 palabras, con las 
fuentes bibliográficas enumeradas al final 
del texto, pudiendo contener notas de co-
mentario al pie de página. Deberán ser en-
viados exclusivamente por correo electró-
nico en tamaño A4, Documento Word (.doc 
o .docx) u Open Office Writer (.odt), letra 
Verdana tamaño 10 con interlineado de 
1,5. Las reseñas no deberán pasar de las 
1.000 palabras incluyendo título y notas.

2.	 Título del artículo centrado en letra normal 
utilizando mayúscula/minúsculas según 
corresponda, sin subrayar ni en negrita.

3.	 Autor/es: nombre y apellido en el margen 
izquierdo, con nota final (del tipo*) indican-
do título, cargo, lugar de trabajo y/o per-
tenencia institucional, dirección de correo 
electrónico, y fecha de envío del artículo. 
Esta nota debe ir colocada inmediatamen-
te después del cuerpo del texto princi-
pal y antes de las notas, las que estarán 
numeradas a partir de 1, si las hubiera. 
4. Resúmenes en idiomas español, inglés 
y portugués, de hasta 150 palabras cada 
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1.	 uno, en letra Verdana tamaño 9 con inter-
lineado 1,5. Incluir la traducción del título 
del artículo y cinco (5) palabras clave en 
los tres idiomas, en mayúscula/minúsculas 
y separadas con comas. Palabras Clave: 
Vih/Sida, consentimiento informado, induc-
ción indebida, pobreza, enfermedad crítica, 
etc.

2.	 Subtítulos en margen izquierdo, en mayús-
cula/minúsculas, sin subrayar ni negritas.

3.	 Los cuadros, gráficos, fotos e ilustraciones 
deben enviarse en archivo separado (for-
matos TIF, JPG o PNG) numerados según 
orden de aparición en el texto (el cual debe 
indicar claramente su ubicación e incluir el 
epígrafe correspondiente). 

4.	 Las transcripciones textuales de autores 
al igual que las entrevistas y citas de cua-
dernos de campo, que no superen las tres 
líneas se mantendrán en el cuerpo princi-
pal del texto, entre comillas y sin itálicas ni 
negritas. En caso de referencias mayores 
a tres líneas, se presentará separada del 
cuerpo principal del texto con un espacio al 
comenzar y otro al terminar, entre comillas, 
sin utilizar itálicas ni negritas.

5.	 Las citas bibliográficas serán colocadas en 
el cuerpo principal del texto y deben mante-
ner la forma de referencia siguiente: (Apelli-
do autor, año). Ejemplo: (González, 2010). 
En el caso de cita textual incluir página/s. 
Ejemplo: (Goldschmitt, 1988:49). En caso 
de más de una cita se ordenará cronoló-
gicamente por año de publicación del más 
antiguo al más reciente. Ej.: (González, 
1998, 2001). Igual criterio se utilizará en 
caso de ser trabajos del mismo año, utili-
zando las letras, a, b, c, etc. Ej.: (González, 
2001a) (González, 2001b). En caso de tra-
tarse de más de tres autores, se citará solo 
a los tres primeros y se agregará y col. ó 
et al. 

6.	 La bibliografía debe colocarse al final del 
artículo sin sangrías y por orden alfabético, 
sin numeración, referenciando únicamen-
te aquella citada en el artículo (si resulta 
necesario especificar otros datos –edición 

original, modificaciones en las ediciones, 
etcétera– deberá añadirse al final de la cita 
correspondiente). No se utilizará el formato 
“Citas al final” del programa Word. 

•	 Artículos de revistas deben seguir el for-
mato: Apellido de autor en mayúsculas, ini-
cial del nombre en mayúsculas, año, título 
del trabajo citado, nombre de la revista, vo-
lumen, número, paginación. 

Ejemplos:VIDAL S. 2010. Bioética y desarrollo hu-
mano: una visión desde América Latina. Revista 
Redbioética/UNESCO. Año 1, Vol 1, No 1, 112-
134.

•	 Los libros se citarán: Apellido de autor en 
mayúsculas, inicial del nombre en mayús-
culas, año, título, edición si la hubiere, edi-
torial, lugar, paginación.

Ejemplos: JURY, W A, GARDNER H W. 1991. Soil 
Physics. John Wiley & Sons, New York, 328 p.

•	 Capítulo de libro Apellido del autor, inicial 
del nombre en mayúsculas, año, título del 
capítulo. En: autor(es) del libro con mayús-
cula (o Director o compilador si correspon-
de), título, editorial, ciudad, páginas.

Ejemplos: MORALES J, CUCUZZA F. 2002. Bio-
grafías apócrifas en bioética. En GOSTIONIZ J 
(comp), Escritos de bioética, Ed. Sanjuaninas, 
San Juan, Argentina, pp. 123-164.

•	 Citas de documentos y/o declaraciones 
institucionales. Las citas de documentos 
y/o declaraciones de instituciones naciona-
les o internacionales (OMS, UNESCO, CO-
NICET, etc) se harán colocando la sigla o 
acrónimo de la institución en mayúsculas, 
el año, el título y la URL de la que puede 
ser recuperada, según el siguiente modelo:

Ejemplos: CEPAL. 2002. Globalización y desarro-
llo Social. Secretaría ejecutiva. [Versión electróni-
ca]. Recuperada el 28 de agosto de 2003. Dispo-
nible en: http://www.eclac.cl/publicaciones/Secre-
tariaEjecutiva/3/LC G2157SES293/Globa-c10.pdf
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Si la edición citada fuera impresa se deberá con-
signar el lugar de edición como en el caso de los 
libros.

Siempre que sea posible se agregará la URL de 
la página web en la que se pueda acceder al ar-
tículo.

Revisión editorial

Los trabajos presentados según las especifica-
ciones serán revisados en primera instancia por 
el Editor Ejecutivo (u otro integrante del Equipo 
Editorial) para determinar si son apropiados para 
su publicación en la Revista, lo cual ocurrirá en un 
lapso de 7 días. En caso de aprobación serán en-
viados a dos revisores externos, los que en base 
a su mérito y en el plazo de 20 días deberán de-
terminar su recomendación de: a) Publicación sin 
modificaciones; b) No publicación; c) Publicación 
con modificaciones, las que serán sugeridas por 
los revisores. En el último caso los autores po-
drán acceder o no a las modificaciones sugeridas, 
quedando la decisión final sobre la publicación en 
manos el Equipo Editorial. Todo el proceso de re-
visión se llevará a cabo en forma anónima tanto 
para el autor como para los revisores, y se guar-
dará la confidencialidad que el mismo requiere.

En el caso de los números temáticos los comen-
tarios sobre el trabajo original serán enviados a 
un único revisor externo, preferentemente uno 
de los dos que revisó el trabajo original que está 
siendo comentado.

El Equipo Editorial podrá solicitar contribuciones 
especiales a autores destacados, caso en el cual 
su aprobación para la publicación quedará a dis-
creción del Equipo, sin revisión por pares reviso-
res externos. Estos trabajos se publicarán en la 
sección de Contribuciones Especiales, y no en la 
de Artículos Originales.

Las conferencias y/o ponencias en congresos y 
reuniones científicas que sean evaluadas como 
adecuadas para la revista por el Editor y/o el 
Equipo Editorial se publicarán sin ser previamen-
te revisadas por pares externos.

Investigaciones con seres humanos

La publicación de artículos que contengan resul-
tados de investigaciones sobre seres humanos, 
está condicionada al cumplimiento de los prin-
cipios éticos expresados en la Declaración de 
Helsinki http://www.wma.net/e/policy/b3.htm, la 
Declaración Universal de Bioética y Derechos 
Humanos de la UNESCO, y de las legislaciones 
específicas del país en el cual fue realizada la in-
vestigación. El acuerdo con los lineamientos in-
ternacionales de Protección a Seres Humanos, 
deberá constar en un párrafo que especifique la 
obtención del consentimiento informado de los 
participantes en el reporte de investigación, así 
como la revisión y aprobación por el Comité de 
Ética que corresponda.

ADHESIÓN

Esta revista adhiere a los requisitos éticos es-
tablecidos en el Uniform Requirements for Ma-
nuscripts del International Committee of Medical 
Journal Editors (http://www.icmje.org/manuscrip-
t_1prepare.html), sin adoptar necesariamente las 
mismas normas técnicas editoriales, destinadas 
exclusivamente a trabajos en el área biomédica. 

CARTA DE CESIÓN DE DERECHOS 
DE PUBLICACIÓN

Cuando el trabajo haya sido aceptado para su pu-
blicación se deberá enviar una carta firmada por 
todos los autores y/o autoras que incluya: a) Nom-
bre/s y apellido/s, en el orden establecido para 
la publicación, mencionando el título de máxima 
jerarquía académica de cada autor/a; b) Nombre 
completo de la institución de referencia, aclaran-
do la pertenencia de cada autor/a; c) El nombre 
del/la autor/a responsable de la correspondencia 
y dirección de correo electrónico; d) Mención de 
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que se trata de un trabajo original que no ha sido 
publicado; e) Que no ha sido remitido simultánea-
mente a otra publicación; f) Que en caso de ser 
publicado el artículo, transfieren los derechos de 
publicación a la Revista Redbioética/UNESCO; 
g) Que convienen en que la Revista Redbioética/
UNESCO no comparte necesariamente las afir-
maciones que manifiestan los autores en el artí-
culo.

CONFLICTO DE INTERESES

Existe conflicto de intereses cuando un autor (o la 
institución a la que pertenece), par revisor, o edi-
tor, tiene relaciones personales o financieras que 
influyen inadecuadamente sesgando sus accio-
nes (estas relaciones se conocen también como 
lealtades divididas o duales, competencia de in-
tereses, o compromisos dobles). Estas relaciones 
van desde las carentes de importancia hasta otras 
con gran potencial para influir en los juicios, pero 
no todas representan verdaderos conflictos de 
intereses. El conflicto de intereses puede existir 
más allá de que una persona crea o no que esa 
relación afecta su juicio científico. Las relaciones 
financieras (relación de dependencia, consulto-
rías, propiedad de acciones, cobro de honorarios 
y tareas de peritaje o testimonio experto), son 
los conflictos de intereses más fácilmente identi-
ficables y los que con mas probabilidad pueden 
afectar la credibilidad de la revista científica, los 
autores, y la ciencia misma. Sin embargo, puede 
haber conflictos por otras razones, tales como re-
laciones personales, competitividad académica, o 
pasión intelectual.

Comite Internacional de Editores de Revistas Me-
dicas (ICMJE, International Council of Medical 
Journals Editors)

La presente declaración debe ser enviada por 
todos los autores por separado. Incluirá de igual 
modo a editores y pares revisores, quienes deben 
aguzar su percepción para excusarse de interve-
nir cuando la situación así lo requiera.
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Declaración de conflicto de intereses

Cada uno de los/as autores/as deberá llenar por separado este formulario:

1) En relación con el trabajo que ha enviado para su publicación: ¿tiene algún conflicto de inte-
reses para manifestar?

NO 

SI

2) En caso de que considere que sí lo tiene, por favor especifique tipo y causa del mismo (esta 
declaración se incluirá al final del trabajo publicado):

Título del trabajo: ................................................................................................................

Fecha de envío:...................................................................................................................  	

Firma del autor/a: ...............................................................................................................

Envíe este formulario firmado y escaneado a revistaredbioetica@unesco.org.uy
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Lista de verificación

Por favor, verifique cuidadosamente esta lista de 
requisitos editoriales y envíela junto con el trabajo 
para publicar. Estos requisitos son indispen-
sables para que el trabajo ingrese al proceso 
editorial.

Item SI NO

1.	 Este es un trabajo original y no ha sido enviado simultáneamente a otra revista 
para su publicación

2.	 Si el trabajo ha sido presentado y/o publicado parcialmente en Actas de reunio-
nes científicas esto está aclarado en el mismo

3.	 El trabajo está en documento .doc - .docx - .odt , letra Verdana, tamaño 10, in-
terlineado 1,5

4.	 Título centrado, letra normal, con mayúsculas/minúsculas, sin subrayar ni negrita

5.	 Autor/es: nombre y apellido completos con llamada tipo *

6.	 Llamada tipo * indicando título, cargo, lugar de trabajo y/o pertenencia institucio-
nal, dirección de correo electrónico, y fecha de envío del artículo, inmediatamen-
te después del cuerpo del texto principal y antes de las notas y/o bibliografía

7.	 Resúmenes en idiomas español, inglés y portugués, de hasta 150 palabras cada 
uno, en letra Verdana tamaño 9 con interlineado 1,5. Incluir la traducción al inglés 
del título del artículo y cinco (5) palabras clave en los tres idiomas, en mayúscula/
minúsculas y separadas con comas

8.	 Subtítulos en margen izquierdo, en mayúscula/minúsculas, sin subrayar ni negri-
tas. Subtítulos en margen izquierdo, en mayúscula/minúsculas, sin subrayar ni 
negritas.

9.	 Cuadros, gráficos, fotos e ilustraciones enviados en archivo separado (formatos 
TIF, JPG o PNG) numerados según orden de aparición en el texto

10.	 Citas bibliográficas serán colocadas en el cuerpo principal del texto y de-
ben mantener la forma de referencia siguiente: (Apellido autor, año). Ejemplo: 
(González, 2010). En el caso de cita textual incluir página/s. Ejemplo: (Golds-
chmitt, 1988:49). En caso de más de una cita se ordenará cronológicamen-
te por año de publicación del más antiguo al más reciente. Ej.: (González, 
1998, 2001). Igual criterio se utilizará en caso de ser trabajos del mismo año, 
utilizando las letras, a, b, c, etc. Ej.: (González, 2001a) (González, 2001b). 
 
En caso de tratarse de más de tres autores, se citará solo a los tres primeros y 
se agregará y col. ó et al.

11.	 Bibliografía al final del artículo sin sangrías y por orden alfabético, sin numera-
ción, referenciando únicamente aquella citada en el artículo
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Item SI NO

1.	 Artículos de revistas siguen el formato: Apellido de autor en mayúsculas, inicial 
del nombre en mayúsculas, año, título del trabajo citado, nombre de la revista, 
volumen, número, paginación.

2.	 Libros están citados: Apellido de autor en mayúsculas, inicial del nombre 
en mayúsculas, año, título, edición si la hubiere, editorial, lugar, paginación. 
 
Ejemplo:  
 
JURY, W A, GARDNER H W. 1991. Soil Physics. John Wiley & Sons, New York, 
328 p.

3.	 Los capítulos de libro están citados: Apellido del autor, inicial del nombre en 
mayúsculas, año, título del capítulo. En: autor(es) del libro con mayúscu-
la (o Director o compilador si corresponde), título, editorial, ciudad, páginas. 
 
Ejemplo:  
 
MORALES J, CUCUZZA F. 2002. Biografías apócrifas en bioética. En GOSTIO-
NIZ J (comp), Escritos de bioética, Ed. Sanjuaninas, San Juan, Argentina, pp. 
123-164. 

4.	 Las citas de documentos y/o declaraciones de instituciones nacionales o inter-
nacionales (OMS, UNESCO, CONICET, etc) se han hecho colocando la sigla o 
acrónimo de la institución en mayúsculas, seguido por el nombre institucional, 
el año, el título y la URL de la que puede ser recuperada, según el siguiente 
modelo: 
 
CEPAL - Comisión Económica para América Latina. 2002. Globalización y de-
sarrollo Social. Secretaría ejecutiva. [Versión electrónica]. Recuperada el 28 de 
agosto de 2003. Disponible en: http://www.eclac.cl/publicaciones/SecretariaEje-
cutiva/3/LCG2157SES293/Globa-c10.pdf 
 
Si la edición citada era impresa se consignó el lugar de edición como en el caso 
de los libros. 
 
De ser posible se agregó la URL de la página web en la que se pueda acceder 
al artículo. 

5.	 Se adjunta la declaración de conflicto de intereses

6.	 Se adjunta la carta de cesión de derechos de autor
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